
CÓDIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
343 Bis del Código Penal Federal

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39,
45 numeral 6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56,
60 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
la consideración de los integrantes de esta honorable Asam-
blea el presente:

DICTAMEN DE DIVERSAS INICIATIVAS CON
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMAN LOS
ARTÍCULOS 343 BIS, 343 TER Y 343 QUÁTER DEL
CÓDIGO PENAL FEDERAL.

ANTECEDENTES

PRIMERO.- En sesión celebrada por la Comisión Perma-
nente, con fecha 4 de mayo de 2005, el Diputado Manuel
González Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, presentó la Iniciativa con Proyecto de De-
creto que reforma el artículo 343 Bis del Código Penal Fe-
deral.

SEGUNDO.- En esa misma fecha, la Presidencia de la Me-
sa Directiva de la Comisión Permanente, mediante Oficio
No. CP2R2AE.-031, acordó que se turnara dicha Iniciativa
a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, para su es-
tudio y dictamen.

TERCERO.- En sesión celebrada por la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, en fecha 11de

noviembre de 2005, la Diputada María de Jesús Aguirre
Maldonado, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó la Iniciativa con Proyecto
de Decreto que reforma los artículos 343 Bis, 343 Ter y 343
Quáter del Código Penal Federal.

CUARTO.- En esa misma fecha la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Comisión Permanente, mediante oficio nú-
mero D.G.P.L. 59-II-1-1498, acordó que dicha Iniciativa se
turnara a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, pa-
ra su estudio y Dictamen.

QUINTO.- Los miembros integrantes de la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos de la Cámara de Diputados de
la LIX Legislatura, procedieron al estudio de las Iniciativas
citadas, habiendo efectuado múltiples razonamientos sobre
la aplicación de los conceptos contenidos en el proyecto que
se discute, bajo las siguientes:

CONSIDERACIONES

Primera.- Las Iniciativas en estudio tienen por objeto, re-
formar los  artículos 343 bis, 343 ter y 343 quáter, a fin de
incrementar dentro del tipo penal de violencia familiar el
uso de la fuerza física o moral contra la integridad sexual de
un miembro de la familia, incrementar la pena de prisión de
seis meses a cuatro años por la de dos a cuatro años de pri-
sión y multa de diez a treinta días de salario mínimo, seña-
lar además de la perdida del derecho de la pensión alimen-
ticia la perdida de los derechos hereditarios y de la patria
potestad, así como condenar al sujeto activo del delito a pa-
gar los gastos médicos hasta lograr la recuperación de la
persona agredida.

Segunda.- La Iniciativa presentada por el Diputado Manuel
González Reyes, señala que actualmente, la violencia fami-
liar es un grave problema donde las cifras crecen de mane-
ra alarmante, ya que se estima que una de cada tres mujeres
en el mundo sufre maltrato por parte de algún familiar o de
su pareja.

Expone que, la violencia familiar no se sujeta únicamente
hacia una agresión en contra de las mujeres, también se da
por una o varias personas entre los diversos miembros que
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conforman una familia e inclusive aquellos que indirecta-
mente viven o mantienen una relación muy estrecha con los
agresores por la vía familiar que los liga de una u otra ma-
nera.

No podemos dejar de lado que cualquier acto de poder u
omisión reiterado e intencional encaminado a someter o do-
minar, a cualquier miembro de la familia puede causar da-
ño físico, verbal, psicológico o sexual y que inclusive pue-
de llegar a ser irreparable para la víctima. 

En este sentido el combate de la violencia es una condición
indispensable para el desarrollo individual y social y su ple-
na e igualitaria participación en todas las esferas de la vida
pública y privada, de todos los integrantes de una familia,
por lo que el Estado debe vigilar por la protección de las
personas involucradas, mediante la modificación de leyes y
demás normas jurídicas, para ayudar a resolver este grave
problema.

El autor de la Iniciativa señala que si bien es cierto el Códi-
go Civil en sus artículos 323 Bis y 323 Ter conoce la vio-
lencia familiar, no existe un claro conocimiento de los con-
ceptos fundamentales respecto de la violencia familiar, pues
en ellos, sólo identifica los elementos generales que son: el
daño (violencia física o moral), los generadores (integrantes
de la familia) y el fin (el daño).

Que si bien es cierto que se encuentra en el Código Civil, la
violencia familiar, hasta el momento no es posible encontrar
su utilidad mas que como un simple juicio aislado que pue-
da derivar en un divorcio o en la pérdida de la patria potes-
tad, lo cual en ambos casos no contempla la ayuda hacia la
víctima mucho menos su reincorporación a la sociedad y re-
habilitación integral.

En cuanto al Código Penal, el cual sanciona a la violencia
familiar en los artículos 343 bis, 343 ter y 343 quáter lo de-
limita a todo acto realizado por sujetos que pertenecen a la
Familia, la cual es entendida como una Institución social en
donde se enlazan diferentes personas con un parentesco, en
la que dicho sujeto (agresor), de manera ilegal (sin una cau-
sa legítima o jurídicamente válida) ocasiona a su circulo fa-
miliar con el motivo de daño o manipulación, lesiones físi-
cas, psicológicas y/o sexuales.

Lo cual el Estado justificando su acción en lo que dispone
el artículo 17 constitucional y en lo señalado en los Códigos
Penales ejercitará el ius penale y el ius puniendi a efecto de

castigar a los sujetos que han incurrido en estas conductas
sancionadas por el Derecho.

Por tal motivo, propone reformar el artículo 343 Bis, a efec-
to de que de igual forma se considere como violencia fami-
liar, el uso de la fuerza física o moral, así como la omisión
grave, que de manera reiterada se ejerza en contra de un
miembro de la familia por otro integrante de la misma con-
tra su integridad física, o bien que atente contra su integri-
dad �psicoemocional y sexual�, independientemente de que
se produzcan o no lesiones.

Asimismo, se establece la obligatoriedad de proporcionar
rehabilitación integral a quienes cometan este tipo de ilíci-
tos.

Tercera.- Por su parte la Iniciativa presentada por la Dipu-
tada María de Jesús Aguirre Maldonado, menciona en su
exposición de motivos que la violencia ejercida en el con-
texto familiar representa un grave problema de nuestra so-
ciedad que exige una respuesta global y coordinada por par-
te de todos los poderes públicos. Además de las terribles
consecuencias físicas y psicológicas para quien la padece,
este tipo de violencia trasciende el ámbito estrictamente do-
méstico para convertirse en un mal que afecta e involucra a
toda la ciudadanía.

Que es en la familia donde se transmiten los valores que ri-
gen a la sociedad donde vivimos, donde se siembran en el
ser humano las bases que le darán sustento a su personali-
dad y desarrollo, y es también en ella donde el individuo de-
bería sentirse más seguro y protegido; sin embargo es en es-
te núcleo donde desafortunadamente se generan y
perpetúan las relaciones de violencia.

En este sentido, la violencia familiar consiste en el uso de la
fuerza al interior del núcleo familiar llevada a cabo por uno
o varios de los miembros quienes, por razones económicas,
físicas e incluso culturales, tiene una posición de privilegio
sobre los demás y buscan a través del maltrato imponer for-
mas de ser, pensar y/o actuar, o refrendar su autoridad. Sien-
do las mujeres, los niños, los ancianos y los discapacitados
las principales víctimas.

Menciona la autora de la Iniciativa, que este no es un pro-
blema privativo de determinado nivel o estrato social y en
todos los casos constituye un atentado a la integridad física,
emocional o sexual de los miembros de la familia, quebran-
tando los derechos individuales elementales de quienes son



afectados y, generando a la larga conductas antisociales que
en un esquema más amplio constituyen un grave problema
social y de seguridad pública.

Está comprobado que las niñas y niños que provienen de
hogares en los que existe violencia, reproducirán en la ma-
yoría de los casos las mismas actitudes y conductas que vie-
ron que sus padres tenían entre sí o hacia los hijos, abuelos,
y todo aquel que integre el núcleo familiar, convirtiéndose
a su vez en mal tratantes potenciales.

A lo anterior, se suma a las consecuencias personales de pa-
decer violencia a manos de un familiar se encuentran graves
desajustes de la personalidad, trastornos depresivos, dolores
de cabeza, temores injustificados, deterioro de la autoesti-
ma, predisposición al consumo de sustancias como alcohol
y drogas, deserción escolar y posteriormente graves dificul-
tades para mantener un empleo, intentos de suicidio, entre
otros.

Refiere también que aún cuando la violencia familiar es ti-
pificada como delito en nuestro país desde hace varios años
y que existen ordenamientos específicos e instancias espe-
cializadas para su atención, el problema persiste, casi invi-
sible y sin castigo, por lo que  debe replantearse la relación
en general entre el Estado y la familia para que éste inter-
venga de manera decidida en la prevención, la asistencia y
el castigo por quienes cometen estas conductas.

Por las razones expuestas, señala que el propósito de esta
reforma es aumentar la penalidad de este delito de los seis
meses a cuatro años con los que en este momento se casti-
ga, a una penalidad de dos a cuatro años, además de una
multa de diez a treinta días de salario mínimo.

Asimismo, establecer que el culpable de violencia familiar
perderá no sólo el derecho a la pensión alimenticia como
actualmente lo contempla el Código Penal Federal, sino
también los derechos hereditarios y la patria potestad o tu-
tela sobre la persona agredida.

Igualmente que con las reformas se estará obligando por ley
al culpable a que pague los tratamientos médicos de la per-
sona agredida hasta su total recuperación y prohibiéndole
acudir al domicilio o acercarse al agredido como medidas
provisionales además de la caución de no ofender y demás
medidas necesarias para salvaguardar la integridad física o
psicológica de la persona agredida, mismas que serán de-
terminadas por el juez.

Tercera.- Una vez que se ha llevado a cabo el estudio y aná-
lisis, de los razonamientos vertidos en la exposición de mo-
tivos de la presente Iniciativa, los integrantes de esta Comi-
sión Dictaminadora  de Justicia y Derechos Humanos,
consideran que la conveniencia de regular jurídicamente la
violencia familiar se fundamenta en la necesidad de encon-
trar mecanismos para proteger los derechos fundamentales
de los integrantes del grupo familiar frente a los cotidianos
maltratos, insultos, humillaciones y agresiones sexuales que
se producen en el ámbito de las relaciones familiares.

En tal virtud, es de señalarse que la violencia familiar es un
problema de índole �privado� cuyas consecuencias tras-
cienden el núcleo familiar y afectan al conjunto de la socie-
dad, convirtiéndose, así, en un problema social que requie-
re una enorme atención en salud, asistencia, procuración y
administración de justicia.

Este problema requiere acciones del Estado firmes para
combatirlo y erradicarlo, que deben darse tanto en el ámbi-
to legislativo como judicial.

En este sentido, se debe adoptar un enfoque integral y dis-
ciplinario que permita abordar la complicada tarea de crear
familias y comunidades libres de violencia, en donde la
igualdad y el respeto a la dignidad humana deban pernear
en todos los estadios del proceso de socialización. 

Se debe tener presente que la violencia familiar es un fenó-
meno muy complejo porque normalmente existen fuertes
vínculos de lealtad, afecto o dependencia entre la persona
agresora y la persona agredida. 

La violencia familiar afecta de manera directa a todos los
miembros de la familia -incluido el agresor-; esta violencia
forma parte del problema de la niñez; un niño o niña que
crece en un medio hostil en el cual existe la falta de respe-
to, agresiones físicas, sexuales y psicológicas, abandono y
descuido, se convierten en niños y niñas maltratados aun-
que no sean los sujetos directos de las agresiones.

Lo anterior genera un círculo vicioso en donde las personas
que ahora son víctimas de violencia, en el futuro, y repi-
tiendo la conducta aprendida, serán, a su vez, víctimas o
agresoras.

Cuarta.- Ahora bien, al referirnos a las propuestas de re-
formas planteadas en las Iniciativas, es conveniente hacer
referencia a las disposiciones vigentes y posteriormente a
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las parte reformas  propuestas, para así, referirnos a cada
una de ellas.

Por lo que se refiere a la reforma planteada por el Diputado
Manuel González Reyes, al primer párrafo del artículo 343
bis, del Código Penal Federal.

El artículo 343 bis vigente menciona:

�Artículo 343 bis.- Por violencia familiar se considera el
uso de la fuerza física o moral así como la omisión grave,
que de manera reiterada se ejerce en contra de un miembro
de la familia por otro integrante de la misma contra su inte-
gridad física, psíquica o ambas, independientemente de que
pueda producir o no lesiones.

...

...�

El Diputado Manuel González Reyes, propone:

�Artículo 343 bis.- Por violencia familiar se considera el
uso de la fuerza física o moral así como la omisión grave,
que de manera reiterada se ejerce en contra de un miembro
de la familia por otro integrante de la misma contra su inte-
gridad física, psícoemocional y sexual, independientemen-
te de que pueda producir o no lesiones.

...

...�

Como es de verse la propuesta consiste en sustituir el tér-
mino �psíquica� por �psicoemocional�, para referir una de
las formas en las que puede producirse el daño hacia las per-
sonas sometidas a violencia familiar, sin embargo, esta Co-
misión Dictaminadora considera no se considera adecuado,
en virtud de que el término �psicoemocional� es la especie
del vocablo �psíquico�, lo que sin duda disminuiría el al-
cance de protección a las personas que son sometidas a es-
tas prácticas.

Por lo que respecta, a considerar como una de las formas de
producir un daño a las personas, relativa a la integridad �se-
xual�, es de señalarse que el Título Décimo Quinto del Có-
digo Penal Federal, se refiere de manera amplia a los Deli-
tos contra Libertad y el Normal Desarrollo Psicosexual de
las personas, contemplando en el artículo 266 Bis, el incre-

mento de la penalidad, cuando el delito se realice por un as-
cendiente contra su descendiente, éste contra aquél, el her-
mano contra su colateral, el tutor contra su pupilo, o por el
padrastro o amasio de la madre del ofendido en contra de su
hijastro.

En este sentido, esta Comisión Dictaminadora, considera
que dicho título establece de manera adecuada la protección
y sanción, en su caso, tratándose de los delitos contra la li-
bertad y normal desarrollo psicosexual de las personas,
siendo innecesario el incorporar el tipo de violencia �se-
xual�, en el primer párrafo del artículo 343 Bis.

Quinta.- Por lo que respecta a la reforma al tercer párrafo
del artículo 343 bis, ambos Diputados hacen su propuesta,
por lo que al respecto comentamos lo siguiente:

El texto vigente señala:

�Artículo 343 bis. ...

...

A quien comete el delito de violencia familiar se le impon-
drá de seis meses a cuatro años de prisión y perderá el de-
recho de pensión alimenticia. Asimismo se le sujetará a tra-
tamiento psicológico especializado.

...�

El Diputado Manuel González Reyes, propone:

�Artículo 343 bis. ...

...

A quien comete el delito de violencia familiar se le impon-
drá de seis meses a cuatro años de prisión y perderá el de-
recho de pensión alimenticia. Asimismo, se le sujetará a tra-
tamiento psicológico especializado además de su
rehabilitación integral.

...�

La Diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, propone:

�Artículo 343 bis. ...

...



A quien comete el delito de violencia familiar se le impon-
drá de dos a cuatro años de prisión y multa de diez a
treinta días de salario mínimo; perderá el derecho de pen-
sión alimenticia, de los derechos hereditarios y de patria
potestad o de tutela que pudiera tener sobre la persona
agredida. Asimismo se le sujetará a tratamiento psicológi-
co especializado y deberá pagar los tratamientos médicos
correspondientes hasta la recuperación de la salud inte-
gral de la persona agredida.

...�

Por lo que respecta a la propuesta de la Diputada María de
Jesús Aguirre Maldonado, quien propone incrementar la pe-
nalidad del delito de violencia familiar de seis meses a cua-
tro años de prisión, para quedar a dos a cuatro años de pri-
sión y multa de diez a treinta días de salario mínimo.

Esta Comisión Dictaminadora considera que la propuesta
de incremento de la pena es inadecuada, en virtud de que el
propio Código Penal Federal, por lo que se refiere al delito
de lesiones, en su artículo 300 señala:

�Artículo 300.- Si la víctima fuere alguno de los parientes
o personas a que se refieren los artículos 343 bis y 343 ter,
en este último caso siempre y cuando habiten en el mismo
domicilio, se aumentará la pena que corresponda hasta en
una tercera parte en su mínimo y en su máximo, con arreglo
a los artículos que preceden, salvo que también se tipifique
el delito de violencia familiar.�

Es decir, que a  los sujetos activos de lesiones que lo infie-
ran a los miembros de su familia, se les incrementará la pe-
na, no sólo en el mínimo sino en su máximo, independien-
temente de que se tipifique el delito de violencia familiar. 

Igual comentario merece la propuesta que realiza al artícu-
lo 343 ter, al proponer:

�Artículo 343 Ter. Se equiparará a la violencia familiar y
se sancionará con uno a cuatro años de prisión y multa de
10 a 30 días de días de salario mínimo al que realice cual-
quiera de los actos señalados en el artículo anterior en con-
tra de la persona con la que se encuentre unida fuera del ma-
trimonio; de los parientes por consanguinidad o afinidad
hasta el cuarto grado de esa persona, o de cualquier otra per-
sona que esté sujeta a la custodia, guarda, protección, edu-
cación, instrucción o cuidado de dicha persona, siempre y
cuando el agresor y el agredido habiten en la misma casa�.

Asimismo, conforme lo sustentan diversos estudios espe-
cializados en materia de penas y sanciones, el aumento en
las penalidades aplicables, sin acciones institucionales adi-
cionales, no resulta eficaz para brindar una protección ade-
cuada a las personas, ni inhibir la realización de la conduc-
ta típica.

Sexta.- Por lo que respecta a la propuesta de la Diputada
María de Jesús Aguirre, de que al sujeto activo del delito de
violencia familiar pierda el derecho de pensión alimenticia
como ya se señala, además los derechos hereditarios y de
patria potestad o de tutela que pudiera tener sobre la perso-
na agredida.

Esta Comisión dictaminadora, considera viable la propues-
ta, pues no resulta lógico que el agresor, continúe con las re-
laciones personales sobre patria potestad o tutela respecto a
la persona afectada.

No obstante lo anterior, y para efecto de evitar la inadecua-
da utilización de las disposiciones penales, en conflictos de
tipo familiar, esta Comisión Dictaminadora considera que la
privación de éste derecho, quede a criterio del juzgador,
atendiendo a las circunstancias de realización del hecho, co-
mo se establece en el artículo 295 del Código Penal Fede-
ral.

Asimismo, para dar mayor claridad a lo anterior, se propo-
ne incorporar dicha medida en un párrafo cuarto, recorrién-
dose el actual, para ubicarse como último párrafo.

El artículo 295, citado, establece:

�Artículo 295.- Al que ejerciendo la patria potestad o la
tutela infiera lesiones a los menores o pupilos bajo su guar-
da, el juez podrá imponerle, además de la pena correspon-
diente a las lesiones, suspensión o privación en el ejercicio
de aquellos derechos�.

Por lo que se refiere a la reforma del artículo 343 bis, pá-
rrafo tercero del Código Penal Federal, del Diputado Ma-
nuel González Reyes, para establecer la obligación de
proporcionar, además de tratamiento psicológico especia-
lizado, la �rehabilitación integral a quienes cometen el de-
lito de violencia familiar�. Se considera adecuado pues, de
acuerdo a los lineamientos que se desprenden de la IV Con-
ferencia Mundial de la Mujer, que se recomiendan atender,
no sólo a las víctimas de este delito, sino también a los agre-
sores, pues también son parte del mismo fenómeno. En con-
secuencia, si nuestro deseo es consolidar a la familia como
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célula fundamental de toda sociedad, es indispensable pro-
curar que todos los integrantes de la misma, vivan en un
ambiente libre de violencia.

Además debemos considerar lo señalado en el párrafo se-
gundo de éste artículo 343 bis, el cual menciona:

�Comete el delito de violencia familiar el cónyuge, concu-
bina o concubinario; pariente consanguíneo en línea recta
ascendente o descendente sin limitación de grado; pariente
colateral consanguíneo o afín hasta el cuarto grado, adop-
tante o adoptado, que habite en la misma casa de la vícti-
ma�.

Con lo que se puede mencionar, que no sólo los padres de
familia pueden ejercer violencia familiar, sino también los
ascendientes o descendientes, en consecuencia, nos obliga a
crear disposiciones tendientes a proteger su estado psicoló-
gico, así como la rehabilitación integral de toda la familia.

En cuanto a este párrafo se refiere también la Diputada Ma-
ría de Jesús Aguirre Maldonado, propone que el sujeto acti-
vo de este delito �deba pagar los tratamientos médicos co-
rrespondientes hasta la recuperación de la salud integral de
la persona agredida�; lo cual ya se encuentra contemplado
por el artículo 30 fracción II del Código Penal Federal, que
refiere:

�Artículo 30.- La reparación del daño comprende:

I.- ...

II.- La indemnización del daño material y moral causado,
incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, como
consecuencia del delito, sean necesarios para la recupera-
ción de la salud de la víctima. En los casos de delitos con-
tra la libertad y el normal desarrollo psicosexual y de vio-
lencia familiar, además se comprenderá el pago de los
tratamientos psicoterapéuticos que sean necesarios para la
víctima, y

III.- ...�

Por último, respecto a la reforma planteada por la Diputada
María de Jesús Aguirre Maldonado, al artículo 343 quáter,
diremos primeramente que este artículo vigente refiere:

�Artículo 343 quáter.- En todos los casos previstos en los
dos artículos precedentes, el Ministerio Público exhortará al
probable responsable para que se abstenga de cualquier

conducta que pudiere resultar ofensiva para la víctima y
acordará las medidas preventivas necesarias para salvaguar-
dar la integridad física o psíquica de la misma. La autoridad
administrativa vigilará el cumplimiento de estas medidas.
En todos los casos el Ministerio Público deberá solicitar las
medidas precautorias que considere pertinentes�.

La Diputada propone la reforma de la siguiente manera:

�Artículo 343 quáter. En los casos previstos en los dos artí-
culos precedentes, el agredido, bajo protesta de decir la
verdad, acudirá ante el Ministerio Público a fin de que
solicite al juez que imponga al probable responsable, co-
mo medidas provisionales, desde el momento mismo de
la agresión y al alcance que tal circunstancia pueda re-
flejar en el núcleo familiar, la prohibición de ir al domi-
cilio del agredido o lugar determinado, de aproximarse
al agredido, caución de no ofender, o las que sean nece-
sarias para salvaguardar la integridad física o psicológi-
ca de la persona agredida�.

En cuanto a esta propuesta hecha por la Diputada María de
Jesús Aguirre Maldonado, al referir que sea el agredido
quien bajo protesta de decir verdad, acuda al Ministerio pú-
blico a solicitar las medidas provisionales que sean necesa-
rias para salvaguardad su integridad física o psicológica,  se
considera que es el Ministerio Público a quien compete to-
mar estas medidas lo cual ya se contempla en el texto vi-
gente.

Adicionalmente, esta Comisión Dictaminadora considera
conveniente reformar el párrafo primero del artículo 343
Bis del Código Penal Federal, el cual señala:

�Artículo 343 bis.- Por violencia familiar se considera el
uso de la fuerza física o moral así como la omisión grave,
que de manera reiterada se ejerce en contra de un miembro
de la familia por otro integrante de la misma contra su inte-
gridad física, psíquica o ambas, independientemente de que
pueda o no producir lesiones�.

Para sustituir del concepto de violencia familiar el término
�moral� que define la fuerza, por el de �psicológica�. Lo
anterior, en razón de que este último concepto se refiere al
daño que se produce en la mente del individuo.

Por las consideraciones anteriormente expuestas los miem-
bros integrantes de esta Comisión Dictaminadora de Justi-
cia y Derechos Humanos sometemos a la consideración de
la Asamblea el siguiente:



PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADI-
CIONA EL ARTÍCULO 343 BIS DEL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los párrafos primero y
tercero, y se adiciona un cuarto párrafo, recorriéndose el ac-
tual como quinto párrafo, al artículo 343 bis, del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 343 Bis.- Por violencia familiar se considera el uso
de la fuerza física o psicológica así como la omisión grave,
que de manera reiterada se ejerce en contra de un miembro
de la familia por otro integrante de la misma contra su inte-
gridad física, psíquica o ambas, independientemente de que
pueda o no producir lesiones.

...

A quien comete el delito de violencia familiar se le impon-
drá de seis meses a cuatro años de prisión y perderá el de-
recho de pensión alimenticia. Asimismo se le sujetará a tra-
tamiento psicológico especializado para lograr su
rehabilitación integral.

Asimismo, el juez podrá imponerle, además de las penas
antes señaladas, la suspensión o privación de los dere-
chos hereditarios, de patria potestad o tutela, que pu-
diera tener respecto a la persona agredida.

Este delito se perseguirá por querella de la parte ofendi-
da, salvo que la víctima sea menor de edad o incapaz, en
que se perseguirá de oficio.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro a veinte de abril de dos mil seis.

Por la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, diputados: Clau-
dia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Presidenta; Leticia Gutiérrez Coro-
na (rúbrica), Amalín Yabur Elías (rúbrica), Miguel Ángel Llera Bello,
Francisco Javier Valdéz de Anda (rúbrica), Miguelángel García-Domín-
guez (rúbrica), Félix Adrián Fuentes Villalobos, secretarios; María de
Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Federico Barbosa Gutiérrez (rúbri-
ca), Mario Carlos Culebro Velasco (rúbrica), José Luis García Mercado
(rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona, Gema Isabel Martínez López

(rúbrica), Martha Laguette Lardizábal, Consuelo Muro Urista, Mayela
María de Lourdes Quiroga Tamez, Jorge Leonel Sandoval Figueroa (rú-
brica), Bernardo Vega Carlos, Gustavo Adolfo de Unanue Aguirre, Fer-
nando Antonio Guzmán Pérez Peláez, Ernesto Herrera Tovar, Sergio
Penagos García (rúbrica), Marisol Vargas Bárcena (rúbrica), Sergio
Vázquez García (rúbrica), Francisco Diego Aguilar (rúbrica), Angélica
de la Peña Gómez (rúbrica), Eliana García Laguna, Marcela Lagarde y
de los Ríos (rúbrica), Jaime Miguel Moreno Garavilla, Daniel Arévalo
Gallegos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

FINANCIERA NACIONAL AZUCARERA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto por el que se establecen los meca-
nismos para concluir el proceso de desincorporación, me-
diante disolución y liquidación, de Financiera Nacional
Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, institución de
banca de desarrollo

HONORABLE ASAMBLEA:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el Diputado Luis Antonio Ramírez Pineda
integrante del Grupo del Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó iniciativa de decreto por el
que se establecen los mecanismos para concluir la desin-
corporación, mediante el proceso de disolución y liquida-
ción, de Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional
de Crédito, Institución de Banca de Desarrollo.

La Comisión que suscribe, se abocó al análisis de la Inicia-
tiva antes señalada y conforme a las deliberaciones y el aná-
lisis que de la misma realizaron los miembros de la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, reunidos en Pleno,
presentan a esta honorable Asamblea el siguiente:
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DICTAMEN

ANTECEDENTES

1.- Con fecha 14 marzo de 2006, el Diputado Luis Antonio
Ramírez Pineda del Grupo del Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó iniciativa de decreto
por el que se establecen los mecanismos para concluir el
proceso de desincorporación, mediante disolución y liqui-
dación, de Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Nacio-
nal de Crédito, Institución de Banca de Desarrollo. 

2.- En esta misma fecha, la mesa directiva de esta H. Cá-
mara de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, la Iniciativa en comento para su estudio y dic-
tamen. 

3.- En sesión ordinaria los Diputados integrantes de esta
Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron al
análisis de la Iniciativa, con base en el siguiente: 

RESULTANDO

ÚNICO.- Los suscritos integrantes de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público estiman procedente puntualizar la
Iniciativa, que a la letra señala:

�Exposición de Motivos

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 28 de noviembre de 2000, se autorizó la desin-
corporación, mediante disolución y liquidación, de Fi-
nanciera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo (Fina). 

Para apoyar dicho proceso, el H. Congreso de la Unión
de manera responsable, ha venido autorizando en las Le-
yes de Ingresos de la Federación para los ejercicios fis-
cales respectivos, el canje o refinanciamiento de las obli-
gaciones financieras de esa institución, las cuales, en
términos de dichos ordenamientos, cuentan con el res-
paldo del Gobierno Federal. Adicionalmente, impulsado
por los esfuerzos realizados por las organizaciones del
sector agropecuario, la Financiera Rural y los Fideico-
misos Instituidos en Relación a la Agricultura (FIRA),
han puesto en marcha en los últimos años programas de
financiamiento con esquemas innovadores que han per-
mitido atender las necesidades de financiamiento del
sector cañero. 

Desde el inicio del proceso de desincorporación median-
te disolución y liquidación de la institución de crédito re-
ferida, se han realizado las acciones necesarias tendien-
tes a su conclusión, derivado de lo cual, a la fecha se ha
recuperado prácticamente la totalidad de los activos no
litigiosos, por un monto de 1,448 millones de pesos. 

Dado el estado del proceso de desincorporación median-
te disolución y liquidación, su postergación implica ne-
cesariamente cargas adicionales para la Federación, y
por ende para todos los mexicanos. 

Por una parte, el refinanciamiento de las obligaciones
conlleva el pago de costos financieros de dichos pasivos,
y por otra parte, el escenario prolongado de recuperación
de los activos remanentes supone erogar las cantidades
necesarias para mantener las estructuras jurídicas y ad-
ministrativas necesarias para dicho propósito, lo cual en
modo alguno se justifica. 

Asimismo, la administración de pasivos de la liquidación
de FINA, implica también costos adicionales cuando su
solventación no tiene viabilidad, sobre todo cuando el
acreedor es el propio Gobierno Federal, por lo que se es-
tima que, con el objeto de apoyar las actividades que lle-
ven a finalizar el proceso de liquidación respectivo, re-
sulta conveniente cancelar los activos registrados a favor
del Gobierno Federal y a cargo de dicha institución o de
su liquidador, en relación con dicho proceso, sin contra-
prestación ni reclamación alguna exigibles a éstos, con
cargo a los resultados de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

Lo anterior es congruente con lo establecido en materia
fiscal en el artículo 23 Bis de la Ley Federal para la Ad-
ministración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co, el cual autoriza la cancelación de pleno derecho de
los créditos fiscales de las empresas en liquidación cuyo
único propietario sea el Gobierno Federal.

Por estas razones, y dado que el proceso de desincorpo-
ración, mediante disolución y liquidación de Financiera
Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Ins-
titución de Banca de Desarrollo, resulta lento y oneroso
para la Federación, se considera imperante adoptar las
medidas necesarias a fin de concluir dicho proceso de
desincorporación, e instrumentar simultáneamente los
términos mediante los cuales los activos remanentes de
dicha institución puedan ser recuperados sin que ello



implique la generación de nuevas estructuras jurídicas y
administrativas. 

Por lo anterior, resulta conveniente ceder la cartera que
compone los activos mencionados en el párrafo anterior,
para que otra entidad continúe con estas acciones de re-
cuperación. Para esto, toda vez que las Sociedades Na-
cionales de Crédito en liquidación que integraban el Sis-
tema Banrural, aún mantienen una estructura dedicada a
la recuperación de cartera, se estima que son las entida-
des idóneas para continuar con los trámites de recupera-
ción de la cartera de Financiera Nacional Azucarera,
SNC, en liquidación, ya que al igual que la cartera que
hoy manejan dichas entidades, la cartera que sería cedi-
da por Financiera Nacional Azucarera, SNC, en liquida-
ción, está directamente vinculada con la actividad agro-
pecuaria. 

Es de resaltar, que desde el inicio de la liquidación de las
sociedades nacionales de crédito que integraban el siste-
ma Banrural, el H. Congreso de la Unión ha establecido
mecanismos con el objeto de que dicha liquidación man-
tenga una marcha adecuada. Así, desde el ejercicio fiscal
de 2003, en las Leyes de Ingresos respectivas, se ha con-
templado la posibilidad de que los pasivos de dicha liqui-
dación, en caso de requerirse, puedan ser refinanciados.
Asimismo, en el decreto del Presupuesto del ejercicio fis-
cal anterior, y a fin de evitar cargas adicionales en la li-
quidación de las sociedades nacionales de crédito que in-
tegraban el sistema Banrural, se contempló la cancelación
de los pasivos del sistema Banrural con FIRA. 

En síntesis, lo que se busca con la presente iniciativa de
decreto, es: 

1. Evitar costos adicionales para la Federación, que se
traducen en un costo para todos los mexicanos, deriva-
dos del proceso de liquidación respectivo; 

2. Establecer un mecanismo eficiente de recuperación de
los activos remanentes; y 

3. De manera simultanea, con esta acción, se apoya al
sector rural, ya que se logra administrar a través de una
sola entidad un porcentaje significativo de cartera agro-
pecuaria vinculada con el sector; lo que se traduce en un
beneficio a los deudores, al tener una sola institución que
atienda las necesidades de uno de los sectores más im-
portantes de nuestro país.

En efecto, al proponerse a la liquidación del sistema
Banrural como administrador de cartera, se consolida
una entidad como ventanilla de atención, que en los últi-
mos años ha ganado una sólida experiencia en la aten-
ción a las necesidades del sector agrícola, lo cual redun-
dará en una más eficiente administración de la cartera de
créditos, al momento en que los deudores busquen la li-
quidación de sus adeudos. 

Adicionalmente, debe señalarse que diversas organiza-
ciones del sector interesado en esta iniciativa, han veni-
do trabajando de manera conjunta con la liquidación de
Banrural, a fin de lograr que se incorpore en la atención
del sector, una visión social. 

Por todo lo anterior, el suscrito, con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución política de los
Estados Unidos Mexicanos y el artículo 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración la siguiente iniciativa de decreto por el
que se establecen los mecanismos para concluir el pro-
ceso de desincorporación, mediante disolución y liquida-
ción, de Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Na-
cional de Crédito, institución de banca de desarrollo. 

Decreto

Artículo Primero.- El Gobierno Federal, por conducto
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por
cuenta y orden de Financiera Nacional Azucarera, Socie-
dad Nacional de Crédito, institución de banca de des-
arrollo, en liquidación, cubrirá a la brevedad las obliga-
ciones de esta última que cuenten con el respaldo
otorgado a dicha institución en términos de la Ley de In-
gresos de la Federación para los ejercicios fiscales de
2002, 2003, 2004, 2005 y 2006. 

Artículo Segundo.- Por virtud de la operación a que se
refiere el artículo primero de este decreto, el Gobierno
Federal se subrogará, en el momento en que aquella se
realice, en los derechos de los acreedores respectivos de
Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de
Crédito, institución de banca de desarrollo, en liquida-
ción. Esos derechos, una vez subrogados conforme a lo
anterior, se extinguirán sin contraprestación ni reclama-
ción alguna exigible a Financiera Nacional Azucarera,
Sociedad Nacional de Crédito, institución de banca de
desarrollo, en liquidación, por lo que la Tesorería de la
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Federación deberá cancelar el activo correspondiente,
con cargo a los resultados del Gobierno Federal. 

Artículo Tercero.- Con el objeto de coadyuvar a la li-
quidación de las sociedades nacionales de crédito que in-
tegran el sistema Banrural, todas en liquidación, Finan-
ciera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito,
institución de banca de desarrollo, en liquidación, debe-
rá ceder a cualquiera o algunas de aquéllas, a título gra-
tuito, la totalidad de sus activos crediticios, de forma que
se continúe con su recuperación. 

Artículo Cuarto.- Con el objeto de concluir las activi-
dades relativas al proceso de desincorporación, median-
te disolución y liquidación, de Financiera Nacional Azu-
carera, Sociedad Nacional de Crédito, institución de
banca de desarrollo, en liquidación, los activos registra-
dos a favor del Gobierno Federal y a cargo de dicha ins-
titución de banca de desarrollo o de su liquidador, en re-
lación con ese proceso, serán cancelados con base en
este decreto, sin contraprestación ni reclamación alguna
exigibles a éstos, con cargo a los resultados de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo Quinto.- Las transferencias de derechos pre-
vistas en este decreto no quedarán gravadas por impues-
to federal alguno. 

Transitorio

Único.- Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA.- Esta Comisión resulta competente para dicta-
minar la iniciativa de decreto por el que se establecen los
mecanismos para concluir el proceso de desincorporación,
mediante disolución y liquidación, de Financiera Nacional
Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de
Banca de Desarrollo, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como los artículos 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- En cumplimiento a lo señalado en el Tercer
Párrafo del Artículo 18 de la Ley de Presupuesto y Respon-

sabilidad Hacendaria, esta Dictaminadora con el apoyo del
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, realizó la va-
loración del posible impacto presupuestario de la Iniciativa
que se dictamina, habiendo concluido el citado Centro en su
oficio CEFP/DEH/218/006, que la iniciativa en comento no
genera aumento, ni crea gasto en los términos del artículo
citado.

TERCERA.- La Comisión que dictamina considera que es
de aprobarse la iniciativa en estudio para concluir el proce-
so de desincorporación, mediante disolución y liquidación,
de Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo.

A efecto de dictaminar la presente iniciativa, se llevaron a
cabo diversas reuniones con servidores públicos de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y el Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes, los cuales propor-
cionaron la información que los integrantes de esta
Comisión solicitaron y con la cual a continuación se da
cuenta:

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 28 de noviembre de 2000, se autorizó la desincor-
poración, mediante disolución y liquidación, de Financiera
Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Institu-
ción de Banca de Desarrollo (FINA). A esa fecha los pasi-
vos de esa institución con el público inversionista eran su-
periores a 13,000 millones de pesos. 

Para hacer frente a las obligaciones indicadas el H. Congre-
so de la Unión ha venido autorizando en las consecutivas le-
yes de ingresos de la federación para los ejercicios fiscales
2002, 2003, 2004, 2005 y 2006, el canje o refinanciamien-
to de las obligaciones financieras de esa institución. En tér-
minos de dichos ordenamientos, la institución ha contado
con el respaldo del Gobierno Federal con lo que se ha lo-
grado que al 31 de diciembre de 2005 esas obligaciones as-
cendieran 11,825 millones de pesos, es decir, se observa una
disminución de más de 1000 millones de pesos. 

La Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal
de 2006 establece en su Artículo 2, penúltimo párrafo, que:
�Se autoriza a Financiera Nacional Azucarera, Sociedad de
Nacional de Crédito, Institución de Banca de Desarrollo y a
las Sociedades Nacionales de Crédito que integran el Siste-
ma Banrural contempladas en el Artículo Transitorio Terce-
ro de la Ley Orgánica de la Financiera Rural, todas en li-
quidación, para que en el mercado interno y por conducto



de su liquidador contrate créditos o emita valores con el
único objeto de canjear o refinanciar sus obligaciones fi-
nancieras, a fin de hacer frente a sus obligaciones de pago,
y en general, a mejorar los términos y condiciones de sus
obligaciones financieras. Las obligaciones asumidas en los
términos de la presente autorización, estarán respaldadas
por el Gobierno Federal en los términos previstos para los
pasivos a cargo de las Instituciones de Banca de Desarrollo
conforme a sus respectivas Leyes Orgánicas.�. 

La Iniciativa refiere que mediante disolución y liquidación,
FINA ha realizado las acciones necesarias tendientes a su
conclusión, habiendo recuperado a la fecha la totalidad de
los activos no litigiosos, por un monto de 1,448 millones de
pesos; no obstante, la Comisión dictaminadora considera
que dado el estado del proceso de desincorporación me-
diante disolución y liquidación, su postergación implica ne-
cesariamente cargas adicionales para la Federación, ya que
el refinanciamiento de las obligaciones conlleva el pago de
costos financieros de tales pasivos, y por otra parte, el esce-
nario prolongado de recuperación de los activos remanentes
supone la erogación de montos importantes para mantener
las estructuras jurídicas y administrativas necesarias para
dicho propósito, lo cual en modo alguno se justifica.

La administración de pasivos de la liquidación de FINA,
implica además costos adicionales cuando por otro lado su
solventación no tiene viabilidad y el acreedor es el propio
Gobierno Federal, por lo que se estima que, con el objeto de
apoyar las actividades que lleven a concluir el proceso de li-
quidación, resulta conveniente cancelar los activos registra-
dos a favor del Gobierno Federal y a cargo de dicha institu-
ción o de su liquidador, en relación a dicho proceso, sin
contraprestación ni reclamación alguna exigibles a éstos y
con cargo a los resultados de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

Esta Comisión que dictamina estima que, de aprobarse la
iniciativa sujeta a estudio el Gobierno Federal lograría un
ahorro de aproximadamente 150 millones de pesos cada
año. 

En opinión de este Comisión, la presente Iniciativa es con-
gruente con lo establecido en el artículo 23 Bis de la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del
Sector Público, ya que autoriza la cancelación de pleno de-
recho de los créditos fiscales de las empresas en liquidación
cuyo único propietario sea el Gobierno Federal, como es el
caso de FINA. Asimismo, es importante mencionar que la
deuda de FINA, entidad pública paraestatal, fue contratada

en términos del Artículo 2 de la Ley de Ingresos de la Fe-
deración para los ejercicios fiscales de 2002, 2003, 2004,
2005 y 2006, teniendo su impacto al momento de la contra-
tación de la misma. Dicha deuda cuenta, en términos de las
disposiciones señaladas con el respaldo del Gobierno Fede-
ral. 

Por lo antes señalado, en caso de que no se cancelen las
obligaciones mencionadas, se prologaría el proceso de des-
incorporación, mediante disolución y liquidación, de FINA
derivando en mayores costos para la Federación. En razón
de lo anterior, esta Comisión coincide en la conveniencia de
adoptar las medidas necesarias a fin de concluir dicho pro-
ceso de desincorporación e instrumentar simultáneamente
los términos mediante los cuales los activos netos remanen-
tes de dicha institución que se estima ascienden a 1,600 mi-
llones de pesos puedan ser recuperados, sin que ello impli-
que la creación y el sostenimiento de nuevas estructuras
jurídicas y administrativas. 

Al respecto, esta Comisión coincide en que es conveniente
ceder la cartera que componen los activos de FINA, para
que las Sociedades Nacionales de Crédito en liquidación
que integraban el Sistema Banrural, continúen con las ac-
ciones de recuperación de los mismos. Lo anterior, dado
que dichas Sociedades Nacionales de Crédito mantienen
una estructura dedicada a la recuperación de cartera. Cabe
destacar que, una vez cedidos dichos activos al Sistema
Banrural, éstos serán administrados en términos de lo esta-
blecido por los transitorios de la Ley Orgánica de la Finan-
ciera Rural aprobada por el H. Congreso de la Unión. 

Asimismo, es pertinente resaltar que el Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes se desempeña como li-
quidador tanto de FINA como de las Sociedades Naciona-
les de Crédito que integraban al Sistema Banrural, por lo
que se generaría mayor eficiencia administrativa y la obten-
ción de ahorros importantes. 

En resumen, la iniciativa tiene como objeto evitar erogacio-
nes adicionales para la Federación, que se traducen en un
costo, derivados del proceso de liquidación; establecer un
mecanismo eficiente de recuperación de los activos rema-
nentes; y de manera simultanea, con esta acción, apoyar al
sector rural, al lograr administrar a través de una sola enti-
dad un porcentaje significativo de cartera agropecuaria vin-
culada con el sector; lo que se traduce en un beneficio a los
deudores, al tener una sola institución que atienda las nece-
sidades de uno de los sectores agropecuarios más importan-
tes de nuestro país, como es el cañero.
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Por lo expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co estima procedente la iniciativa que se dictamina, por lo
que se permite someter a la consideración del Pleno de esta
H. Cámara, la aprobación del siguiente dictamen con pro-
yecto de:

DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS
MECANISMOS PARA CONCLUIR EL PROCESO DE
DESINCORPORACIÓN, MEDIANTE DISOLUCIÓN
Y LIQUIDACIÓN, DE FINANCIERA NACIONAL
AZUCARERA, SOCIEDAD NACIONAL DE CRÉDI-
TO, INSTITUCIÓN DE BANCA DE DESARROLLO. 

Artículo Primero.- El Gobierno Federal, por conducto de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por cuenta y
orden de Financiera Nacional Azucarera, Sociedad Nacio-
nal de Crédito, Institución de Banca de Desarrollo, en liqui-
dación, finiquitará a la brevedad las obligaciones de esta úl-
tima que cuenten con el respaldo otorgado a dicha
institución en términos de la Ley de Ingresos de la Federa-
ción para los ejercicios fiscales de 2002, 2003, 2004, 2005
y 2006. 

Artículo Segundo.- Por virtud de la operación a que se re-
fiere el artículo primero de este Decreto, el Gobierno Fede-
ral se subrogará en el momento en que aquella se realice en
los derechos de los acreedores respectivos de Financiera
Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Institu-
ción de Banca de Desarrollo, en liquidación. Esos derechos,
una vez subrogados, se extinguirán sin contraprestación ni
reclamación alguna exigible a Financiera Nacional Azuca-
rera, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de Banca de
Desarrollo, en liquidación, por lo que la Tesorería de la Fe-
deración deberá cancelar el activo correspondiente, con car-
go a los resultados del Gobierno Federal. 

Artículo Tercero.- Con el objeto de coadyuvar a la liquida-
ción de las Sociedades Nacionales de Crédito que integran
el sistema Banrural, en liquidación, Financiera Nacional
Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de
Banca de Desarrollo, en liquidación, deberá ceder a cual-
quiera o algunas de aquéllas, a título gratuito, la totalidad de
sus activos crediticios, de tal forma que se continúe con su
recuperación. 

Artículo Cuarto.- Con objeto de concluir las actividades
relativas al proceso de desincorporación, mediante disolu-
ción y liquidación, de Financiera Nacional Azucarera, So-
ciedad Nacional de Crédito, Institución de Banca de Des-
arrollo, en liquidación, los activos registrados a favor del

Gobierno Federal y a cargo de dicha Institución de Banca
de Desarrollo o de su liquidador, en relación con ese proce-
so, serán cancelados con base en este Decreto, sin contra-
prestación ni reclamación alguna exigibles a éstos, con car-
go a los resultados de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público. 

Artículo Quinto.- Las transferencias de derechos previstas
en este Decreto no quedarán gravadas por impuesto federal
alguno.

Artículo Sexto.- El Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes, en su carácter de liquidador de Financiera
Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédito, Institu-
ción de Banca de Desarrollo y de las Sociedades Naciona-
les de Crédito que integraban el Sistema Banrural, todas en
liquidación, será el responsable de administrar la recupera-
ción de la cartera cedida conforme a este Decreto, de con-
formidad con la Ley Federal del Servicio de Administración
y Enajenación de Bienes del Sector Público y demás nor-
mativa aplicable. 

Transitorio

Primero.- Este Decreto entrará en vigor a los 30 días des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- Con anterioridad a la entrada en vigor de este
Decreto el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, presentará para revisión de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, un informe sobre los activos y pasi-
vos, así como del estado económico y financiero de la Fi-
nanciera Nacional Azucarera, Sociedad Nacional de Crédi-
to, Institución de Banca de Desarrollo, en liquidación.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados, a 19 de abril de
2006.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gustavo
Madero Muñoz (rúbrica), Presidente; Francisco Suárez y Dávila (rúbri-
ca), Juan Carlos Pérez Góngora (rúbrica), José Felipe Puelles Espina
(rúbrica), María de los Dolores Padierna Luna, Cuauhtémoc Ochoa
Fernández, Óscar González Yáñez, Jesús Emilio Martínez Álvarez, se-
cretarios; Alarcón Hernández (rúbrica), José Carmen Arturo Alcántara
Rojas, Ángel Augusto Buendía Tirado, Marko Antonio Cortés Mendo-
za (rúbrica), Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica), Humberto Fran-
cisco Filizola Haces (rúbrica), José Luis Flores Hernández (rúbrica), Jo-
sé Porfirio Guillermo Huízar Carranza, Juan Francisco Molinar



Horcasitas, Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbrica), Irma Guadalupe
Moreno Ovalles (rúbrica), José Adolfo Murat Macías, Jorge Carlos
Obregón Serrano (rúbrica), José Guadalupe Osuna Millán, Manuel Pé-
rez Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez
Pineda (rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther de Jesús Scher-
man Leaño (rúbrica), José Isabel Trejo Reyes, Francisco Javier Valdéz
de Anda (rúbrica), Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de De la Comisión de Cultura, con proyecto de
decreto que reforma la fracción IV del artículo 148 de la
Ley Federal del Derecho de Autor

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
por los Artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la consideración
de esta honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

En sesión celebrada el 2 de febrero de 2006, fue turnada a
la Comisión de Cultura para su estudio y dictamen, la ini-
ciativa que reforma la fracción IV del Artículo 148 de la
Ley Federal del Derecho de Autor de la Ley Federal del De-
recho de Autor, presentada por el Diputado José Antonio
Cabello Gil, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

La Iniciativa que se dictamina fue presentada ante el pleno
de esta H. Cámara el día 2 de febrero de 2006, y una vez que
la Mesa Directiva constató que la Iniciativa fue publicada
en tiempo y forma en la Gaceta Parlamentaria y que cumple

con los requisitos para ser admitida a discusión, la turnó a
esta Comisión de Cultura para los efectos conducentes.

Consideraciones

A. En congruencia con las principales tendencias mundiales
de protección a la Propiedad Intelectual, así como a los De-
rechos de Autor, se considera necesaria la modificación in-
tegral del Artículo 40 y del Artículo 148, con objeto de que
en México pueda ejercerse el Derecho de Copia Privada.
Este hecho sin duda, puede ser valioso instrumento para for-
talecer el Derecho de Autor.

B. El Artículo 1702 del TLCAN específicamente menciona
la capacidad de los Estados firmantes para otorgar una pro-
tección más amplia, a los derechos de autor en tanto que la
protección no sea incompatible con el Tratado.

C. Esta Comisión Dictaminadora coincide con la preocupa-
ción que motiva la Iniciativa, por lo tanto no podemos se-
guir autorizando sin una compensación la copia privada co-
mo lo marca el actual Artículo 148 inciso IV, además es
imposible conocer el número de copias que una persona de
modo privado y sin fines de lucro, (¿?) pudiese realizar.

D. Situación ésta que no debe confundirse con la piratería
que evidentemente está considerada delito federal, en apo-
yo de lo anterior podemos decir que en los Países en los que
existe la compensación por copia privada, los índices de pi-
ratería son mucho menores a los existentes en nuestro país.

Aunado a que todo material susceptible de copiar que no ha
cubierto el cánon para su distribución y venta, permite iden-
tificar con certidumbre la mercancía que ha entrado de ma-
nera ilegal al País.

E. Con base en las nuevas tecnologías se han generado nue-
vos equipos electrónicos y digitales, cuyas características
técnicas, permiten que de una manera sencilla, puedan co-
piarse obras protegidas.

F. También es cierto que los avances tecnológicos, nos brin-
dan satisfactores, sin embargo, desafortunadamente han
propiciado la reproducción de obras literarias y artísticas de
manera indiscriminada.

G. La propuesta se basa en la obligación de pago a cargo de
los fabricantes e importadores de aparatos eléctricos o elec-
trónicos, como las máquinas fotocopiadoras, de transmisión
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facsimilar, grabadoras, reproductoras de discos compactos,
que sirven para reproducir las obras, así como a los fabri-
cantes e importadores de los soportes materiales de los lla-
mados vírgenes: como casetes, videocasetes, discos com-
pactos y otros similares, en los que se lleva acabo la
reproducción de las obras.

H. La reproducción de un libro, un fonograma o un video-
grama implica la inversión que debe remunerarse, funda-
mentalmente mediante la venta de los ejemplares de la obra.

I. La copia privada afecta las posibilidades de venta, situa-
ción que perjudica la producción y, de este modo, los ingre-
sos de los autores, artistas intérpretes o ejecutantes, editores
y productores que son titulares de derechos.

J. En consecuencia, para compensar tales pérdidas se esta-
blece la remuneración por Copia Privada lo que representa
una vía complementaria de los Derechos de Autor.

K. En la Legislación mexicana no se contempla ninguna re-
muneración por este concepto lo que indica que existe una
laguna jurídica en comparación con la mayoría de las legis-
laciones de otros países.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta Comi-
sión de Cultura de la LIX Legislatura, aprueba y somete a
consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA
FRACCIÓN IV DEL ARTICULO 148 DE LA LEY FE-
DERAL DEL DERECHO DE AUTOR.

Artículo Único.- Se reforma la fracción IV del artículo 148
de la Ley Federal del Derecho de Autor, para quedar como
sigue:

Artículo 148.- ������

I. a III. �����

IV. Reproducción por una sola vez, y en un solo ejemplar,
de una obra literaria o artística, para uso personal y privado
de quien la hace y sin fines de lucro.

Las personas morales no podrán valerse de lo dispuesto en
esta fracción salvo que se trate de una institución educativa,
de investigación, o que no esté dedicada actividades mer-
cantiles.

Para efectos de lo dispuesto en la presente fracción, no
se consideran reproducciones para uso personal y pri-
vado, por tanto, requieren autorización del titular del
derecho de autor ó del derecho conexo, las siguientes re-
producciones:

a) Las efectuadas en establecimientos comerciales de-
dicadas a la realización de reproducciones para el pú-
blico;

b) Las realizadas en establecimientos que tengan a
disposición del público los equipos, aparatos y mate-
riales para su realización, y

c) Las que sean objeto de utilización colectiva y las de
distribución mediante precio.

V. a VII. �����

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Cultura, diputados: Filemón Arcos Suárez (rúbri-
ca), Presidente; José Antonio Cabello Gil (rúbrica), María Elba Gar-
fias Maldonado (rúbrica), secretarios, Daniel Raúl Arévalo Gallegos,
Lilia Isabel Aragón del Rivero (rúbrica), Florencio Collazo Gómez,



Juventino Nava Díaz, Abel Echeverría Pineda, Jesús María Ramón
Valdez, Patricia Flores Fuentes (rúbrica), María Salome Elyd Sáenz
8rúbrica), María Viola Corella Manzanilla (rúbrica), Norberto Enríque
Corella Torres (rúbrica), Carla Rochín Nieto (rúbrica), Pablo Antonio
Villanueva Ramírez (rúbrica), Blanca Eppen Canales (rúbrica), Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Inti Muñoz Santini, Marbella Casanova
Calam, Rafael Flores Mendoza (rúbrica), Leonardo Álvarez Romo,
Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica), Mario Alberto Rafael Ze-
pahua Valencia, Ubaldo Aguilar Flores, Ofelia Ruiz Vega, Aldo Mau-
ricio Martínez Hernández (rúbrica), Imelda Melgarejo Fukutake (rú-
brica), Evelia Sandoval Urbán (rúbrica).»

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de De la Comisión de Cultura, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 116, y adiciona el artículo
26 Ter de la Ley Federal del Derecho de Autor

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
por los Artículo 39 y 45 numeral 6 inciso e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presenta a consideración de esta
honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

En sesión celebrada el 7 de marzo de 2006, fue turnada a la
Comisión de Cultura para su estudio y dictamen, la inicia-
tiva que reforma el artículo 116 y adiciona el artículo 26
Ter de la Ley Federal del Derecho de Autor, presentada por
el Diputado Filemón Arcos Suárez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

La Iniciativa que se dictamina fue presentada ante el plano
de esta H. Cámara el día 7 de marzo de 2006, y una vez de
la Directiva constató que la Iniciativa fue publicada en

tiempo y forma en la Gaceta Parlamentaria y que cumple
con los requisitos para ser admitida a discusión, la turnó a
esta Comisión de Cultura para los efectos conducentes.

Consideraciones

A. El artículo 8 del Reglamento de la Ley Federal del De-
recho de autor textualmente establece: Para efectos de la
Ley de este reglamento, se entiende por regalías la remu-
neración económica generada por el uso o explotación de
las obras interpretaciones o ejecuciones, fonogramas, vide-
ogramas, libros o emisiones en cualquier forma o medio�.

B. En cuanto a las adiciones y reformas que nos ocupan
pueden generar un doble pago o cargo de los usuarios, es
totalmente falso, ya que con el proyecto del artículo 26 Ter,
únicamente se pretende que los autores y compositores de
la música, puedan recaudar en forma directa e indepen-
diente, a través de apoderado legal o por conducto de la so-
ciedad de gestión colectiva a la que pertenezcan, las rega-
lías que a el le correspondan por la reproducción de sus
obras, sin afectar en modo alguno, las regalías que perte-
nezcan a los editores de sus obras, quienes ejercen un de-
recho derivado, para dar cumplimiento al artículo 9° del
Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor vi-
gente, que a la letra dice: El pago de regalías al autor, a los
titulares de derechos conexos, o a sus titulares, se harán en
forma independiente a cada uno de quienes tengan dere-
cho, por separado y según la modalidad de explotación de
que se trate, de manera directa, por conducto de apoderado
a través de las sociedades de gestión colectiva�.

C. Como sabemos, los editores de música, ostentan un de-
recho derivado de los autores y compositores, mediante la
celebración del contrato de edición de obra musical, pre-
visto por la Legislación Autoral en su artículo 58, por me-
dio del cual, los editores adquieren el derecho de repro-
ducción de las obras musicales, obligándose el editor, a
divulgarlas por todos los medios a su alcance, recibiendo
como contraprestación una participación porcentual de los
beneficios económicos que se obtengan por la reproduc-
ción y venta de ejemplares producidos por la Industria Fo-
nográfica.

D. Como podemos apreciar, los autores y compositores de
la música, comparten sus derechos patrimoniales con los
editores de la música, en la medida y proporción acordada
en los contratos de edición respectivos.
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E. La intención de la adición del precepto que nos ocupa,
se hace con la finalidad de que los autores y compositores
recauden en forma directa de los productores de fonogra-
mas y videogramas que contengan sus obras (como lo in-
dica el artículo 9° del Reglamento de la Ley), la parte pro-
porcional que a ellos corresponde por concepto de regalías
que previamente fueron pactadas en el contrato respectivo,
sin afectar los beneficios económicos que atañen a los edi-
tores de su música, y sin generar un doble cobro a los usua-
rios de la industria fonográfica, toda vez que el total se di-
vidirá en la parte que le corresponde a cada uno, como en
la práctica en muchos casos ya se hace. Esto con el fin de
lograr la transparencia deseada, ya que de hecho, se han
dado casos que en forma por demás inexplicable, los auto-
res y compositores reciben cantidades diferentes por la pro-
ducción y venta de un mismo disco compacto que contiene
diversas obras de distintos autores, situaciones estas que no
debe de ocurrir, ya que todos los autores invariablemente
deben percibir los mismos importes que por todos los au-
tores invariablemente deben percibir los mismos importes
que por concepto de regalías se generen por cada obra de
su autoría, que esté incluida en un disco compacto.

F. Por lo que respecta a la reforma del artículo 116 se toma
en cuenta que la única intención de dicho precepto, es el
cambio de la conjunción �O� por la de �Y�, ya que la pri-
mera denota una alternativa a los usuarios, quienes erróne-
amente pueden optar por pagar indistintamente los dere-
chos patrimoniales a los artistas intérpretes o a los artistas
ejecutantes, dejando en estado de indefensión a uno de am-
bos titulares de derechos, ya que en México, se crearon por
separado las Asociación Nacional de interpretes (ANDI),
que agremia en su seno a los artistas intérpretes y socieda-
des de gestión colectiva conocidas como EJE y SOMEM,
que agremian a los artistas ejecutantes.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta Co-
misión de Cultura de la LIX Legislatura aprueban y some-
te a consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 116 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 26
TER DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AU-
TOR.

Artículo Único.- Se reforma el artículo 116 y se adiciona
el artículo 26 Ter a la Ley Federal del Derecho de Autor,
para quedar como sigue:

Artículo 26 Ter.- El autor y su causahabiente gozarán
del derecho a percibir una regalía por la divulgación,
publicación, distribución y reproducción de su obra por
cualquier medio. El derecho de autor es irrenunciable.
Esta regalía será pagada directamente por quien reali-
ce la divulgación, publicación, distribución y repro-
ducción de las obras, directamente al autor, o a la so-
ciedad de



El importe de las regalías deberá convenirse directa-
mente entre el autor, o en su caso, la Sociedad de Ges-
tión Colectiva que corresponda y las personas realicen
la divulgación, publicación, publicación, distribución y
reproducción de las obras, en términos del artículo 27
fracción I de esta Ley. A falta de convenio el Instituto
deberá establecer una tarifa conforme al procedimien-
to previsto en el artículo 212 de esta Ley.

Artículo 116.- Los términos artista intérprete y ejecutante
designan al actor, narrados, declamador, cantante, músico,
bailarín, o cualquier otra persona que interprete o ejecute
una obra literaria o artística o una expresión del folclor o
que realice una actividad similar a las anteriores, aunque
no haya un texto previo que norme su desarrollo, Los lla-
mados extras y las participaciones eventuales no quedan
incluidos en esta definición.

Artículo Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 20 de abril de 2006.

Diputados: Filemón Arcos Suárez (rúbrica), Presidente; José Antonio
Cabello Gil, María Elba Garfias Maldonado (rúbrica), Marco Antonio
Torres Hernández (rúbrica), secretarios; Francisco Diego Aguilar (rú-
brica), Leonardo Álvarez Romo, Mario Alberto Rafael Zepahua Valen-
cia (rúbrica), Ubaldo Aguilar Flores (rúbrica), Ofelia Ruiz Vega (rúbri-
ca), Aldo Mauricio Martínez Hernández (rúbrica), Pablo Antonio
Villanueva Ramírez, Blanca Eppen Canales, Bernardo Loera Carrillo,
Inti Muñoz Santini (rúbrica), Marbella Casanova Calam, Rafael Can-
delas Salinas (rúbrica), Rafael Flores Mendoza (rúbrica), Abel Eche-
verría Pineda (rúbrica), Jesús María Ramón Valdez, Patricia Flores
Fuentes, María Salome Elyd Sáenz, María Viola Corella Manzanilla,
Norberto Enríque Corella Torres, Carla Rochín Nieto, Daniel Raúl Aré-
valo Gallegos (rúbrica), Lilia Isabel Aragón del Rivero (rúbrica), Flo-
rencio Collazo Gómez, Alfonso Juventino Nava Díaz (rúbrica), Imelda
Melgarejo Fukutake (rúbrica), Evelia Sandoval Urbán (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE 
ADMINISTRARA EL FONDO DE APOYO

SOCIAL PARA EX TRABAJADORES 
MIGRATORIOS MEXICANOS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley que Crea el Fideicomiso que
Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajado-
res Migratorios Mexicanos

Abril 25 de 2006

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, el Diputado Rafael Flores Mendoza del
Grupo del Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, presento Iniciativa con proyecto de Decreto de
reforma al artículo 6o. de la Ley que crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Traba-
jadores Migratorios Mexicanos.

La Comisión que suscribe, se abocó al análisis de la Ini-
ciativa antes señalada y conforme a las deliberaciones y el
análisis que de la misma realizaron los miembros de la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, reunidos en Pleno,
presentan a esta honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1.- Con fecha 4 de abril de 2006, el Diputado Rafael Flo-
res Mendoza del Grupo del Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, presentó Iniciativa con proyecto
de Decreto de reforma al artículo 6o. de la Ley que crea el
Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social
para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos.

2. En 1a misma fecha, la mesa directiva de esta H. Cámara
de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con opinión de la Comisión Especial de seguimiento
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a los Fondos de los Trabajadores Mexicanos Braceros, la
Iniciativa en comento para su estudio y dictamen.

3.- En sesión ordinaria, los Diputados integrantes de esta
Comisión de Hacienda y Crédito Público, procedieron al
análisis de la Iniciativa, con base en el siguiente:

RESULTANDO

Único.- Los suscritos integrantes de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público estiman procedente puntualizar la
Iniciativa, que a la letra señala:

�Exposición de Motivos

El programa Bracero se inició en la década de los cua-
renta y estuvo en vigor de 1942 a 1964. Durante este pe-
riodo se inscribieron aproximadamente 4 millones de
mexicanos, para lo que se negoció una fuente de empleo
y que no podrían ser empleados en ningún tipo de ser-
vicio militar, que no habría discriminación, y que goza-
rían de garantías como alimentos, hospedaje, transporte
y, en su caso, repatriación.

Paralelamente al inicio del programa, una agencia en
Estados Unidos de América se encargó de retener 10 por
ciento del salario de los trabajadores para formar el Fon-
do de Ahorro Campesino. Posteriormente, esos ahorros
fueron transferidos al Banco de Crédito Agrícola de Mé-
xico, que se transformó en el Banrural y hoy es Finan-
ciera Rural, para que a su retorno se les entregaran los
recursos que habían ahorrado, pero ese dinero nunca se
les devolvió como originalmente se había señalado, en
razón de que ninguna instancia gubernamental asumía
la obligación de restituir los recursos.

Para atender la problemática de esos trabajadores se
constituyó en 2005, a instancias del Poder Legislativo y
en coordinación con la Secretaría de Gobernación, el Fi-
deicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social
para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos.

El Fideicomiso fue el mecanismo institucional para en-
cauzar la solución de las demandas que se venían pre-
sentando. El primer punto para avanzar en la atención
de este asunto fue que la Secretaría de Gobernación in-
tegrara un padrón de ex trabajadores migratorios; la in-
clusión en este listado quedó sujeta a la exhibición de
pruebas documentales que acreditaran efectivamente
que las personas interesadas laboraron en Estados Uni-

dos de América durante los años que comprenden de
1942 a 1964 en el marco del convenio migratorio, o
bien, que eran familiares con legítimo derecho a recibir
los recursos.

Sin embargo, la integración del padrón fue motivo de
posicionamientos encontrados y disparidad de criterios,
tan es así, que hasta hoy subsiste la inconformidad de
muchos ex trabajadores migratorios y de sus organiza-
ciones porque quedaron fuera del listado de beneficia-
rios.

Es importante destacar que no hubo una campaña infor-
mativa que difundiera eficazmente los términos y requi-
sitos para inscribirse en el padrón, resultando que un
sinnúmero de ex trabajadores migratorios ni siquiera
pudo enterarse oportunamente de que debería inscribir-
se en el padrón para recuperar sus ahorros.

La falta de difusión oficial generó desconfianza, pues se
han presentado hechos fraudulentos o que pretenden
manipular a los ex trabajadores migratorios.

Adicionalmente a todo esto, se sumó la desorganización
en las mesas receptoras de documentación instaladas en
las delegaciones estatales de la Secretaria de Goberna-
ción y la falta de precisión respecto a cuáles eran los do-
cumentos idóneos para acreditar el derecho a ser inscri-
tos en el padrón.

El resultado fue que aproximadamente 60 por ciento de
los ex trabajadores migratorios con legítimo derecho a
recuperar parte de sus ahorros quedaron excluidos, por
la imposición de términos fatales en la inscripción al pa-
drón y por la falta de reconocimiento de la existencia de
otro tipo de documentos que acreditan que el trabajador
laboró en esa época.

Es importante actuar con sensibilidad frente a estos he-
chos; el fin último es atender a los ex trabajadores mi-
gratorios que tienen el legítimo derecho de recuperar, al
menos en parte, sus ahorros. Si bien es cierto que deben
imperar en todo trámite el orden y el cumplimiento de
los requerimientos de la autoridad, también lo es que no
debemos permitir la imposición de rigideces que cance-
len toda posibilidad del ejercicio de un derecho.

En conclusión, es necesario abrir una segunda etapa para
la inscripción de ex trabajadores migratorios en el pa-
drón y reconocer otro tipo documentos como prueba



fehaciente de que laboraron durante la época en Estados
Unidos de América, documentos tales como la creden-
cial expedida por la propia Secretaría de Gobernación
que acredita como trabajador emigrante y la mención
honorífica expedida por Departamento del Trabajo (US
Department of Labor de Estados Unidos) donde se re-
conoció al trabajador el cumplimiento satisfactorio del
contrato de trabajo bajo el convenio migratorio.

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55.
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a la consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados la presente iniciativa con

Proyecto de decreto que reforma y adiciona el artí-
culo 6o. de la Ley que Crea el Fideicomiso que Ad-
ministrará el Fondo de Apoyo Social para ex Traba-
jadores Migratorios Mexicanos, para abrir una
segunda etapa de inscripción en el padrón de ex tra-
bajadores migratorios y reconocer como medio de
prueba fehaciente la credencial de trabajador emi-
grante expedida por la Secretaría de Gobernación y
la mención honorífica expedida por el Departamen-
to del Trabajo (US Department of Labor).

Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Migra-
torios Mexicanos

Artículo 6o. Serán beneficiarios de los apoyos a que se
refiere este ordenamiento los ex trabajadores migrato-
rios o sus cónyuges o hijos o hijas que sobrevivan y que
cumplan los siguientes requisitos y condiciones:

I. Que se registren en el padrón de la Secretaría de
Gobernación en los sitios, plazos y en las condiciones
que se señalen en la convocatoria que al efecto se ex-
pida.

...

III. Que acrediten haber sido trabajadores migratorios
mexicanos con uno o más de los siguientes documentos
originales:

a) a c)�.

d) Credencial del trabajador emigrante expedida
por la secretaría de Gobernación en la época referi-
da.

e) Mención honorífica expedida por el Departamen-
to del Trabajo (US Department of Labor) en la épo-
ca referida.

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. La convocatoria para reabrir la inscripción en
el padrón a que hace referencia la fracción I del artículo
6o. de esta ley se emitirá en plazo máximo de 90 días
naturales a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto.

Tercero. La convocatoria para reabrir la inscripción en
el padrón se publicará en el Diario Oficial de la Federa-
ción y en dos periódicos de circulación nacional al me-
nos en tres ocasiones discontinuas.

Cuarto. Se deroga cualquier disposición que contraven-
ga el presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de
abril de 2006.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA.- Esta Comisión resulta competente para dic-
taminar la Iniciativa con proyecto de Decreto de reforma al
artículo 6o. de la Ley que crea el Fideicomiso que Admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores
Migratorios Mexicanos, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como los artículos 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- La que dictamina, considera conveniente
aprobar la Iniciativa en cuestión, destacando la reunión en
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diversos funcionarios de la Secretaría de Gobernación,
donde se coincidió proponer algunas adecuaciones a la
misma, a fin de mejorar la operación del Fideicomiso que
Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajado-
res Migratorios Mexicanos, permitiendo el acceso al bene-
ficio social de todos los ex trabajadores migrantes mexica-
nos, que demuestren su derecho a recibir el apoyo.

La dictaminadora, considera necesario que para adecuar la
denominación de la Ley citada, se modifique el término
braceros por el de migratorios, así como determinar el pe-
riodo en el que laboraron los beneficiarios de este ordena-
miento, modificando . la fracción VIII, del artículo 2°, pa-
ra quedar de la siguiente manera:

�Artículo 2o. ...

...

...

VIII. Ley: la Ley que crea el Fideicomiso que Adminis-
trará el Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores
Migratorios Mexicanos 1942-1964.�

Asimismo, con el propósito de que ninguno de los trabaja-
dores migratorios citados queden excluidos de los benefi-
cios de ésta Ley, y considerando que el Registro actual de
la Secretaría de Gobernación es una de las principales ra-
zones que imposibilitan el acceso al beneficio social, reco-
nociendo otro tipo de documentos, como el �Social Secu-
rity�, el texto quedaría de la forma siguiente:

�Artículo 2o.- ...

...

...

IX. (Se deroga).

...

Artículo 6o.- ....

I. (Se deroga).

II. Que cumplan con la presentación de una identifica-
ción oficial (credencial de elector, pasaporte, cartilla del
servicio militar nacional o matricula consular) que los
acredite como ciudadanos mexicanos.

III. ....

...

b) Comprobante de Pago emitido por el contratante con
el que acredite en forma fehaciente su derecho a re-
cibir el apoyo, referido en el inciso a).

....

d) Social Security, derivado del contrato de Trabajo
del Programa Bracero, durante los años 1942-1964.

e) ...

f) Constancia expedida por la Secretaría de Gober-
nación que contenga el número de Contrato (Forma
5-E).�

A efecto de no afectar el patrimonio del Fideicomiso cita-
do, limitando el número de apoyos sociales que se otorgan
a los beneficiarios, la que dictamina considera eliminar lo
relativo a la publicación en dos diarios de amplia circula-
ción local en la entidad federativa de que se trate, durante
dos días consecutivos, por le alto gasto que esto represen-
ta, modificando el artículo 8°, para quedar de la manera si-
guiente:

�Artículo 8o.- La relación de las aportaciones que rea-
lice el Fideicomiso a los beneficiarios en términos de es-
ta Ley, deberá ser publicada en el Diario Oficial de la
Federación.�

Por lo antes expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito
Público estima procedente la iniciativa que se dictamina y
se permite someter a la consideración de esta honorable
Cámara, la aprobación del siguiente dictamen con:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADI-
CIONA Y DEROGA, DIVERSAS DISPOSICIONES A
LA LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE ADMI-
NISTRARÁ EL FONDO DE APOYO SOCIAL PARA
EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICA-
NOS.

ÚNICO.- Se REFORMAN la fracción VII, del artículo
2°; la fracción II, el inciso b) de la fracción III, del artícu-
lo 6°; 8°; se ADICIONAN los incisos d), e) y f), de la frac-
ción III, del artículo 6°; y se DEROGAN la fracción IX,



del artículo 2°; fracción I, del artículo 6°; de la Ley que
Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo
Social para Ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, en la
forma siguiente:

Artículo 2o. - ...

VIII. Ley: la Ley que crea el Fideicomiso que Administra-
rá el Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores Migra-
torios Mexicanos 1942-1964.

IX. (Se Deroga)

Artículo 6o.- Serán Beneficiarios de los apoyos a que se re-
fiere este ordenamiento los Ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos o sus cónyuges o hijos o hijas que sobrevivan y
que cumplan con los siguientes requisitos y condiciones:

I. (Se Deroga).

II. Que cumplan con la presentación de una identificación
oficial (credencial de elector, pasaporte, cartilla del servi-
cio militar nacional o matricula consular) que los acredite
como ciudadanos mexicanos.

III. ...

b) Comprobante de Pago emitido por el contratante con el
que acredite en forma fehaciente su derecho a recibir el
apoyo, referido en el inciso a)

c) ....

d) Social Security. derivado del contrato de Trabajo del
Programa Bracero, durante los años 1942-1964.

e) Mención Honorífica, expedida por el Departamento del
Trabajo de los Estados Unidos de América, en que acredi-
te haber sido trabajador bracero durante el periodo 1942-
1964.

f) Constancia expedida por la Secretaria de Gobernación
que contenga el número de Contrato (Forma 5-E).

Artículo 8o.- La relación de las aportaciones que realice
el Fideicomiso a los beneficiarios en términos de esta
Ley, deberá ser publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. El Comité Técnico deberá realizar las ade-
cuaciones necesarias a las Reglas de Operación y publicar-
las a más tardar dentro de los 15 días siguientes a la publi-
cación de esta Ley.

Tercero. La convocatoria para la atención a los Ex Traba-
jadores Migratorios Mexicanos del periodo 1942-1964, no
deberá exceder de 90 días, a partir de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Cuarto. Se deroga cualquier disposición que contravenga
el presente Decreto.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 25 de abril de
2006.

Diputados: Alfonso Ramírez Cuéllar (rúbrica), María de los Dolores
Padierna Luna (rúbrica), Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica), Juan
Carlos Pérez Góngora (rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón (rú-
brica), Guillermo Huízar Carranza (rúbrica), José Luis Flores Hernán-
dez (rúbrica), José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Irma Guada-
lupe Moreno Ovalles (rúbrica), María Esther de Jesús Scherman Leaño
(rúbrica), Francisco Suárez y Dávila (rúbrica), Javier Salinas Narváez
(rúbrica), Jesús Emilio Martínez Álvarez (rúbrica), José Carmen Artu-
ro Alcántara Rojas (rúbrica), Óscar González Yáñez (rúbrica), Hum-
berto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Ángel Augusto Buendía Tira-
do (rúbrica), Luis Antonio Ramírez Pineda (rúbrica), Gustavo Enrique
Madero Muñoz (rúbrica), Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica), Jorge Car-
los Obregón Serrano (rúbrica), José Isabel Trejo Reyes (rúbrica).»

Es de primera lectura.

ARTICULO 99 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que adiciona la fracción IV del artículo
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99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue tur-
nada para su estudio y dictamen, la Minuta con Proyecto
de Decreto por el que se reforma la fracción IV del ar-
tículo 99 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, por la Presidencia de la Mesa Directiva de
la LIX Legislatura de esta Cámara de Diputados.

Conforme a las facultades conferidas a las Comisiones por
los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 60, 65, 87, 88, 93 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General, se
presenta el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo

A. En sesión pública celebrada por la Cámara de Senado-
res del honorable Congreso de la Unión, el día 25 de octu-
bre del año 2005, el Senador Héctor Michel Camarena,
miembro del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, presentó la Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que reforma la fracción IV del artículo
99 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

B. Con fecha 1° de diciembre del año 2005, fue aprobado
por las Comisiones de Puntos Constitucionales y de Estu-
dios Legislativos, Primera, de la honorable Cámara de Se-
nadores, el dictamen de la iniciativa enunciada en el inciso
anterior en los términos siguientes: Proyecto de Decreto
por el que se reforma la fracción IV del artículo 99, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

C. En sesión pública celebrada por el Pleno de la Colegis-
ladora, el 13 de diciembre del año 2005, fue aprobado por
ésta el dictamen enunciado.

D. Recibida la Minuta con Proyecto de Decreto por el
que se reforma la fracción IV del artículo 99, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el 14 de diciembre de 2005, el Presidente de la Me-
sa Directiva, en uso de las facultades legales y reglamenta-
rias que tiene atribuidas, acordó dar a la misma trámite de
recibo y ordenó su turno a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales, para el estudio y elaboración del dictamen co-
rrespondiente.

E. En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales
celebrada el día diecinueve de abril del año dos mil seis,
existiendo el quórum reglamentario, se dio el trámite de re-
cibo correspondiente y se aprobó iniciar el estudio y dicta-
men de la Minuta con Proyecto de Decreto de referencia.

II. Materia de la Minuta.

La Minuta objeto del presente dictamen propone reformar
la fracción IV del artículo 99, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de fortalecer la
consistencia y coherencia de aquellas disposiciones de la
Ley Fundamental en materia contencioso electoral relati-
vas a las impugnaciones de actos o resoluciones de las co-
rrespondientes autoridades estatales electorales, referidos
tanto a la organización como a la calificación de los proce-
sos comiciales locales.

III. Valoración de la Minuta

En el dictamen aprobado por el Senado de la República se
aprecia como objeto primario de la reforma el perfecciona-
miento de las bases del denominado juicio de revisión
constitucional. En efecto, tal es el nombre que la Ley Ge-
neral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral publicada en 1996 le otorga al instrumento cons-
titucional procesal que la Carta Magna establece en la frac-
ción IV de su artículo 99.

Tal instrumento o mecanismo constitucional fue introduci-
do en nuestra Ley Fundamental a través del decreto que re-
flejó constitucionalmente los acuerdos de la Reforma Elec-
toral desarrollada durante 1995 y 1996. Tal decreto,
publicado el 22 de agosto del último año mencionado, re-
formó, entre otros, el artículo 99 constitucional en el cual
se establece al Tribunal Electoral como máxima autoridad
en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de
la Federación.

De igual forma, el mencionado dispositivo constitucional es-
tableció diversos mecanismos constitucionales-procesales a



través de los cuales podrían ventilarse jurisdiccionalmente
aquellos conflictos que en materia electoral pudieran gene-
rarse fundamental -aunque no exclusivamente, en el ámbi-
to federal, como se verá más adelante.

En efecto, la ley adjetiva en la materia establece la deno-
minación y procedimiento de diversos medios procesales
entre los que destacan por su importancia el juicio de in-
conformidad, el juicio para la protección de los derechos
político-electorales del ciudadano, así como el juicio de re-
visión constitucional. El primero de ellos sustancia la posi-
bilidad procesal establecida en las fracciones I y II del ar-
tículo 99 constitucional, en tanto el segundo hace lo propio
con la fracción V, mientras el último, es decir el juicio de
revisión constitucional, se refiere a la fracción que nos ocu-
pa en el presente dictamen, que al caso es la IV.

La minuta senatorial que se dictamina pretende perfeccio-
nar la justicia constitucional electoral al proponer adicionar
la fracción IV del artículo 99 de la Carta Magna estable-
ciendo expresamente como requisito de procedencia para
el juicio de revisión constitucional el que se haya violado
algún precepto constitucional.

Tal como está actualmente previsto es a través de esta vía
constitucional-procesal como se resuelven las impugnacio-
nes de actos o resoluciones definitivos o firmes de autorida-
des electorales locales referentes a la organización o califi-
cación de procesos comiciales del orden local. Asimismo, se
establecen como requisitos de procedencia el que la repara-
ción solicitada sea material y jurídicamente posible, y que
esto sea factible antes de la fecha constitucional o legal-
mente prevista para la instalación de los órganos o la toma
de posesión de los funcionarios elegidos.

Sin embargo, el dispositivo constitucional en análisis, no se-
ñala con claridad, como si lo hace la Ley General del Siste-
ma de Medios de Impugnación en Materia Electoral en el in-
ciso b), numeral 1. de su artículo 86, el que la violación de
algún precepto de la Constitución Política es un requisito a
efecto de que el juicio de revisión pueda ser procedente.

Aún y cuando pudiera inferirse que cualquier impugnación
susceptible de acreditarse por vía de revisión constitucio-
nal finalmente vulnera el orden constitucional a través del
menoscabo a las garantías establecidas en los artículos 14
y 16 de la Carta Magna, incorporar expresamente como re-
quisito de procedencia la violación de algún precepto cons-
titucional en la Ley Fundamental, no resulta un asunto in-
trascendente por razones varias.

En primer término porque con ello se da consistencia, co-
rrespondencia y coherencia al marco normativo en la ma-
teria, en este caso al homologar a la Carta Magna con la ley
adjetiva en la materia.

En segundo momento porque, tal como su denominación lo
indica, se trata de una verdadera revisión constitucional no
solo porque esto se encuentre previsto y ordenado por la
Constitución misma, sino porque el espíritu del Constitu-
yente Permanente fue precisamente el de que los procesos
electorales estuviesen regidos tanto por el principio de le-
galidad, como también por el de la preponderancia consti-
tucional.

Asimismo, en términos semánticos la mención expresa del
mencionado requisito de procedencia facilita comprender
la denominación misma del medio procesal conocido como
juicio de revisión constitucional.

Por último puede señalarse el que con esta adición se daría
una mayor profundidad a la intención, espíritu y alcances
que busco el Poder Revisor al establecer esta vía adjetiva
constitucional, que al efecto no son otros que los de cons-
tituirse como una verdadera revisión constitucional, y por
tanto erigirse como un auténtico control de la constitucio-
nalidad  de las resoluciones y actos de las autoridades elec-
torales, incluidas no solo las federales, sino también las es-
tatales.

Si bien es cierto que el amparo en materia electoral no es
procedente, el juicio de revisión constitucional es tanto
más efectivo en materia de resoluciones electorales dicta-
das por autoridades electorales locales como el denomina-
do amparo casación. Tal es su fuerza, resultados e impacto.

En suma, lo que se aprecia como conducente en términos
de coherencia es el establecimiento expreso en la Ley Fun-
damental de los principios de legalidad y constitucionali-
dad de todos los actos en materia electoral, incluidos aque-
llos realizados por autoridades locales en materia de
organización y calificación de procesos locales.

De tal magnitud es la importancia que le asigna el Estado
Mexicano, y más concretamente el Constituyente Perma-
nente, a los procesos esenciales a través de los cuales se
expresa la voluntad popular, tal y como lo demuestran las
sucesivas reformas que en materia electoral y de repre-
sentación política se han venido observando desde hace
ya cuarenta años.
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Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
la Comisión de Puntos Constitucionales, nos permitimos so-
meter a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputa-
dos la aprobación del siguiente dictamen con proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRAC-
CIÓN IV DEL ARTÍCULO 99 DE LA CONSTITU-
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS.

Artículo Único.- Se adiciona la fracción IV del artículo 99
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 99. ...
...
...
...

I. a III. ...

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos
y firmes de las autoridades competentes de las entidades
federativas para organizar y calificar los comicios o resol-
ver las controversias que surjan durante los mismos, que
pueden resultar determinantes para el desarrollo del proce-
so respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía
procederá solamente cuando se viole algún precepto esta-
blecido en esta Constitución, la reparación solicitada sea
material y jurídicamente posible dentro de los plazos elec-
torales y sea factible antes de la fecha constitucional o le-
galmente fijada para la instalación de los órganos o la toma
de posesión de los funcionarios elegidos;

V. a IX . ...
...
...
...
...
...
...
...

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los diecinueve dí-
as del mes de abril del 2006.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Ernesto Alar-
cón Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); Francisco Anto-
nio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico Barbosa Gu-
tiérrez (rúbrica); Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís; Horacio Duar-
te Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Francisco Cuauh-
témoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Miguelángel García-Domín-
guez; Luis Antonio González Roldán, secretario; J. Jesús Lomelí Rosas
(rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez (rúbrica); Luis Maldo-
nado Venegas, secretario; Germán Martínez Cázares; Antonio Morales
de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García, secretario; Janet-
te Ovando Reazola (rúbrica); Aníbal Peralta Galicia (rúbrica); Jorge
Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Retana Ramos; Rogelio
Humberto Rueda Sánchez (rúbrica); Claudia Ruiz Massieu Salinas (rú-
brica); Jorge Leonel Sandoval Figueroa (rúbrica); Leticia Socorro Use-
rralde Gordillo; Marisol Vargas Bárcena (rúbrica), secretaria; Pedro Váz-
quez González (rúbrica), secretario; Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 73, fracción
XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue tur-
nada para su estudio y dictamen, la Minuta con Proyecto
de Decreto por el que se reforma la fracción XXIX-H
del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, por la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la LIX Legislatura de esta Cámara de Diputados. 

Conforme a las facultades conferidas a las Comisiones por
los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,



así como 60, 65, 87, 88, 93 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General, se
presenta el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo

A. En sesión pública celebrada por la Cámara de Senado-
res del honorable Congreso de la Unión, el día 19 de no-
viembre del año 2003, el Senador Héctor Michel Camare-
na, miembro del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó la Iniciativa con
Proyecto de Decreto por el que se reforman los artícu-
los 73, fracción XXIX-H y 113 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

B. Con fecha 03 de diciembre del año 2003, el Ejecutivo
Federal presentó, a través de la Secretaría de Gobernación,
ante la Cámara de Senadores como cámara de origen, la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se refor-
ma el artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

C. Con fecha 09 de marzo del año 2006, fue aprobado por
las Comisiones de Puntos Constitucionales, Justicia, Estu-
dios Legislativos, y de Estudios Legislativos, Primera, de
la honorable Cámara de Senadores, el dictamen de las ini-
ciativas enunciadas en los incisos anteriores en los térmi-
nos siguientes: Proyecto de Decreto por el que se refor-
ma el artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

D. En sesión pública celebrada por el Pleno de la Colegis-
ladora, el 28 de marzo del año 2006, fue aprobado por és-
ta el dictamen enunciado.

E. Recibida la Minuta con Proyecto de Decreto por el
que se reforma el artículo 73, fracción XXIX-H de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el 30 de marzo de 2006, el Presidente de la Mesa
Directiva, en uso de las facultades legales y reglamentarias
que tiene atribuidas, acordó dar a la misma trámite de reci-
bo y ordenó su turno a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para el estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

F. En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales
celebrada el día diecinueve de abril del año dos mil seis,

existiendo el quórum reglamentario, se dio el trámite de re-
cibo correspondiente y se aprobó iniciar el estudio y dicta-
men de la Minuta con Proyecto de Decreto de referencia.

II. Materia de la Minuta.

La Minuta objeto del presente dictamen propone contribuir
a la modernización y actualización del régimen constitu-
cional en materia de responsabilidades administrativas de
los servidores públicos federales, profundizando en su
transparencia y respeto a las garantías de los gobernados a
través de la reforma a la fracción XXIX-H del artículo 73
de la Ley Fundamental a efecto de que sean los tribunales
de lo contencioso-administrativo establecidos por ley del
Congreso de la Unión quienes tengan la atribución de im-
poner sanciones a los servidores públicos por responsabili-
dad administrativa.

III. Valoración de la Minuta 

En el dictamen aprobado por el Senado de la República se
aprecia como objeto primario de la reforma constitucional
propuesta establecer con claridad una distribución compe-
tencial en el régimen de responsabilidades administrativas
de los servidores públicos a efecto de que la autoridad en-
cargada de detectar e investigar conductas indebidas de es-
tos sea distinta de aquella facultada para imponer las san-
ciones administrativas que procedan, con lo cual, entre
otras ventajas, se evita el que la primera de ellas sea juez y
parte en detrimento del artículo 17 de nuestra Carta Mag-
na.

En este sentido esta comisión dictaminadora coincide con
las apreciaciones vertidas por los iniciantes en sus corres-
pondientes exposiciones de motivos, entre las que destaca
la justipreciación de los avances que en materia de control
de la legalidad de los actos de autoridad ha representado la
evolución histórica que ha observado la existencia de tri-
bunales administrativos con facultades para emitir fallos
con plena autonomía, tal como lo demuestran las reformas
constitucionales de 1967, 1974, 1987, 1993 y 1999.

Las iniciativas que aquí se dictaminan proponen avanzar en
esta tradición de reformismo gradual a través de la cual el
Constituyente Permanente va ajustando y perfeccionando
las instituciones del Estado Mexicano.

Atento a lo anterior esta dictaminadora, de manera similar
a la colegisladora, estima que un tribunal de lo contencio-
so-administrativo constituiría la instancia idónea para el
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conocimiento de aquellos procedimientos disciplinarios
tendientes a establecer sanciones derivados de responsabi-
lidad administrativa de los servidores públicos.

Con ello se conseguiría en esencia el objeto señalado en la
sección II del presente dictamen, es decir, evitar que la im-
posición de sanciones derivadas de responsabilidades ad-
ministrativas en que incurran servidores públicos sea reali-
zada por la misma autoridad que detectó la presunción de
tal responsabilidad, y que en su caso la investigó y presun-
tivamente determinó, es decir impedir el que tal autoridad
se constituya en juez y parte.

Considerando el que esta atribución que, a través de la ac-
ción legislativa, se propone asignarle a un tribunal conten-
cioso-administrativo implicaría el que este tuviese plena
jurisdicción toda vez que sus resoluciones trascenderían
los efectos meramente declarativos, resulta del todo conve-
niente reformar en consonancia el texto de la fracción
XXIX-H del artículo 73 de nuestra Ley Fundamental.

Ello con la finalidad de establecer expresamente la facultad
de tal órgano materialmente jurisdiccional para imponer
aquellas sanciones que determine la ley. Con esto se logra-
ría que los actos de autoridad emanados de este tribunal tu-
viesen un fundamento constitucional incontrovertible des-
pejando de esta manera cualquier duda sobre la legitimidad
normativa de sus disposiciones, y contribuyendo, sin duda,
a robustecer la constitucionalidad y legalidad de los actos
derivados del régimen en materia de responsabilidades ad-
ministrativas de los servidores públicos.

En tal virtud, en la investigación , determinación, e impo-
sición de sanciones a servidores públicos derivados de las
correspondientes responsabilidades administrativas concu-
rrirían la autoridad propiamente ejecutiva, así como otra
que siendo formalmente ejecutiva es, sin embargo, mate-
rialmente jurisdiccional.

Esta última, por razones propias de su esencia, gozaría de
mejores condiciones que le permitirían realizar la determi-
nación de sanciones por responsabilidades administrativas
de manera más objetiva, profesional, e imparcial, lo cual
por sí mismo representaría un gran avance en nuestro régi-
men de responsabilidades administrativas de los servidores
públicos.

En opinión de esta dictaminadora resulta conveniente dejar
asentado que, en caso de que esta reforma que se propone
se convierta en acto, la misma implicaría para el legislador

ordinario, en este caso el Congreso de la Unión, la emisión
legislativa de aquellas normas que darían viabilidad prácti-
ca a la propuesta en dictamen.

Tales normas deberían abordar, entre otros aspectos, la na-
turaleza jurisdiccional de los actos del órgano en cuestión,
así como los alcances de su actuación, y las demás especi-
ficidades procesales de la misma.

Asimismo, es importante destacar que es el sentir de esta
dictaminadora el que la reforma que se propone, si bien re-
presenta un avance, no por ello debe suponer mayores car-
gas al presupuesto de egresos, ni atención jurisdiccional
preferente.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
la Comisión de Puntos Constitucionales, nos permitimos so-
meter a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputa-
dos la aprobación del siguiente dictamen con proyecto de:

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMA EL
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXIX-H DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS.

Artículo Único.- Se reforma el artículo 73, fracción
XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. ...

I a XXIX-G. ...

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo
contencioso-administrativo, dotados de plena autonomía
para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las
controversias que se susciten  entre la administración pú-
blica federal y los particulares, así como para imponer
sanciones a los servidores públicos por responsabilidad
administrativa que determine la ley, estableciendo las
normas para su organización, su funcionamiento, los pro-
cedimientos y los recursos contra sus resoluciones;

XXIX-I a XXX. ...

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.



SEGUNDO.- En tanto no se modifique la legislación que
regula la materia de responsabilidades administrativas de
los servidores públicos federales, ésta continuará rigiéndo-
se por las disposiciones legales vigentes al momento de su
aplicación.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los diecinueve dí-
as del mes de abril del 2006.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Ernesto Alar-
cón Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); Francisco Anto-
nio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico Barbosa Gu-
tiérrez (rúbrica); Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís (rúbrica); Ho-
racio Duarte Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Fran-
cisco Cuauhtémoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Miguelángel
García-Domínguez; Luis Antonio González Roldán, secretario; J. Je-
sús Lomelí Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez (rú-
brica); Luis Maldonado Venegas, secretario; Germán Martínez Cáza-
res; Antonio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle
García (rúbrica), secretario; Janette Ovando Reazola (rúbrica); Aníbal
Peralta Galicia (rúbrica); Jorge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica);
Laura Reyes Retana Ramos (rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez (rúbrica); Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel
Sandoval Figueroa (rúbrica); Leticia Socorro Userralde Gordillo; Ma-
risol Vargas Bárcena (rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González
(rúbrica), secretario; Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS 
Y RECOMPENSAS CIVILES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Gobernación con proyecto de
decreto que reforma el último párrafo del artículo 6, los ar-
tículos 120, 121, 122 y 123 y la denominación del Capítu-
lo XXII, para ser �Premio Nacional de la Cerámica�; y adi-
ciona la fracción XVII al artículo 6 y los artículos 124, 125,
126 y 127 en un Capítulo XXIII, denominado �Disposicio-
nes Generales�, todos de la Ley de Premios, Estímulos y
Recompensas Civiles

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Gobernación de la LIX Legislatura, fue
turnada para su estudio, análisis y dictamen correspondien-
te, la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona la Ley de Premios, Estímulos y Recom-
pensas Civiles.

Esta Comisión con fundamento en los artículos 70, párrafo
primero, 71, 72 y 73, fracción XXX de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; en los artículos 39,
45 numeral 6, incisos e) y f) y numeral 7 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 56, 60, 65, 87, 88, 93 y 94
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, y habiendo anali-
zado el contenido de la Iniciativa de referencia, somete a la
consideración de esta honorable Asamblea el presente dic-
tamen, basándose en los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha quince de marzo de dos mil cinco, el dipu-
tado David Hernández Pérez, integrante del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, en
uso de la facultad que le confiere el artículo 71 fracción
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, presentó ante el Pleno de la Cámara de Diputa-
dos, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se
reforma y adiciona la Ley de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles, con el fin de crear el Premio Nacio-
nal de la Cerámica.

En esa misma sesión, la Presidencia de la Mesa Directi-
va turnó dicha Iniciativa a la Comisión de Gobernación,
con opinión de la Comisión de Cultura, para su estudio
y dictamen.

II. Con fecha veintidós de septiembre de dos mil cinco,
la Comisión de Cultura de la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, remitió a la Comisión de Goberna-
ción su opinión a favor del proyecto de Iniciativa del di-
putado David Hernández Pérez.

Establecidos los antecedentes, los diputados integrantes de
la Comisión de Gobernación de la LIX Legislatura de la
Cámara de Diputados exponen el contenido de la Iniciati-
va objeto del presente dictamen.
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CONTENIDO DE LA INICIATIVA

1. En su exposición de motivos, el diputado Hernández
Pérez menciona que la cerámica es una de las activida-
des artesanales más antiguas y difundidas. Su fin es la
elaboración de objetos utilitarios, artísticos y decorati-
vos, con elementos como la arcilla cocida a bajas y al-
tas temperaturas.

2. En nuestro país �de acuerdo a las consideraciones del
diputado proponente� el artesano pertenece a sectores
de la población cuyas condiciones de vida y capacidad
económica se encuentran en notable desventaja. Aunado
a lo anterior, las jóvenes generaciones parecen haber
perdido el interés por la práctica del oficio artesanal.

3. Desde tiempos prehispánicos, la cerámica ha signifi-
cado una importante actividad del arte popular mexica-
no. Como señala el proponente, en la mayoría de las en-
tidades de la Federación, se desarrolla la aplicación de
diversas técnicas, moldeados y acabados creando dife-
rentes tipos, estilos y formas de artesanías.

4. El iniciador considera que el alfarero mexicano ha
mantenido su labor artesanal dentro de las técnicas tra-
dicionales; sin embargo, advierte que el peligro que hoy
afronta esta industria es el desplazamiento que sufre a
merced de los productos industrializados.

5. Con el fin de impulsar y conservar la tradición alfa-
rera mexicana, se han creado concursos y premios, co-
mo el de Tlaquepaque que comenzó en 1977 y que reci-
be,  desde 1979,  el Galardón Presidencial por parte del
Jefe del Ejecutivo. Hacia 1995, el concurso señalado se
establece como uno de los más importantes en México
al ser reconocido por instituciones como FONART,
CONACULTA  y el entonces Instituto Nacional Indige-
nista.  De igual forma, este concurso cuenta con el apo-
yo de diversos organismos de los gobiernos de las enti-
dades federativas, así como por el ayuntamiento de
Tlaquepaque, lo cual permite reunir una importante bol-
sa de premios. Según el iniciador, a este concurso asiste
un número estimado de 800 artesanos, provenientes de
75 localidades de 27 estados de la República.

6. De esta manera, el diputado David Hernández cree
que la Iniciativa favorecerá e incentivará el trabajo arte-
sanal tradicional, además de promover el trabajo de ar-
tesanos pobres y desfavorecidos, contribuyendo a mejo-
rar sus condiciones de vida.

7. Por lo anterior, propone la reforma y adición de la
Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles con
el fin de crear el Premio Nacional de la Cerámica.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la Iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Gobernación de la LIX
Legislatura de la Cámara de Diputados que suscriben el
presente dictamen exponen las siguientes:

CONSIDERACIONES

A. En lo general

I. La cerámica ha sido una actividad presente en el mun-
do desde tiempos inmemoriales, siendo clave para des-
cifrar las costumbres que guardaron distintas culturas en
la historia. Hoy, los museos del mundo resguardan pie-
zas de incalculable valor, las cuales son patrimonio de la
humanidad entera.

II. En el México prehispánico, el trabajo de los artesa-
nos fue considerado como notable por su importancia en
la vida de la sociedad; según las Crónicas y Relaciones
hechas por los conquistadores, se describía el asombro
de los europeos por la gran habilidad y destreza de los
artesanos para aprovechar los recursos naturales de su
entorno y transformarlos en satisfactores de sus necesi-
dades físicas, sociales y espirituales.

III. Los registros históricos señalan que entre la cerámi-
ca de los antiguos pueblos mexicanos se podía contar
con loza, vasijas, jarros, ollas y ladrillos de barro y de-
corados artísticamente, que eran aprovechados por la
nobleza y utilizados en el culto religioso.

IV. La conquista española significó una reunión de las
técnicas de la cerámica de los pueblos prehispánicos
con los modelos y patrones europeos. Durante el perio-
do colonial se introdujeron el vidriado, el torno de pedal
y el horno redondo de boca superior abierta; sin embar-
go, el alfarero indígena conservó las técnicas ancestra-
les, sus herramientas y la tradición artística, sobrevi-
viendo muchas manifestaciones de cerámica al natural.

V. En la actualidad, la cerámica es la actividad más im-
portante del arte popular mexicano, desarrollándose en
la mayoría de los estados de la República; sin embargo,
es diferente de región en región debido a los estilos, téc-
nicas y acabados, produciendo cerámica moldeada, po-
licromada, esgrafiada, bruñida o esmaltada.



VI. Dada la introducción de las tecnologías y la produc-
ción de enseres industrializados, esta actividad se ve en
peligro, ya que está siendo desplazada. En nuestros dí-
as, el alfarero mexicano ha mantenido su producción
dentro de las técnicas tradicionales y sigue creando sus
obras bajo las formas clásicas con pocas variantes, prin-
cipalmente la loza de tipo doméstico. Pero al verse des-
plazada por los enseres domésticos modernos, la activi-
dad del artesano se dirige a la producción de artículos
ornamentales, alejándose del objetivo que tenía la cerá-
mica en tiempos prehispánicos y coloniales: la satisfac-
ción de las necesidades cotidianas.

VII. De acuerdo a las técnicas utilizadas para la produc-
ción de artículos en cerámica, se consideran como prin-
cipales estados productores a: Chihuahua, Sinaloa, So-
nora, Durango, Aguascalientes, San Luis Potosí, Jalisco,
Michoacán, Colima.  Guanajuato, Querétaro, Hidalgo,
México, Tlaxcala, Distrito Federal, Morelos, Puebla,
Guerrero, Veracruz, Tabasco, Oaxaca, Chiapas, Campe-
che y Yucatán.

VIII. Por las consideraciones arriba mencionadas, esta
Comisión coincide en señalar que la actividad artesanal
y la cerámica mexicana han sido muy importantes en
nuestra cultura y costumbres. Sus diversas expresiones
en la República son reflejo de la identidad pluricultural
de la nación; por lo tanto, es necesario conservar, de-
fender e incentivar el trabajo de los artesanos quienes
producen obras singulares que conservan viva nuestras
tradiciones.

B. En lo particular

I. La Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31
de diciembre de 1975, tiene como objeto determinar las
normas que regulan el reconocimiento público que haga
el Estado, de aquellas personas que por su conducta, ac-
tos u obras, merezcan los premios, estímulos y recom-
pensas que la misma establece.

II. Acorde con el objeto de la Ley, para crear el Premio
propuesto por el diputado Hernández Pérez, esta Comi-
sión considera realizar algunas modificaciones al conte-
nido de la Iniciativa con el fin de precisar su alcance.

III. En relación a la reforma del segundo párrafo del ar-
tículo 6, se aprecia que la modificación presentada por

el legislador limita las características que permiten otor-
gar el Premio Nacional de Deporte, que es distinto a las
que se consideran para conceder el Premio Nacional de
Cerámica; por lo anterior, esta Comisión plantea la
modificación de la redacción del segundo párrafo del
artículo 6 para que el Premio Nacional de la Cerámica
se encuentre en primer lugar, sucediéndole el Premio
Nacional de Deporte y siga conservando en el texto vi-
gente las características generales por las cuales se
otorga.

V. En relación al artículo 120 del proyecto, se cree opor-
tuno modificar el término �reconocimiento� para que en
una correcta sintaxis diga que �el Premio Nacional de la
Cerámica es el reconocimiento�� que será otorgado a
los artesanos que se han destacado por su empeño, tra-
bajo y obras, en favor de la promoción efectiva de la ce-
rámica nacional.

VI. Esta Comisión estima que el artículo 121 del pro-
yecto busca definir las bases generales que debe obser-
var la convocatoria anual del concurso. En este sentido,
se propone eliminar la parte que dice: �El Concurso Na-
cional de la Cerámica será a nivel nacional este abarca-
rá todas las ramas de producción�� La primera parte
del enunciado parece redundante ya que el Premio es
nacional y su naturaleza se encuentra definida en el ar-
tículo que le antecede; por otro lado, el que abarque to-
das las ramas de la producción, viene a ser materia de
las categorías que se precisan en el artículo 122 del pro-
yecto.

VII. En este sentido, y observando que el precepto del
artículo 121 menciona a la convocatoria, se propone una
nueva redacción para que diga que la convocatoria al
Premio será publicada anualmente y considerará como
objetivos los de preservación de técnicas artesanales y
el impulso de las capacidades artísticas de los artesanos,
promoviendo la igualdad de géneros.

VIII. En relación a las categorías establecidas en el artí-
culo 122 se consideran las siguientes modificaciones: se
propone eliminar la parte que dice �El Premio Nacional
de la Cerámica se otorgará anualmente a los artesanos
que participen en los distintos concursos...� El artículo
120 del proyecto ya define que los artesanos dedicados
al oficio son a quienes se les otorgará el Premio; ade-
más, éste no está dividido en distintos concursos, más
bien tiene categorías diferentes en las cuales competirán
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los artesanos. Así, se propone una nueva redacción, de
manera que diga que el Premio Nacional de Cerámica se
otorgará en las categorías que se mencionan en el artícu-
lo 122, y se establecen en siete fracciones con número ro-
mano.

IX. Se hace la observación que, al inicio del listado de
categorías, hay un enunciado que parece aislado sin te-
ner sentido con el contenido del artículo 122 del pro-
yecto. Esta Comisión propone su eliminación, de ma-
nera que se dé paso directamente a las siete categorías
del premio propuestas por el diputado David Hernán-
dez Pérez.

X. En relación al artículo 123 del proyecto de la Inicia-
tiva, ésta señala quiénes serán integrantes del Consejo
de Premiación: la Presidencia de la República, el Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes, el Fondo Na-
cional para el Fomento de las Artesanías, el Gobierno
del Estado de Jalisco y el Ayuntamiento del Municipio
de Tlaquepaque, sede oficial del Concurso.

XI. De la consideración anterior se desprende que no
parece correcto establecer como integrantes del Conse-
jo a las entidades públicas en sí. Efectivamente, el artí-
culo 14 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompen-
sas Civiles indica que:

Artículo 14

Los Consejos de Premiación son órganos colegiados
de carácter permanentes encargadas de poner en es-
tado de resolución los expedientes que se formen pa-
ra el otorgamiento de los premios establecidos.

A mayor abundamiento, el artículo 15 dispone:

Artículo 15

Los Consejos se integrarán en la forma que señala es-
ta ley en el capítulo correspondiente en cada premio
y tendrán un secretario designado por sus componen-
tes, a propuesta del presidente. Cada miembro del
Consejo registrará en la Secretaría del mismo el
nombre de quien deba suplirlo en sus ausencias.

XII. De lo dispuesto por  la Ley en análisis, queda claro
que los integrantes de Consejo son los titulares o repre-
sentantes de las entidades públicas correspondientes,

por lo que se propone la modificación del artículo 123
del proyecto.

XIII. Igualmente, se considera precisar que, de acuerdo
a nuestro régimen municipal, el Ayuntamiento es un
cuerpo colegiado y deliberante, integrado por un presi-
dente municipal, uno o más síndicos procuradores y el
número de regidores que indique la Ley Orgánica Mu-
nicipal. El ayuntamiento es la representación legal del
municipio y como responsabilidad la salvaguarda de la
población, del territorio municipal y el buen desempeño
del gobierno local.

XIV. De acuerdo a lo anterior, no parece adecuado decir
que el Ayuntamiento del Tlaquepaque sea integrante del
Consejo de Premiación; considerando los preceptos es-
tablecidos en los artículos 14 y 15 de la Ley de Premios,
Estímulos y Recompensas Civiles, esta Comisión consi-
dera que quien lo integre sea el Presidente municipal de
la localidad mencionada.

XV. Finalmente, esta Comisión coincide en señalar en
que el municipio de Tlaquepaque sea sede oficial del
concurso en virtud de que la localidad ha impulsado no-
tablemente el reconocimiento al trabajo de los artesanos
de todo el país con el premio que se ha celebrado desde
1977 y que congrega a una cantidad significativa de ar-
tesanos. Sin embargo, el Consejo de Premiación debe
dar una amplia promoción en todos los rincones del pa-
ís, con el fin de impulsar la participación de los artesa-
nos interesados en cada estado de la República.

XVI. La creación del Premio Nacional de Cerámica per-
mitirá estimular a las personas dedicadas a este oficio en
virtud de las obras que realicen. Esta Comisión coinci-
de en que la cerámica, en cualquiera de sus estilos, es re-
levante, entendiendo con este adjetivo que el propósito
de crear un Premio Nacional estriba en el significado e
importancia que tiene la industria por sus profundas ra-
íces que se hunden en nuestra historia, y que hoy debe
ser difundida entre las jóvenes generaciones con el fin
de que se preserve y no desaparezca, además de ser una
de las principales actividades por la cual numerosos ar-
tesanos obtienen el sustento cotidiano.

Por lo anteriormente expuesto, los suscritos integrantes de
la Comisión de Gobernación, someten a la consideración
del Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto
de:



DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIO-
NA LA LEY DE PREMIOS, ESTÍMULOS Y RECOM-
PENSAS CIVILES, A FIN DE CREAR EL PREMIO
NACIONAL DE LA CERÁMICA

ÚNICO.- Se reforman el último párrafo del artículo 6, los
artículos 120, 121, 122 y 123 y la denominación del Capí-
tulo XXII para ser �Premio Nacional de la Cerámica�, y se
adicionan la fracción XVII al artículo 6 y los artículos 124,
125, 126 y 127 en un Capítulo XXIII denominado �Dispo-
siciones Generales�, todos de la Ley de Premios, Estímu-
los y Recompensas Civiles para quedar como sigue:

Artículo 6.
...

I a XVI ...

XVII. Premio Nacional de la Cerámica.

La misma persona puede recibir dos o más premios distin-
tos; pero sólo una vez el premio correspondiente a uno de
los campos de los conceptos instituidos, o a un solo con-
cepto si éste no se divide en campos, a excepción del Pre-
mio Nacional de la Cerámica y del Premio Nacional de
Deportes, el cual podrá  otorgarse a una misma persona las
veces que lo amerite, considerando su desempeño, virtud,
actuación y trayectoria.

CAPÍTULO XXII
Premio Nacional de la Cerámica

Artículo 120.

El Premio Nacional de la Cerámica es el reconocimiento
otorgado a los artesanos que se han destacado por su em-
peño, trabajo y obras en favor de la promoción efectiva de
la cerámica nacional.

Artículo 121.

La convocatoria del Premio será publicada anualmente y
considerará en sus objetivos la preservación de las técnicas
artesanales y el impulso a las capacidades artísticas de los
artesanos, promoviendo la igualdad de género.

Artículo 122.

El Premio Nacional de la Cerámica se concederá en las si-
guientes categorías:

I.- Cerámica contemporánea;

II.- Alfarería vidriada sin plomo;

III.- Cerámica tradicional;

IV.- Escultura en cerámica;

V.- Cerámica en miniatura;

VI.- Cerámica navideña, y

VII.- Figura en arcilla.

Artículo 123.

Para la entrega del Premio Nacional de la Cerámica, el
Consejo de Premiación se integrará por el Presidente de la
República, el titular del Consejo Nacional para la Cultura
y las Artes, el titular del Fondo Nacional para el Fomento
de las Artesanías, el Gobernador del Estado de Jalisco y el
Presidente municipal de Tlaquepaque, localidad que será
sede oficial del concurso.

CAPÍTULO XXIII
Disposiciones Generales

Artículo 124.

Las erogaciones que deban hacerse con motivo de esta Ley,
serán con cargo a la partida correspondiente de la Secreta-
ría donde se tramite cada premio, y en caso  de falta o in-
suficiencia de partida, con cargo al presupuesto del ramo
de la Presidencia. Las recompensas de que trata el capítulo
XVI únicamente podrán recaer sobre el presupuesto de la
dependencia u organismo al que pertenezca el beneficiario.

Artículo 125.

Los premios y las entregas adicionales en numerario o en
especie, así como las recompensas, estarán exentos de
cualquier impuesto o deducción.

Artículo 126.

Salvo que esta Ley contenga disposición expresa al respec-
to, los jurados están facultados para proponer que dos o
más personas con iguales merecimientos participen entre sí
el mismo premio, o que éste se otorgue a cada una de ellas.
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Artículo 127.

Las recompensas señaladas en efectivo por la presente Ley,
se ajustarán en la proporción en que se modifique el sala-
rio mínimo general en el Distrito Federal.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a veinti-
cuatro días del mes de abril de dos mil seis.

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngo-
ra (rúbrica), Presidente; David Hernández Pérez (rúbrica), Secretario;
Yolanda Guadalupe Valladares Valle (rúbrica), Secretaria; Claudia
Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Secretaria; Daniel Ordóñez Hernández
(rúbrica), Secretario; Maximino Alejandro Fernández Ávila, Secreta-
rio; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Fernando Álvarez
Monje (rúbrica), Omar Bazán Flores, Pablo Bedolla López, Alonso
Adrián Juárez Jiménez (rúbrica), Jesús González Schmal, José Luis
Briones Briseño (rúbrica), Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, Pa-
blo Alejo López Núñez (rúbrica), Socorro Díaz Palacios, José Sigona
Torres (rúbrica), Luis Eduardo Espinoza Pérez (rúbrica), Guillermo
Martínez Nolasco (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Mar-
garita Saldaña Hernández (rúbrica), Consuelo Muro Urista (rúbrica),
Federico Madrazo Rojas, José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti, Mi-
guelángel García-Domínguez (rúbrica), Hugo Rodríguez Díaz (rúbri-
ca), José Eduviges Nava Altamirano (rúbrica), Sergio Vázquez García,
Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que reforma las fracciones II del artí-
culo 1o. y I del artículo 2o. de la Ley de Ciencia y Tecno-
logía

Honorable Asamblea:

La Comisión de Ciencia y Tecnología, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e)
y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la hono-
rable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la LIX Legisla-
tura de la Cámara de Diputados le fue turnada por la Presi-
dencia de la Mesa Directiva para su estudio y dictamen co-
rrespondiente, la Iniciativa que reforma y adiciona los
artículos 1 y 2 de la Ley de Ciencia y Tecnología, suscrita
por el Diputado Omar Bazán Flores, en nombre del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional el
día 23 de noviembre de 2004

La Iniciativa materia de este Dictamen consiste en refor-
mar y adicionar diversas fracciones a los artículos 1 y 2 de
la Ley de Ciencia y Tecnología, correspondientes al objeto
de dicha ley y a las bases de una política de Estado que sus-
tenta la integración del Sistema Nacional de Ciencia y Tec-
nología. Las propuestas de modificación, se pueden resu-
mir en cuatro rubros:

1. Gasto federal.

Las adiciones pretenden que la LCyT tenga como objeto,
entre otros:

� Establecer y regular las acciones y el gasto federales
para realizar investigación, principalmente en institu-
ciones públicas;

� Determinar los instrumentos federales, garantizando
fortalecimiento presupuestal, para que el gobierno cum-
pla con una nueva obligación de realizar investigación,
en vez de apoyarla; y

� Regular los recursos federales para la creación de fon-
dos de investigación.



2. Centros Públicos de Investigación y recursos autoge-
nerados.

Las modificaciones pretenden que la Ley de Ciencia y Tec-
nología:

� Aplique las bases para que las entidades paraestatales
que realizan investigación sean reconocidas como Cen-
tros Públicos de Investigación;

� Elimine la posibilidad de creación de Fondos para in-
vestigación a partir de recursos autogenerados; y

� Garantice que los recursos autogenerados se apliquen
inmediatamente a los propios Centros Públicos de In-
vestigación.

3. Estímulos fiscales.

Las adiciones pretenden que la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía regule la aplicación de los incentivos fiscales en la in-
versión directa en investigación.

4. Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología.

Las modificaciones pretenden convertir las bases del Siste-
ma Nacional de Ciencia y Tecnología en bases de sustento
de la ciencia y la tecnología como instrumentos, y enfati-
zando en satisfacer los requerimientos presupuestales para
incrementar la capacidad científica.

Consideraciones

Continuando con la exposición a partir de cuatro temas, las
consideraciones se agrupan de la siguiente forma:

1. Gasto federal.

PRIMERO. La vigente Ley de Ciencia y Tecnología ya
contempla el regular los apoyos que el Gobierno Federal
está obligado a otorgar para impulsar, fortalecer y desarro-
llar la investigación científica y tecnológica en general en
el país.

SEGUNDO. El capítulo IV de la Ley de Ciencia y Tecno-
logía establece a la letra las cuestiones presupuestarias del
sector, a saber:

�Artículo 13. El Gobierno Federal apoyará la investi-
gación científica y tecnológica mediante los siguientes
instrumentos:

I. �

II. La integración, actualización y ejecución del Pro-
grama y de los programas y presupuestos anuales de
ciencia y tecnología, que se destinen por las diversas
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal;

III. �

IV. Los recursos federales que se otorguen, dentro del
presupuesto anual de egresos de la federación a las ins-
tituciones de educación superior públicas y que confor-
me a sus programas y normas internas, destinen para la
realización de actividades de investigación científica o
tecnológica;�

TERCERO. Las cuestiones relativas al gasto público se
establecen en el Presupuesto de Egresos de la Federación.
Es en dicho ordenamiento donde se debe establecer clara-
mente el apoyo requerido y necesario para el buen funcio-
namiento de las instituciones de educación superior y uni-
versidades públicas.

CUARTO. Sin embargo, modificar la ley estableciendo
que se debe satisfacer los requerimientos presupuestales, es
conveniente para cubrir el tema de manera adicional y
comprobar la necesidad de promover y proteger un sector
tan importante como lo es el de ciencia y tecnología. Es de-
cir, aunque dicha necesidad se entiende en diversas norma-
tividades y planes y programas vigentes, que son motiva-
ción importante del propio Presupuesto de Egresos de la
Federación, no está de más que la propia ley establezca es-
pecíficamente ciertas necesidades y condicionantes reque-
ridas por el sector.

2. Centros Públicos de Investigación y recursos autoge-
nerados.

PRIMERO. Las disposiciones establecidas en la ley vi-
gente, sientan las bases requeridas para el manejo y utili-
zación de los recursos autogenerados. Así, el modificar el
artículo 2 en dicho sentido sería reiterativo de lo dispuesto
actualmente por la Ley vigente. Dichas disposiciones se
transcriben a continuación:
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�Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de la
fracción V del artículo 3 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y tiene por objeto:

I. a VII. �

VIII. Regular la aplicación de recursos autogenerados
por los centros públicos de investigación científica y los
que aporten terceras personas, para la creación de fon-
dos de investigación y desarrollo tecnológico.�

�Artículo 50. El establecimiento y operación de los
Fondos de Investigación Científica y Desarrollo Tecno-
lógico se sujetará a las siguientes bases:

I. a III. �

IV. El objeto del fondo será financiar o complementar
financiamiento de proyectos específicos de investiga-
ción, la creación y mantenimiento de instalaciones de
investigación, su equipamiento, el suministro de mate-
riales, el otorgamiento de becas y formación de recur-
sos humanos especializados, el otorgamiento de incen-
tivos extraordinarios a los investigadores que
participen en los proyectos, y otros propósitos directa-
mente vinculados para proyectos científicos o tecnoló-
gicos aprobados. En ningún caso los recursos podrán
afectarse para gastos fijos de la administración de la
entidad. Los bienes adquiridos y obras realizadas con
recursos de los fondos formarán parte del patrimonio
del propio centro;

V. a VI. ��

�Artículo 56. Los órganos de gobierno de los centros
públicos de investigación sesionarán cuando menos dos
veces al año, y tendrán las facultades que les confiere el
instrumento legal de su creación y las siguientes atribu-
ciones no delegables:

I. a III. �

IV. Decidir el uso y destino de recursos autogenerados
obtenidos a través de la enajenación de bienes o la
prestación de servicios, ya sea dentro del presupuesto
de la entidad o canalizando éstos al fondo de investiga-
ción;

V. a XV. ��

SEGUNDO. Las modificaciones que plantea la Iniciativa
no modifican el régimen para los Centros Públicos de In-
vestigación ni de sus recursos autogenerados, de manera
integral. Estas modificaciones no atienden a la realidad que
actualmente vive el sector y no aporta cuestiones ni cir-
cunstancias innovadoras en dicha materia.

3. Estímulos fiscales.

PRIMERO. El capítulo IV de la Ley de Ciencia y Tecno-
logía vigente, trata específicamente el tema.

SEGUNDO. La propia ley establece en distintas disposi-
ciones normativas cuestiones relativas a los alcances de los
mismos y las funciones del propio gobierno federal en re-
lación con dicho tema.

TERCERO. La vigente ley ya contempla los alcances,
mecanismos y facultades gubernamentales relacionadas a
los estímulos fiscales en materia de ciencia y tecnología.
Sin embargo, es conveniente que se modifique la ley me-
diante un texto que enriquece el marco actual en el sentido
propuesto.

4. Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología.

PRIMERO. El artículo 2 vigente establece las bases del
Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, integrado con-
forme al artículo 3 vigente; mismo que no desaparece ni se
modifica. En tenor a este particular, la reforma no se justi-
fica.

SEGUNDO. La modificación elimina las bases de un Sis-
tema integrado por la política de Estado en materia de
ciencia y tecnología, el Programa Especial de Ciencia y
Tecnología, los principios de apoyo a la investigación cien-
tífica, las entidades de la Administración Pública Federal
relacionadas y la Red Nacional de Grupos y Centros de In-
vestigación; sin embargo, no establece nuevas bases para el
Sistema.

TERCERO. La política de Estado en materia de ciencia y
tecnología, definida por el Consejo General de Investiga-
ción Científica y Desarrollo Tecnológico, debe basarse en
los principios establecidos por la propia ley, incluyendo las
bases del Sistema Nacional y conforme al objeto de la ley.

Por lo anteriormente expuesto, y de conformidad a las fa-
cultades que nos confieren los artículos 39, numerales 1° y



3°, 44 y 45 y demás relativos a la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56,
60, 87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, sometemos a la consideración de esta honorable
Asamblea el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LA
FRACCION II DEL ARTÍCULO 1 Y LA FRACCIÓN
I DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY DE CIENCIA Y
TECNOLOGÍA.

ARTICULO ÚNICO.- Se reforman las fracciones II, del
artículo 1 y I, del artículo 2 de la Ley de Ciencia y Tecno-
logía, para quedar como sigue:

Artículo 1. �

I. ��.

II. Determinar los instrumentos mediante los cuales el Go-
bierno Federal cumplirá con la obligación de apoyar la in-
vestigación científica y tecnológica, garantizando el for-
talecimiento presupuestal necesario para esta
actividad;

III. a VIII. �

Artículo 2. ��

I. Incrementar la capacidad científica, tecnológica y la for-
mación de investigadores para resolver problemas nacio-
nales fundamentales, que contribuya al desarrollo del país
y a elevar el bienestar de la población en todos sus aspec-
tos, satisfaciendo los requerimientos presupuestales pa-
ra lograrlo;

II. a VI. ��.

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de abril del
año 2006.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Julio César Cór-
dova Martínez (rúbrica), Presidente; María Eloísa Talavera Hernández

(rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), Omar Ortega
Álvarez (rúbrica), secretarios; Sheyla Fabiola Aragón Cortés (rúbrica),
Consuelo Camarena Gómez (rúbrica), José Ángel Córdova Villalobos,
Patricia Elisa Durán Reveles (rúbrica), Germán Martínez Cázares, Ru-
bén Alfredo Torres Zavala (rúbrica), Marisol Urrea Camarena, Moisés
Jiménez Sánchez (rúbrica), Rosa María Avilés Nájera (rúbrica), Dolo-
res del Carmen Gutiérrez Zurita, Abdallán Guzmán Cruz, Salvador Pa-
blo Martínez Della Rocca (rúbrica), José Luis Medina Lizalde (rúbri-
ca), Fernando Ulises Adame de León, Roger David Alcocer García,
Norma Violeta Dávila Salinas, Humberto Francisco Filizola Haces (rú-
brica), José López Medina (rúbrica), Alfonso Juventino Nava Díaz (rú-
brica), Érick Agustín Silva Santos, Jorge Baldemar Utrilla Robles (rú-
brica), Martín Remigio Vidaña Pérez.»

Es de primera lectura.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que reforma la fracción V del artículo
36 y el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea:

La Comisión de Ciencia y Tecnología, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e)
y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la hono-
rable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la LVIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados le fue turnada por la Pre-
sidencia de la Mesa Directiva para su estudio y dictamen
correspondiente, la Iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología
y de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia
y Tecnología, suscrita por la Diputada Maria del Rosario
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Tapia Medina, en nombre del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática el día 1 de abril de 2003 

Las diversas propuestas de modificación pueden agruparse
en cuatro temas que se desarrollan a continuación:

1. Consejo General de Investigación Científica y Desa-
rrollo Tecnológico.

Las modificaciones pretenden eliminar como miembros
del Consejo General a los Secretarios de Relaciones Exte-
riores, Hacienda y Crédito Público, Economía y Comuni-
caciones y Transportes.

Asimismo, pretenden eliminar a cuatro personas, con tra-
yectoria y méritos, representativos de los ámbitos científi-
co, tecnológico y empresarial.

Por otro lado, pretenden adicionar al Consejo General
quince investigadores (cinco del área de las ciencias fun-
damentales, cinco del área de las ciencias aplicadas, y cin-
co del área de las ingenierías).

Por último, pretenden eliminar la facultad del Consejo Ge-
neral de crear comités de vinculación para atender asuntos
relacionados con la articulación de políticas y la propuesta
de programas prioritarios y áreas estratégicas.

2. Sector productivo.

Las modificaciones pretenden eliminar la posibilidad de
que las instituciones de educación superior particulares y
las empresas privadas puedan accesar a cualquier apoyo en
materia de ciencia y tecnología (derivados de fondos sec-
toriales o mixtos).

Asimismo, pretenden eliminar la creación de instrumentos
de fomento (cuyo propósito sea promover la innovación y
el desarrollo tecnológicos) y de apoyo, que estén vincula-
dos con empresas (especialmente pequeñas y medianas)
cuyo propósito sea el desarrollo sustentable.

Por último, pretenden eliminar la facultad del Consejo Na-
cional de Ciencia y Tecnología de aportar recursos a per-
sonas físicas, morales, públicas, sociales y privadas.

3. Foro Consultivo Científico y Tecnológico.

La propuesta pretende modificar la composición del Foro
Consultivo al eliminar como miembros a empresarios y a

un representante de la Red Nacional de Consejos y Orga-
nismos Estatales de Ciencia y Tecnología.

Asimismo, pretende adicionar a un representante del orga-
nismo que represente los Premios Nacionales de Ciencias
y Artes (Consejo Consultivo de Ciencias de la República),
a la Cámara Nacional de la Industria de la Transformación
y a tres representantes de los Consejos y Organismos Esta-
tales de Ciencia y Tecnología.

Por último, pretende eliminar la función vinculatoria del
Foro y la sustituye por una función de promoción del des-
arrollo tecnológico.

4. Centros Públicos de Investigación.

La iniciativa sustituye la facultad de los Centros Públicos
de Investigación de promover la conformación de asocia-
ciones y alianzas, por la facultad de conformar dichas aso-
ciaciones y alianzas.

Asimismo, adiciona una instancia académica con faculta-
des sobre asuntos académicos y de investigación. 

5. Adecuaciones a otras legislaciones.

La iniciativa establece específicamente que la organiza-
ción, funcionamiento y desarrollo de los sistemas integra-
les de profesionalización de los Centros Públicos de Inves-
tigación deberán ajustarse a la Constitución, a los
convenios laborales y a la legislación aplicable.

Consideraciones

Continuando con la exposición a partir de cuatro temas, las
consideraciones se agrupan de la siguiente forma:

1. Consejo General de Investigación Científica y Desa-
rrollo Tecnológico.

PRIMERO. La actual composición del Consejo General
permite que la toma de decisiones en materia de políticas y
programas de ciencia y tecnología se enriquezcan desde
variadas perspectivas de distintos especialistas en sus pro-
pios temas.

SEGUNDO. La participación de los Secretarios de Comu-
nicaciones y Transportes, Economía, Hacienda y Crédito
Público, y Relaciones Exteriores, atiende a que la toma de
decisiones en materia de ciencia y tecnología al nivel del



Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo
Tecnológico requiere de conocimientos específicos. Es de-
cir, la definición de temas de políticas, programas y presu-
puestos en materia de ciencia y tecnología requiere de es-
pecialistas en distintos temas que enriquezcan la discusión
desde la multidisciplinariedad, logrando así que la defini-
ción de los temas surja de varias perspectivas de especia-
listas que buscan un fin común.

Para lograr dicho fin, es necesaria la participación de los
encargados de las relaciones con el exterior, del erario pú-
blico, del desarrollo y de las comunicaciones y transportes
�por ser quienes conoce a detalle las necesidades, metas y
objetivos tecnológicos nacionales e internacionales, los di-
neros de la nación, las cuestiones relativas a competitivi-
dad y calidad total, y las vías de comunicación, el trans-
porte, los medios electrónicos, entre otros.

En suma, es necesaria la participación de dichos Secreta-
rios de Despacho para el desarrollo de una política integral
de Estado en materia de ciencia y tecnología, que se ajuste
a las necesidades de México. Además, su participación en
la toma de decisiones relativas a presupuesto y gasto pú-
blico son indispensables para lograr los objetivos que la
nación requiere satisfacer para alcanzar el desarrollo que
buscamos como país.

TERCERO. La incorporación de quince investigadores no
sería conveniente en relación con las funciones otorgadas
por la Ley, para la composición de dicho Consejo. Lo an-
terior, debido a que el Consejo General de Investigación
Científica y Desarrollo Tecnológico es un espacio de toma
de decisiones en materia de política de Estado y presu-
puesto del sector, entre otras.

Además de lo anterior, la participación de personas con el
perfil de las que se pretenden integrar al Consejo General
ya se contempla en el Foro Consultivo Científico y Tecno-
lógico, mismo que forma parte del Consejo General de In-
vestigación Científica y Desarrollo Tecnológico.

Es decir, por un lado la mesa directiva del Foro Consultivo
está conformada por los titulares de organizaciones que re-
alizan investigación o conformadas por investigadores,
además de tres investigadores a título personal, represen-
tantes uno de ellos de las ciencias exactas o naturales, uno
de las ciencias sociales o humanidades y uno de la inge-
niería o tecnología. Por otro, el Foro Consultivo forma par-
te del Consejo General.

2. Sector productivo.

PRIMERO. La legislación vigente contempla un delicado
régimen de interacción con la iniciativa privada. El equili-
brio logrado por Ley de Ciencia y Tecnología es resultado
de varios años de experiencia sobre vinculación ciencia y
tecnología con sector productivo y la Iniciativa podría eli-
minar el balance que se logró en la Ley vigente.

SEGUNDO. La propuesta pretende eliminar los apoyos
que la vigente ley contempla para el sector productivo y
buscar la concertación con la iniciativa privada para obte-
ner recursos. Además de contraproducente, el resultado fi-
nal será el de desincentivar a dicho sector.

TERCERO. La ley vigente establece la posibilidad de que
el gobierno federal otorgue algunos apoyos a la iniciativa
privada. Esto se instrumenta primordialmente a través de
mecanismos como los incentivos fiscales y de fomento en
materia de inversiones realizadas por el propio sector. El
equilibrio establecido por la Ley de Ciencia y Tecnología
podría romperse inmediatamente gracias a la propuesta en
comento.

Cabe señalar, a manera comparativa, que las economías
que actualmente se conocen como punta de lanza en mate-
ria de investigación, han logrado que más de la mitad de la
inversión anual sea aportada por la iniciativa privada. Sin
embargo, dichos logros han sido procesos que han llevado
tiempo y han alcanzado dichos estadios gracias a que la po-
lítica en ciencia y tecnología siempre ha considerado al
sector productivo como parte fundamental de la investiga-
ción y el desarrollo.

CUARTO. La iniciativa en comento pretende aislar al sec-
tor productivo, eliminando apoyos y elevando exigencias.
Esto fácilmente se podrá reflejar en la desincentivación del
sector, traduciéndose posteriormente en un sector producti-
vo que limite de manera significativa los recursos que de-
signe a la ciencia y tecnología.

3. Foro Consultivo Científico y Tecnológico.

PRIMERO. No es conveniente que se modifique el nom-
bre de Foro Consultivo Científico y Tecnológico a Foro
Científico y Tecnológico. Lo anterior se debe a que el nom-
bre actual del organismo atiende a su propia naturaleza.

SEGUNDO. La composición del Foro Consultivo responde
a las necesidades de operación y facultades que le fueron
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otorgadas por la Ley de Ciencia y Tecnología. La mesa di-
rectiva de dicha organización se conforma por las cabezas
de las organizaciones más importantes del sector en su ca-
rácter de titulares de las mismas. Esta composición atiende
a que el nombramiento de un representante de dichas orga-
nizaciones y no sus titulares, restaría importancia y legiti-
midad a un órgano que tiene suma importancia en materia
de ciencia y tecnología.

TERCERO. La composición actual del Foro Consultivo
comprende a un representante de la Red Nacional de Con-
sejos y Organismos Estatales de Ciencia y Tecnología. La
propuesta pretende eliminarlo para sustituirlo por tres re-
presentantes de los Consejos y Organismos Estatales de
Ciencia y Tecnología. Esto provocaría que un desequilibrio
en la composición de la mesa directiva.

CUARTO. Se propone la participación de un representan-
te de la Cámara Nacional de la Industria de la Transforma-
ción y otro del organismo que represente los Premios Na-
cionales de Ciencias y Artes (Consejo Consultivo de
Ciencias de la República).

En este sentido pudiera ser pertinente la incorporación del
organismo que representa los premios nacionales de cien-
cias y artes, sin embargo, no se considera a la Cámara Na-
cional de la Industria de la Transformación, ya que está re-
presentada en la Confederación Nacional de Cámaras
Industriales. Además, existen otras diversas organizaciones
similares que no han sido contempladas y esto resultaría en
una inequidad con los demás actores relevantes para la
ciencia y la tecnología.

4. Centros Públicos de Investigación.

PRIMERO. Las modificaciones propuestas por la Iniciati-
va no son idóneas para el régimen que actualmente norma
dichas instituciones y tampoco lo son para la regulación de
las actividades que hoy día desempeñan.

SEGUNDO. Las modificaciones requeridas por el régimen
actual de los Centros Públicos de Investigación incluyen
incorporar elementos normativos y bases que hagan efecti-
va la vinculación de dichos Centros con otros organismos
y entidades, para facilitar establecer relaciones con institu-
ciones que inviertan en el desarrollo de bienes y servicios
innovadores, con la flexibilidad suficiente para que sean
los órganos de gobierno de los centros quienes puedan ana-
lizar y decidir el mejor esquema que les convenga y los tér-
minos de los mismos.

También, es necesario reconocer la naturaleza jurídica de
los CPI�s como de entidades paraestatales. Dicho reconoci-
miento facilitaría las funciones que éstos deben cumplir; a
diferencia de lo establecido por la vigente ley.

Todo lo anterior, ampliamente estudiado, concluye en que
actualmente se está estudiando la Iniciativa con Proyecto
de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología; de la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales; de la Ley de Presu-
puesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico y de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos, misma que responde de
manera puntual a las necesidades de los Centros Públicos
de Investigación.

5. Adecuaciones a otras legislaciones.

PRIMERO. Es innecesario que se agreguen aclaraciones a
la Ley de Ciencia y Tecnología. Lo anterior, debido a que
la legislación vigente y general evidentemente aplica en los
supuestos necesarios, sin necesidad de que otra ley de otra
materia haga tal aclaración.

SEGUNDO. La pretensión de regular cuestiones locales
mediante legislación federal no aplica conforme al régimen
de derecho positivo mexicano vigente.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Ciencia y Tecnología, somete a la consideración de
la honorable Asamblea el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LA FRAC-
CIÓN V DEL ARTÍCULO 36 Y EL ARTÍCULO 51 DE
LA LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

ARTICULO ÚNICO.- Se reforman la fracción V del
artículo 36 y el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tec-
nología, para quedar como sigue:

Artículo 36. �

I. a IV. �

V. Contará con una mesa directiva formada por dieciocho
integrantes, quince de los cuales serán los titulares que
representen a las siguientes organizaciones: la Academia
Mexicana de Ciencias, A.C., la Academia Mexicana de
Ingeniería, A.C., la Academia Nacional de Medicina,



A.C., la Asociación Mexicana de Directivos de la In-
vestigación Aplicada y Desarrollo Tecnológico, A.C., la
Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior, el Consejo Consultivo de
Ciencias de la Presidencia de la República, la Confe-
deración Nacional de Cámaras Industriales, el Consejo
Nacional Agropecuario y dos representantes de la Red
Nacional de Consejos y Organismos Estatales de Cien-
cia y Tecnología, A.C., la Universidad Nacional Autó-
noma de México, el Instituto Politécnico Nacional, el
Centro de Investigación y Estudios Avanzados del Insti-
tuto Politécnico Nacional, la Academia Mexicana de la
Lengua, la Academia Mexicana de Historia y el Conse-
jo Mexicano de Ciencias Sociales.

�

�

VI. a VIII. �

�

�

Artículo 51. Los centros públicos de investigación pro-
moverán la conformación de asociaciones, alianzas,
consorcios o nuevas empresas privadas de base tecnoló-
gica, en las cuales se procurará la incorporación de in-
vestigadores formados en los propios centros.

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 20 días del mes de abril del año
2006.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Julio César Cór-
dova Martínez (rúbrica), Presidente; Eloísa Talavera Hernández (rúbri-
ca), secretaria; Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), secretario;
Omar Ortega Álvarez (rúbrica), secretario; Sheyla Fabiola Aragón
Cortés (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez (rúbrica), José Ángel
Córdova Villalobos, Patricia Elisa Durán Reveles (rúbrica), Germán
Martínez Cázares, Rubén Alfredo Torres Zavala (rúbrica), Marisol
Urrea Camarena, Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), Rosa María Avi-
lés Nájera (rúbrica), Dolores del Carmen Gutiérrez Zurita, Abdallán
Guzmán Cruz, Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), José

Luis Medina Lizalde (rúbrica), Fernando Ulises Adame de León, Ro-
ger David Alcocer García, Norma Violeta Dávila Salinas, Humberto
Francisco Filizola Haces (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Al-
fonso Juventino Nava Díaz (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Al-
fonso Juventino Nava Díaz (rúbrica), Erick Agustín Silva Santos (rú-
brica), Jorge Baldemar Utrilla Robles (rúbrica), Martín Remigio
Vidaña Pérez.»

Es de primera lectura.

LEY QUE CREA LA AGENCIA ESPACIAL MEXICANA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que expide la Ley que Crea la Agencia
Espacial Mexicana

Honorable Asamblea:

La Comisión de Ciencia y Tecnología, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e)
y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la hono-
rable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la LIX Legisla-
tura de la Cámara de Diputados le fue turnada por la Presi-
dencia de la Mesa Directiva para su estudio y dictamen co-
rrespondiente, la Iniciativa que crea la Agencia Espacial
Mexicana (AEXA), suscrita por el Diputado Moisés Jimé-
nez Sánchez en nombre del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional el día 25 de Octubre de
2005.

La Iniciativa que se dictamina coincide con esta Comisión
de que el desarrollo científico y tecnológico es factor fun-
damental para el desarrollo económico y social, así como
para la integración nacional.
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La investigación del espacio y el desarrollo de medios pa-
ra su exploración, desde hace cinco décadas, son las áreas
que mas han impulsado los conocimientos y tecnologías de
nuestros tiempos, y aunque inicialmente circunscritos de
manera casi exclusiva a los países desarrollados, ha per-
meado a países de muy diversos niveles de desarrollo y
conformando lo que se conoce como la Comunidad Espa-
cial Internacional  �...integrada por 42 países que cuentan
con políticas científicas, tecnológicas y económicas en la
materia, coordinadas o centralizadas en instituciones o de-
pendencias especializadas que conforman una red de inter-
cambio permanente de información científica y tecnológi-
ca, de oportunidades económicas y de intercambio
académico para formación de personal altamente califica-
do... que ha permitido a los países que participan en ella,
potenciar el desarrollo de sus sectores económicos estraté-
gicos.�

Cabe mencionar que la investigación espacial no es carac-
terística solo de los países desarrollados como Estados
Unidos, Rusia y Japón, sino que economía emergentes co-
mo Turquía, Nigeria, Argentina, Perú, Uruguay, ya están
participando en proyectos de la comunidad espacial inter-
nacional con acceso a conocimiento de miles de millones
de dólares.

En función de lo anterior, la Iniciativa señala que debemos
diseñar un plan estratégico para que nuestro país, participe
en la red espacial abriendo oportunidades a instituciones
académicas y de investigación, así como a su planta pro-
ductiva, para que accedan a los intercambios que esta posi-
bilidad permite, como investigación satelital sistemas de
detección anticipada de sismos y desastres naturales, entre
otros derivados de experimentos biológicos y físicos en el
espacio, que no son posibles en el planeta, y mejoran la
condición humana en la Tierra.�

Como antecedente de este proyecto, podemos destacar la
Comisión Nacional del Espacio Exterior, que en las déca-
das de los años 60s y 70s del siglo pasado, constituyó una
experiencia exitosa en términos económicos, de infraes-
tructura y de desarrollo científico y tecnológico. Sin em-
bargo, no existió ni la voluntad política ni la visión de fu-
turo para impulsar este tema estratégico.

Consecuentemente, países de igual o menor nivel de des-
arrollo nos han dejado rezagados, tal es el caso de Brasil,
que desde 1985 cuenta con tecnología y plataformas pro-
pias para lanzar satélites por su cuenta.

Recordemos que el lanzamiento del primer satélite mexi-
cano �...se realizó importando todos los componentes, in-
cluyendo aquellos bienes y servicios que pudieron prove-
erse por empresas nacionales a menores costos y dejando
la experiencia y el conocimiento logrados en el país... Los
satélites fueron desarrollados, construidos, lanzados y po-
sicionados por compañías extranjeras, sin que existiera una
política espacial ni un proyecto de desarrollo del programa.

Como consecuencia, ahora en México prácticamente sólo
se entrena personal en las áreas espaciales como técnicos
para utilizar equipos adquiridos en el extranjero, en vez de
dedicar esfuerzos a domesticar tecnologías.

En contraste, Brasil desarrolla su propia tecnología propia,
impulsando el desarrollo de su planta productiva y convir-
tiéndose en el gigante de Latinoamérica en este rubro, y
con su política de transferencias e intercambios a través de
su Agencia, sigue obteniendo �grandes beneficios, tecnoló-
gicos, financieros y comerciales, gracias a ello.

En países desarrollados el 50% del P.I.B. proviene directa
o indirectamente del desarrollo científico y tecnológico,
mientras que en países en vías de desarrollo, como Méxi-
co, este porcentaje es de apenas el 10%.�

Destaca la Iniciativa al respecto que la experiencia nacio-
nal e internacionales, enseña que �...la creación de agencias
espaciales tiene grandes impactos en áreas como las tele-
comunicaciones, la medicina, la robótica, la electrónica, el
mejoramiento de técnicas de suelo agrícola y la ecología,
entre otras... incluyendo la prevención de desastres. Por su
parte, en el área académica... al tener acceso a estas tecno-
logías, las universidades abren espacios a nuevos campos
de estudio, preparando ingenieros y científicos a través de
intercambios con instituciones de investigación de muchos
otros países.�

Se destaca también que, por su parte, México ha caído en
el índice de competitividad del lugar 36 al 55, y que el Re-
porte Global de Información Tecnológica nos sitúa en el lu-
gar 60, por debajo de Trinidad y Tobago, como resultado
del rezago científico y tecnológico, lo que muestra la ur-
gente necesidad de tomar medidas, como la de volver a
crear la Agencia Espacial Mexicana, que permitiría �...ma-
yor capacidad de generar propiedad intelectual y de tecno-
logías, al entrar a programas de colaboración internacional
que darían acceso a aplicaciones que tomarían décadas des-
arrollar.�



Es importante señalar que, de acuerdo a la Iniciativa, la
Agencia Espacial Mexicana se crearía con un presupuesto
de operación inicial muy bajo, con un esquema de organi-
zación y funcionamiento que le permita en el mediano pla-
zo ser auto-financiable, recuperar la experiencia mexicana
en materia espacial, articular las actividades diseminadas
en todo el territorio nacional con una política de Estado que
promueva el desarrollo de la capacidad científica y tecno-
lógica en la materia y concentrar la actividad de ingenieros
y científicos mexicanos de primer nivel, formados en Mé-
xico, dispersos por todo el país trabajando en diversos pro-
yectos institucionales, y por el mundo colaborando con dis-
tintos programas espaciales.

Destaca la Iniciativa que es el momento para que México
se involucre en proyectos industriales y de investigación
relacionados con estas actividades y pueda entrar en pro-
gramas de colaboración internacional, y que tal urgencia
obedece a que la Comunidad Espacial Internacional está
iniciando el siguiente paso en la exploración del espacio,
planeando nuevas misiones de largo alcance como el pro-
yecto  estación especial Internacional que �...ha beneficia-
do ya a  16 países, entre ellos España y Brasil poniendo a
su alcance el acceso a nuevas  tecnologías y a la colabora-
ción en el proyecto en la medida de las capacidades y ca-
racterísticas de su planta industrial.� 

Consideraciones

Para atender los aspectos puntuales de la problemática se-
ñalada en los puntos anteriores, los planteamientos de so-
lución del promoverte que se dictaminan por esta Comisión
son los siguientes:

PRIMERO.- Esta Comisión Dictaminadora comparte con
la Iniciativa y su promovente, el criterio con respecto a la
importancia que reviste para el desarrollo del país en todos
sus órdenes, el incremento de las capacidades nacionales
en materia de Ciencia y Tecnología, y de la importancia
que ha tenido en ello, durante las últimas décadas, el des-
arrollo de la investigación del espacio y el desarrollo de
medios para su exploración.

SEGUNDO.- Coincide también esta Comisión Dictami-
nadora con el proponente, que estos desarrollos durante
mucho tiempo constituyeron coto cerrado de sólo algunos
países desarrollados, y en que el hecho de que hayan co-
menzado a permear a países en vías de desarrollo ha gene-
rado enormes beneficios en términos de desarrollo econó-
mico, social, científico y económico, como atestiguan en

nuestro continente los casos de Brasil y Chile; en Asia los
casos de India y China; en Europa los casos de España,
Francia y Grecia, y en África Nigeria y Sudáfrica.

TERCERO.- Asimismo, esta Comisión, considera lamen-
table que el esfuerzo realizado por el país en materia de
desarrollo espacial durante las décadas de los años 60s y
70s del siglo pasado, a través de la actividad y logros de la
Comisión Nacional del Espacio Exterior, no haya tenido la
continuidad requerida y haya tenido un fin tan prematuro
como inexplicado, con las consecuencias que esa decisión
ha tenido para México en todos los órdenes.

CUARTO.- El documento �Política Espacial De México.
Anteproyecto� de la Secretaría de Relaciones Exteriores,
formulado en el mes de diciembre de 2004, en el mismo
sentido que anima a la Iniciativa, considera que �Los be-
neficios del establecimiento de una política espacial en
México son compartidos por todos los sectores involucra-
dos... Por ello al margen de lo que el Estado debe controlar
y regular en este campo, uno de los ejes bajo los cuales de-
be instrumentarse esta política es la estrategia comercial
que permitirá la obtención de los recursos necesarios a
cambio de la participación en un sector de punta en el des-
arrollo tecnológico de la nación. El desarrollo de una Polí-
tica Espacial en México debe articular el interés� y recursos
de todos los sectores involucrados  bajo un fuerte apoyo de
los sectores público y privado... En general las comunica-
ciones vía satélite se consideran un negocio atractivo... [y
con] expectativas favorables...

Además de estar considerado como factor generador de in-
dustrias altamente competitivas... El principal reto... con-
siste en desarrollar una entidad que coordine la actividad
espacial en México en un marco regulatorio que permita la
libre competencia y que al mismo tiempo establezca igual-
dad de condiciones para todos los participantes... una enti-
dad que coordine la actividad espacial en México en un
marco regulatorio que permita la libre competencia y que
al mismo tiempo establezca igualdad de condiciones para
todos los participantes con base en el tamaño del mercado
nacional de telecomunicaciones vía satélite.�

QUINTO.- Destaca la Secretaría de Relaciones Exteriores
que en el documento citado, coincidiendo de nuevo con la
Iniciativa, que otro de los retos que conlleva el proyecto, es
el de superar las barreras que significa el rezago del país en
esta materia, y que para ser superado el Consejo Nacional
de Ciencia y Tecnología tiene como propuesta �... para el
2006... alcanzar, como objetivos estratégicos, disponer con
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una Política de Estado en Ciencia y Tecnología, incremen-
tar la Capacidad Científica y Tecnológica del País alcan-
zando una inversión en IDE del 1 % del PIB, y elevar la
Competitividad y la Innovación de las Empresas, incre-
mentando la participación del sector productivo a un 40%
del esfuerzo en IDE, que para lo cual propone 14 líneas es-
tratégicas.

Sin embargo, señala la SRE en el mismo documento que si
bien �La Secretaría de Relaciones Exteriores coincide con
la posición del CONACyT en muchos sentidos, sin embar-
go considera necesaria, a nivel complementario con estos
objetivos, la formulación de una política integral en mate-
ria espacial así como la creación de una Agencia Espacial
de México (AEM), como entidad coordinadora de la acti-
vidad espacial en México, que además sería generadora de
tecnología de punta para el desarrollo del país... [así como
también] necesario y urgente el levantamiento de un In-
ventario de recursos en materia espacial Que permita co-
nocer la disponibilidad de recursos materiales y humanos a
lo largo y ancho del territorio nacional como pueden ser:
estaciones terrenas de control instituciones educativas con
proyectos y/o carreras o especialidades en materia espacial,
empresas directamente relacionadas con la industria espa-
cial� satélites en orbita (Satmex); satélites en etapa de cons-
trucción o experimentación, número de investigadores y
académicos en la comunidad científica mexicana directa-
mente involucrados en las actividades espaciales, proyec-
tos identificados en otras dependencias, en fin todos y ca-
da uno de lo elementos que puedan considerarse como
recursos en materia espacial y que puedan ser vinculados a
la Política Espacial de México (PEM)... [y que] A partir de
esa base... propone la construcción de las redes de coordi-
nación necesarias en las dependencias con competencia en
materia espacial, así como la creación de la Agencia Espa-
cial de México, mediante una ley y un decreto de creación
de este organismo encargado de coordinar la actividad es-
pacial en nuestro país.

SEXTO.- Es de destacar, de la misma manera, que tanto la
Iniciativa como la Secretaría de Relaciones Exteriores, en el
documento que se cita, son coincidente en lo que hace a los
objetivos de crear la Agencia Espacial, en la figura jurídica
a que debe responder, a las funciones, atribuciones y obliga-
ciones que debe desempeñar, a su estructura orgánica y fun-
cionamiento, y a que debe ser una instancia que sirva de ba-
se para la coordinación de los esfuerzos de todas
dependencias, instituciones y organizaciones de los sectores
público, social, privado y académico que desarrollen activi-
dades directa o indirectamente relacionadas con el sector.

SÉPTIMO.- La Comisión coincide con la Iniciativa en
que la creación de una Agencia Espacial Mexicana que
cuente con el aval del gobierno mexicano que permita al
país integrarse a la Comunidad Espacial Internacional,
permitiría dar un paso adelante en crear las condiciones
para contar en plazo corto con tecnologías a las que, en
otras condiciones, solo podría tenerse acceso en el largo
plazo.

OCTAVO.- A. Del mismo modo, coincide en que es ur-
gente, por la coyuntura en que se encuentra el desarrollo de
los proyectos para continuar con la exploración del espacio
exterior, tomar una resolución al respecto y crear la Agen-
cia Espacial que se propone con los objetivos que se le se-
ñalan, así como en la propuesta de una integración organi-
zacional y funcional que le permita, en el corto plazo, ser
una institución auto-financiable.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Ciencia y Tecnología, somete a la consideración de
la honorable Asamblea el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY QUE
CREA LA AGENCIA ESPECIAL MEXICANA (AEXA)

ARTICULO ÚNICO.- Se expide la ley que crea la Agencia
Espacial Mexicana (AEXA), para quedar como sigue:

Capítulo I
Disposiciones  Generales

Artículo 1.- Se crea la Agencia Espacial Mexicana (AE-
XA) como organismo público descentralizado, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio y con autonomía téc-
nica, de gestión y presupuestaria para el cumplimiento de
sus atribuciones, objetivos y fines.

Artículo 2.- La Agencia Espacial tendrá por objeto:

I. Ejecutar la Política Espacial de México, a través de la
elaboración y aplicación del Programa Nacional de Ac-
tividades Espaciales;

II. Promover el efectivo desarrollo de actividades espa-
ciales para ampliar las capacidades del país en materia
espacial, industria aeronáutica, telecomunicaciones y
todas sus aplicaciones relacionadas con la ciencia y la
tecnología espacial.



III. Utilizar el presupuesto asignado a la actividad espa-
cial para la solución de los problemas nacionales y en
beneficio de la sociedad mexicana.

IV. Desarrollar la capacidad científico-tecnológica del
país a través de la articulación de los sectores involu-
crados en todos los campos de la actividad espacial.

V. Promover el desarrollo de los sistemas espaciales y
los medios, tecnología e infraestructura necesarios para
la consolidación y autonomía de este sector en México.

VI. Promover la incorporación de los sectores relacio-
nados a esta política y particularmente la participación
del sector productivo, a fin de que este adquiera compe-
titividad en los mercados de bienes y servicios espacia-
les.

VII. Promover una activa cooperación internacional me-
diante la negociación de acuerdos que beneficien a las
actividades espaciales.

VIII. Fortalecer la soberanía, a través de la rectoría del
estado en este sector,

IX. Velar por el interés y seguridad nacionales, median-
te una estrategia que integre conocimiento científico y
tecnológico, eficacia, experiencia y capacidad de coor-
dinación entre las entidades públicas de la administra-
ción pública federal.

X. Garantizar  preservar el interés público y la protec-
ción de la población, como fundamentos del desarrollo,
seguridad, paz y� �prevención de problemas de seguri-
dad nacional en México.

XI. Establecer competencias técnico científicas en el
área espacial, que haga posible su actuación en un mar-
co de - autonomía en la materia y su integración activa
a la Comunidad Espacial Internacional.

Artículo 3 . Son instrumentos de la política espacial en Mé-
xico:

I. La selección de alternativas tecnológicas para la solu-
ción de problemas nacionales;

II. El desarrollo de soluciones propias para problemas
específicos;

III. La utilización de información y tecnología generada
en las áreas espaciales y relacionadas, que sean de inte-
rés para la sociedad mexicana;

IV. Negociaciones, acuerdos y tratados internacionales
en materias relacionadas con las actividades espaciales;

V. La coordinación de investigaciones en materia espa-
cial;

VI. El reconocimiento de la importancia que para la
economía, la educación, la cultura y la vida social, tiene
el desarrollo, apropiación y utilización de los conoci-
mientos científicos y desarrollos tecnológicos asociados
a la investigación espacial;

VII. El intercambio académico entre instituciones de in-
vestigación científica y tecnológica;

VIII. El desarrollo de protocolos de intercambio cientí-
fico, tecnológico y de colaboración con otras agencias
espaciales;

IX. El involucramiento de las empresas mexicanas con
la capacidad tecnológica necesaria, para proveer de
equipos, materiales, insumos y servicios que requieran
proyectos propios o de agencias con las que se tengan
protocolos de intercambio y colaboración;

X. La adecuación del sector productivo nacional, para
participar y adquirir competitividad en los mercados de
bienes y servicios espaciales. 

Artículo 4.- Las áreas prioritarias de atención en la investi-
gación espacial en México serán entre otras:

I. Meteorología

II. Telecomunicaciones

III. Prevención de desastres

IV. Percepción Remota

V. Nuevos Materiales

VI. Física Especial

VII. Cohetes Sonda
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VIII. Robótica Especial

IX. Recreación Atmosférica interplanetaria 

X. Aeronáutica

XI. Astronáutica

XII. Satélites artificiales

XIII. Industria Espacial

XIV. Bioastronáutica

XV. Exobiología

Artículo 5.- Para el cumplimiento de su objeto la agencia
tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover el desarrollo y divulgación de estudios so-
bre investigación espacial;

II. Impulsar el interés por el desarrollo de investigacio-
nes científicas y tecnológicas en la materia y en las áre-
as prioritarias de atención definidas en esta Ley;

III. Establecer y desarrollar instituciones nacionales  de
carácter académico, tecnológico y profesional dedica-
das a estudios de especialidades relacionadas con la ma-
teria;

IV. Establecer relaciones con instituciones extranjeras
de carácter gubernamental o privado, así como con or-
ganismos internacionales de carácter multilateral;

V. Promover la firma de tratados internacionales de ca-
rácter bilateral y multilateral, y asesorar al gobierno fe-
deral en la implementación de los mismos;

VI. Promover el establecimiento de relaciones de go-
biernos locales con entidades nacionales y extranjeras
de carácter público o privado, con los que puedan des-
arrollar relaciones de intercambio tecnológico, acadé-
mico o comercial, dentro del marco de la legislación vi-
gente;

VII. Asesorar al Gobierno Federal en la interpretación
de textos internacionales relativos;

VIII. Identificar las instancias internacionales de las que
México debiera ser parte y proponer la designación de
los representantes del país ante ellos.

IX. Promover la formación, el acercamiento y la cola-
boración entre las instituciones nacionales y demás or-
ganismos públicos y privados que se dediquen a estas
actividades, llevando un registro de los mismos.

Artículo 6.- Son facultades de la Agencia Espacial Mexi-
cana

I. Diseñar estrategias e instrumentos para el desarrollo
del conocimiento, difusión y aplicación de las ciencias
y tecnologías asociadas a la investigación espacial, en
coordinación con dependencias de los tres órdenes de
gobierno, así como con las instituciones académicas y
de investigación, instancias de la iniciativa privada y or-
ganizaciones de la sociedad civil interesadas;

II. Promover programas, proyectos y acciones para for-
talecer el conocimiento del desarrollo de la investiga-
ción espacial, su influencia en la vida cotidiana y sus
potencialidades como factor de desarrollo económico;

III. Proponer estándares, normatividad y programas, así
como establecer convenios para certificar y acreditar in-
vestigadores y empresas interesadas en ser parte de pro-
yectos nacionales e internacionales que la Agencia des-
arrolle o en los que participe;

IV. Impulsar la formación de especialistas en materia
espacial y disciplinas afines, vinculando actividades y
programas de licenciatura, postgrado, diplomados y cur-
sos de especialización, actualización y capacitación;

V. Formular y realizar proyectos de difusión y educati-
vos en la materia, así como elaborar y promover la pro-
ducción de materiales de divulgación;

VI. Realizar y promover investigación básica y aplica-
da, así como la difusión de sus resultados y aplicacio-
nes;

VII. Actuar como órgano de consulta y asesoría de las
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, así como de las instancias de los Poderes Le-
gislativo y Judicial, de los gobiernos de los estados y de
los municipios, y demás instituciones gubernamentales
que lo requieran;



VIII. Informar sobre la aplicación de lo dispuesto en la
Constitución, esta Ley y los tratados internacionales ra-
tificados por México en la materia, así como de las
oportunidades de desarrollo que puedan contener estos
últimos, y expedir a los tres órdenes de gobierno reco-
mendaciones pertinentes para su desarrollo y aprove-
chamiento;

IX. Promover y apoyar la creación y funcionamiento de
instancias afines en los estados y municipios, conforme
a las leyes aplicables de las entidades federativas y de
acuerdo a sus realidades, necesidades y capacidades de
participación en proyectos;

X. Celebrar convenios con personas físicas o morales y
con organismos públicos o privados, nacionales, inter-
nacionales o extranjeros, con apego a las actividades
propias de la Agencia y a la normatividad aplicable;

XI. Formular programas de trabajo y recomendar inver-
siones y erogaciones que deban efectuarse para la reali-
zación de los mism6s, y-proponer fuentes de financia-
miento;

XII. Resolver consultas que le formulen instituciones y
dependencias de los diferentes órdenes y ramas de go-
bierno, sobre los problemas  relativos a concesiones,
permisos y autorizaciones de uso, desarrollo y aplica-
ciones tecnológicas en materia espacial;

XIII. Desarrollar investigaciones, trabajos, peritajes y
opiniones de carácter técnico, científico y legal;

XIV. Convocar a eventos de intercambio, donde partici-
pen integrantes de la Agencia y especialistas invitados
nacionales y extranjeros;

XV. Formar la Biblioteca y bases de datos de la Agen-
cia;

XVI. Ejecutar todos los demás actos análogos que im-
pliquen la realización de sus atribuciones.

Capítulo
Organización y funcionamiento

Artículo 7.- La agencia contará con los siguientes órganos
de administración:

I. Junta Directiva

II. Dirección General

III. Secretaría Técnica, y

IV. Las estructuras administrativas que se establezcan
en el Estatuto Orgánico.

Artículo 8.- La Junta Directiva de la Agencia Espacial Me-
xicana estará integrada por 15 miembros, que serán:

I. El Presidente de la República, quien lo presidirá;

II. El titular de la Secretaría de Gobernación

III. El titular de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes;

IV. El titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores;

V. El titular de la Secretaría de Defensa Nacional

VI. El titular de la Secretaría de Marina

VII. El titular de la Secretaría de Seguridad Pública 

VIII. El titular de la procuraduría General de la Repú-
blica

IX. El titular de la Secretaría de Educación Pública; 

X. El titular de la Secretaría de Energía 

XI. El titular del Consejo Nacional de Ciencia y Tecno-
logía;

XII. El titular del Instituto Nacional de Geografía, Esta-
dística e Informática;

XIII. Un representante del Instituto Nacional de Astro-
física, Óptica y Electrónica

XIV. Un representante de la Asociación Nacional de
Universidades e instituciones de Educación Superior;

XV. Un representante del Foro Consultivo, Científico y
Tecnológico

Artículo 9.- La Junta Directiva tendrá las siguientes facul-
tades indelegables:
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I. Nombrar al Consejo Técnico en lo que hace a su inte-
gración de áreas de interés e intervención prioritaria;

II. Definir programas, proyectos y prioridades de la
Agencia;

III. Aprobar recomendaciones, orientaciones y acuerdos
de política y acciones en materia espacial;

IV. Proponer y aprobar acciones que impulsen el cum-
plimiento de tratados, convenciones y acuerdos interna-
cionales signados y ratificados por México en la mate-
ria;

V. Aprobar políticas en materia de evaluación, segui-
miento, promoción y orientación de los programas de la
Agencia;

VI. Aprobar los informes del Director General;

VII. Autorizar los programas y el proyecto de presu-
puesto de la Agencia, así como las modificaciones en su
ejercicio;

VIII. Aprobar estados financieros y autorizar su publi-
cación;

IX. Expedir normas para que el Director General pueda
disponer de activos fijos de la Agencia que no corres-
pondan a su objeto;

X. Aprobar acuerdos, bases de coordinación y conve-
nios de colaboración con autoridades y organismos rela-
cionados con la materia, instituciones académicas, de
investigación y asociaciones;

XI. Fijar bases y mecanismos de coordinación, partici-
pación y colaboración consultiva con autoridades e ins-
tituciones, particulares y grupos sociales e instituciones
autónomas;

XII. Fijar criterios y bases para crear o ampliar instan-
cias locales afines asociadas;

XIII. Aprobar el reglamento, estructura orgánica, ma-
nual de organización, manual de procedimientos y ma-
nual de servicios de la Agencia;

XIV. Las demás que le señalen la presente ley y otros or-
denamientos.

Artículo 10.- El Director General de la agencia será nom-
brado y removido por el titular del Ejecutivo Federal.

Artículo 11.- La Dirección General es la instancia respon-
sable de la conducción, administración y buena marcha de
la agencia, la cual tendrá las siguientes facultades y atribu-
ciones:

I. Representar legalmente a la Agencia;

II. Ejecutar, instrumentar y vigilar el cumplimiento de
los acuerdos de la Junta Directiva;

III. Emitir las recomendaciones, orientaciones y acuer-
dos que apruebe la Junta Directiva en materia de políti-
ca espacial;

IV. Enriquecer, mantener y custodiar el acervo docu-
mental de la Agencia;

V. Formular los programas institucionales de corto, me-
diano y largo plazos;

VI. Promover y fortalecer las relaciones de la Agencia,
con organismos públicos, sociales o privados, naciona-
les e internacionales;

VII. Firmar acuerdos, bases de coordinación y conve-
nios de colaboración con autoridades y organismos rela-
cionados, así como con instituciones académicas, de in-
vestigación y asociaciones interesadas, para el buen
cumplimiento de sus fines;

VIII. Proponer a la Junta Directiva las políticas genera-
les de seguimiento, promoción y orientación de la eva-
luación de programas ante los organismos gubernamen-
tales y no gubernamentales del país y extranjeros;

IX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos
de la Agencia y el respectivo informe sobre su ejercicio; 

X. Proponer el Reglamento Interno de la Agencia, el
Manual de Organización General y los de Procedimien-
tos y de Servicios al Público;

XI. Formular el informe anual sobre el desempeño de la
Agencia y someterlo a la aprobación de la Junta Direc-
tiva para su aprobación y publicación;



XII. Dictar medidas para el mejor desempeño de las
funciones de la Agencia;

XIII. Distribuir y delegar funciones en los términos del
reglamento interno;

XIV. Nombrar al personal de la Agencia cuyo nombra-
miento no sea facultad de la Junta Directiva;

XV. Emitir las recomendaciones, orientaciones y acuer-
dos que apruebe la Junta Directiva;

XVI. Las demás que le señalen la presente Ley y otros
ordenamientos.

ARTÍCULO 12.- La Secretaría Técnica es la instancia de
especialistas que define y vigila la aplicación de las normas
técnicas para la realización de las investigaciones, estudios
y evaluaciones y tendrá las siguientes facultades:

I. Asesorar a la Junta Directiva y a la Dirección General
para el mejor desempeño de sus atribuciones y dictami-
nar sobre los asuntos que se sometan a su consideración; 

II. Desarrollar los programas y proyectos aprobados por
el Consejo General;

III. Asistir a la Dirección General en la aplicación de las
políticas de evaluación de la Agencia;

IV. Participar en la elaboración de análisis, informes,
publicaciones, asesorías y cursos;

V. Establecer bases técnicas a los programas y proyec-
tos aprobados por la Junta Directiva;

VI. Determinar puntos de referencia comparativos y pa-
rámetros de evaluación sobre avances y resultados de
proyectos y programas en curso;

VII. Evaluar técnica y científicamente el informe anual
y los informes especiales, emitidos por la Dirección Ge-
neral;

VIII. Elaborar los proyectos de orientaciones, recomen-
daciones y opiniones sobre políticas en la materia;

IX. Conocer los programas de trabajo anuales y de me-
diano plazo que elabore la Dirección General y, en su
caso, recomendar su aprobación o proponer ajustes;

X. Actuar como órgano de consulta y asesoría de las de-
pendencias, instituciones y organizaciones del sector so-
cial y privado que lo requieran.

Capítulo
Del presupuesto y patrimonio 

ARTÍCULO 13.- El presupuesto de la Agencia se integra-
rá por: 

I. Lo que hace a su gasto corriente, con recursos presu-
puéstales;

II. Los proyectos y programas de la Agencia deberán ser
financiados en forma mixta preferentemente con recur-
sos auto-generados, sin perjuicio de las donaciones o
subsidios que por cualquier título pudiera asignarle
cualquier dependencia oficial de cualquier orden o ramo
de gobierno.

III. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
asignará anualmente en el Presupuesto de Egresos de la
Federación recursos para sufragar el gasto corriente de
la Agencia y para los proyectos y programas autorizados
que requieran recursos públicos.

IV. La Agencia tendrá la facultad de elaborar el ante-
proyecto de su presupuesto anual, así como su consoli-
dación, el cual remitirá a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y a la Cámara de Diputados, para su in-
tegración en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción.

ARTÍCULO 14.- El patrimonio de la Agencia se integrará
con:

I. Los bienes muebles e inmuebles que se destinen a su
servicio;

II. La cantidad que se le asigne en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para su funcionamiento;

III. Los ingresos que perciba por los servicios que pres-
te;

IV. Las donaciones y legados que se otorguen a su favor;

V. Los demás bienes, derechos y recursos que adquiera
por cualquier otro título legal.
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VI. Los ingresos de la Agencia generados por servicios,
aportaciones, donaciones o cualquier otro concepto pro-
venientes de sus propias actividades o de instituciones u
organismos públicos o privados nacionales o extranje-
ros, no tendrán que ser concentrados en la Tesorería de
la Federación para su reasignación a la Agencia.

VII. Los recursos que ingresen a la Agencia por los con-
ceptos señalados en el apartado anterior, deberán ser
aplicados precisamente para los fines, programas y pro-
yectos que sean autorizados por la Junta Directiva.

TRANSITORIO

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 25 días del mes de abril del año
2006.

Por la Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Julio César
Córdova Martínez (rúbrica), Presidente; Eloísa Talavera Hernández,
Secretaria; Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), Secretario;
Omar Ortega Álvarez (rúbrica), Secretario; Sheyla Fabiola Aragón
Cortés, Consuelo Camarena Gómez, José Ángel Córdova Villalobos,
Patricia Elisa Durán Reveles, Germán Martínez Cázares, Rubén Alfre-
do Torres Zavala, Marisol Urrea Camarena, Moisés Jiménez Sánchez
(rúbrica), Rosa María Avilés Nájera (rúbrica), Dolores del Carmen Gu-
tiérrez Zurita (rúbrica), Abdallán Guzmán Cruz (rúbrica), Salvador Pa-
blo Martínez Della Rocca (rúbrica), José Luis Medina Lizalde (rúbri-
ca), Fernando Ulises Adame de León (rúbrica), Roger David Alcocer
García (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas (rúbrica), Humberto
Francisco Filizola Haces (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Al-
fonso Juventino Nava Díaz (rúbrica), Erick Agustín Silva Santos, Jor-
ge Baldemar Utrilla Robles (rúbrica), Martín Remigio Vidaña Pérez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Cultura, con proyecto de de-
creto que expide la Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
por los Artículo 39 y 45 numeral 6 inciso e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presenta a consideración de esta
honorable Asamblea, el siguiente:

Antecedentes

En sesión celebrada el 16 de marzo de 2006, fue turnada a
la Comisión de Cultura para su estudio y dictamen, la mi-
nuta que crea la Ley para el Fomento del Libro y la Lec-
tura.

La Minuta que se dictamina fue presentada ante el pleno de
esta H. Cámara el día 16 de marzo de 2006, y una vez de
la Directiva constató que la Iniciativa fue publicada en
tiempo y forma en la Gaceta Parlamentaria y que cumple
con los requisitos para ser admitida a discusión, la turnó a
esta Comisión de Cultura para los efectos conducentes.

1.- En Sesión Plenaria de ésta H. Cámara de Diputados, ce-
lebrada con fecha 16 de marzo de 2006, fue presentada una
Minuta que contiene Proyecto de Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro.

2.- En esa misma fecha la Mesa Directiva le dictó turno a
las Comisión de Cultura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión para su estudio y dictamen.

El presente dictamen de las Comisión de Cultura, de la Cá-
mara de Diputados está motivado y fundado en la siguiente:

VALORACIÓN

I. La Minuta parte para su motivación, de recordar el papel
de la educación pública y la Hazaña Educativa Mexicana
en el Siglo XX, en que México pasó en unas cuantas déca-
das de ser un país que en 1920 tenía una población de alre-
dedor de 20 millones de habitantes y una tasa de analfabe-
tismo de alrededor 80 por ciento, a tener en nuestros días
una educación básica prácticamente universalizada para
una población que ha crecido por encima de los 100 millo-
nes de habitantes.

II. Destaca la Minuta que este esfuerzo educativo fue
acompañado de medidas complementarias sin las cuáles no



hubiera sido posible. Entre ellas, una política permanente
de impulso a la lectura, en la que destacan acciones como
la creación del libro de texto gratuito, la creación de bi-
bliotecas escolares y de aula y su respectiva dotación de
acervos, así como el desarrollo de una red nacional de bi-
bliotecas y de salas de lectura.

III. Sin embargo, indica la Minuta, es necesario ahora, pa-
ra consolidar logros y seguir avanzando, buscar una mayor
eficacia y articulación entre políticas educativas y cultura-
les. Entre ellas, elevar la capacidad de comprensión, asimi-
lación y aprovechamiento de lo que se lee y elevar el índi-
ce de lectura de nuestro país, uno de los más bajos del
mundo.

IV. Considera necesario generar medidas que impulsen la
ampliación de la red de librerías, ya que a pesar de que se
reconoce a la lectura y al libro como asuntos de interés so-
cial y nacional prioritarios, esta red en México es una de las
más raquíticas del continente, con vastas regiones que ca-
recen totalmente de ellas mientras que por diversas cir-
cunstancias cada vez es mayor el número de estos estable-
cimientos que deben de cerrar sus puertas a lo largo y
ancho del territorio nacional, mientras el libro pierde cada
día en su valoración social.

V. Destaca la Minuta la necesidad de impulsar la capacidad
de reflexionar, articular, comprender, interpretar y comuni-
car ideas como fundamento de crear una ciudadanía demo-
crática, lo que tiene como premisa formar lectores y forta-
lecer la cadena del libro para ponerlo al alcance de toda la
población en términos tanto físicos como económicos.

VI. Con este fin, se indica, el proyecto de Ley que acom-
paña esta Iniciativa, enriquece la Ley de Fomento a la Lec-
tura y el Libro vigente que, se dice, contiene deficiencias
que la hacen estar muy a la zaga de legislaciones análogas
y presenta seria dificultades para que los sujetos obligados
pongan en práctica sus disposiciones y los beneficios que
se busca lleguen a la población.

VII. Se destaca que legislaciones en la materia de países
como Francia, Alemania, Portugal, Grecia, España, Co-
lombia van a la vanguardia en ser vehículos para mejorar
la difusión del libro y promover la lectura. Por ello, con el
fin de llegar al Proyecto que se propone, se realizó un diag-
nóstico de la situación nacional para enseguida estudiar y
adecuar a nuestras realidades algunas de las disposiciones
contenidas en aquellos ordenamientos, con el fin de lograr

una ley moderna y que atienda los eslabones más débiles
de nuestra situación y necesidades.

VIII. El Proyecto de Ley especifica los ámbitos de compe-
tencia de los distintos sectores que intervienen en la cade-
na del libro, establece las funciones de las instituciones in-
tervinientes y proporciona instrumentos para la
coordinación entre órdenes de gobierno para evitar dupli-
caciones y crear sinergias.

IX. Se redefine al Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura, como espacio de asesoría y concertación
y entre instancias públicas, sociales y privadas para anali-
zar, evaluar, sugerir y consensuar los intereses y necesida-
des, ya que hasta ahora, al carecer de una instancia seme-
jante, los actores de la cadena del libro han actuado
desarticulados generando apenas logros aislados y limita-
dos.

X. Destacan también en el Proyecto propuestas con rela-
ción a la importancia de las lenguas y las literaturas de
nuestro país, la atención al desarrollo profesional de los di-
ferentes actores de la cadena del libro y la lectura, y la co-
ordinación de acciones originadas en la participación ciu-
dadana con los esfuerzos públicos.

XI. Con fin de garantizar un acceso equitativo al libro e in-
centivar la creación de librerías que compitan en surtido y
servicio, antes que por precios, el proyecto propone incor-
porar a la legislación la figura del Precio Único, para ga-
rantizar que los libros tengan el mismo precio de venta al
público en todo el territorio nacional facilitando su dispo-
nibilidad y accesibilidad en todo el país.

XII. El Precio Único, se indica, es fijado libremente por el
editor o importador, por lo cual se aleja de la noción de pre-
cio controlado que existe para publicaciones como periódi-
cos, revistas y ciertos artículos de primera necesidad, de la
noción de precio máximo, que se aplica a bienes como los
medicamentos y de la noción de monopolio, respetándose
íntegramente el principio de libre competencia.

XIII. Al respecto señala la Minuta que �...las políticas de
descuento indiscriminado al precio del libro han demos-
trado en todo el mundo ser negativas para su homogénea
distribución y disponibilidad en igualdad de condiciones,
ya que produce la concentración en pocos puntos de venta
y la reducción de títulos disponibles... lo cual atenta con-
tra la diversidad cultural y limita seriamente las opciones
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del lector... en un mercado... (de) guerra de descuentos... el
precio de venta aumenta para compensar... esos descuen-
tos, pero aumenta para todos. Los descuentos producen
una enorme concentración de la oferta, lo que reduce el
número de puntos de contacto entre el libro y su público,
elemento crucial de cualquier política de fomento a la lec-
tura... La concentración del mercado en puntos con altos
descuentos y que buscan rendimientos rápidos desplaza a
un enorme número de títulos de venta más lenta y atenta
así contra la diversidad que es la característica esencial
del mundo del libro y la librería, además de que produce
una distribución muy poco equitativa para el público lec-
tor y potencialmente lector del país... es mucho mejor con-
tar con 300 títulos que venden mil ejemplares cada uno,
que un título que vende 300 mil ejemplares; también es mu-
cho mejor tener 300 pequeñas librerías dispersas en todo
el territorio y que compiten por su diversidad y por su ser-
vicio, que tres grandes en una, dos o tres ciudades que
compiten con el descuento y se concentran en los títulos de
mayor venta, eliminando el resto.�

XIV. En lo que hace a la experiencia internacional, la Mi-
nuta señala que en la actualidad diez países de la Unión Eu-
ropea tienen legislaciones de precio único, y muestra que
las legislaciones de precio único han permitido el desarro-
llo de industrias nacionales del libro, capaces de atender a
la diversidad de intereses del público lector y que el precio
del libro tiene un impacto a la baja en el índice de precios
al consumidor. Al propósito, ilustra:

- Inglaterra, donde se desmanteló el precio único en 1996,
los libros subieron de precio muy por encima de la infla-
ción y ha habido una disminución de empleos en el sector
por cierre de librerías y editoriales.

- En Alemania, con la industria editorial más sólida del
mundo cuenta con siete mil librerías y mil 200 editoriales,
para una población de alrededor de 60 millones, tradicio-
nalmente ha existido el precio único, protegido por el Par-
lamento, la Ley y una resolución de 1994 en que ordena al
gobierno que �...hiciera cuanto estuviera a su alcance pa-
ra oponerse a cualquier iniciativa europea que pudiera po-
ner en peligro el modelo del precio único�.

- Francia, donde prevaleció un acuerdo histórico de precio
único interrumpido en los años setenta, lo reimplantó por
Ley en 1981 debido a los desastrosos resultados en la in-
dustria y los lectores originados por las políticas de ventas
con altos descuentos a que condujo la medida, que llevó a
un cierre en cascada de librerías y editoriales.

XV. En lo que hace al mundo de habla hispana, la Minuta
señala que España, Colombia y Argentina han asumido la
importancia del libro y la lectura, facilitando su presencia
y accesibilidad a través del precio único y a través de apo-
yos en todos los terrenos.

XVI. Concluye la motivación de la Minuta señalando que
es necesario que en el mediano plazo nuestro ordenamien-
to jurídico proporcione todos los instrumentos que permi-
tan al País consolidar el papel social del libro, recuperar el
terreno perdido y volver a tener una de las industrias edito-
riales más poderosas del idioma, como sucedía hace trein-
ta o cuarenta años, por lo que el Proyecto que se propone
constituye un primer paso de un proceso gradual en el país
que posee el mayor número de hispanohablantes del plane-
ta.

XVII. En función de lo anterior, el promovente propone un
Proyecto de Ley, como sigue:

LEY DE FOMENTO 
PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

Capítulo I.- Disposiciones Generales

Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden
público, de interés social y de observancia general en todo
el territorio nacional.

Artículo 2.- Lo establecido en esta Ley se aplicará sin per-
juicio de lo ordenado en la Ley de Imprenta, la Ley Fede-
ral de Derechos de Autor, la Ley General de Educación, la
Ley General de Bibliotecas y sus respectivos reglamentos,
así como cualquier otro ordenamiento en la materia.

Artículo 3.- El fomento a la lectura y el libro se establece
en esta Ley en el marco de las garantías constitucionales,
que hacen referencia a la inviolable libertad de escribir,
editar y publicar libros sobre cualquier materia propician-
do el acceso a la lectura y el libro a toda la población. Nin-
guna autoridad federal, estatal, municipal o del Distrito Fe-
deral puede prohibir, restringir ni obstaculizar la creación,
edición, producción, distribución, promoción o difusión de
libros y de las publicaciones periódicas.

Artículo 4.- La presente Ley tiene por objeto:

Propiciar la generación de políticas, programas, proyectos
y acciones dirigidas al fomento y promoción de la lectura;
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Fomentar y estimular la edición, distribución y comerciali-
zación del libro y las publicaciones periódicas; fomentar y
apoyar el surgimiento y desarrollo de librerías, bibliotecas
y otros espacios públicos y privados para la lectura y difu-
sión del libro; Establecer mecanismos de coordinación in-
terinstitucional con los niveles de gobierno y con el Distri-
to Federal, así como la vinculación con los sectores social
y privado para impulsar las actividades relacionadas con la
función educativa y cultural de fomento a la lectura y el li-
bro; Hacer accesible el libro en igualdad de condiciones en
todo el territorio nacional para aumentar su disponibilidad
y acercarlo al lector; Fortalecer la cadena del libro con el
fin de promover la producción editorial mexicana para
cumplir los requerimientos culturales y educativos del pa-
ís; Estimular la competitividad del libro mexicano y de las
publicaciones periódicas en el terreno internacional; y Es-
timular la capacitación y formación profesional de los di-
ferentes actores de la cadena del libro y promotores de la
lectura.

Artículo 5.- Para efectos de la presente Ley se entenderá
como: Edición: Proceso de formación del libro a partir de
la selección de textos y otros contenidos para ofrecerlo des-
pués de su producción al lector.

Editor: Persona física o moral que selecciona o concibe una
edición y realiza por sí o a través de terceros su elabora-
ción.

Distribución: Actividad de intermediación entre el editor y
el vendedor de libros al menudeo, que facilita el acceso al
libro propiciando su presencia en el mercado.

Distribuidor: Persona física o moral legalmente constitui-
da, dedicada a la distribución de libros y revistas.

Cadena productiva del libro: Conjunto de industrias que
participan en los diversos procesos de producción del libro,
y está conformada por la de la Celulosa y el Papel, la de las
Artes gráficas y la Editorial. En la de Artes Gráficas se in-
cluye la participación de los que brindan servicios editoria-
les, los impresores y los encuadernadores que reciban sus
ingresos en más de un ochenta por ciento de los trabajos re-
lacionados con el libro y la revista.

Cadena del libro: Conjunto de personas físicas o morales
que inciden en la creación, producción, distribución, pro-
moción, venta y lectura del libro.

Libro: Toda publicación unitaria, no periódica, de carácter
literario, artístico, científico, técnico, educativo, informati-
vo o recreativo, impresa en cualquier soporte, cuya edición
se haga en su totalidad de una sola vez en un volumen o a
intervalos en varios volúmenes o fascículos. Comprenderá
también los materiales complementarios en cualquier tipo
de soporte, incluido el electrónico, que conformen, conjun-
tamente con el libro, un todo unitario que no pueda comer-
cializarse separadamente.

Revista: Publicación de periodicidad no diaria, general-
mente ilustrada, encuadernada, con escritos sobre varias
materias o especializada. Para el objeto de esta Ley, las re-
vistas gozarán de las mismas prerrogativas que se señalen
para el libro.

Libro mexicano: Toda publicación unitaria no periódica
que tenga ISBN que lo identifique como mexicano.

Revista mexicana: Publicación de periodicidad no diaria
que tenga ISSN que la identifique como mexicana.

Autoridades educativas locales: Ejecutivo de cada uno de
los estados de la Federación, así como a las entidades que,
en su caso, establezcan para el ejercicio de la función so-
cial educativa.

Sistema Educativo Nacional: Está constituido por los edu-
candos y educadores, las autoridades educativas, los pla-
nes, programas, métodos y materiales educativos; las insti-
tuciones educativas del Estado y de sus organismos
descentralizados; las instituciones de los particulares con
autorización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios, y las instituciones de educación superior a las que
la Ley General de Educación otorga autonomía.

Bibliotecas escolares y de aula: Están constituidas por los
acervos bibliográficos que la SEP, con la concurrencia de
las autoridades locales, selecciona, adquiere y distribuye
para su uso durante los procesos de enseñanza y aprendi-
zaje en las aulas y las escuelas públicas de educación bá-
sica.

Salas de lectura: Espacios alternos a las escuelas y biblio-
tecas, coordinadas por voluntarios de la sociedad civil,
donde la comunidad tiene acceso gratuito al libro y otros
materiales impresos, así como a diversas actividades enca-
minadas al fomento a la lectura.
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Autor: Persona que realiza alguna obra destinada a ser di-
fundida en forma de libro. Se considera como autor, sin
perjuicio de los requisitos establecidos en la legislación vi-
gente, al traductor respecto de su traducción, al compilador
y a quien extracta o adapta obras originales, así como al
ilustrador y al fotógrafo, respecto de sus correspondientes
trabajos.

Precio de venta al público: Valor de comercialización esta-
blecido libremente por el editor o importador para cada uno
de sus títulos.

Vendedores de libros al menudeo: Aquellas personas, físi-
cas o morales, que comercializan libros al público.

Capítulo II.- De las Autoridades Responsables

Artículo 6.- Son autoridades encargadas de la aplicación
de la presente Ley en el ámbito de su competencia:

La Secretaría de Educación Pública; El Consejo Nacional
para la Cultura y las Artes, y Los Gobiernos estatales, mu-
nicipales y del Distrito Federal.

Artículo 7.- Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica y al Consejo Nacional para la Cultura y las Artes,
considerando la opinión y propuestas del Consejo Nacional
de Fomento para el Libro y la Lectura, elaborar el Progra-
ma de Fomento para el Libro y la Lectura y poner en prác-
tica las políticas y estrategias contenidas en el mismo, es-
tableciendo la coordinación interinstitucional con las
instancias federales, estatales, municipales y del Distrito
Federal; así como con los distintos sectores de la sociedad
civil.

Artículo 8.- Las autoridades responsables emplearán
tiempos oficiales y públicos que corresponden al Estado
en los medios de comunicación para fomentar el libro y la
lectura

Artículo 9.- Las autoridades responsables deberán impul-
sar la creación, edición, producción, difusión, venta y ex-
portación del libro mexicano y de las coediciones mexica-
nas en condiciones adecuadas de calidad, cantidad, precio
y variedad, asegurando su presencia nacional e internacio-
nal.

Artículo 10.- Corresponde a la Secretaria de Educación
Pública:

En coordinación con las autoridades educativas locales fo-
mentar el acceso al libro y la lectura en el Sistema Educa-
tivo Nacional, promoviendo que en él se formen lectores
cuya comprensión lectora corresponda al nivel educativo
que cursan;

En coordinación con las autoridades educativas locales, ga-
rantizar la distribución oportuna, completa y eficiente de
los libros de texto gratuitos, así como de los acervos para
bibliotecas escolares y de aula y otros materiales educati-
vos indispensables en la formación de lectores en las es-
cuelas de educación básica y normal;

En colaboración con las autoridades educativas locales, di-
señar políticas de formación inicial y continua para maes-
tros, directivos, bibliotecarios escolares y equipos técnicos
estatales relativas al fomento a la lectura y la adquisición
de las competencias comunicativas que coadyuven a la for-
mación de lectores;

Con base en los mecanismos de participación establecidos
en la Ley General de Educación, considerar la opinión de
las autoridades educativas locales, de los maestros y de los
diversos sectores sociales involucrados en la educación,
para el diseño de políticas de fomento a la lectura y el libro
en el Sistema Educativo Nacional;

En colaboración con las autoridades educativas locales,
otras autoridades, la iniciativa privada, las instituciones de
educación superior e investigación y otros interesados, pro-
mover la producción de títulos que enriquezcan la oferta
disponible de libros, de géneros y temas variados, para su
lectura y consulta en el Sistema Educativo Nacional;

En colaboración con las autoridades educativas locales,
otras autoridades, la iniciativa privada, las instituciones de
educación superior e investigación, organismos internacio-
nales y otros interesados, promover la realización periódi-
ca de estudios sobre las prácticas lectoras en el Sistema
Educativo Nacional y sobre el impacto de la inversión pú-
blica en programas de fomento a la lectura en este sistema;
así como la difusión de sus resultados en los medios de co-
municación; y

En colaboración con las autoridades educativas locales, las
instituciones de educación superior e investigación, la ini-
ciativa privada y otros interesados, promover el acceso y
distribución de libros, fortaleciendo el vínculo entre escue-
las y bibliotecas públicas.
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Artículo 11.- Corresponde al Consejo Nacional para la
Cultura y las Artes:

Impulsar de manera coordinada con las autoridades corres-
pondientes de los estados, los municipios y del Distrito Fe-
deral programas, proyectos y acciones que promuevan de
manera permanente la formación de usuarios plenos de la
cultura escrita entre la población abierta;

Promover conjuntamente con la iniciativa privada acciones
que estimulen la formación de lectores;

Estimular y facilitar la participación de la sociedad civil en
el desarrollo de acciones que promuevan la formación de
lectores entre la población abierta;

Garantizar la existencia de materiales escritos que respon-
dan a los distintos intereses de los usuarios de la red nacio-
nal de bibliotecas públicas y los programas dirigidos a fo-
mentar la lectura en la población abierta, tales como salas
de lectura; y

Coadyuvar con instancias a nivel federal, estatal, munici-
pal y del Distrito Federal, así como con miembros de la ini-
ciativa privada en acciones que garanticen el acceso de la
población abierta a los libros a través de diferentes medios
gratuitos o pagados como son: bibliotecas, salas de lectura
o librerías.

Capítulo III.- Del Desarrollo Profesional en el Fomento pa-
ra el Libro y la Lectura

Artículo 12.- Es obligación de las autoridades responsa-
bles de la aplicación de esta Ley, promover programas de
capacitación y desarrollo profesional permanentes dirigi-
dos a los encargados de instrumentar las acciones de fo-
mento a la lectura y a la cultura escrita.

Artículo 13.- Es obligación del Consejo Nacional para la
Cultura y las Artes garantizar la existencia de programas de
desarrollo profesional de fomento a la lectura para la po-
blación abierta e implementar programas de desarrollo pro-
fesional para los bibliotecarios de la red nacional de bi-
bliotecas públicas.

Artículo 14.- La Secretaría de Educación Publica, en cola-
boración con las autoridades educativas locales, las institu-
ciones de educación superior e investigación y la iniciativa
privada, propiciar la existencia de carreras técnicas y pro-

fesionales en el ámbito de la edición, la producción, pro-
moción y difusión del libro y la lectura.

Articulo 15.- Toda institución oficial que compre libros
deberá destinar el 4 por ciento de su presupuesto destinado
a la adquisición de libros y materiales didácticos, para la
formación de recursos humanos responsables de la aten-
ción al público lector.

Capítulo IV.- De la Coordinación Interinstitucional

Artículo 16.- La Secretaría de Educación Pública y el Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes deberán estable-
cer mecanismos e instrumentos de coordinación, coopera-
ción y vinculación; así como promover la celebración de
convenios y acuerdos con dependencias del gobierno fede-
ral, de los gobiernos estatales y municipales, así como con
los poderes federales Legislativo y Judicial, y con los ór-
ganos autónomos del Estado, para diseñar, planear, coordi-
nar, aplicar y fortalecer las políticas, programas, proyectos
y acciones de fomento a la lectura y el libro.

Artículo 17.- La Secretaría de Educación Pública y el Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes deberán conside-
rar las instancias internacionales que mediante convenios y
acuerdos bilaterales y multilaterales, incentiven el desarro-
llo integral de las políticas públicas en la materia facilitan-
do a autores, editores, promotores, lectores, espacios y al-
ternativas de promoción y difusión que favorezcan el
conocimiento de nuestra obra editorial y literaria en el ex-
terior.

Artículo 18.- El Gobierno Federal es responsable de in-
centivar y promover la concurrencia, vinculación y con-
gruencia de los programas y acciones de los gobiernos de
las entidades federativas y de los municipios, con base en
los objetivos, estrategias y prioridades de la política nacio-
nal de fomento a la lectura y el libro.

Capítulo V.- De la Participación Ciudadana

Artículo 19.- Se reconoce la existencia de individuos, ins-
tituciones de asistencia privada, instituciones académicas,
asociaciones civiles y fideicomisos, cooperativas y colecti-
vos, cuya labor a favor del fomento a la lectura y el libro han
sido fundamentales para el desarrollo cultural en el país.

Artículo 20.- Los programas derivados del cumplimiento de
esta Ley deben considerar prioritariamente la participación
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de las comunidades, las familias y los ciudadanos en lo in-
dividual en la ejecución de dichas actividades.

Capítulo VI.- De la Disponibilidad y Acceso Equitativo al
Libro

Artículo 21.- En todo libro editado en México, deberán
constar los siguientes datos: título de la obra, nombre del
autor, editor, número de la edición, lugar y fecha de la im-
presión, nombre y domicilio del editor en su caso; ISBN y
código de barras. El libro que no reúna estas características
no gozará de los beneficios fiscales y de otro tipo que otor-
guen las disposiciones jurídicas en la materia.

Artículo 22.- Toda persona física o moral que edite o im-
porte libros estará obligada a fijar un precio de venta al pú-
blico para los libros que edita o importa. El editor o im-
portador fijará libremente el precio de venta al público, que
regirá como precio único.

Artículo 23.- El precio se registrará en una base de datos a
cargo de la Cámara Nacional de la Industria Editorial Me-
xicana y estará disponible para consulta pública.

Artículo 24.- Los vendedores de libros al menudeo deben
aplicar el precio único de venta al público sin ninguna va-
riación, excepto en lo establecido en el artículo 25 y 26 de
la presente ley.

Artículo 25.- El precio único establecido en el artículo 22
de la presente ley, no se aplica a las compras que para sus
propios fines, excluyendo la reventa, hagan el Estado, las
bibliotecas que ofrezcan atención al público o préstamo,
los establecimientos de enseñanza y de formación profe-
sional o de investigación.

Artículo 26.- Los vendedores de libros podrán aplicar pre-
cios inferiores al precio de venta al público mencionado en
el artículo 22 de la presente ley, cuando se trate de libros
editados o importados con tres años de anterioridad y cuyo
último abasto date de más de un año, así como los libros
antiguos, los usados, los descatalogados, los agotados y los
artesanales.

Artículo 27.- Las acciones para detener y reparar las in-
fracciones al precio único establecido en esta Ley pueden
ser emprendidas por cualquier competidor, por profesiona-
les de la edición y difusión del libro, así como por autores
o por cualquier organización de defensa de autores.

Capítulo VII.- Del Consejo Nacional de Fomento para el
Libro y la Lectura

Artículo 28.- Se crea el Consejo Nacional de Fomento pa-
ra el Libro y la Lectura como un órgano consultivo de la
Secretaría de Educación Pública, un espacio de concerta-
ción y asesoría entre todas las instancias públicas, sociales
y privadas que están vinculadas con el libro y la lectura.

Artículo 29.- El Consejo estará conformado por:

Un presidente, que será el titular de la Secretaría de Edu-
cación Pública, en su ausencia será suplido por quien éste
designe;

Un secretario ejecutivo, que será el titular del Consejo Na-
cional para la Cultura y las Artes, en su ausencia será su-
plido por quien éste designe;

El presidente de la Comisión de Cultura de la Cámara de
Diputados;

El presidente de la Comisión de Educación y Servicios
Educativos de la Cámara de Diputados;

El presidente de la Comisión de Educación y Cultura de la
Cámara de Senadores;

El presidente de la Comisión de Hacienda de la Cámara de
Diputados;

El presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas de la
Cámara de Senadores;

El presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas de la
Cámara de Diputados;

El titular de la Comisión para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas;

El titular del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas;

El presidente de la Cámara Nacional de la Industria Edito-
rial Mexicana;

El presidente de la Asociación de Libreros de México;

El presidente de la Asociación Nacional de Bibliotecarios;
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El presidente de la Sociedad General de Escritores de Mé-
xico;

El Director General de Materiales Educativos de la SEP;

El Director General de Publicaciones del CONACULTA y,

El Director General de Bibliotecas del CONACULTA.Por
acuerdo del Consejo se podrá convocar para participar con
carácter de invitado no permanente a los titulares de las Se-
cretarías, Consejos e Institutos de Cultura de las entidades
federativas y el Distrito Federal, o a cualquier persona o
institución pública o privada que se considere necesario pa-
ra el cumplimiento pleno de sus funciones.

Artículo 30.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura tendrá las siguientes funciones:

I.- Coadyuvar al cumplimiento y ejecución de la presente
ley;

II.- Asesorar en el diseño, formulación y ejecución del Pro-
grama de Fomento para el Libro y la Lectura establecido en
el artículo 7 de la presente ley;

III.- Concertar los esfuerzos e intereses de los sectores pú-
blico y privado para el desarrollo sostenido de las políticas
nacionales del libro y la lectura;

IV.- Proponer a las autoridades competentes la adopción de
políticas o medidas jurídicas, fiscales y administrativas que
contribuyan a fomentar y fortalecer el mercado del libro, la
lectura y la actividad editorial en general;

V.- Servir de instancia de consulta, conciliación y concer-
tación entre los distintos actores de la cadena del libro y la
lectura en asuntos concernientes a la materia de esta ley;

VI.- Promover el desarrollo de sistemas integrales de in-
formación sobre el libro, su distribución, la lectura y los
derechos de autor, así como crear una base de datos que
contemple: catálogos y directorios colectivos de autores,
obras, editoriales, industria gráfica, bibliotecas y librerías
mexicanas, disponible para la consulta en red desde cual-
quier país;

VII.- Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean
necesarios para el cumplimiento de sus objetivos;

VIII.- Asesorar, a petición de parte, a los tres niveles de go-
bierno, poderes, órganos autónomos e instituciones socia-
les y privadas en el fomento a la lectura y el libro;

IX.- Promover la formación, actualización y capacitación
de profesionales en los diferentes eslabones de la cadena
del libro;

X.- Impulsar la participación ciudadana en todos los pro-
gramas relacionados con el libro y la lectura;

XI.- Fomentar la cultura de respeto a los derechos de autor;

XII.- Proponer la realización de estudios e investigaciones
que permitan apoyar el desarrollo de sus actividades;

XIII.- Establecer incentivos entre los pueblos y comunida-
des del país para la creación, edición, producción, difusión,
venta y exportación de libros en las lenguas propias;

XIV.- Apoyar la traducción de textos de literatura nacional
y universal a las diferentes lenguas del país;

XV.- Promover el apoyo de la industria editorial para la tra-
ducción de textos de lenguas propias al español y a otros
idiomas extranjeros, cuya publicación y venta contribuya a
la difusión de la riqueza cultural nacional;

XVI.- Impulsar acciones que fomenten la lectura y el uso
de bibliotecas entre los pueblos y comunidades del país; y

XVII.- Expedir su manual de operación conforme al cual
regulará su organización, funcionamiento y trabajo.

Artículo 31.- El Secretario de Educación Pública convoca-
rá a la reunión de instalación del Consejo en el plazo esta-
blecido por el artículo tercero transitorio de esta Ley. En
caso de no hacerlo, la Secretaría Ejecutiva será la encarga-
da de hacer la convocatoria.

Artículo 32.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura sesionará ordinariamente como mínimo
tres veces al año y sobre los asuntos que el mismo esta-
blezca.

Artículo 33.- Las reuniones extraordinarias serán convoca-
das por el Presidente, o bien por un tercio de los integran-
tes del Consejo, con una antelación de al menos 48 horas. En
caso de no haber el quórum requerido, se trate de reuniones
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ordinarias o extraordinarias, se emitirá de inmediato una
segunda convocatoria para que se lleve a efecto la reunión
en un plazo no mayor de 48 horas. De no haber quórum
nuevamente, se hará otra convocatoria para que se realice
la reunión en un plazo no mayor de 48 horas. En esta oca-
sión, la reunión se llevará a efecto con los que asistan a di-
cho encuentro.

Artículo 34.- El quórum mínimo será del cincuenta por
ciento más uno de sus miembros, y para que sus decisiones
sean válidas deberán ser aprobadas por la mayoría de los
miembros presentes, salvo en lo establecido en el artículo
inmediato anterior.

Artículo 35.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura se regirá por el manual de operación que
emita, por las disposiciones contenidas en esta Ley, y por
lo que quede establecido en su Reglamento.

Transitorios

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Artículo Segundo.- Con la publicación de la presente Ley
y su entrada en vigor se abroga la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro publicada en el Diario Oficial de la fe-
deración el 8 de junio del año 2000.

Artículo Tercero.- En el término de noventa días contados
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley deberá
formarse el Consejo Nacional de Fomento para el Libro y
la Lectura con base en lo establecido en los artículos 28 y
29 de la presente ley.

CONSIDERACIONES

PRIMERA.-Esta Comisión Dictaminadora coincide plena-
mente con la Minuta, acerca de la importancia que históri-
camente han tenido la Educación Pública, y concomitante-
mente el libro y la lectura en la consolidación de México
como Estado Nacional y la creación y consolidación de
nuestra identidad. Del mismo modo, coinciden en la im-
portancia que han tenido y seguirán teniendo en el apunta-
lamiento del desarrollo nacional y personal en todos los ór-
denes, y la necesidad de desarrollar nuevas políticas en la
materia que permitan enfrentar los retos nuevos retos.

SEGUNDA.- La Comisión Dictaminadora coinciden y
comparten la preocupación expresada en la Iniciativa, acer-
ca de lo bajos índices de lectura en nuestro país, de los ma-
los resultados de nuestros jóvenes en comprensión y asimi-
lación de lo que leen, documentado esto por pruebas
internacionales, por la escasa disponibilidad de libros en la
mayor parte del territorio nacional y su inaccesibilidad
donde existen en función de su costo, y la tendencia a que
estos costos sigan subiendo haciendo el libro mas inaccesi-
ble a la mayoría de la población, y al cierre de librerías que
hace que, ni aún teniendo posibilidades económicas, se es-
té en condiciones de acceder a ellos.

TERCERA.- Esta Comisión Dictaminadora coincide ple-
namente con la Minuta, en la urgente necesidad de legislar
proporcionado a los actores institucionales, sociales y par-
ticulares que participan en la cadena del libro, los instru-
mentos necesarios para que la industria editorial mexicana
recupere el dinamismo que la caracterizó en otros tiempos
haciéndola una de las mas importantes del mundo, y para
que el público lector pueda tener acceso físico y económi-
co a los libros en todos los rincones del país.

CUARTA.- Esta Comisión Dictaminadora, una vez revisa-
da la experiencia internacional en la materia que aporta la
Iniciativa y luego de haber revisado casos emblemáticos de
legislación comparada, y sus efectos directos e indirectos
en la industria editorial y en aumento en los índices de lec-
tura de la población, consideran adecuada la propuesta de
establecer el Precio Único para los libros, mismo que ya
existe en otros países, y que en el nuestro existe para otro
tipo de publicaciones escritas y medios audiovisuales, re-
portando resultados óptimos en los objetivos que se busca
alcanzar.

Esta Comisión Dictaminadora considera conveniente para
efecto de ilustración de esta materia, la reproducción com-
pleta de un artículo del economista y escritor Gabriel Zaid
sobre el tema, donde establece que la política de precio fi-
jo para el libro ya existió en México con grandes efectos
positivos para la industria editorial, y lo que se puede es-
perar de su reestablecimiento, aparecido en la revista Le-
tras Libres, en su número correspondiente a Agosto de
2005:

�LIBRERÍAS Y PRECIO FIJO. ¿Es posible que los gran-
des descuentos acaben con las librerías? Sí, afirma Ga-
briel Zaid en este diagnóstico de nuestra industria del li-
bro, porque son irreales y selectivos. Con un precio fijo, las
librerías competirían lealmente y en beneficio de todos.
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A mediados del siglo XX, los precios de los libros mexica-
nos eran fijos, sin ley que lo exigiera. El editor fijaba el
precio, los libreros compraban en firme (sin derecho a de-
volución) y su ganancia (si el libro se vendía) estaba en el
descuento que le había hecho el editor (menos los gastos
de operación). Selectivamente, el librero hacía un des-
cuento del 10% a algunos clientes, lo cual reducía su mar-
gen bruto en un porcentaje importante (digamos, del 35%
al 25%). Ocasionalmente, lo reducía a cero para rematar
los libros que llevaban muchos años sin venderse. Uno po-
día ver un libro interesante, no comprarlo de momento y
decidirse varios años después, porque el libro seguía ahí.
(Ahora no se exhiben más que unos cuantos meses, porque
prevalece el derecho a devolverlos; con la complicación
adicional del plástico retractilado que impide hojearlos,
pero hace falta para protegerlos en el viaje de regreso al
editor.)

La situación era distinta con los libros importados. Los de
otras lenguas, se concentraban en librerías especializa-
das: la Francesa, la Británica, la American Book Store.
Los de Argentina y España se mezclaban con los mexica-
nos, y no eran tantos. España no era todavía la potencia
editorial mundial que ahora es. Para los libros importados
en español había mayoristas que tomaban el precio del pa-
ís de origen con una paridad convencional. Si el dólar es-
taba a $8.65, el importador lo fijaba a $10, $12, o lo que,
a su juicio, compensara sus gastos y riesgos, porque com-
praba en firme.

México crecía vigorosamente. La agricultura se moderni-
zaba, abastecía el país y exportaba. Sus excedentes (de
producción, divisas y mano de obra) facilitaban la indus-
trialización y el crecimiento de las ciudades y el Estado. Se
gastaba cada vez más en educación pública. La exporta-
ción de libros mexicanos crecía al 10% anual en toneladas
(se triplicó de 1945 a 1955). Parecía el despegue del país
al desarrollo. Desgraciadamente, aquella economía prós-
pera a cargo de abogados se empantanó cuando la toma-
ron los economistas. Desgraciadamente, la educación re-
sultó un fraude: costaba mucho y educaba poco. Ahora hay
millones de universitarios mexicanos, pero no aprendieron
a leer libros. Desgraciadamente, la oportunidad que pare-
cía llegar para el libro mexicano se esfumó.

1. El libro fue una de las primeras manufacturas mexica-
nas con potencial exportador, sin que algún secretario de
Industria y Comercio o de Hacienda dijera (como sus con-
trapartes en España): Ojo, aquí tenemos una oportunidad
internacional. Las autoridades mexicanas, no sólo no apo-

yaron la oportunidad externa, tampoco apoyaron la inter-
na con una buena red de bibliotecas (apoyo decisivo en
muchos países, que en México ha empezado tardíamente).
Pero sí apoyaron los oligopolios de las fábricas de papel.
En vez de bajar los costos del libro (por vía de la deman-
da nacional e internacional), los subieron (por vía del cos-
to del papel).

Una clara muestra de que la industria del libro es más
competitiva que la del papel, es que el papel mexicano pa-
ra hacer libros no es exportable, a menos que se transfor-
me en libros exportados. Pero la oportunidad pasó de no-
che. Durante muchos años, las autoridades no permitieron
la importación de papel, mejor y más barato. Optaron por
el desarrollo de la industria del papel, a costa del des-
arrollo del libro. El apoyo que sí dieron fue la exención del
impuesto sobre la renta a la edición de libros (no a las li-
brerías, quién sabe por qué), que después fueron retirando.
Poca cosa, en comparación con el decidido apoyo del Es-
tado al libro español.

2. Los libros de texto, que son fundamentales para la in-
dustria editorial de todos los países, pasaron en gran par-
te al sector público, desde que se creó la Comisión Nacio-
nal de Libros de Texto Gratuitos en 1959. Esto redujo el
mercado y encareció los libros que no eran de texto, por-
que estaban apoyados (como en otros países) por el nego-
cio de los libros de texto. Además, afectó el negocio de las
librerías, sostenido en buena parte por las ventas de tem-
porada: Navidad y libros de texto.

3. El auge del libro español afectó a México por vía del
dumping. Las tiendas Aurrerá empezaron vendiendo sal-
dos, sobre todo de ropa, pero no los conseguían de los edi-
tores mexicanos, que se negaban a saldar, para no enemis-
tarse con autores y libreros; como le sucedió al Fondo de
Cultura Económica cuando remató a Gigante buena parte
de su bodega. Fue una barata memorable y una competen-
cia desleal. Los mismos libros que estaban en las librerías,
comprados en firme y todavía en exhibición, se ofrecieron
al público a precios menores que el que habían pagado los
libreros. Muchas librerías dejaron de comprar libros del
Fondo.

Alguna vez salió en la primera plana de Excélsior que ha-
bía llegado a México un barco cargado de libros españo-
les. Era un saldo comprado por Aurrerá. Los editores es-
pañoles no tenían problemas, sino incentivos fiscales y
comerciales, para saldar en México. El exceso de produc-
ción en España, los incentivos para exportar y los precios
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altos que fijaban los importadores mexicanos creaban una
oportunidad ideal para Aurrerá y otros que canalizaron el
dumping español. Lo hicieron, con éxito espectacular, la
Librería Gandhi y la Librería Parroquial (que de hecho
acabó con las librerías católicas). Naturalmente, el poder
de compra que acumularon los grandes importadores de
saldos y las cadenas de tiendas (aunque no entraran al ne-
gocio del dumping), los hizo fuertes frente a los editores
mexicanos. Acabaron comprando también los libros mexi-
canos en condiciones especiales (descuentos, plazos, dere-
cho a devolución). Esto creó dos niveles de precios al ma-
yoreo: bajos para los fuertes y altos para las otras
librerías. Lo cual sirvió para debilitarlas más.

4. La inflación y las devaluaciones desatadas por el presi-
dente Echeverría y sus economistas (que despreciaban el
�desarrollo estabilizador�) fueron la puntilla para el pre-
cio fijo de los libros. Los costos del papel y la impresión
subieron mucho, la demanda de libros bajó. Por ambos la-
dos, los precios de los libros se volvieron insostenibles.
Muchos editores y libreros trataban (absurdamente) de
sostener cuando menos los precios de los libros que ya te-
nían, y se llevaban la sorpresa de que, al venderlos, no re-
cuperaban lo suficiente para editar o comprar nuevos. Hu-
bo un desbarajuste en el mercado. Hasta en la misma
librería, era posible encontrar dos ejemplares del mismo
libro a precios distintos.

5. Los precios inestables, el mercado revuelto, la desapari-
ción de librerías, rompieron otro tabú: los maestros y di-
rectores de escuelas empezaron a actuar como librería pa-
ra los padres de familia, eliminando al odioso
intermediario y ganándose algunos pesos, con el apoyo de
los editores, que dejaron a los libreros sin un ingreso fun-
damental: los libros de texto no gratuitos.

Todo esto ha llevado las librerías independientes al colap-
so. Venden poco y con márgenes reducidos que difícilmen-
te sacan los gastos. Muchas han cerrado. Una persona que
sepa de libros, que tenga mucha vocación por difundirlos
y mucho sentido comercial, puede sobrevivir, hasta que se
cansa. El mismo esfuerzo luce más en otras actividades. A
pesar de lo cual, nunca faltan entusiastas que sueñan con
poner una librería. Hay que decirles: A menos que tengas
dinero para pagarte una afición costosa, no te metas. En
México, todo está organizado para acabar con las librerías.

Los darwinistas ven todo esto filosóficamente. Si la ley de
la selva destruye el medio ambiente en vez de mejorarlo, y

convierte la selva en un desierto, el resultado (por defini-
ción) es óptimo, inmejorable. Cualquier intervención para
que no se extienda el desierto, o para que reverdezca, se-
ría antinatural. Si los bosques, el agua y la vida desapare-
cen, no hay que lamentarlo: no eran competitivos.

Lo competitivo de una librería está en el surtido (amplitud,
foco), el lugar (agradable, de fácil acceso), el personal
(conocedor, cumplidor, ayudador, sin ser metiche) y, desde
luego, el precio, si no es igual en todas partes. Una libre-
ría que está lejos, casi no da servicio y ni sabe lo que tie-
ne, pero vende con el 20% o 30% de descuento, se vuelve
muy competitiva. Pero ¿cómo es posible dar el 30% de
descuento al lector, si la librería recibe 35%? No es posi-
ble. Excepto, claro, si algunas librerías consentidas reci-
ben descuentos altísimos. Y ¿cómo es posible para el edi-
tor dar descuentos altísimos? Subiendo los precios. Con lo
cual resulta que el descuento es puro cuento.

En los tratados de comercio internacional, suele haber una
cláusula por la cual ninguno de los países contratantes
puede negar a los otros las condiciones que ofrezca al pa-
ís más favorecido. Si todos los editores ofrecieran a todas
las librerías las condiciones que ofrecen a la más favoreci-
da, hasta la más pequeña podría dar los descuentos de las
grandes, y entonces se vería cuál es la más competitiva: la
más cercana y agradable, la mejor atendida, la que tiene
un surtido más amplio y enfocado, la que de veras cumple,
consiguiendo el libro que se le encargue. No sólo eso: ba-
jaría el nivel general de precios, porque los descuentos al-
tísimos son artificiales. Aparecieron para proteger a las li-
brerías consentidas de las que no los son, y, sin esa
función, salen sobrando.

Los grandes descuentos distorsionan la economía del li-
bro. Un pequeño editor llega a dar hasta el 70% de des-
cuento a su distribuidor (que todavía es menos que pagar
el sueldo de un vendedor, mientras su volumen sea bajo)
porque el distribuidor, a su vez, tiene que dar hasta el 50%
a los clientes consentidos. Y ¿cómo es posible dar el 70%?
Subiendo los múltiplos.

A mediados del siglo XX, el precio al público de un libro se
fijaba multiplicando por cuatro el costo de su producción
industrial (composición, formación, papel, impresión, en-
cuadernación). Los libros de texto podían bajar el múltiplo
a tres, por su venta grande, rápida y segura. El Fondo de
Cultura Económica, gracias al subsidio, se daba el lujo de
hacer lo mismo, en beneficio de los lectores, aunque sus
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libros no eran de gran demanda, ni de salida rápida. Los
careros multiplicaban por cinco. Con un múltiplo de cua-
tro, un libro que el lector pagaba en $100 dejaba como in-
greso bruto para el librero $35, la imprenta $25, el autor
$10 y el editor $30, lo cual era muy buen negocio, si el ti-
raje se vendía todo y pronto, cosa poco común. Si se le
quedaba la mitad, el costo real de producción por ejemplar
vendido subía a $50, lo cual dejaba $5 para el editor, $35
para el librero y $10 para el autor.

A partir del desbarajuste, los múltiplos de tres, cuatro y
cinco se volvieron insostenibles. Subieron, digamos, a cua-
tro, cinco y seis. Con los grandes descuentos, subieron to-
davía más. Si un pequeño editor da 70% al distribuidor y
10% al autor en un libro cuya producción cuesta $25, el
precio ya no puede ser de $100, que dejaría una pérdida
bruta de $5 al editor, si el tiraje se vende todo y pronto; y
de $30, si no vende más que la mitad. ¿Debe, entonces, su-
bir el precio, digamos, a $150? No basta, porque el 80%
del aumento de $50 se lo llevan el distribuidor y el autor.
Aunque el lector pague $50 más, al editor no le tocan más
que $10 más, que es insuficiente. Para que el editor reciba
$30 más, el aumento tiene que ser del triple. O sea que el
libro tiene que venderse a $250, con un múltiplo de diez,
no de cuatro.

Los grandes descuentos inflan el múltiplo: obligan a subir
el nivel general de precios. Es algo artificial, que sirve pa-
ra forzar a los lectores a concentrarse en unas cuantas li-
brerías, donde les bajan los precios previamente inflados.
Para que el gran descuento parezca realidad es indispen-
sable que las otras librerías no lo puedan dar, lo cual es fá-
cil de lograr. Basta con que los editores obliguen a las
otras a vender más caro, negándoles el trato que dan a sus
clientes consentidos. Las obligan a ser, de hecho, paleras
involuntarias, que montan un escaparate para que la gen-
te vea los libros, tome nota y vaya a comprar con el con-
sentido del editor. Las pequeñas librerías existen (mientras
existan) para que se luzcan las consentidas. Cuando des-
aparezcan, no habrá comparación de precios y el truco de
los grandes descuentos resultará obvio. Es el mismo que
funciona en multitud de ofertas, baratas y promociones:
subir los precios para bajarlos, y que la gente se vaya muy
contenta.

No hace falta aclarar que, en ningún momento, hubo una
conspiración de los editores a favor de la Gandhi. Por el
contrario, había molestia porque choteaba los precios. Sin
embargo, finalmente, uno a uno, se fueron rindiendo, y
acabaron subiendo los precios para que la Gandhi pudie-

ra bajarlos. Y ¿qué ganaron los lectores? Un país cada vez
más desierto de librerías. Con oasis como la Gandhi, que
es un inmenso basurero, aunque nos da la felicidad de an-
dar de pepenadores en el caos, buscando maravillas. La
Gandhi puede darse el lujo de no saber lo que tiene (ni en
su página de internet, ni por teléfono, fax o correo electró-
nico, ni yendo a preguntar personalmente) porque no ne-
cesita competir en servicio.

En el mercado de los libros, no hay, ni puede haber, com-
petencia para un título, porque cada uno es monopolio de
su autor y editor. Hay excepciones: los títulos de dominio
público (varias ediciones del Quijote) y, en cierta forma,
los libros de texto (compiten varios para cada curso). El
monopolio lleva, naturalmente, a la regulación de precios.
En el caso de los libros de texto, el contenido y los precios
tienen que ser autorizados. Para los demás títulos, que son
infinitos, el editor fija el precio al público y, en varios pa-
íses, está obligado a estamparlo en cada libro. Paralela-
mente, la ley obliga a los libreros y cadenas de tiendas a
respetarlo, limitando el descuento a un máximo de 5%. Es-
to tiene como efecto bajar los precios y ampliar la red de
librerías, favoreciendo la competencia en surtido, servicio
y ubicación.

En México, hay ahora un proyecto de Ley de Fomento pa-
ra el Libro y la Lectura que promueve algo semejante. Oja-
lá que se apruebe, y que el desierto reverdezca.�

QUINTA.- La Comisión Dictaminadora encuentra adecua-
da la reestructuración y redefinición de funciones que se
proponen para el Consejo nacional de Fomento de el Libro
y la Lectura, así como la definición de funciones y compe-
tencias que establece para los distintos sectores que inter-
vienen en la cadena del libro y los medios e instrumentos
legales que se proponen para la coordinación de acciones
entre las instancias de los diferentes órdenes de gobierno
en el ejercicio de su autonomía.

SEXTA.- Esta Comisión Dictaminadora, finalmente, de-
clara que coincide plenamente y avalan en todos sus térmi-
nos el Proyecto de Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro que acompaña a la Iniciativa, con las siguientes
adecuaciones:

Desaparece el Capítulo III. �Del Desarrollo Profesional en
el Fomento para el Libro y la Lectura�, y sus disposiciones
se reubican dentro de las funciones establecidas para las
distintas autoridades responsables de aplicar la presente
Ley.
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- Se agrega a las facultades del Consejo Nacional para Fo-
mento del Libro y la Lectura, la de conocer las controver-
sias que se susciten por quines infrinjan las disposiciones
contenidas en la presente Ley, y aplicar las sanciones co-
rrespondientes.

- Se fusionan y reubican algunos artículos en función de su
claridad y secuencia, y se desaparecen algunos que contie-
nen disposiciones repetitivas.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta Co-
misión de Cultura de la LIX Legislatura aprueban y some-
te a consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE LEY PARA 
EL FOMETO DEL LIBRO Y LA LECTURA

ÚNICO.- SE EXPIDE LA LEY PARA EL FOMENTO
DEL LIBRO Y LA LECTURA PARA QUEDAR CO-
MO SIGUE:

LEY DE FOMENTO 
PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden
público, de interés social y de observancia general en todo
el territorio nacional.

Lo establecido en esta Ley se aplicará sin perjuicio de lo
ordenado en la Ley de Imprenta, la Ley Federal de Dere-
chos de Autor, la Ley General de Educación, la Ley Gene-
ral de Bibliotecas y sus respectivos reglamentos, así como
cualquier otro ordenamiento en la materia, siempre y cuan-
do no contravengan lo que en esta se dispone.

Artículo 2.- Para efectos de la presente Ley se entenderá
como:

Edición: Proceso de formación del libro a partir de la se-
lección de textos y otros contenidos para ofrecerlo después
de su producción al lector.

Editor: Persona física o moral que selecciona o concibe
una edición y realiza por sí o a través de terceros su elabo-
ración.

Distribución: Actividad de intermediación entre el editor
y el vendedor de libros al menudeo, que facilita el acceso
al libro propiciando su presencia en el mercado.

Distribuidor: Persona física o moral legalmente constitui-
da, dedicada a la distribución de libros y revistas.

Cadena productiva del libro: Conjunto de industrias que
participan en los diversos procesos de producción del libro,
y está conformada por la de la Celulosa y el Papel, la de las
Artes gráficas y la Editorial. En la de Artes Gráficas se in-
cluye la participación de los que brindan servicios editoria-
les, los impresores y los encuadernadores que reciban sus
ingresos en más de un ochenta por ciento de los trabajos re-
lacionados con el libro y la revista.

Cadena del libro: Conjunto de personas físicas o morales
que inciden en la creación, producción, distribución, pro-
moción, venta y lectura del libro.

Libro: Toda publicación unitaria, no periódica, de carácter
literario, artístico, científico, técnico, educativo, informati-
vo o recreativo, impresa en cualquier soporte, cuya edición
se haga en su totalidad de una sola vez en un volumen o a
intervalos en varios volúmenes o fascículos. Comprenderá
también los materiales complementarios en cualquier tipo
de soporte, incluido el electrónico, que conformen, conjun-
tamente con el libro, un todo unitario que no pueda comer-
cializarse separadamente.

Revista: Publicación de periodicidad no diaria, general-
mente ilustrada, encuadernada, con escritos sobre varias
materias o especializada. Para el objeto de esta Ley, las re-
vistas gozarán de las mismas prerrogativas que se señalen
para el libro.

Libro mexicano: Toda publicación unitaria no periódica
que tenga ISBN que lo identifique como mexicano.

Revista mexicana: Publicación de periodicidad no diaria
que tenga ISSN que la identifique como mexicana.

Autoridades educativas locales: Ejecutivo de cada una de
las entidades federativas, así como a las dependencias o en-
tidades que, en su caso, establezcan para el ejercicio de la
función social educativa.

Sistema Educativo Nacional: Constituido por los educan-
dos y educadores, las autoridades educativas, los planes,
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programas, métodos y materiales educativos; las institucio-
nes educativas del Estado y de sus organismos descentrali-
zados; las instituciones de los particulares con autorización
o con reconocimiento de validez oficial de estudios, y las
instituciones de educación superior a las que la Ley Gene-
ral de Educación otorga autonomía.

Bibliotecas escolares y de aula: Acervos bibliográficos
que la SEP, con la concurrencia de las autoridades locales,
selecciona, adquiere y distribuye para su uso durante los
procesos de enseñanza y aprendizaje en las aulas y las es-
cuelas públicas de educación básica.

Salas de lectura: Espacios alternos a las escuelas y biblio-
tecas, coordinadas por voluntarios de la sociedad civil,
donde la comunidad tiene acceso gratuito al libro y otros
materiales impresos, así como a diversas actividades enca-
minadas al fomento a la lectura.

Autor: Persona que realiza alguna obra destinada a ser di-
fundida en forma de libro. Se considera como autor, sin
perjuicio de los requisitos establecidos en la legislación vi-
gente, al traductor respecto de su traducción, al compilador
y a quien extracta o adapta obras originales, así como al
ilustrador y al fotógrafo, respecto de sus correspondientes
trabajos.

Precio único de venta al público: Valor de comercializa-
ción establecido libremente por el editor o importador para
cada uno de sus títulos.

Vendedores de libros al menudeo: Aquellas personas, fí-
sicas o morales, que comercializan libros al público.

Artículo 3.- El fomento a la lectura y el libro se establece
en esta Ley en el marco de las garantías constitucionales de
libertad de escribir, editar y publicar libros sobre cualquier
materia, propiciando el acceso a la lectura y el libro a toda
la población.

Ninguna autoridad federal, estatal, municipal o del Distrito
Federal podrá prohibir, restringir ni obstaculizar la crea-
ción, edición, producción, distribución, promoción o difu-
sión de libros y de las publicaciones periódicas.

Artículo 4.- La presente Ley tiene por objeto:

I. Propiciar la generación de políticas, programas, proyec-
tos y acciones dirigidas al fomento y promoción de la lec-
tura;

II. Fomentar y estimular la edición, distribución y comer-
cialización del libro y las publicaciones periódicas;

III. Fomentar y apoyar el establecimiento y desarrollo de
librerías, bibliotecas y otros espacios públicos y privados
para la lectura y difusión del libro;

IV. Establecer mecanismos de coordinación interinstitucio-
nal con los distintos órdenes de gobierno y la vinculación
con los sectores social y privado, para impulsar las activi-
dades relacionadas con la función educativa y cultural del
fomento a la lectura y el libro;

V. Hacer accesible el libro en igualdad de condiciones en
todo el territorio nacional para aumentar su disponibilidad
y acercarlo al lector;

VI. Fortalecer la cadena del libro con el fin de promover la
producción editorial mexicana para cumplir los requeri-
mientos culturales y educativos del país;

VII. Estimular la competitividad del libro mexicano y de
las publicaciones periódicas en el terreno internacional; y

VIII. Estimular la capacitación y formación profesional de
los diferentes actores de la cadena del libro y promotores
de la lectura.

IX.

CAPÍTULO II
DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES

Artículo 5.- Son autoridades encargadas de la aplicación
de la presente Ley en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias y los términos de la presente Ley:

A. La Secretaría de Educación Pública;

B. El Consejo Nacional para la Cultura y las Artes;

C. El Consejo Nacional de Fomento para el Libro y la Lec-
tura, y

D. Los Gobiernos estatales, municipales y del Distrito Fe-
deral.

Artículo 6.- Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica y al Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, de
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manera concurrente y considerando la opinión y propues-
tas del Consejo Nacional de Fomento para el Libro y la
Lectura:

I. Elaborar el Programa de Fomento para el Libro y la Lec-
tura

II. Poner en práctica las políticas y estrategias contenidas
en el Programa, estableciendo la coordinación interinstitu-
cional con las instancias de los diferentes órdenes de go-
bierno, así como con los distintos sectores de la sociedad
civil.

Artículo 7.- Las autoridades responsables emplearán tiem-
pos oficiales y públicos que corresponden al Estado en los
medios de comunicación para fomentar el libro y la lectu-
ra

Artículo 8.- Las autoridades responsables, de manera con-
currente o separada, deberán impulsar la creación, edición,
producción, difusión, venta y exportación del libro mexi-
cano y de las coediciones mexicanas, en condiciones ade-
cuadas de calidad, cantidad, precio y variedad, asegurando
su presencia nacional e internacional.

Artículo 9.- Es obligación de las autoridades responsables
de la aplicación de esta Ley, de manera concurrente o se-
parada, promover programas de capacitación y desarrollo
profesional dirigidos a los encargados de instrumentar las
acciones de fomento a la lectura y a la cultura escrita.

Artículo 10.- Corresponde a la Secretaria de Educación
Pública:

I. Fomentar el acceso al libro y la lectura en el Sistema
Educativo Nacional, promoviendo que en él se formen lec-
tores cuya comprensión lectora corresponda al nivel edu-
cativo que cursan, en coordinación con las autoridades
educativas locales;

II. Garantizar la distribución oportuna, completa y eficien-
te de los libros de texto gratuitos, así como de los acervos
para bibliotecas escolares y de aula y otros materiales edu-
cativos indispensables en la formación de lectores en las
escuelas de educación básica y normal, en coordinación
con las autoridades educativas locales,;

III. Diseñar políticas para incorporar en la formación ini-
cial y permanente de maestros, directivos, bibliotecarios y
equipos técnicos, contenidos relativos al fomento a la lec-

tura y la adquisición de competencias comunicativas que
coadyuven a la formación de lectores, en colaboración con
las autoridades educativas locales,;

IV. Considerar la opinión de las autoridades educativas lo-
cales, de los maestros y de los diversos sectores sociales
para el diseño de políticas de fomento a la lectura y el libro
en el Sistema Educativo Nacional, con base en los meca-
nismos de participación establecidos en la Ley General de
Educación,;

V. Promover la producción de títulos que enriquezcan la
oferta disponible de libros, de géneros y temas variados,
para su lectura y consulta en el Sistema Educativo Nacio-
nal, en colaboración con autoridades de los diferentes ór-
denes de gobierno, la iniciativa privada, instituciones de
educación superior e investigación y otros actores interesa-
dos;

VI. Promover la realización periódica de estudios sobre las
prácticas lectoras en el Sistema Educativo Nacional y so-
bre el impacto de la inversión pública en programas de fo-
mento a la lectura en este sistema, así como la difusión de
sus resultados en los medios de comunicación, en colabo-
ración con las autoridades educativas locales, otras autori-
dades, la iniciativa privada, las instituciones de educación
superior e investigación, organismos internacionales y
otros actores interesados;

VII. Promover el acceso y distribución de libros, fortale-
ciendo el vínculo entre escuelas y bibliotecas públicas, en
colaboración con las autoridades educativas locales, las
instituciones de educación superior e investigación, la ini-
ciativa privada y otros actores interesados,.e

VIII. Impulsar carreras técnicas y profesionales en el ám-
bito de la edición, la producción, promoción y difusión del
libro y la lectura, en colaboración con autoridades educati-
vas de los diferentes órdenes de gobierno, instituciones de
educación media superior y superior y la iniciativa privada,

Artículo 11.- Corresponde al Consejo Nacional para la
Cultura y las Artes:

I. Impulsar, de manera coordinada con las autoridades co-
rrespondientes de los distintos órdenes de gobierno, pro-
gramas, proyectos y acciones que promuevan de manera
permanente la formación de usuarios plenos de la cultura
escrita entre la población abierta;
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II. Promover conjuntamente con la iniciativa privada ac-
ciones que estimulen la formación de lectores;

III. Estimular y facilitar la participación de la sociedad ci-
vil en el desarrollo de acciones que promuevan la forma-
ción de lectores entre la población abierta;

IV. Garantizar la existencia de materiales escritos que res-
pondan a los distintos intereses de los usuarios de la red na-
cional de bibliotecas públicas y los programas dirigidos a
fomentar la lectura en la población abierta, tales como sa-
las de lectura; y

V. Coadyuvar con instancias a nivel federal, estatal, muni-
cipal y del Distrito Federal, así como con miembros de la
iniciativa privada en acciones que garanticen el acceso de
la población abierta a los libros a través de diferentes me-
dios gratuitos o pagados, como bibliotecas, salas de lectu-
ra o librerías.

VI. Generar programas de desarrollo profesional de fo-
mento a la lectura para la población abierta, y de desarro-
llo profesional para los bibliotecarios de la red nacional de
bibliotecas públicas.

CAPÍTULO III
DEL CONSEJO NACIONAL DE 

FOMENTO PARA EL LIBRO Y LA LECTURA

Artículo 12.- Se crea el Consejo Nacional de Fomento pa-
ra el Libro y la Lectura como un órgano consultivo de la
Secretaría de Educación Pública y espacio de concertación
y asesoría entre todas las instancias públicas, sociales y pri-
vadas vinculadas al libro y la lectura.

Artículo 13.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura se regirá por el manual de operación que
emita, por las disposiciones contenidas en esta Ley, y por
lo que quede establecido en su Reglamento.

Artículo 14.- El Consejo estará conformado por:

I. Un presidente, que será el titular de la Secretaría de Edu-
cación Pública. En su ausencia será suplido por quien éste
designe;

II. Un secretario ejecutivo, que será el titular del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes. En su ausencia será
suplido por quien éste designe;

III. El presidente de la Comisión de Cultura de la Cámara
de Diputados;

IV. El presidente de la Comisión de Educación y Cultura de
la Cámara de Senadores;

V. Los presidentes de las Comisiones de Asuntos Indígenas
de las Cámara de Senadores y de Diputados del Congreso
de la Unión

VI. El titular del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas;

VII. El presidente de la Cámara Nacional de la Industria
Editorial Mexicana;

VIII. El presidente de la Asociación de Libreros de Méxi-
co;

IX. El presidente de la Asociación Nacional de Biblioteca-
rios;

X. El presidente de la Sociedad General de Escritores de
México;

XI. El Director General de Materiales Educativos de la
SEP;

XII. El Director General de Publicaciones del CONACUL-
TA y,

XIII. El Director General de Bibliotecas del CONACUL-
TA.

Por acuerdo del Consejo se podrá convocar para participar
con carácter de invitado no permanente a los titulares de las
Secretarías, Consejos e Institutos de Cultura de las entida-
des federativas y el Distrito Federal, o a cualquier persona
o institución pública o privada que se considere necesario
para el cumplimiento pleno de sus funciones.

La pertenencia y participación en este Consejo, es a título
honorario.

Artículo 15.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura tendrá las siguientes funciones:

I. Coadyuvar al cumplimiento y ejecución de la presente
ley;
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II. Asesorar en el diseño, formulación y ejecución del Pro-
grama de Fomento para el Libro y la Lectura establecido en
el artículo 7 de la presente ley;

III. Concertar los esfuerzos e intereses de los sectores pú-
blico y privado para el desarrollo sostenido de las políticas
nacionales del libro y la lectura;

IV. Proponer a las autoridades competentes la adopción de
políticas o medidas jurídicas, fiscales y administrativas que
contribuyan a fomentar y fortalecer el mercado del libro, la
lectura y la actividad editorial en general;

V. Servir de instancia de consulta, conciliación y concerta-
ción entre los distintos actores de la cadena del libro y la
lectura en asuntos concernientes a las materias de esta ley;

VI. Conocer de las denuncias que se levanten en contra de
quienes infrinjan las disposiciones de la presente Ley, y
aplicar las sanciones que correspondan;

VII. Promover el desarrollo de sistemas integrales de in-
formación sobre el libro, su distribución, la lectura y los
derechos de autor, así como crear una base de datos que
contemple: catálogos y directorios colectivos de autores,
obras, editoriales, industria gráfica, bibliotecas y librerías
mexicanas, disponible para la consulta en red desde cual-
quier país;

VIII. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean
necesarios para el cumplimiento de sus objetivos;

IX. Asesorar, a petición de parte, a los tres niveles de go-
bierno, poderes, órganos autónomos e instituciones socia-
les y privadas en el fomento a la lectura y el libro;

X. Crear y mantener permanentemente actualizada una ba-
se de datos, con acceso libre al público, que contenga el re-
gistro del precio único de los libros;

XI. Promover la formación, actualización y capacitación
de profesionales en los diferentes eslabones de la cadena
del libro;

XII. Impulsar la participación ciudadana en todos los pro-
gramas relacionados con el libro y la lectura, y diseñar los
mecanismos de esta participación;

XIII. Fomentar la cultura de respeto a los derechos de au-
tor;

XIV. Proponer la realización de estudios e investigaciones
que permitan apoyar el desarrollo de sus actividades;

XV. Establecer incentivos para la creación, edición, pro-
ducción, difusión, venta y exportación de libros en las di-
ferentes lenguas del país, y apoyar la traducción a ellas de
textos de literatura nacional y universal a las diferentes len-
guas del país;

XVI. Expedir su manual de operación conforme al cual re-
gulará su organización, funcionamiento y trabajo.

Artículo 16.- El Consejo Nacional de Fomento para el Li-
bro y la Lectura sesionará ordinariamente como mínimo
tres veces al año y sobre los asuntos que el mismo esta-
blezca.

Artículo 17.- Las reuniones extraordinarias serán convo-
cadas por el Presidente, o bien por un tercio de los inte-
grantes del Consejo, con una antelación de al menos 48 ho-
ras. En caso de no haber el quórum requerido, se trate de
reuniones ordinarias o extraordinarias, se emitirá de inme-
diato una segunda convocatoria para que se lleve a efecto
la reunión en un plazo no mayor de 48 horas. De no haber
quórum nuevamente, se hará otra convocatoria para que se
realice la reunión en un plazo no mayor de 48 horas. En es-
ta ocasión, la reunión se llevará a efecto con los que asis-
tan a dicho encuentro.

Artículo 18.- El quórum mínimo será del cincuenta por
ciento más uno de sus miembros, y para que sus decisiones
sean válidas deberán ser aprobadas por la mayoría de los
miembros presentes, salvo en lo establecido en el artículo
inmediato anterior.

CAPÍTULO III
DE LA COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL,

INTERGUBERNAMENTAL Y CON 
LA SOCIEDAD CIVIL

Artículo 19.- La Secretaría de Educación Pública y el Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes, son las instancias
responsable de incentivar y promover la concurrencia, vin-
culación y congruencia de los programas y acciones de los
distintos órdenes de gobierno, con base en los objetivos,
estrategias y prioridades de la política nacional de fomento
a la lectura y el libro.

Artículo 20. Para impulsar la coordinación interinstitucio-
nal e intergubernamental en la aplicación de la presente
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Ley, la Secretaría de Educación Pública y el Consejo Na-
cional para la Cultura y las Artes, deberán:

I. Establecer mecanismos e instrumentos de coordinación,
cooperación y vinculación, así como promover la celebra-
ción de convenios y acuerdos con dependencias de las dis-
tintas ramas y órdenes de gobierno y los órganos autóno-
mos del Estado, para diseñar, planear, coordinar, aplicar y
fortalecer políticas, programas, proyectos y acciones de fo-
mento a la lectura y el libro.

II. Establecer compromisos con las instancias y organis-
mos internacionales que mediante convenios y acuerdos
bilaterales y multilaterales, incentiven el desarrollo integral
de las políticas públicas en la materia facilitando a autores,
editores, promotores, lectores, espacios y alternativas de
promoción y difusión que favorezcan el conocimiento de
nuestra obra editorial y literaria en el exterior.

III. Establecer programas que involucren a individuos, ins-
tituciones de asistencia privada, instituciones académicas,
asociaciones civiles y fideicomisos, cooperativas y colec-
tivos, cuya labor a favor del fomento a la lectura y el li-
bro han sido fundamentales para el desarrollo cultural en
el país.

CAPÍTULO IV
DE LA DISPONIBILIDAD 

Y ACCESO EQUITATIVO AL LIBRO

Artículo 21.- En todo libro editado en México, deberán
constar los siguientes datos: título de la obra, nombre del
autor, editor, número de la edición, lugar y fecha de la im-
presión, nombre y domicilio del editor en su caso; ISBN y
código de barras. El libro que no reúna estas características
no gozará de los beneficios fiscales y de otro tipo que otor-
guen las disposiciones jurídicas en la materia.

Artículo 22.- Toda persona física o moral que edite o im-
porte libros estará obligada a fijar un precio de venta al pú-
blico para los libros que edite o importe. El editor o im-
portador fijará libremente el precio de venta al público, que
regirá como precio único.

Artículo 23.- El precio se registrará en una base de datos a
cargo del Consejo Nacional de Fomento para el Libro y la
Lectura y estará disponible para consulta pública.

Artículo 24.- Los vendedores de libros al menudeo deben
aplicar el precio único de venta al público sin ninguna va-

riación, excepto en lo establecido en el artículo 25 y 26 de
la presente ley.

Artículo 25.- El precio único establecido en el artículo 22
de la presente ley, no se aplica a las compras que para sus
propios fines, excluyendo la reventa, hagan el Estado, las
bibliotecas que ofrezcan atención al público o préstamo,
los establecimientos de enseñanza y de formación profe-
sional o de investigación.

Artículo 26.- Los vendedores de libros podrán aplicar pre-
cios inferiores al precio de venta al público mencionado en
el artículo 22 de la presente ley, cuando se trate de libros
editados o importados con tres años de anterioridad y cuyo
último abasto date de más de un año, así como los libros
antiguos, los usados, los descatalogados, los agotados y los
artesanales.

Artículo 27.- Las acciones para detener y reparar las vio-
laciones al precio único establecido en esta Ley pueden ser
emprendidas por cualquier competidor, por profesionales
de la edición y difusión del libro, así como por autores o
por cualquier organización de defensa de autores.

Dicha defensa se llevara a cabo por vía jurisdiccional y en
su caso por medio de arbitraje para lo cual el consejo po-
drá actuar como perito.

TRANSITORIOS

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Artículo Segundo.- Con la publicación de la presente Ley
y su entrada en vigor se abroga la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro publicada en el Diario Oficial de la fe-
deración el 8 de junio del año 2000.

Artículo Tercero.- En el término de noventa días contados
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley deberá
formarse el Consejo Nacional de Fomento para el Libro y
la Lectura con base en lo establecido en los artículos 28 y
29 de la presente ley. De no hacerlo, convocará la Secreta-
ría Ejecutiva.

Articulo Cuarto.- El Consejo Nacional de Fomento para
el Libro y la Lectura deberá expedir su manual de opera-
ción y programa de trabajo a los sesenta días de su integra-
ción.
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Articulo Quinto.- El Programa de Fomento para el Libro
y la Lectura establecido en el articulo 7 de la presente Ley
tendrá que ser expedido por el Secretario de Educación Pú-
blica en un plazo no mayor a 120 días naturales contados a
partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2006.

La Comisión de Cultura, diputados: Leonardo Álvarez Romo; Mar-
co Antonio Torres Hernández (rúbrica), secretario; Mario Alberto Ra-
fael Zepahua Valencia (rúbrica); Ubaldo Aguilar Flores (rúbrica); Ofe-
lia Ruiz Vega (rúbrica); Aldo Mauricio Martínez Hernández (rúbrica);
Imelda Melgarejo Fukutake (rúbrica); Filemón Primitivo Arcos Suárez
Peredo (rúbrica), Presidente; José Antonio Cabello Gil (rúbrica), se-
cretario; María Elba Garfias Maldonado (rúbrica), secretaria; Daniel
Raúl Arévalo Gallegos (rúbrica); Lilia Isabel Aragón del Rivero (rú-
brica); Florencio Collazo Gómez; Alfonso Juventino Nava Díaz (rú-
brica); Blanca Eppen Canales (rúbrica); Bernardo Loera Carrillo; Inti
Muñoz Santini (rúbrica); Marbella Casanova Calam; Rafael Candelas
Salinas (rúbrica); Rafael Flores Mendoza (rúbrica); Francisco Diego
Aguilar (rúbrica); Abel Echeverría Pineda (rúbrica); Jesús María Ra-
món Valdez; Patricia Flores Fuentes (rúbrica); María Salome Elyd Sáenz
(rúbrica); María Viola Corella Manzanilla (rúbrica); Norberto Enrique
Corella Torres (rúbrica); Carla Rochín Nieto (rúbrica); Pablo Antonio
Villanueva Ramírez (rúbrica); Evelia Sandoval Urbán (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
85 de la Ley General de Vida Silvestre

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnado para su estudio y Dictamen el expediente que
contiene la Iniciativa que reforma el Artículo 85 de la Ley
General de Vida Silvestre, presentada por la Diputada Jac-
queline Argüelles Guzmán, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, el día 14 de abril de
2005.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes:

Consideraciones

Como se desprende de la exposición de motivos de la ini-
ciativa que nos ocupa, a lo largo de la Tierra, existen di-
versas especies cuyas poblaciones se encuentran amenaza-
das o en peligro de extinción. Factores como la sobre
explotación, la sustitución de la flora debido a la práctica
del monocultivo, la contaminación del agua y del aire, el
deterioro del suelo, el comercio ilegal, la destrucción del
hábitat, el aprovechamiento incontrolado y la introducción
de especies exóticas, han puesto en situación muy difícil a
un gran número de especies.

Durante el tercer Congreso Mundial de la Naturaleza
(Bangkok), celebrado el 17 de noviembre de 2004, la
Unión Mundial para la Naturaleza (UICN) advirtió que
�15,589 especies animales y vegetales se enfrentan a la ex-
tinción. Así, una de cada tres especies de anfibios, casi la
mitad de las de tortugas de agua fresca, una de cada ocho
especies aves y una de cada cuatro especies de mamíferos
están amenazadas�.

Si bien las especies consideradas en peligro por la UICN
son apenas uno por ciento del total de las registradas por
los científicos, entre ellas figuran 12 por ciento de las de
aves, 23 por ciento de las de mamíferos, 32 por ciento de
todas las plantas gimnospermas, en su mayoría coníferas y
cícadas.

Todas las formas de deterioro del medio ambiente natural
que han sido descritas, ponen en peligro la existencia con-
tinua de muchas especies de plantas y animales y de hecho
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han provocado ya la extinción de muchas de ellas, pero la
susceptibilidad de las especies a desaparecer depende tam-
bién de varios factores intrínsecos como su rareza, su vul-
nerabilidad y su capacidad de reproducirse y adaptarse a
nuevas situaciones, entre otros. Además, hay que tomar en
consideración el grado en que las especies individuales es-
tán siendo afectadas por las actividades humanas que van
dirigidas directamente en su contra, sin afectar a la comu-
nidad en la que se encuentran, como pueden ser la extrac-
ción selectiva o la explotación dirigida a ciertas especies, o
la caza orientada sólo a los animales más conspicuos de
una comunidad.

México cuenta con una gran diversidad de flora y fauna sil-
vestre la cual lo coloca en los primeros lugares de las listas
de riqueza de especies. Al respecto, se han descrito 26 mil
especies de plantas, 300 especies de anfibios, 710 de repti-
les y casi 500 de mamíferos. Aunada a esta riqueza, Méxi-
co cuenta con gran cantidad de especies endémicas. Todas
estas especies conocidas y en riesgo están protegidas por
acuerdos internacionales como el Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica, firmado en Río en 1992, y la Convención
sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas
de Fauna y Flora Silvestres (CITES por sus siglas en in-
glés), promulgado en el Diario Oficial de la Federación el
6 de marzo del 1992. Esta última, basa sus consideraciones
de listados o anexos, en los parámetros de la lista de espe-
cies en peligro o amenazadas, publicada por la UICN, te-
niendo tres anexos en donde los países enlistan las especies
que consideran deben de contar con una protección especial.

Al igual que la CITES, la legislación nacional ha clasifica-
do a las especies en cuatro categorías de especies en ries-
go. Así, la Ley General de Vida Silvestre especifica en su
artículo 58 lo que se entenderá como especie en riesgo:

�Entre las especies y poblaciones en riesgo estarán
comprendidas las que se identifiquen como:

a) En peligro de extinción, aquellas cuyas áreas de
distribución o tamaño de sus poblaciones en el terri-
torio nacional han disminuido drásticamente po-
niendo en riesgo su viabilidad biológica en todo su
hábitat natural, debido a factores tales como la des-
trucción o modificación drástica del hábitat, aprove-
chamiento no sustentable, enfermedades o depreda-
ción, entre otros.

b) Amenazadas, aquellas que podrían llegar a encon-
trarse en peligro de desaparecer a corto o mediano

plazos, si siguen operando los factores que inciden
negativamente en su viabilidad, al ocasionar el dete-
rioro o modificación de su hábitat o disminuir direc-
tamente el tamaño de sus poblaciones.

c) Sujetas a protección especial, aquellas que podrí-
an llegar a encontrarse amenazadas por factores que
inciden negativamente en su viabilidad, por lo que se
determina la necesidad de propiciar su recuperación
y conservación o la recuperación y conservación de
poblaciones de especies asociadas.

De igual forma en el artículo 59 de la citada ley estipula
que:

�Los ejemplares confinados de las especies probable-
mente extintas en el medio silvestre serán destinados
exclusivamente al desarrollo de proyectos de conserva-
ción, restauración, actividades de repoblación y rein-
troducción, así como de investigación y educación am-
biental autorizados por la Secretaría�.

Es así que dentro de nuestra legislación se consideran como
especies en riesgo a las que están catalogadas como: proba-
blemente extintas en el medio silvestre, en peligro de extin-
ción, amenazadas o sujetas a protección especial. El listado
de estas se encuentra en la NOM-059-Semarnat-2001.

No obstante, que estas especies enlistadas cuentan con
cierta protección existen especies que se aprovechan de
forma ilegal como legal, provocando la disminución de sus
poblaciones.

El primer estudio de tráfico de animales silvestres en la
parte desértica del norte del País reveló que 60 por ciento
de las especies de anfibios y reptiles son objeto de un cre-
ciente comercio doméstico e internacional de carácter legal
e ilegal. De acuerdo con el reporte levantado por Trade Re-
cords Análisis of Flora and Fauna in Commerce (Traffic),
en los estados de Chihuahua, Coahuila, Nuevo León, Du-
rango, Zacatecas y San Luis Potosí en México, y en Arizo-
na, Nuevo México y Texas, en Estados Unidos, arroja que
130 de las 217 especies de anfibios y reptiles de la zona es-
tán sujetas al tráfico.

Por otra parte, la Ley General de Vida Silvestre contempla
el legal aprovechamiento de especies en riesgo para casos
de consumo de subsistencia,1 (artículo 92), y el aprove-
chamiento de ejemplares, para ceremonias y ritos tradi-
cionales2 (artículo 93). En relación a este último, en el
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Convenio sobre la Diversidad Biológica, los países signa-
tarios convinieron en la utilización sostenible de los com-
ponentes de la diversidad biológica y establecieron, entre
otros: proteger y alentar la utilización consuetudinaria de
los recursos biológicos conforme a las prácticas culturales
tradicionales compatibles con la conservación, prestar ayu-
da a las poblaciones locales para preparar y aplicar medi-
das correctivas en zonas degradadas donde la diversidad
biológica se ha reducido.

Un ejemplo de aprovechamiento de subsistencia de la fau-
na silvestre se da en la Selva Lacandona, actividad que se
remonta a los tiempos de los antiguos mayas. Actualmente
la pesca y la cacería de subsistencia, son tipos de aprove-
chamiento cotidiano y extensivo a todos los pobladores in-
dígenas y rurales de la región. En el caso de los grupos la-
candones la cacería de subsistencia está asociada a
tradiciones y valores culturales. Consumen como fuente de
proteína animal a dos especies de caracoles, 5 de crustáce-
os, 13 de peces, 3 de anfibios, 10 de reptiles, 7 aves y 19
especies de mamíferos.

Sin embargo, el aumento poblacional de los asentamientos
en la Selva Lacandona ha incrementado fuertemente la pre-
sión por cacería sobre las poblaciones de fauna silvestre.

Si bien la cacería de subsistencia es el principal tipo de
aprovechamiento de vida silvestre en la Selva Lacandona,
también ocurren en la zona actividades ilegales como la ca-
cería comercial y la captura y tráfico de diversas especies
amenazadas o en peligro de extinción. Las especies más
buscadas por los cazadores furtivos y traficantes son aque-
llas con mayor demanda en el mercado peletero y de ani-
males de ornato y mascota. Entre los vertebrados con ma-
yor demanda están el cocodrilo de pantano, el cocodrilo de
río, el jaguar, el puma, el ocelote, el tigrillo y la nutria. En-
tre los que son capturados como mascotas, animales de or-
nato o bien por su carne están: el mono araña, el mono au-
llador, la guacamaya roja, diversas especies de pericos, el
tucán, la tortuga blanca, la tortuga pinta y la tortuga cas-
quito.

En resumen, podemos observar que factores intrínsecos,
como el aumento poblacional de las comunidades, la cual
demanda mayores recursos para satisfacer sus necesidades,
y el aprovechamiento ilegal que va en constante aumento,
han afectado los niveles poblacionales de diversas espe-
cies. Sin embargo, reconocemos que existen especies que
son aprovechadas con el fin único de alimentar a la comu-
nidad; no obstante existen diversas especies las cuales no

están catalogadas como en peligro o amenazadas las cuales
pueden bien ser aprovechadas para estos fines. Es así que
esta iniciativa busca reforzar la protección de aquellas es-
pecies catalogadas como en peligro de extinción y/o ame-
nazadas, las cuales son las mas vulnerables y para las cua-
les cualquier aprovechamiento, sea de subsistencia o para
ceremonias y ritos tradicionales, pueda poner en riesgo su
continuidad.

Es por las razones expuestas por las cuales la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, considera que la
propuesta reúne los requisitos de forma y fondo y somete a
la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el
siguiente

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 85 DE LA LEY GENERAL DE VIDA SIL-
VESTRE.

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo al artícu-
lo 85 de la Ley General de Vida Silvestre, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 85.- �����.

a) �..

b) �..

Para el caso de aprovechamiento a que se refieren los
artículos 92 y 93, se podrá restringir el uso de especies
consideradas como en peligro de extinción y amenaza-
das. Las autoridades competentes determinaran las es-
pecies y las tazas de aprovechamiento de las especies
permitidas para este efecto.

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica), Ma-
ría Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Bernardo
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Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar Mo-
rales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
180 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

En sesión celebrada el día 28 de abril de 2005 le fue turna-
da a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para su análisis y dictamen, la Iniciativa con proyecto
de decreto para reformar el artículo 180 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, sus-
crita por el Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. 

Tomando como base la información disponible así como la
propuesta multicitada, esta Comisión se abocó a su estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes: 

CONSIDERANDOS

Como se desprende de la lectura y análisis de la exposición
de motivos de la iniciativa que nos ocupa, los problemas de
la contaminación son causados en gran medida por las emi-
siones de grandes complejos industriales, los cuales en
ocasiones obtienen autorizaciones ambientales de manera
ilegal o con información falsa, y que en caso de ser sor-
prendidos, solo pagan una multa que no corresponde al da-
ño ocasionado y no inhibe este tipo de conductas.

3. Que en ocasiones las autoridades ambientales locales se
ven rebasadas en su capacidad de gestión y control, por lo
que la comunidad internacional ha firmado acuerdos que
reconocen esta incapacidad y reconocen los derechos co-
lectivos de las comunidades afectadas por la contamina-
ción. 

4. Que en nuestro país ha firmado diversos tratados inter-
nacionales en donde se reconocen estos intereses, tal es el
caso del principio 10 de la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que esta-
blece: 

�El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con
la participación de todos los ciudadanos interesados, en el
nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona
deberá tener acceso adecuado a la información sobre el me-
dio ambiente de que dispongan las autoridades públicas,
incluida la información sobre los materiales y las activida-
des que encierran peligro en sus comunidades, así como la
oportunidad de participar en los procesos de adopción de
decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sen-
sibilización y la participación de la población poniendo la
información a disposición de todos. Deberá proporcionar-
se acceso efectivo a los procedimientos judiciales y admi-
nistrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los re-
cursos pertinentes.� 

5. Que el artículo 6 del Acuerdo de Cooperación Ambien-
tal de América del Norte establece que: 

�Artículo 6: Acceso de los particulares a los procedimien-
tos 
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1. Cada una de la Partes garantizará que las personas inte-
resadas puedan solicitar a las autoridades competentes de
esa Parte que investiguen presuntas violaciones a sus leyes
y reglamentos ambientales, y dará a dichas solicitudes la
debida consideración de conformidad con su legislación. 

2. Cada una de las Partes garantizará que las personas con
interés jurídicamente reconocido conforme a su derecho
interno en un asunto en particular, tengan acceso adecuado
a los procedimientos administrativos, cuasijudiciales o ju-
diciales para la aplicación de las leyes y reglamentos am-
bientales de la Parte. 

3. El acceso de los particulares a estos procedimientos in-
cluirá, de conformidad con la legislación de la Parte, entre
otros, el derecho a: 

(a) demandar por daños a otra persona bajo la jurisdicción
de esa Parte; 

(b) solicitar sanciones o medidas de reparación tales como
multas, clausuras de emergencia o resoluciones para ami-
norar las consecuencias de las infracciones a sus leyes y re-
glamentos ambientales; 

(c) pedir a las autoridades competentes que tomen medidas
adecuadas para hacer cumplir las leyes y reglamentos am-
bientales de la Parte con el fin de proteger o evitar daños al
medio ambiente; o 

(d) solicitar medidas precautorias cuando una persona su-
fra, o pueda sufrir, pérdidas, daños y perjuicios como re-
sultado de la conducta de otra persona bajo la jurisdicción
de esa Parte que sea ilícita o contraria a las leyes y regla-
mentos ambientales de la Parte.�

7. Que la Comisión reconoce que en México no contamos
con instrumentos jurídicos eficaces que permitan a los
miembros de las comunidades afectadas acudir directa-
mente ante un juez cuando detectan que ha habido irregu-
laridades en la emisión de autorizaciones ambientales. La
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, establece un recurso de revisión que puede ser
presentado por los miembros de las comunidades afecta-
das, sin embargo en la práctica ha resultado insuficiente, ya
que los miembros de las comunidades afectadas no cuentan
con el beneficio establecido en el artículo 83 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo para poder optar
por intentar una vía jurisdiccional, sino que tienen por fuer-
za que promover el recurso de revisión y posteriormente

pueden acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa. 

8. Que con lo anterior, se afecta terriblemente el derecho de
las comunidades afectadas, ya que en muchas ocasiones la
autoridad ambiental los desecha por una supuesta falta de
legitimación, situación que solo puede ser combatida por la
vía jurisdiccional. Además, la propia autoridad emisora del
acto impugnado es la que se pronuncia acerca de la admi-
sión del recurso y sobre la suspensión del acto reclamado,
situación que conlleva a que muchas veces aún cuando los
agravios sean suficientes para declarar la nulidad de un ac-
to administrativo que violente a la legislación ambiental, la
autoridad confirma el acto y es solo mediante otro juicio de
nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa con su recurso de revisión que se puede llevar a
poder declarar nula una autorización otorgada de manera
ilegal, en muchas ocasiones cuando el daño ambiental ya
está hecho. 

9.- Que la comisión dictaminadora considera conveniente
esta adición, que resulta de elemental justicia dar el mismo
beneficio que tiene el recurso administrativo de revisión
previsto en la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo al recurso administrativo de revisión previsto en la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. Con lo anterior se considera hace justicia de una
manera mas expedita.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, somete a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL
ARTÍCULO 180 DE LA LEY GENERAL DEL EQUI-
LIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AM-
BIENTE

Artículo Único.- Se reforma el artículo 180 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, para quedar como sigue: 

Artículo 180.- Tratándose de obras o actividades que con-
travengan las disposiciones de esta Ley, los programas de
ordenamiento ecológico, las declaratorias de áreas natura-
les protegidas o los reglamentos y normas oficiales mexi-
canas derivadas de la misma, las personas físicas y mora-
les de las comunidades afectadas tendrán derecho a
impugnar los actos administrativos correspondientes, así
como a exigir que se lleven a cabo las acciones necesarias
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para que sean observadas las disposiciones jurídicas apli-
cables, siempre que demuestren en el procedimiento que
dichas obras o actividades originan o pueden originar un
daño a los recursos naturales, la flora o la fauna silvestre,
la salud pública o la calidad de vida. Para tal efecto, debe-
rán interponer el recurso administrativo de revisión a que
se refiere este capítulo o intentar la vía jurisdiccional que
corresponda. 

TRANSITORIOS

Único: El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Ale-
jo (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Truji-
llo, Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez
Ruiz (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés,
María del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sán-
chez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY REGLAMENTARIA DEL 
ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto de Ley Reglamentaria
del Artículo 27 Constitucional, para establecer como zona
de restauración ecológica y de reserva de aguas la región
Lerma-Santiago-Pacífico

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnada para su estudio y dictamen la Minuta que con-
tiene el Proyecto de Decreto de Ley Reglamentaria del Ar-
tículo 27 Constitucional para establecer como zona de res-
tauración ecológica y de reserva de aguas a la Región
Lerma - Santiago - Pacífico, presentada por el Senador O.
Raymundo Gómez Flores, en su carácter de Presidente de
la Subcomisión de Recursos Hidráulicos denominada Ler-
ma - Santiago - Pacífico, el día 11 de Abril del 2002, con el
apoyo de 63 Senadores más.

Los integrantes de la Comisión dictaminadora, con funda-
mento en los artículos 39 y demás relativos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de
esta honorable Asamblea, el presente dictamen, de confor-
midad con los siguientes:

ANTECEDENTES:

1. Con fecha 11 de abril del 2002, fue presentada la ini-
ciativa con proyecto de Decreto de Ley Reglamentaria
del Artículo 27 Constitucional para establecer como zo-
na de restauración ecológica y de reserva de aguas a la
Región Lerma - Santiago - Pacífico, por el Senador O.
Raymundo Gómez Flores, en su carácter de Presidente
de la Subcomisión de Recursos Hidráulicos denomina-
da Lerma - Santiago - Pacífico, con el apoyo de 63 Se-
nadores.

2. En fecha 3 de diciembre de 2002, fue recibida en es-
ta H. Cámara de Diputados la minuta relativa al Proyec-
to de Decreto de Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional para establecer como zona de restaura-
ción ecológica y de reserva de aguas a la Región Lerma
- Santiago � Pacífico.

3. En fecha 5 de diciembre de 2002, fue turnada por la
Mesa Directiva de esta Soberanía la minuta en cuestión
a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales y de Recursos Hidráulicos, a fin de proce-
der a su análisis y dictamen.

4. Que se recibió copia del oficio signado por el Dipu-
tado Fernando Ulises Adame de León, Presidente de la
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Comisión de Recursos Hidráulicos, dirigido a la Presi-
denta de la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputa-
dos, mediante el cual solicita se retire el turno para que
únicamente esta comisión lleva a cabo la dictaminación
de la minuta, en base a los siguientes:

CONSIDERANDOS:

PRIMERO.- Que la Región Lerma-Santiago-Pacífico se
ubica en el centro-poniente de la República Mexicana y es-
tá conformada por los estados de Colima, Aguascalientes,
Nayarit, Querétaro, Estado de México, Jalisco, Guanajua-
to, Michoacán y Zacatecas, que en conjunto incluyen 326
municipios con jurisdicción política en la región. Esta se
encuentra integrada por las cuencas de los ríos Lerma y
Santiago, así como una porción importante de la costa del
Océano Pacífico correspondiente a los Estados de Jalisco y
Michoacán. La superficie total de la región es de 192 mil
kilómetros cuadrados y para fines de planeación hidráuli-
ca, ésta se divide en seis sub-regiones: Alto, Medio y Bajo
Lerma; Alto y Bajo Santiago; Costas de Jalisco y Michoa-
cán.

SEGUNDO.- Que se identifican tres climas dominantes,
semicálido templado, templado subhúmedo y semiárido
templado con lluvias en verano, con una temperatura me-
dia anual de 18.3 °C.

TERCERO.- Que la Región concentra mas de 18.5 millo-
nes de habitantes que representan el 19% del total nacional
y tiene una densidad de 98 habitantes por kilómetro cua-
drado. En ella se localizan importantes núcleos urbanos,
entre los que destacan Guadalajara, León, Aguascalientes,
Morelia, Querétaro, Toluca e Irapuato. Contribuye con
15.9 % del PIB y su Población Económicamente Activa
(PEA) representa 14% del total nacional; cinco de cada 10
trabajadores laboran en el sector terciario, tres en el secun-
dario y dos en el primario.

CUARTO.- Que en su conjunto, la Región tiene un escu-
rrimiento natural de casi 32 400 hm³/ año, y de ella se ex-
traen 14 500 hm³/ año que se destinan a los distintos usos
consuntivos, de los cuales 51% proviene de fuentes super-
ficiales y 49% de subterráneas. A nivel regional la recarga
de acuíferos es de 7,100 hm3/año contra 7,000 hm³/ año de
extracción. A nivel subregional, la diferencia de recarga-
extracción en Medio Lerma y Alto Santiago indica un dé-
ficit de 690 y 540 hm³ respectivamente. Existen en la Re-
gión 89 acuíferos en explotación intensiva: 14 en
equilibrio, 52 subexplotados y 23 sobreexplotados.

QUINTO.- Que del total de usos consuntivos, 79% se des-
tinan al uso agrícola, 11% al público urbano, 9% al indus-
trial y el resto al uso pecuario. La capacidad de regulación
es de cerca de 15 mil hm³/año, mediante presas entre las
que sobresalen las de Aguamilpa con 7,000 hm³ y Solís con
800 hm³, además del Lago de Chapala con un almacena-
miento de 4,500 millones de metros cúbicos.

SEXTO.- Que la agricultura en la región Lerma- Santiago-
Pacifico demanda 11,500 hm³/ año. Según datos del año
agrícola 1999-2000, se riegan efectivamente en las Unida-
des de Riego 736 mil hectáreas y en los Distritos de Riego
327 mil hectáreas. La superficie regional con infraestructu-
ra para riego es de 1 millón 252 mil hectáreas, que equiva-
len a 20% del total nacional bajo riego. El 70% de esta su-
perficie se atiende mediante alrededor de 16,000 Unidades
de Riego, cuya operación, mantenimiento y administración
están a cargo de los propios productores. El 30% restante
se ubica en los distritos de riego existentes.

SÉPTIMO.- Que en lo que se refiere a la distribución de
las superficies agrícolas, destaca el Medio Lerma, al ubi-
carse en esa subregión el 40% del área total bajo riego,
donde sobresale por su extensión el Distrito de Riego 011
Alto Lerma con 113 mil hectáreas. En contraste, Costa de
Michoacán dispone sólo de 0.2% de la superficie agrícola
regional.

OCTAVO.- Que el desarrollo de la región ha traído consi-
go una compleja y variada problemática del sector hidráu-
lico. Existe una fuerte competencia por el uso del agua en-
tre los diversos usuarios que se agrava en las subregiones
con mayor progreso económico y desarrollo productivo,
Alto, Medio y Bajo Lerma, y Alto Santiago, pues presen-
tan un desequilibrio hidrológico generalizado que se agra-
va con el tiempo en función de la baja eficiencia en el uso
agrícola, así como por las inundaciones y sequías que da-
ñan eventualmente a la población y a las actividades eco-
nómicas

NOVENO.- Que esta región genera gran preocupación,
tanto por las altas tasas de extracción que sufre, como por
su elevado nivel de contaminación originada en las aglo-
meraciones urbanas e industriales que se encuentran a lo
largo de todo su recorrido, desde Almoloya de Alquisiras,
pasando por las zonas industriales del valle de Toluca, de
las cuales recibe sus aguas residuales, a las que se añaden
las del Estado de México y las de todos los municipios e
industrias ubicados en su curso, hasta desembocar en el la-
go de Chapala, en Jalisco.
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DÉCIMO.- Que ya hace mas de diez años, la Secretaría de
Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH) manifestó que
las aguas del lago carecen casi por completo de oxígeno di-
suelto, con lo cual ha desaparecido prácticamente todo pro-
ceso biológico de la fauna y flora de sus aguas. Para ese en-
tonces se calculó que la Cuenca Lerma-Santiago-Pacífico
genera 15% de la carga orgánica contaminante y 16% del
volumen total de aguas residuales producidas en el país; el
aporte de materia orgánica de éstas descargas es de 320 000
t/año.

UNDÉCIMO.- Que como producto del acelerado proceso
de deterioro ecológico al que ha estado sometida desde ha-
ce varios años esta Región y su Cuenca Hidrológica, el 28
de enero de 1993, se constituyó el primer Consejo de
Cuenca de México, el Lerma-Chapala y el 2 de Septiembre
de 1998 se creó la Comisión de la Cuenca propia del Lago
de Chapala.

DUODÉCIMO- Que aunque en las sub-regiones de la cos-
ta se registran las mayores precipitaciones, las inundacio-
nes afectan en mayor grado a las sub-regiones en las que se
tienen los mayores desarrollos socioeconómicos, como es
el caso de Medio Lerma y Alto Santiago.

DECIMOTERCERO.- Que la región no cuenta con una
red diseñada con un enfoque de manejo del agua por cuen-
cas y además su densidad es inferior a las recomendadas
por los organismos internacionales (Organización Meteo-
rológica Mundial).

DECIMOCUARTO- Que de la misma manera, la Comi-
sión Especial para analizar la situación de la Cuenca Ler-
ma � Chapala de esta H. Cámara emitió una opinión relati-
va a la minuta que se dictamina, de la que consideramos
debe destacarse lo siguiente:

La región Lerma-Santiago-Pacífico, es una de las más
importante del país ya que abastece agua, para diferen-
tes usos de manera directa o indirecta, a casi la cuarta
parte del total de la población del país; lo que ha propi-
ciado que enfrente una de las mas severas problemáticas
en materia ambiental.

Las causas de su deterioro, son originadas por una ofer-
ta insuficiente de agua, la sobreexplotación de sus acuí-
feros, la baja eficiencia en el aprovechamiento del re-
curso, una deficiente infraestructura de riego, y una
fuerte competencia entre estados por el uso del agua, en-
tre otras.

El rescate y conservación de esta región, ha sido motivo
de preocupación por parte de las autoridades guberna-
mentales desde inicios del siglo XX. Ante dicha situa-
ción, se generaron una serie de instrumentos normativos
que van desde el Decreto que declara Zona de Protec-
ción Forestal, la Cuenca Superior del Río Lerma del 3
de enero de 1934 hasta el mas reciente Acuerdo para la
Recuperación y Sustentabilidad de la Cuenca Lerma-
Chapala, signado el 22 de marzo del presente año; sin
embargo, a pesar de la suma de esfuerzos entre los tres
niveles de gobiernos, estos han sido rebasados por la
complejidad de los problemas.

De manera sucinta, se puede decir que la presente Mi-
nuta, tiene como objetivo resolver la problemática des-
de un concepto de integralidad, donde las medidas de
coordinación de los planes hidrológicos de la región se
regirán por los principios fundamentales de protección,
sustentabilidad y racionalidad en el uso del agua.

Contempla de manera específica, un marco normativo
que ayudará a restablecer las condiciones de equilibrio
hidrológico, ambiental, económico, político y social de
la región.

Para su elaboración se tomaron en cuenta los siguientes
aspectos: a) Realidades, reconoce la problemática so-
cial de la Cuenca que por el uso del agua actualmente
existe; b) Jerarquiza los problemas, es decir da priori-
dad a acciones y recursos para avanzar en la restaura-
ción y recuperación de la región; c) Incorpora la visión
de sustentabilidad, aludiendo a los principios que regi-
rán el uso y gestión del agua, entre otros el preventivo,
precautorio, de sustentabilidad, corresponsabilidad so-
cial, solidaridad para el manejo de aguas arriba y aguas
abajo, d) Incorpora la elaboración de instrumentos
programáticos, que señalan obligaciones, compromi-
sos y sanciones; así como puentes de entendimiento en-
tre gobierno y sociedad.

Como se ha mencionado, es importante la cantidad de
ordenamientos legales que en la búsqueda de soluciones
al problema en cuestión se han emitido, así como aque-
llos que de manera genérica otorgan facultades a los ór-
ganos de gobierno para implementarlas. En este tenor, la
presente Minuta de Ley Reglamentaria, contempla un
procedimiento de declaratoria de zona de restauración
ecológica y de reserva de aguas de la Región Lerma-
Santiago-Pacífico, en el cual se otorgan a la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales facultades y
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obligaciones, que no afectan los procedimientos admi-
nistrativos establecidos en otras leyes.

De lo anterior, se infiere que aunque haya códigos o le-
gislación en la materia, estos siempre serán susceptibles
de cambios y actualizaciones; consecuentemente, es ne-
cesaria la creación de leyes y procedimientos en conso-
nancia con la problemática real. Dentro de lo posible,
estas leyes y procedimientos se deben de formular de
una manera flexible, en vez de restrictiva para permitir
su cumplimiento, además de incorporar los principios
de complementariedad y subsidiariedad.

En este contexto, no podemos soslayar de que existe un
rezago legislativo, en lo que a la región corresponde, a
pesar de que se han elaborado, instrumentos normati-
vos; por ello, podemos afirmar que dicha Ley no esta de
más, por el contrario, aporta una serie de conceptos que
regularán las acciones que se implementen en la región,
y que ésta como otras leyes deberán de perfeccionarse
atendiendo a la realidad, hasta lograr que sean óptimas.

La Minuta de Proyecto de Ley Reglamentaria del Art.
27 Constitucional para establecer como Zona de Res-
tauración Ecológica y de Reserva de Aguas a la Región
Lerma Santiago-Pacífico, brinda la oportunidad para
coadyuvar en el desarrollo sustentable de la región y por
ende en el abatimiento de los rezagos que sobre política
hídrica existen en el país.

Por lo mencionado anteriormente concluimos que:

a) Los diputados del H. Congreso de la Unión de la
LIX Legislatura tienen la obligación de actuar con
corresponsabilidad en la búsqueda de las mejores so-
luciones para solventar los conflictos que aquejan a
la región.

b) Los integrantes de esta Comisión Especial coinci-
dimos en la gravedad económica, ambiental y social
que enfrenta la región Lerma-Santiago-Pacífico.

c) Que dicha problemática debe ser enfrentada con
acciones concretas encaminadas a su remediación in-
tegral, las cuales deberán ser diseñadas en coordina-
ción con todos los actores involucrados y afectados
en la zona.

d) Que la presente Minuta, con base en lo estableci-
do en otros ordenamientos legales amplía y adecua el

marco jurídico que regirá de manera específica a la
región en comento a través de un aprovechamiento
racional, sustentable, equilibrado y equitativo de los
recursos naturales.

e) Que la presente Minuta, es una solución legalmen-
te adecuada para atender los problemas de la región
Lerma-Santiago-Pacífico.

Que dicha problemática debe ser enfrentada con ac-
ciones concretas encaminadas a su remediación inte-
gral, las cuales deberán ser diseñadas en coordina-
ción con todos los actores involucrados y afectados
en la zona.

Que la presente Minuta, con base en lo establecido en
otros ordenamientos legales amplía y adecua el mar-
co jurídico que regirá de manera específica a la re-
gión en comento a través de un aprovechamiento ra-
cional, sustentable, equilibrado y equitativo de los
recursos naturales.

Que la presente Minuta, es una solución legalmente
adecuada para atender los problemas de la región
Lerma-Santiago-Pacífico.

DECIMOQUINTO- Que el Acuerdo de Coordinación pa-
ra la Recuperación y Sustentabilidad de la Cuenca Lerma �
Chapala, contiene reglas meramente programáticas y no
brinda una solución inmediata y efectiva al problema eco-
lógico de la región, ni da respuesta a la petición de decla-
ratoria de zona de restauración ecológica y reserva de
aguas.

DECIMOSEXTO- Que para atender la problemática de la
región Lerma Santiago Pacífico, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 27 constitucional, el Congreso de la
Unión debe actuar de manera decidida, siempre dentro de
la legalidad, buscando evitar el colapso ambiental al que se
encamina dicha región.

DECIMOSÉPTIMO- Que la iniciativa en cuestión cum-
ple cabalmente con la intención de establecer un marco ju-
rídico adecuado y las medidas necesarias para iniciar un
proceso cierto de recuperación para la Región Lerma San-
tiago Pacífico.

DECIMOCTAVO- Que a mayor abundamiento, podemos
decir, que en materia de aguas, no existe ningún ordena-
miento con carácter de Ley que contemple la situación de
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alguna región en particular, con lo que la trascendencia de
esta Ley es mayor y su aprobación impostergable.

Por lo anteriormente expuesto, estas Comisiones Unidas
someten a la consideración del Pleno de Cámara de Dipu-
tados, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO DE LEY REGLAMEN-
TARIA DEL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL PA-
RA ESTABLECER COMO ZONA DE RESTAURA-
CIÓN ECOLÓGICA Y DE RESERVA DE AGUAS A
LA REGIÓN LERMA - SANTIAGO � PACÍFICO.

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 27 CONS-
TITUCIONAL PARA ESTABLECER COMO ZONA
DE RESTAURACIÓN ECOLÓGICA Y DE RESERVA
DE AGUAS A LA REGIÓN LERMA - SANTIAGO -
PACÍFICO.

ARTÍCULO 1.- la presente Ley tiene por objeto la restau-
ración del equilibrio ecológico y la protección, conserva-
ción y el uso sustentable de las aguas superficiales y subte-
rráneas de la Región Lerma-Santiago-Pacífico, dentro de la
cual, queda comprendido el Lago de Chapala.

ARTICULO 2.- Por causa de utilidad pública, se estable-
cen como zonas de restauración ecológica y de reserva de
aguas, las superficies comprendidas dentro del polígono de
la Región Lerma - Santiago - Pacífico, que determine la
SEMARNAT a efecto de garantizar la sustentabilidad del
recurso hídrico de la cuenca, restaurar el equilibrio ecoló-
gico y ordenar el uso y aprovechamiento de las aguas que
comprende.

Los planos topográficos que contengan la descripción de
los límites del polígono de las zonas determinadas en la re-
gión mencionada, formarán parte integral de esta Ley y se-
rán elaborados por la SEMARNAT.

ARTÍCULO 3.- Corresponderá a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, la coordinación y ejecu-
ción de las acciones de restauración y de reserva de aguas,
tendientes a la recuperación y restablecimiento de las con-
diciones que propicien la evolución y la continuidad de los
procesos naturales en la zona de restauración ecológica y
de reserva de aguas a la que se refiere el artículo anterior;
así como la vigilancia para evitar los impactos ambientales
en dicha región, en los términos que para tal efecto esta-
blecen el articulo 79 del Reglamento de la Ley de Aguas
Nacionales y esta Ley.

ARTÍCULO 4.- La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, con la participación que corresponda a
otras dependencias del Ejecutivo Federal, celebrará acuer-
dos de coordinación y ejecución de las acciones que se de-
riven de esta Ley, con los estados, los municipios, así co-
mo con los sectores social y privado que corresponda, con
objeto de establecer los mecanismos de su participación,
orientada a la restauración prevista en los respectivos pro-
gramas de restauración ecológica y de reserva de aguas.

ARTÍCULO 5.- Para cada una de las zonas de restaura-
ción ecológica y de reserva de aguas previstas en el artícu-
lo 2 de la presente Ley, la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, con la participación de los municipios
involucrados, deberá elaborar un programa de restauración
en el que habrán de definirse las acciones tendientes a la re-
cuperación de los elementos naturales, que estará acorde
con el Programa Maestro Rector de la región Lerma - San-
tiago - Pacífico, el Plan Hidrológico Regional y los Pro-
gramas de Ordenamiento Ecológico Estatal o Regional que
existan o que formule dicha Secretaría en los términos es-
tablecidos por la Ley de Aguas Nacionales, la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y es-
ta Ley.

La misma Secretaría deberá convocar a todas las depen-
dencias de la Administración Pública Federal a los gobier-
nos locales y municipales que corresponda, a los propieta-
rios y poseedores del suelo y usuarios del agua, a las
organizaciones sociales, académicas y de investigación, a
los pueblos indígenas y, en general a cualquier persona in-
teresada en las acciones de restauración ecológica y de re-
serva de aguas, con objeto de que participen en la elabora-
ción de los mencionados programas. Los documentos
rectores en materia de aguas, destinados específicamente al
manejo de esta Región, como son el Programa Nacional
Hidráulico y el Plan Maestro para la Cuenca Lerma-Cha-
pala, deberán considerarse soportes básicos en la elabora-
ción de los programas de restauración, que deriven de la
aplicación de esta Ley. Asimismo, se escuchará la opinión
del Instituto Mexicano de Tecnología del Agua, de la Co-
nagua y la Conafor.

ARTÍCULO 6.- Los programas de restauración ecológica
y de reserva de agua elaborados por la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dar cumplimiento a
esta Ley, contendrán:

I. La descripción del ecosistema hídrico o ecosistemas
afectados, señalando el nombre, ubicación y delimitación
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geográfica de las corrientes, depósitos o acuíferos obje-
to de la reglamentación y reservas, así como las especies
de flora y fauna terrestre y acuáticas características de la
zona y, de manera específica, las que se encuentran ba-
jo algún estatus de protección;

II. El diagnóstico de los daños sufridos en los ecosiste-
mas hídricos, así como el volumen disponible de agua y
su distribución territorial, el volumen de extracción, el
volumen de recarga y el volumen de escurrimiento;

III. La identificación de los grupos sociales, procesos y
actividades que causan desequilibrios en los ecosiste-
mas acuáticos por sus descargas al agua y aprovecha-
mientos de éstas en las zonas establecidas;

IV. Las disposiciones relativas a la forma y condiciones
en que deberán llevarse a cabo el uso, la explotación y
el aprovechamiento del agua, así como la forma de lle-
var los padrones respectivos;

V. Las medidas necesarias para reglamentar los usos del
agua, garantizando el uso para conservación ecológica
de la cuenca, la tecnificación y eficientización de los
sistemas de riego a lo largo y ancho de la cuenca, el or-
den de los ecosistemas urbanos que se abastecen de la
cuenca, con base a la capacidad de carga de las propias
ciudades y de la búsqueda de fuentes alternativas de su-
ministro y en general la sustentabilidad económica y
ambiental de las actividades industriales, agrícolas y ur-
banas que dependen de la cuenca;

VI. Las medidas necesarias para hacer frente a situacio-
nes de emergencia, escasez extrema, sobreexplotación,
ó de grave contaminación;

VII. Las acciones de restauración y de reserva de agua
que deberán realizarse, así como su tiempo de ejecu-
ción, los costos y las fuentes de financiamiento que de-
berán estar previstas en las leyes de ingresos y en los
presupuestos de egresos durante la vigencia de esta
ley;

VIII. El señalamiento específico de los programas de
desarrollo regional sustentable que se lleven a cabo o
que, en su caso, habrán de realizarse en apoyo de las ac-
ciones de restauración y de reserva de aguas;

IX. Las restricciones que deban efectuarse para el apro-
vechamiento de los recursos naturales afectados con ob-

jeto de permitir su restauración y restablecimiento, con-
forme a las condiciones establecidas en esta Ley;

X. Los medios por los que deberá de llevarse a cabo la
difusión de los avances de las acciones de restauración
y de reserva de aguas;

XI. Los mecanismos que garanticen la participación de
los usuarios en la aplicación de la presente Ley; y,

XII. La evaluación y el seguimiento de la recuperación
del ecosistema.

ARTÍCULO 7.- La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, de acuerdo con la evaluación de daños
del recurso hídrico, deberá señalar en los programas de res-
tauración ecológica y de reserva de aguas respectivos, la
vigencia de los mismos, señalando los plazos de vigencia y
criterios, de acuerdo a las condiciones técnicas, científicas,
sociales y económicas de restauración ecológica y de re-
serva de aguas de los ecosistemas afectados. Asimismo, di-
cha Secretaría deberá realizar un inventario sobre la degra-
dación y la erosión de suelos, con el fin de conocer los
avances reales en las actividades de reforestación y su co-
rrelación con la recuperación de la cuenca.

ARTÍCULO 8.- Cuando la superficie de alguna de las zo-
nas de restauración ecológica y de reserva de aguas coinci-
da con el polígono de alguna otra área natural protegida, el
programa de restauración y de reserva de aguas respectivo
deberá compatibilizarse con los objetivos generales esta-
blecidos en la declaratoria correspondiente y en el progra-
ma de manejo del área natural en cuestión.

ARTÍCULO 9.- En las zonas de restauración ecológica y
de reserva de aguas que deberán establecerse en cumpli-
miento de esta Ley, los usos del suelo, el aprovechamiento
de los recursos naturales, en especial los hídricos, la flora
y la fauna, así como la realización de cualquier tipo de ac-
tividad que tenga impacto ambiental se sujetarán a lo si-
guiente

I. No se autorizará ningún cambio en la utilización del
suelo distinta de aquella que hubiese tenido legítimamen-
te a la fecha de entrada en vigor esta Ley. Sin embargo,
en los casos en que se reduzca el nivel de contaminación
y de consumo de aguas, la autoridad competente valorará
la superficie que pudiera cambiar de uso de suelo en pro-
porción al beneficio logrado con las medidas efectuadas
para reducir el nivel de contaminación y de consumo de
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aguas, asimismo se estimularán todos aquellos cambios
de uso del suelo que contribuyan a una mayor captación
de agua en la Cuenca, así como al desarrollo sustentable
de la misma;

II. Se verificará el cumplimiento de las condiciones del
otorgamiento de todas y cada una de las concesiones
existentes, procediendo a cancelar aquellas que no hu-
bieran cumplido con los términos establecidos confor-
me a las disposiciones de esta Ley;

III. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, conforme a los programas de restauración ecoló-
gica y de reserva de aguas, podrá autorizar, bajo su res-
ponsabilidad, la realización de actividades productivas,
cuando éstas resulten compatibles con las acciones de
restauración ecológica y de reserva de aguas previstas
en los programas respectivos;

IV. La reforestación de las zonas de restauración ecoló-
gica deberá considerarse de carácter prioritario y se re-
alizará con especies nativas ó bien, con variedades ve-
getales compatibles con los ecosistemas dañados.
Además, las zonas que se vean beneficiadas por los pro-
gramas de reforestación, deberán contar con programas
de seguimiento que garanticen el adecuado y continuo
crecimiento de dichas especies;

V. Sólo se permitirá la remoción del arbolado muerto,
plagado o enfermo; a fin de establecer las condiciones
propicias para el establecimiento de la regeneración na-
tural o inducida;

VI. El aprovechamiento de especies de flora y fauna sil-
vestres, terrestres y acuáticas, sólo se autorizará cuando
exista compatibilidad con las actividades de restaura-
ción ecológica y de reserva de aguas. Para tal efecto, los
interesados deberán elaborar planes específicos de ma-
nejo en poblaciones naturales que permitan garantizar
que la tasa de aprovechamiento no rebase la renovación
natural de las poblaciones, de conformidad con las nor-
mas oficiales mexicanas aplicables;

VII. Queda prohibida la introducción de especies exóti-
cas de flora y fauna, cuando se contrapongan a los obje-
tivos de restauración ecológica de la zona y en todas las
acciones de repoblamiento, deberán de referirse a las di-
rectrices de los programas de restauración ecológica y
de reserva de aguas respectivos; y

VIII. La realización de cualquier obra pública o privada,
así como de aquellas actividades que afecten o puedan
afectar la recuperación y restablecimiento de los ele-
mentos naturales en las zonas de restauración ecológica
y de reserva de aguas, deberá quedar sujeta a las condi-
ciones que se establezcan en los programas respectivos
y en las Leyes de la materia.

ARTÍCULO 10.- La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, supervisará los proyectos productivos
que se realicen o se propongan realizar, dentro de las zonas
de restauración ecológica y de reserva de aguas, con obje-
to de garantizar la sustentabilidad de los mismos y evitar
que las actividades productivas tengan impactos negativos
en la Región.

ARTICULO 11.- Los propietarios o poseedores de inmue-
bles o titulares de otros derechos sobre las superficies o
concesiones o asignaciones de aguas u otros permisos den-
tro de las zonas de restauración ecológica y de reserva de
aguas, estarán obligados a la ejecución de las acciones de
restauración ecológica y de reserva de aguas previstas y
que se deriven de la aplicación de esta Ley.

ARTÍCULO 12.- Los actos relativos a la propiedad, pose-
sión o cualquier otro derecho relacionado con bienes in-
muebles ubicados en las zonas de restauración ecológica y
de reserva de aguas, en los que se realicen o pretendan re-
alizar obra pública o privada, en términos de lo dispuesto
por el artículo 9 fracción novena, quedarán sujetos a los fi-
nes que para tal efecto disponga esta Ley.

Los notarios públicos y cualquier otro fedatario, deberán
hacer constar dicha circunstancia en las escrituras públi-
cas, actos, convenios o contratos en los que intervengan,
con el objeto de que los adquirentes de derechos conoz-
can las modalidades que condicionan el ejercicio de su ti-
tularidad.

ARTÍCULO 13.- La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, a través de sus dependencias, realizará
las labores de inspección y vigilancia para el cumplimien-
to de las disposiciones de esta Ley.

ARTÍCULO 14.- El financiamiento de la ejecución de las
acciones comprendidas en los planes de restauración ecoló-
gica y de reserva de aguas se hará con cargo a los siguientes
recursos:
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I. Con los recursos del presupuesto de egresos de la fe-
deración y los que los estados y municipios asignen pa-
ra los fines que esta ley dispone;

II. Con el producto de los préstamos internos o exter-
nos que el Ejecutivo Federal contrate de acuerdo con la
ley; y,

III. Con las donaciones de personas físicas o morales
para efecto de las acciones de sustentabilidad de la
cuenca.

ARTÍCULO 15- En los términos de la presente Ley, será
la SEMARNAT la autoridad responsable del cumplimiento
puntual de esta Ley, y se podrán fincar responsabilidades a
sus funcionarios por el incumplimiento de las obligaciones
aquí previstas, para ello dispondrá de 120 días hábiles, con-
tados a partir de la fecha de publicación del mismo, para
emitir las declaratorias de zonas de restauración ecológicas
y de reserva de aguas de la Región Lerma - Santiago - Pa-
cífico.

ARTÍCULO 16.- La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales deberá integrar, como parte integral de los
programas de restauración ecológica y de reserva de aguas,
la estructura administrativa y el organigrama operativo, pa-
ra llevarlos a cabo.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, derogando las disposiciones que se opongan a
ella.

SEGUNDO.- Los programas de restauración ecológica y
de reserva de aguas, el Programa Rector o Plan Maestro de
la Cuenca y el Programa Hidrológico de la Región a que se
refieren el presente ordenamiento deberán ser expedidos en
un plazo máximo de 120 días hábiles, a partir de la entrada
en vigor de esta ley.

TERCERO.- En tanto se emitan los programas a que se
refiere el transitorio anterior, se tomarán las siguientes me-
didas con carácter de urgentes, a fin de garantizar el recur-
so hídrico de la cuenca de conformidad con lo que esta Ley
establece:

a) La modernización de la red hidroclimatológica a
efecto de tener una idea precisa de los escurrimientos y

precipitaciones de la cuenca, y en consecuencia, contar
con la capacidad para evaluar objetivamente los usos
del agua y la disponibilidad de la misma;

b) Priorizar el apoyo económico y financiero a efecto de
buscar fuentes alternativas de abastecimiento para las
Zonas Urbanas de esta Región;

c) La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, deberá impulsar de inmediato la firma de un nue-
vo acuerdo de distribución en los términos establecidos
por el Plan Maestro de la Cuenca Lerma - Chapala en el
cual, en función de un análisis hidrológico, se auditó el
desempeño del Acuerdo de Distribución de Aguas Su-
perficiales de la Cuenca Lerma -Chapala de 1991 para
evaluar el impacto del acuerdo sobre el Lago de Chapa-
la y se establecieron los ajustes necesarios en las reglas
de asignación de volúmenes para una distribución equi-
tativa y que garantice la preservación, en un nivel ade-
cuado del Lago de Chapala, definiendo con precisión las
sanciones que correspondan a una violación del nuevo
acuerdo de distribución. En el caso de que los actores
involucrados en este acuerdo no se comprometieran
puntualmente con la firma del mismo, ésta Secretaría
deberá proceder, en los términos que establece la Ley,
para garantizar su aplicación por encima de intereses
particulares o de grupo, reconociendo al Lago de Cha-
pala como usuario de la Cuenca. El nuevo acuerdo de-
berá garantizar la equidad en la distribución del recurso
hídrico de la Cuenca a partir del Estudio Técnico del
Balance Hídrico de la misma, donde serán tomadas en
cuenta las aportaciones y el consumo que hace cada una
de las Entidades a dicha Cuenca;

d) Promover en coordinación con la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, la tecnificación inmediata de los sistemas de riego
de la Región Lerma - Santiago - Pacífico, con sistemas
que logren un ahorro mínimo del 50% del gasto actual e
histórico promedio;

e) Se establezca la obligación de los Estados de entregar
a las Entidades colindantes río abajo el agua que recibe
con la misma calidad o mejor que el agua que recibió de
la Entidad colindante río arriba; y

f) Realizar con cada uno de los Estados usufructuarios
de la cuenca hidrológica, un inventario de las aguas dis-
ponibles y de sus escurrimientos.
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La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales: diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica),
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas, Lorena Torres Ramos (rú-
brica), Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo, Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar Morales
(rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo, Ma-
ximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbri-
ca), Carlos Silva Valdés, María del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica),
Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que adiciona un artícu-
lo 47 Bis 2 a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y
demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presenta a la consideración de esta honorable Asamblea, el
siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

En sesión celebrada el día 06 de mayo de 2005 le fue tur-
nada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-

rales, para su análisis y dictamen, la Iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona el Artículo 47 Bis 2 de la Ley
General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente,
presentada por la Diputada Jacqueline Arguelles Guzmán,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

Tomando como base la información disponible así como la
propuesta multicitada, esta Comisión se abocó a su estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

Consideraciones

La integridad biológica de los ecosistemas y la sobreviven-
cia de algunas especies críticas están siendo amenazadas
por la creciente presión humana sobre los recursos natura-
les, que generalmente no omite el borde de las áreas natu-
rales protegidas, más bien se repercuta frecuentemente en
su interior y compromete los objetivos para los cuales fue-
ron creadas dichas áreas de protección.

Por lo tanto, la conservación de los recursos naturales en las
áreas protegidas depende, en gran medida, del desarrollo de
sistemas de producción sostenibles en sus zonas de in-
fluencia, las denominadas zonas de amortiguación, y del
fomento de usos de la tierra, que alcancen objetivos tanto
de conservación como de desarrollo socio-económico de
las comunidades locales. Sin embargo, en la mayoría de los
casos, los usos económicos y sociales que crean mayores
distorsiones y problemas para la conservación de los recur-
sos naturales, son los que provienen de sectores externos a
los usuarios directos que habitan las zonas de influencia,
siendo esas poblaciones a veces eslabones de cadenas o cir-
cuitos económicos de los que no sacan mayores beneficios
y que constituyen serias amenazas a la integridad de los
ecosistemas naturales.

Como es conocido, una gran parte de las áreas protegidas
en México, como en América Latina, presentan situaciones
de conflicto con las zonas aledañas. Un número considera-
ble de estas áreas se encuentran dentro de territorios ocu-
pados por comunidades indígenas, ya sean territorios legal-
mente constituidos o tradicionalmente ocupados. Si bien
esta situación no necesariamente debe considerarse conflic-
tiva, en la ausencia de formas de manejo participativas en
general se producen incompatibilidades críticas entre los
objetivos de conservación del área protegida y las activida-
des humanas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006239



Es así que ciertos territorios adyacentes a las áreas natura-
les protegidas, por su naturaleza y ubicación, requieren un
tratamiento especial que garantice la conservación del área
protegida. Estas zonas adyacentes, mejor conocidas como
zonas de amortiguamiento, ha estado inmersa en una cons-
tante evolución.

Desde sus primeras implementaciones, la conceptualiza-
ción de las áreas de amortiguación ha transitado desde un
concepto de contención («barrera física y ecológica»,
UICN, 1986), basada principalmente en restricciones fuer-
tes de uso para proteger unidades de conservación concebi-
das como islas separadas del contexto regional, hacia la
aceptación de un enfoque dirigido a la reducción de las pre-
siones de uso a través de un apoyo al desarrollo sostenible
para la población local en las áreas colindantes, donde ade-
más juega un papel decisivo en la gestión del área.

A pesar de que las organizaciones internacionales para la
conservación de la naturaleza han puesto grandes esperan-
zas en el manejo de zonas de amortiguación, en la práctica
el cambio conceptual mencionado no ha tenido un impacto
que haya llevado a mejorar significativamente la situación
de degradación o pérdida de áreas protegidas en el mundo.
Sólo en el caso de manejo de zonas de amortiguación den-
tro de áreas protegidas, como en el caso de las Reservas de
Biósfera, existen mayores avances en la integración de la
población local, básicamente por tener en la mayoría de los
casos situaciones legales institucionales más consolidados.

En cambio, las áreas periféricas adyacentes a las áreas pro-
tegidas presentan frecuentemente situaciones jurídicas e
institucionales complejas y no aclaradas; generalmente no
existen los mecanismos para un ordenamiento territorial de
las regiones y las iniciativas para el desarrollo de las zonas
de amortiguación muchas veces no consideran su comple-
jidad socioeconómica inherente.

Aunado a lo anterior, las administraciones centrales, gene-
ralmente, tienen poca injerencia en el manejo de las zonas
aledañas a las áreas protegidas debido a que el concepto de
zona de amortiguación raramente está definida en las legis-
laciones nacionales.

El problema común, detectado mediante el análisis de di-
versos casos, es que muy pocas agencias de manejo de las
áreas protegidas, en América Latina, tienen jurisdicción
más allá de las fronteras de las áreas de protección, y por
tanto carecen de autoridad para establecer o regular dichas
zonas, si antes no se producen modificaciones legales.

En el caso de México, es a partir del 23 de febrero del año
en curso, que dentro de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), se estable-
cieron, por decreto publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las divisiones y subdivisiones que deben
constituir a las áreas naturales protegidas (zona núcleo y
zona de amortiguamiento)1. Esta nueva delimitación, re-
presenta un gran avance en la conformación de las áreas na-
turales protegidas y presenta una delimitante a los diversos
tipos de aprovechamiento dentro de las mismas. Sin em-
bargo, se debe considerar que las especies tienen un rango
de distribución, la cual no esta delimitada físicamente y
puede ir más allá de los limites geográficos establecidos pa-
ra su protección. De igual forma, factores como la instala-
ción de una comunidad o la realización de actividades an-
tropogénicas, pueden conllevar a una modificación de este
rango de distribución, forzando a las especies a cambiar su
zona tradicional y desviarla a otras periferias que no fueron
consideradas en el momento de la creación de las áreas de
protección.

Es así, que áreas y especies de relevante importancia re-
quieren de la imposición de medidas preventivas para su
conservación. Es en este sentido, que considerar únicamen-
te un área de amortiguamiento dentro del área natural pro-
tegida podría resultar insuficiente, por lo cual se debería de
considerar el aplicar ciertas medidas restrictivas para el
aprovechamiento de especies en las zonas adyacentes al
área de protección a fin de que las actividades realizadas en
estas zonas de amortiguamiento no arriesguen el cumpli-
miento de los fines del área natural protegida.

Las zonas de amortiguación adyacente a las áreas naturales
protegidas, son territorios establecidos estratégicamente al-
rededor de un área natural protegida y donde el uso de las
tierras se reduce a actividades compatibles con los objeti-
vos de la unidad de conservación que rodean para dar otra
capa de protección a los recursos que alberga. Si bien su fi-
nalidad es agregar protección al área protegida, es necesa-
rio considerar de igual forma las características socio-eco-
nómicas y culturales de las zonas adyacentes para así poder
planificar un área anexa de protección.

Con base en lo antes descrito, la presente iniciativa busca
dotar de facultades a la Federación para crear, en el caso
que sea necesario, un área de amortiguamiento previa a las
zonas que propiamente constituyen el área natural protegi-
da. Esta medida permitirá que especies catalogadas como
en resigo y cuyo rango de distribución traspase los límites
geográficos de las áreas naturales protegidas, puedan tener
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un margen más amplio en el cual se procure su conserva-
ción.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, somete a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN
ARTÍCULO 47 BIS 2 A LA LEY GENERAL DE EQUI-
LIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AM-
BIENTE

Artículo Primero. Se adiciona un artículo 47 Bis 2 a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente para quedar como sigue:

ARTÍCULO 47 BIS 2.- La Secretaría, mediante declarato-
ria, podrá establecer, de ser necesario, zonas de protección
previas a las zonas y subzonas de las Áreas Naturales Pro-
tegidas que así lo requieran, con el objetivo de conservar la
vida silvestre de los ecosistemas adyacentes que por su na-
turaleza y ubicación requieren un tratamiento especial para
garantizar la conservación del área natural protegida.

En dichas zonas de protección adyacentes se podrá restrin-
gir o prohibir el aprovechamiento de especies en riesgo.

La delimitación territorial, administración y la restricción
del aprovechamiento sustentable de especies en riesgo de
las zonas de protección adyacentes será de acuerdo a lo es-
tablecido en sus programas de manejo y a los criterios pre-
viamente estipulados en los artículos que integran este ca-
pítulo de la Ley

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo

(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
17 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87, 88,
y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

1.- El día 16 de marzo de 2006, en sesión celebrada por la
Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión se pre-
sentó iniciativa que reforma el artículo 17 de la Ley Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
suscrita por los Diputados Irene H. Blanco Becerra y Gui-
llermo Tamborrel Suárez, del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional dictándosele turno a esta Comisión
por la Mesa Directiva.

2.- El día 16 de marzo de 2006, a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales le fue enviado para su es-
tudio y dictamen copia del expediente núm. 5307 conte-
niendo la iniciativa previamente citada.
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Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles, así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes: 

CONSIDERACIONES:

1.- Que el derecho de toda persona a un ambiente adecua-
do para su desarrollo y bienestar está consagrado en el artí-
culo 4° Constitucional, y que el artículo 1° fracción I de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección Am-
biental contempla como parte de su objeto establecer las
bases para garantizarlo, además el artículo 1° de la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos
establece que sus disposiciones tiene como objeto garantizar
el mismo derecho a través de la prevención de la generación,
valorización y la gestión integral de los residuos peligrosos,
de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial. 

2.- Que en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección Ambiental las competencias de los niveles de
gobierno así como la realización de convenios, en cuanto a
residuos están determinadas en los artículos 5°, 7°, 8° y 11.
Además El Artículo 120 de la misma ley establece que pa-
ra evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regu-
lación federal o local: fracción I. Las descargas de origen
industrial; fracción IV. Las descargas de desechos, sustan-
cias o residuos generados en las actividades de extracción
de recursos no renovables;

3.- Que dentro del mismo artículo 1° de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión de los Residuos, el objeto com-
prende establecer las bases para: en su fracción III, estable-
cer mecanismos de coordinación bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-G de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
en su fracción IV, Formular una Clasificación Básica y Ge-
neral de los residuos que permita uniformizar sus inventa-
rios así como orientar y fomentar la prevención de su ge-
neración, la valorización y el desarrollo de sistemas de
gestión integral de los mismos; en su fracción V, regular la
generación de residuos peligrosos; en su fracción VI definir
las responsabilidades en materia del manejo integral de los
residuos; en su fracción VIII promover la participación co-
rresponsables de todos los sectores sociales.

4.- Que la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos establece en su artículo 7 como facul-

tades de la federación: en su fracción II expedir reglamen-
tos, normas oficiales mexicanas y demás disposiciones ju-
rídicas para regular el manejo integral de los residuos peli-
grosos y su clasificación; en su fracción III expedir
reglamentos, normas oficiales y demás disposiciones jurí-
dicas para regular el manejo integral de los residuos de la
industria minero�metalúrgica que corresponden a la com-
petencia federal de conformidad con la propia Ley y la Ley
Minera; en su fracción VI, La regulación y control de los
residuos peligrosos excepto los generados por microgene-
radores cuando no sean regulados por las entidades federa-
tivas; en su fracción XIX la facultad de suscribir convenios
o acuerdos con las cámaras industriales, comerciales y de
otras actividades productivas, grupos u organizaciones so-
ciales, públicos o privados para realizar acciones para cum-
plir los objetivos de la Ley y en su fracción XX diseñar y
promover mecanismos y acciones voluntarias tendientes a
prevenir y minimizar la generación de residuos y la conta-
minación de sitios.

La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos establece en su Artículo 9 las facultades de las en-
tidades federativas: en su fracción II expedir conforme a
sus atribuciones los ordenamientos jurídicos en materias de
manejo de residuos de manejo especial, en su fracción V
Autorizar y llevar el control de los residuos peligrosos ge-
nerados por microgeneradores; en su fracción XV suscribir
convenios o acuerdos con las cámaras industriales, comer-
ciales y de otras actividades productivas, grupos u organi-
zaciones sociales, públicos o privados para realizar accio-
nes para cumplir los objetivos de la Ley, en materia de su
competencia.

En el Artículo 10 de la misma ley se establece que los mu-
nicipios tiene la función de manejo integral de los residuos
sólidos urbanos incluyendo en la fracción VIII la participa-
ción del municipio en el control de los residuos peligrosos
generados por microgeneradores

5.- Que la industria reviste una enorme importancia para
México, toda vez que ha sido uno de los principales ele-
mentos impulsores del desarrollo económico de nuestro pa-
ís, sin embargo, es su responsabilidad atender a los nuevos
retos que le plantea la apertura externa y el contexto inter-
nacional, así como las demandas de la sociedad por un am-
biente y una economía sanos.

Que de acuerdo con información del INE la industria con-
tribuye a la generación de contaminantes de manera muy
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diversa, dependiendo de las características de los procesos y
del tipo de insumos y productos. Algunas industrias afectan
al ambiente a través de sus descargas al agua, en algunos
casos dañan la atmósfera, debido a sus procesos de com-
bustión; mientras que otras son generadoras de residuos pe-
ligrosos o bien, producen afectación al ambiente al emple-
ar sustancias químicas.

Que de acuerdo con la Semarnat (Cecadesu) la minería y la
metalúrgica, al igual que otras actividades, tienden a oca-
sionar efectos negativos en el ambiente por tratarse de in-
dustrias sumamente contaminantes. En varias fases de la
actividad minera: exploración, explotación, beneficio, in-
dustrialización y abandono hay riesgo de afectar el am-
biente; por lo que es importante considerar sus efectos lo-
cales o regionales. 

Que de acuerdo con las zonas donde se concentra la explo-
tación, el beneficio y la industrialización de uno o varios
minerales, se llega a un agotamiento importante del recur-
so hídrico. Además, la contaminación se presenta en diver-
sas formas, una de las cuales se lleva cabo en los procesos
hidrometalúrgicos, es decir, cuando los desechos y las sales
no son almacenados en depósitos creados para tal efecto. 

En el caso de los procesos pirometalúrgicos se afecta al en-
torno por las emanaciones de gases que se producen a la at-
mósfera principalmente de azufre y plomo. Además, se pre-
senta un grave problema con las minas abandonadas que
hay en el país, debido a que pueden contener acumulacio-
nes de sales y desechos que no han sido procesados, origi-
nando serias alteraciones al ambiente.

Que los principales riesgos de la industria minera derivan
de la fase de explotación, principalmente de la operación de
presas de jales, ya que puede generar escurrimientos y
arrastres de residuos minerometalúrgicos peligrosos de alta
afectación ambiental, así como la descarga de aguas resi-
duales en cuerpos receptores. 

Asimismo, sucede en los procesos de beneficio de minera-
les que pueden tener efectos ambientales negativos a través
de sus aguas residuales, materiales y sustancias peligrosas
y, en algunos casos, emisiones a la atmósfera. Estas últimas
son particularmente importantes en los procesos de fundi-
ción y refinación.

Que desde 1994 la Dirección General de Minas, la Subse-
cretaría de Minas, la SEMIP indican que en todas las etapas

que incluye un proceso minero con excepción de la pros-
pección (que implica estudios preliminares), generan pro-
blemas ambientales de alto impacto.

Como puede verse, en todas las etapas se generan aguas re-
siduales, residuos peligrosos y, en algunos casos, emisiones
a la atmósfera. Sin embargo, las etapas que más contami-
nación producen son: explotación de los minerales y fundi-
ción/refinación.

Aún cuando se supone que todas las minas cuentan con pre-
sa de jales, es posible que se presenten casos de minas pe-
queñas que no las tienen, y que envíen las colas directa-
mente a los cuerpos de agua cercanos. Los elementos
potencialmente tóxicos más comúnmente presentes en los
jales de las minas mexicanas son: plomo, cadmio, zinc, ar-
sénico, selenio y mercurio.

Que de acuerdo al informe �Sectores Industriales más Im-
portantes en la Generación de Contaminantes� del INE la
industria siderúrgica afecta al agua con descargas ácidas y
amoniacales; al aire con polvos, gases y humos provenien-
tes del carbón y gas natural en procesos de combustión in-
eficientes. 

En abril de 2003 la Semarnat y la Canacero firmaron un
convenio de concertación, con el objetivo de promover el
desarrollo sustentable de la industria siderúrgica, así como
de optimizar los mecanismos de normalización, gestión y
control por parte de la autoridad ambiental.

Otro convenio de concertación entre la Cámara Minera de
México (CAMIMEX) y la Semarnat se firmó en septiembre
de 2005, con el objeto de impulsar investigaciones y estu-
dios orientados a la prevención, mitigación y compensación
de los impactos ocasionados al entorno por las actividades
de este sector.
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Que de acuerdo a la normatividad vigente, se considera co-
mo residuo peligroso a los jales, a los aceites gastados y a
los disolventes residuales. No se clasifican como peligrosos
los terreros, los drenes ácidos que desprenden los terrenos,
las llantas, los plásticos y la chatarra. A excepción de la
chatarra que se vende, el resto de los residuos generan múl-
tiples problemas al no ser dispuestos adecuadamente. 

Que la estrategia mundial para tratar residuos comprende la
reducción en la fuente, reuso, reciclaje, incineración y con-
finamiento. Una de las formas más comunes de reutilizar
los materiales de desecho consiste en aprovecharlos en los
procesos productivos como materia prima o para recuperar
energía.

Que de acuerdo con la publicación del INE �Residuos peli-
grosos en México� la generación total de residuos peligro-
sos en México asciende a un volumen agregado de entre
tres y siete millones de toneladas anuales, lo que no inclu-
ye los jales mineros, residuos que también pueden ser peli-
grosos y que se producen en grandes cantidades (entre
300,000 y 500,000 toneladas diarias). Por su parte, la in-
fraestructura y los sistemas de manejo en operación son su-
mamente precarios.

Que debido a la desproporción que guarda el volumen cre-
ciente de residuos peligrosos con la capacidad que existe de
manejo, vigilancia y control; se observa una disposición
clandestina en tiraderos municipales, barrancas, derechos
de vías en carreteras, drenajes municipales o cuerpos de
agua. 

Se estima que ésta última opción es la que predomina en ca-
si todo el país, por lo que cerca de 90% de los residuos pe-
ligrosos adoptan estados líquidos, acuosos o semilíquidos,
o bien, se solubilizan y/o mezclan en las descargas de aguas
residuales.

Que la actividad minera constituye una fuente importante
de divisas, a pesar de la caída internacional de los precios
de los metales, conserva una participación ascendente en la
economía nacional, una notable contribución a la produc-
ción mundial, y es una fuente destacada de empleos para
cerca de un millón de trabajadores.

Entre los estados que tienen un mayor volumen de produc-
ción, se encuentran Baja California Sur, Coahuila, Colima,
Michoacán y Zacatecas; la producción de alrededor de 10
minerales metálicos y no metálicos representa cerca del 90
por ciento del valor de la producción nacional; a la vez,

unos 18 minerales ocupan una posición relevante entre los
que se producen en mayor volumen a nivel mundial

Que de a cuerdo con el promovente se menciona que el ins-
trumento que se refiere al aprovechamiento energético de
subproductos o residuos representa una opción viable y
puesta a disposición de la sociedad en su conjunto para eli-
minar un volumen considerable de residuos que van a re-
llenos sanitarios o a confinamientos controlados, desperdi-
ciando recursos económicos valiosos para todos y sin
ningún aprovechamiento. 

El mismo documento señala que los hornos de la industria
siderúrgica trabajan a temperaturas superiores a los 1000°C,
llegando en algunos casos a temperaturas superiores a los
2000°C. Todos los hornos cuentan con equipos de control de
emisiones atmosféricas o circuitos cerrados para el aprove-
chamiento máximo de temperaturas y materiales; lo que per-
mite llevar a cabo procesos de reciclado energético de forma
ambientalmente segura, económicamente viables y social-
mente aceptables. Cabe aclarar que los subproductos o resi-
duos de la industria u otras que desean utilizar estos servi-
cios, que contengan cloro, mercurio o compuestos
orgánicamente persistentes; son prohibidos en éste tipo de
proceso. 

En lo que respecta a la legislación actual, tenemos que la
industria del hierro y del acero es regulada por normas fe-
derales y estatales, ya que parte de sus procesos son de
competencia federal y otros son de competencia estatal.
Circunstancia que genera confusión y por ende ineficien-
cias e ineficacias.

7.-Que el texto actual del Artículo 17 de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos es co-
mo sigue:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minero-meta-
lúrgica provenientes del minado y tratamiento de minera-
les tales como jales, residuos de los patios de lixiviación
abandonados así como los provenientes de la fundición y
refinación primarias de metales por métodos pirometalúr-
gicos o hidrometalúrgicos, son de regulación y competen-
cia federal. Podrán disponerse finalmente en el sitio de su
generación; su peligrosidad y manejo integral, se deter-
minará conforme a las normas oficiales mexicanas aplica-
bles, y estarán sujetos a los planes de manejo previstos en
esta Ley. Se exceptúan de esta clasificación los referidos
en el artículo 19 fracción I de este ordenamiento.
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Y que la propuesta de reforma al texto del artículo17 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, contenida en la iniciativa, es la siguiente:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera prove-
nientes del minado y tratamiento de minerales tales co-
mo jales, residuos de los patios de lixiviación abandona-
dos, así como los METALÚRGICOS provenientes de
los procesos de fusión, refinación y transformación de
metales, y que SE DEFINIRÁN EN EL REGLAMEN-
TO son de regulación y competencia federal. Podrán dis-
ponerse finalmente en el sitio de su generación; su peli-
grosidad y manejo integral, se determinará conforme a
las normas oficiales mexicanas aplicables, y estarán su-
jetos a los planes de manejo previstos en esta Ley.

Deduciendo de la exposición de motivos la intención del le-
gislador de simplificar y aclarar respecto de los tipos de re-
siduos, las diferentes competencias, por tipo de residuo y
por tipo de generador así como los diferentes tipos de pro-
cesos en la industria minera a diferenciándolos de la indus-
tria metalúrgica y tratar de que con la inclusión de todos
ellos en la definición que se realizara en el cuerpo del re-
glamento, como de competencia federal, se crearía un con-
flicto con las facultades de las entidades estatales y muni-
cipales conferidas por la misma ley en otros artículos.

Desde el punto de vista semántico del texto la propuesta
de eliminación de la palabra metalúrgica en la palabra
compuesta minero-metalúrgica estaría excluyendo de es-
te artículo a la industria metalúrgica, comprendiendo
únicamente los residuos metalúrgicos generados por la
industria minera. Provocando además una falta de con-
cordancia con el artículo 7 fracción III, de la misma Ley.

Desde un punto de vista fáctico, los procesos menciona-
dos que realiza la industria metalúrgica pudieran o no
ser tomados en cuenta, teniendo que hacer la suposición
de que la frase �así como los METALÚRGICOS prove-
nientes de los procesos de fusión, refinación y transforma-
ción de metales� se refiere a los procesos de la industria
metalúrgica eliminada de la primera frase del artículo
propuesto, quedando a criterio la interpretación dada al
texto.

La eliminación del último párrafo del artículo quitaría
la exclusión de la competencia federal a los residuos re-
feridos y con ello implica la existencia de competencia
de la federación, mientras que por otro lado se conser-
va la competencia de las entidades estatales y municipa-

les, en el texto de la fracción I del artículo 19 de la men-
cionada Ley, provocando una discrepancia jurídica con
el citado artículo 19 de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión de los Residuos.

la propuesta expresada en el texto ��y que SE DEFINI-
RÁN EN EL REGLAMENTO�� utiliza la palabra defi-
nirán , que tiene un significado de explicación de las ca-
racterísticas esenciales, en este caso de cada uno de los
residuos de competencia federal, La clasificación de la
peligrosidad de los residuos se precisa en forma técnica,
por lo cual esta Ley establece que se determine median-
te las normas oficiales mexicanas, sin embargo el artí-
culo 7 en su fracción III confiere a la Federación la fa-
cultad para expedir reglamentos, normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones jurídicas para regular
la clasificación, por lo que esta comisión considera per-
tinente incluir en el texto del artículo la frase �que se de-
finirán en forma genérica en el reglamento según lo estipu-
lado en el artículo 7 fracción III de esta ley, que siendo más
general, da opción a flexibilidad para que se consideren
las especificaciones, de los residuos que deberán ser
considerados de competencia federal, dentro de las
Normas Oficiales Mexicanas.

Por lo que ésta Comisión considera que la reforma al Artí-
culo 17 propuesta en esta iniciativa cumple parcialmente
con el objetivo mencionado en la exposición de motivos, la
cual a su vez no explica todas las modificaciones propues-
tas, como es el caso de la eliminación del último párrafo del
artículo vigente.

Y por lo tanto se propone la siguiente redacción:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera-meta-
lúrgica provenientes del minado y tratamiento de mine-
rales tales como jales, residuos de los patios de lixivia-
ción abandonados, así como los metalúrgicos
provenientes de los procesos de fundición, refinación
y transformación de metales, que se definirán en for-
ma genérica en el reglamento según lo estipulado en
el artículo 7 fracción III de esta ley, son de regulación
y competencia federal. Podrán disponerse finalmente en
el sitio de su generación; su peligrosidad y manejo inte-
gral, se determinará conforme a las normas oficiales me-
xicanas aplicables, y estarán sujetos a los planes de ma-
nejo previstos en esta Ley. Se exceptúan de esta
clasificación los referidos en el artículo 19 fracción I de
este ordenamiento.
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Ésta Comisión considera que la reforma propuesta con las
modificaciones realizadas cumple con la intención de la
iniciativa del legislador y es acorde con dicho objetivo.

Por las razones antes expuestas la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, considera que la propuesta
modificada reúne los requisitos de forma y fondo y somete
a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el
siguiente 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA ARTÍ-
CULO 17 DE LA LEY GENERAL PARA LA PRE-
VENCIÓN Y GESTIÓN DE LOS RESIDUOS.

Artículo Primero.- Se reforma el Artículo 17 de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, para quedar como sigue: 

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera-me-
talúrgica provenientes del minado y tratamiento de mi-
nerales tales como jales, residuos de los patios de lixi-
viación abandonados, así como los metalúrgicos
provenientes de los procesos de fundición, refinación
y transformación de metales, que se definirán en for-
ma genérica en el reglamento según lo estipulado en
el artículo 7 fracción III de esta ley, son de regulación
y competencia federal. Podrán disponerse finalmente en
el sitio de su generación; su peligrosidad y manejo inte-
gral, se determinará conforme a las normas oficiales me-
xicanas aplicables, y estarán sujetos a los planes de ma-
nejo previstos en esta Ley. Se exceptúan de esta
clasificación los referidos en el artículo 19 fracción I de
este ordenamiento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo

(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez (rú-
brica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
88 de la Ley General de Vida Silvestre

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y
demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presenta a la consideración de esta honorable Asamblea, el
siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnado para su estudio y Dictamen el expediente que
contiene la Iniciativa que reforma el artículo 88 de la Ley
General de Vida Silvestre, a cargo del Diputado Manuel Ve-
lasco Coello, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, recibida en la sesión del martes 7 de
marzo de 2006. 

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes:
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Consideraciones

Como se desprende de la exposición de motivos de la ini-
ciativa que nos ocupa, �México es uno de los países con
mayor diversidad biológica del mundo, no sólo por poseer
un alto número de especies, que es la noción más común de
biodiversidad, sino también por su diversidad en otros ni-
veles de la variabilidad biológica, como el genético y el de
ecosistemas. Se estima que en el país se encuentra entre un
10 y 12% de las especies conocidas para la ciencia. De
acuerdo con la clasificación jerárquica de los hábitat terres-
tres, elaborada por Dinerstein y colaboradores en 1995 pa-
ra la WWF, México y Brasil son los países latinoamerica-
nos con más tipos de ecosistemas, y nuestro país incluso es
superior en cuanto a la variedad en tipos de hábitat y eco-
rregiones. 

Se reconoce que México cuenta con un número total de es-
pecies descritas de casi 65,000, cifra muy por debajo de las
más de 200,000 especies que, en una aproximación conser-
vadora, se estima habitan en el país. De igual forma, Méxi-
co es la nación que cuenta con el número más alto de rep-
tiles del mundo con 704 especies (52% endémicas), lo que
representa el 11% de las especies de este grupo conocidas
en el planeta; en mamíferos, ocupa el quinto lugar con 491
especies (29% endémicas), el cuarto en anfibios (60% en-
démicos) y tiene una rica avifauna de más de 1,000 espe-
cies. 

Por otra parte, la flora mexicana consta de más de 23,000
especies, con un nivel de endemismo superior al 40%, en-
tre las que destacan familias como las cactáceas, con 850
especies (84% endémicas) y orquídeas con 920 especies
(48% endémicas), así como el género Pinus, con 48 espe-
cies (43% endémicas).

Es así, que México, junto con Brasil, Colombia e Indonesia
son los países que se consideran más diversos del mundo y
tienen consistentemente el mayor número de especies de
los principales grupos biológicos. México, Australia y Es-
tados Unidos son, dentro de los países miembros de la OC-
DE, los más diversos; sin embargo, cuando se toma en
cuenta el área de cada país, México tiene muchas más es-
pecies por km2 de superficie que cualquier otro miembro
de esta organización. 

Contar con esta gran diversidad también constituye una
gran responsabilidad de conservación a nivel nacional e in-
ternacional. Lamentablemente, esta diversidad está en
constante peligro de desaparecer. Entre las causas que afec-

tan la diversidad de especies está la alteración de hábitat,
comúnmente por un cambio de ecosistemas a agro-ecosis-
temas (a menudo monocultivos), considerada la amenaza
más importante relacionada con cambios en el uso del sue-
lo. Seguida de ésta se encuentra la sobreexplotación, es de-
cir, extracción de individuos a una tasa mayor que la que
puede ser sostenida por la capacidad reproductiva natural
de la población que se está aprovechando. En consecuencia
de este sobreabuso de la capacidad la extinción de especies
es una de las consecuencias más importantes de la pérdida
de la biodiversidad. Aun cuando la extinción es un proceso
natural a la intensa transformación del hombre sobre el me-
dio natural, la extinción se debe a procesos antropogénicos. 

A pesar de esta pérdida de la naturaleza, se debe reconocer
que, sin desarrollo económico, nuestras sociedades no po-
drían continuar su existencia. Pero además se debe recono-
cer que, también debemos dejar claro que entre las conse-
cuencias menos deseables de ese desa-_rrollo está la
agresión cotidiana al entorno natural. Esta agresión, que
avanzó casi sin límites durante varias décadas en todo el
mundo, ya ha tenido un impacto directo sobre la calidad de
vida de los humanos. El deterioro de la vida silvestre inclu-
yendo especies y, sobre todo, las comunidades ecológicas
de las que formaban parte, ha mermado ya nuestras posibi-
lidades de un desarrollo equilibrado, mesurado y consisten-
te.

Ciertamente, mucha de esa merma en nuestras expectativas
obedece a las profundas modificaciones que aún se hacen a
extensas áreas naturales, con lo que innumerables especies,
de todo tipo de organismos, son removidas de una vez y pa-
ra siempre de la faz de la tierra. Pero por otra parte, hay un
segundo factor de deterioro que se adiciona al anterior: el
saqueo sistemático de especies silvestres en las pocas re-
giones naturales que aún quedan en todo el mundo. Con es-
te tipo de prácticas se ataca de manera directa a especies
que, por una razón u otra, son de interés para algunos gru-
pos humanos que cuentan con los recursos para promover
su captura -y más adelante su compraventa- sin escrúpulo
alguno. No se trata de aquellos grupos que cazan para so-
brevivir, sino de aquellos que aprovechando la pobreza de
algunas comunidades rurales en muchos sitios del mundo,
convencen a algunos de sus habitantes para capturar espe-
cies silvestres, se las compran a precios irrisorios y luego
las revenden en el mercado internacional con ganancias
exorbitantes. Esta dinámica actúa no sólo en contra del
equilibrio natural, sino que viola las leyes de protección a
la naturaleza. 
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Sin duda existen algunos casos en los que se reproducen
plantas o animales en cautiverio, en criaderos especializa-
dos establecidos de manera lícita, a fin de satisfacer princi-
palmente el mercado de las mascotas y secundariamente
para el aprovechamiento de pieles y subproductos diversos,
pero este hecho no elimina el amplio negocio de la extrac-
ción de especies del medio silvestre para su venta o para su
domesticación. Las formas en que estas especies son co-
mercializadas varían mucho y pueden ser desde individuos
vivos para mascotas o exhibición, hasta trofeos de caza y
muestras de tejido. 

Estas acciones no sólo reducen las poblaciones de especies
de flora y fauna, sino que afectan directamente la composi-
ción de los diversos ecosistemas. Es en este sentido que es
importante estipular, dentro de la Ley General de Vida Sil-
vestre que el aprovechamiento extractivo que se permita de
la vida silvestre, no sea permitido si el objetivo final de es-
ta acción es la domesticación o su reproducción para venta
en cautiverio.�

Es por las razones expuestas por las cuales la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la consi-
deración del Pleno de la Cámara de Diputados, el siguien-
te:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 88 DE LA LEY GENERAL
DE VIDA SILVESTRE. 

Artículo Único: Se reforma el artículo 88 de la Ley Gene-
ral de Vida Silvestre, para quedar como sigue: 

Artículo 88.- No se otorgarán autorizaciones si el aprove-
chamiento extractivo pudiera tener consecuencias negati-
vas sobre las respectivas poblaciones, el desarrollo de los
eventos biológicos, las demás especies que ahí se distribu-
yan y los hábitat, o cuyo destino final sea la domestica-
ción y se dejarán sin efectos las que se hubieren otorgado,
cuando se generaran tales consecuencias. 

De igual forma, no se otorgarán autorizaciones para el
aprovechamiento extractivo de especies nativas del me-
dio silvestre cuyo fin sea la reproducción para venta en
cautiverio. 

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el párrafo
primero de la fracción XX y adiciona la fracción XXI al ar-
tículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnada para su análisis y dictamen, la iniciativa que re-
forma y adiciona el artículo 15, de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, nu-
meral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así
como de los artículos 60, 87, 88 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, esta Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la H.
Cámara de Diputados es competente para dictaminar la ini-
ciativa en comento por lo que se somete a la consideración
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de la honorable Asamblea el presente Dictamen, con base
en los siguientes antecedentes y consideraciones:

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada el día 22 de Marzo de 2006, el Di-
putado Angel Pasta Muñuzuri del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentó iniciativa que reforma y
adiciona el artículo 15 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. 

2.- Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 23 frac-
ción f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, en esa
misma fecha acordó turnar la iniciativa que nos ocupa para
su análisis y dictamen a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.

3.- Tomando como base los elementos de información dis-
ponibles así como la iniciativa multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS 

El diputado propone que para la formulación y conducción
de la política ambiental y expedición de normas oficiales
mexicanas, en materia de preservación y restauración del
equilibrio ecológico y protección al ambiente el ejecutivo
federal debe observar los principios y valores en las frac-
ciones de la Ley de manera enunciativa y clara.

Como concepto de valores se entiende aquellos bienes uni-
versales que pertenecen a nuestra naturaleza como personas
y que, en cierto sentido, nos humaniza porque mejoran
nuestra condición de personas y perfeccionan nuestra natu-
raleza humana.

México es considerado uno de los pocos países megadiver-
sos a escala mundial en cuanto a su biodiversidad; ello con-
duce a reflexionar que cuanto mejor percibamos nuestra na-
turaleza, tanto más fácilmente percibiremos los valores que
le pertenecen.

El dominio y superioridad que el hombre ha ejercido sobre
el medio ambiente ha hecho que se subestime el valor de
los recursos naturales, creyendo que éstos tienen una capa-
cidad infinita, que pueden ser utilizados indiscriminada-

mente y que siempre estarán ahí para sostener la vida sobre
el planeta. Esto ha llevado al hombre a situarse bajo una
concepción antropocéntrica, en la que el ambiente es consi-
derado como algo fuera de él y del que se puede hacer uso
sin importar el futuro. 

Considerando que los problemas ambientales se dan en di-
ferentes niveles, desde la escala global de las grandes ciu-
dades y poblaciones, hasta los entornos más inmediatos: el
hogar, la escuela, las fábricas; es necesario que desde todos
los ámbitos se aborden opciones para generar diferentes so-
luciones, que lleven a una reflexión sobre el valor que se le
da a las actitudes y los hábitos tales como el consumo y uso
del agua, del suelo, los sistemas económicos de producción,
etcétera. Todo esto con la mira puesta en el futuro hacia la
búsqueda y construcción de sociedades sustentables. 

Los seres humanos tienen el derecho a una vida saludable y
productiva, en armonía con la naturaleza, por que el dere-
cho al desarrollo debe ejercerse en forma tal, que responda
equitativamente a las necesidades ambientales de las gene-
raciones presentes y futuras.

En cuanto al pago por los daños causados, consideramos no
viable esa adición, misma que ya esta considerada dentro
de las sanciones civiles de la Ley de Responsabilidad Civil,
ya que su objetivo es responsabilizar al infractor, por los
daños que hubiere causado. Si quienes contaminan se ven
obligados a sufragar los costos de las lesiones al medio am-
biente, reducirán sus niveles de contaminación.

En esta época de crisis ecológica, el reto que plantea la
cuestión ambiental exige una respuesta global, lo ambiental
debe ser un elemento determinante en la sociedad de nues-
tros días. La probabilidad de daños altamente destructivos
para el medio ambiente y la sociedad humana, generan te-
mor de consecuencias irreparables. 

La necesidad de abordar la problemática ambiental requie-
re de una perspectiva que involucre e incentive a todas las
personas y entidades federativas con la finalidad de buscar
alternativas o soluciones y la inculcación de valores. 

Las teorías de causalidad que generan el desequilibrio eco-
lógico son cuestionadas cuando se trata de determinar los
hechos y los autores frente al progresivo daño ecológico.

La implementación de un programa de educación ambien-
tal en todos los niveles de educación; básica, media y supe-
rior como prioridad en los programas de gobierno, debe ser
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considerada mediante el apoyo gubernamental. Ya que se-
ría el camino ideal para enfatizar la orientación del conoci-
miento ecológico con la finalidad de sensibilizar y partici-
par en la prevención y solución de los problemas
ambientales. 

De hecho la educación ambiental está presente desde los
años 70, aunque a partir de los años 90 el auge en México
ha sido particularmente notorio y visible teniendo como
prioridad la conservación de la naturaleza y la promoción
de el manejo adecuado de los recursos naturales.

La investigación es un proceso que se concibe como la in-
dagación continua y como aportación de explicaciones,
produciendo conocimiento y teorías o resolviendo proble-
mas prácticos. 

En este contexto de búsqueda de propuestas, la investiga-
ción debe considerarse una prioridad, implementando su
estudio pero no solo en universidades, sino en todos los ni-
veles de educación, particularmente en la enseñanza prima-
ria, donde los niños cuentan con una gran capacidad de in-
vestigación de campo.

En cuanto a la solidaridad con países en los cuales el medio
ambiente ya es un problema latente, podemos remontar la
aparición de normas para crear principios comunes que
orienten el quehacer de la protección ambiental a escala
mundial, al abrigo de la Conferencia de Naciones Unidas
sobre el Medio Humano en Estocolmo, Suecia en 1972, de
donde surge un importante órgano subsidiario de Naciones
Unidas: el Programa de Naciones Unidas para el Medio
Ambiente �PNUMA-, la declaración de Estocolmo que
contiene 26 principios; el plan de acción para el medio hu-
mano y el Fondo Ambiental Voluntario.

La Cumbre de la Tierra en 1992, que por sus singular mo-
tivo reunió a 166 países, la Conferencia Internacional sobre
el Medio Ambiente y Desarrollo, también conocida como
Cumbre de Río, en la que se produjeron nuevos pilares pa-
ra responder a los mismos problemas aunque con más pre-
cisión: La declaración de Río sobre el Medio Ambiente y
Desarrollo que contiene 27 principios; La Agenda 21, que
es el plan de acción para el desarrollo sustentable en el si-
glo XXI; una declaración no vinculante que contiene prin-
cipios sobre la administración de la conservación y el des-
arrollo sustentable de todos los tipos de bosque; los
arreglos institucionales en la forma de la Comisión de Des-
arrollo Sustentable y un mecanismo financiero para la ins-
trumentación de la Agenda 21.

En esta cumbre se firmaron dos grandes instrumentos in-
ternacionales: La Convención de Cambio Climático y la
Convención sobre Biodiversidad. Más adelante la Conven-
ción sobre Desertificación y en el 2000 el Protocolo de Car-
tagena sobre la Seguridad de la Biotecnología. 

En el ámbito regional ha sido un gran logro haber creado la
Comisión de Cooperación Ambiental de América del Nor-
te prevista por el Acuerdo de Cooperación Ambiental de
América del Norte, y que es un organismo internacional
que le da reconocimiento al individuo para la defensa del
medio ambiente, como sujeto del derecho internacional,
condición solo reconocida por algunos tratados de derechos
humanos.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, con las facultades que le
confieren los artículos 39, 40 y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General y los artículos 58 y 60 y de-
más relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General somete a la consideración de los inte-
grantes de esta honorable asamblea el presente dictamen
con:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 15 DE LA LEY GENERAL DEL EQUILI-
BRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AM-
BIENTE

Artículo Único.- Se reforman el párrafo primero; la frac-
ción XX, y se adiciona la fracción XXI al artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 15.- Para la formulación y conducción de la polí-
tica ambiental y la expedición de normas oficiales mexica-
nas y demás instrumentos previstos en esta Ley, en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y
protección al ambiente, el Ejecutivo Federal observará los
siguientes principios y valores:

I. a XIX. �.

XX.- La educación es un medio para valorar la vida a tra-
vés de la prevención del deterioro ambiental, preservación,
restauración y el aprovechamiento sostenible de los ecosis-
temas y con ello evitar los desequilibrios ecológicos y da-
ños ambientales. Su impartición debe ser prioridad en
los programas de gobierno, para asegurar el equilibrio
ecológico y protección al ambiente, y
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XXI.- La investigación científica debe ser prioritaria co-
mo medio para resarcir los daños a nuestro ecosistema,
debiéndose motivar su estudio en centros universitarios.

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos (rúbrica), Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rú-
brica), María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez,
Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián
Nazar Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica),
Roberto Antonio Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel
Amezcua Alejo (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Adrián Chá-
vez Ruiz (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo, Maximino Alejandro Fer-
nández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Val-
dés, María del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas
Sánchez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el inciso d)
de la fracción II del artículo 47 Bis de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y
demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,

presenta a la consideración de esta honorable Asamblea, el
siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnado para su estudio y Dictamen el expediente que
contiene la Iniciativa que reforma el Artículo 47 bis de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, suscrita por los diputados Adrián Chávez Ruiz y
Jacqueline Argüelles Guzmán, de los Grupos Parlamenta-
rios de los Partidos de la Revolución Democrática y Verde
Ecologista de México, respectivamente; de fecha 20 de oc-
tubre de 2005.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes:

Consideraciones

Como se desprende de la exposición de motivos de la ini-
ciativa que nos ocupa a raíz de la aplicación de un modelo
económico que privilegia la mayor ganancia al menor es-
fuerzo y con la menor responsabilidad, la civilización se ha
alejado progresivamente del equilibrio que reinaba origi-
nalmente en los ecosistemas que el hombre habitaba. El
costo ha sido muy alto, ya que en estos momentos esta en
juego incluso la supervivencia de la especie misma. Como
un mecanismo de contención, insuficiente quizás, mientras
no se modifiquen las causas de la destrucción de nuestro
entorno, se han establecido herramientas de conservación
que han permitido reconstituir paulatinamente áreas y acti-
vidades que anteriormente se encontraban en franco des-
equilibrio. Así, hoy la implementación de áreas protegidas
es una de las medidas tendientes a aminorar la acelerada
destrucción de nuestro entorno, permitiendo un aprovecha-
miento sustentable de los recursos de los ecosistemas que
se intentan proteger. 

Las Áreas Naturales Protegidas (ANPs), son consideradas
el instrumento de política ambiental con mayor definición
jurídica para la conservación de la biodiversidad. Éstas son
definidas, por la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas (Conanp), como �porciones terrestres o acuáti-
cas del territorio nacional representativas de los diversos
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ecosistemas, en donde el ambiente original no ha sido esen-
cialmente alterado y que producen beneficios ecológicos
cada vez más reconocidos y valorados�. Se crean mediante
un decreto presidencial y las actividades que pueden lle-
varse a cabo en ellas se establecen de acuerdo con la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente (LGEEPA). Están sujetas a regímenes especiales de
protección, conservación, restauración y desarrollo, según
categorías establecidas en la ley. 

Es necesario, reconocer que en nuestro país, la creación de
dichas zonas no ha ido a la par de la generación de proyec-
tos de desarrollo sustentables y de los recursos económicos
y humanos necesarios para su adecuado funcionamiento,
llevando al surgimiento de conflictos entre los objetivos de
conservación de los recursos naturales y los de desarrollo
de las poblaciones que habitan en o en torno a ellas. La im-
portancia de la conservación ambiental, que en muchas
ocasiones ha implicado la exclusión de la gente, ahora, en
el marco de la sustentabilidad, debe dar paso a un énfasis
más amplio en la participación social en el uso sustentable
de los recursos naturales. 

Las ANPs de México tienen entre sus objetivos �asegurar el
aprovechamiento sustentable de los ecosistemas y sus ele-
mentos�. En este mandato obliga a las ANPs que incluyen
porciones marinas a asegurar el aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos pesqueros en las áreas a su cargo. Esta
situación encierra una paradoja, ya que mientras que la
aplicación efectiva de LGEEPA obliga a los administrado-
res de la ANP?s a abordar la problemática pesquera, la es-
tructura y práctica de la administración pesquera no les re-
conoce medios para su participación en este tema. 

Específicamente en las ANPs del noroeste de México que
incluyen porciones marinas, como la Reserva de la Biosfe-
ra �Alto Golfo de California� y �Delta del Río Colorado�,
en Baja California, y la Reserva de la Biosfera �El Vizcaí-
no�, el Parque Nacional �Bahía de Loreto� y el Parque Na-
cional �Cabo Pulmo�, en Baja California Sur, la actividad
pesquera suele tener una importancia preponderante, sien-
do fuente de empleo para un segmento significativo de la
población local. Por lo general, los principales conflictos
sociales, presiones sobre los recursos naturales, impactos
ambientales en islas y franjas costeras, y gran parte de la vi-
da económica de estas áreas están en relación con la activi-
dad pesquera, por lo que su atención ha resultado un com-
promiso ineludible para el personal encargado de cada
ANP. 

Existen fuertes problemas en las Áreas Naturales Protegi-
das donde habitan los pescadores, fundamentalmente por la
falta de consenso con estos actores en la definición de los
planes de manejo de las mismas o porque se percibe su es-
tablecimiento como una imposición del Gobierno Federal.
Alguna de la causa de estos problemas, se deben a una ma-
la coordinación e interpretación de las leyes vigentes rela-
cionadas al tema pesca y esta falta de coordinación repre-
senta una de las principales amenazas para la conservación
y uso sustentable de los recursos pesqueros en las áreas que
debieran ser modelos de manejo. 

Actualmente el Poder Ejecutivo Federal es el encargado de
administrar las pesquerías de México a través de la Comi-
sión Nacional de Pesca y Acuacultura (Conapesca), adscri-
ta a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Peca y Alimentación (Sagarpa). La Conapesca es la
encargada de fijar las políticas institucionales que debe se-
guir la administración pesquera a nivel nacional, teniendo
como asesoría técnica y científica al Instituto Nacional de
la Pesca (INP), para determinar a través de su Comité de
Normalización las normas administrativas y las normas ofi-
ciales mexicanas en materia pesquera. De igual forma, la
Conapesca tiene entre sus atribuciones el realizar activida-
des de inspección y vigilancia, así como otorgar las conce-
siones y permisos de aprovechamiento. 

Por su parte, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (Semarnat), a través de la Profepa tiene la res-
ponsabilidad de vigilar el cumplimiento de las condiciones
de los permisos para la pesca de especies que se encuentren
incluidas en la lista de especies en riesgo. Las atribuciones
de la Semarnat en materia de administración y conserva-
ción de los recursos pesqueros están definidas en los artí-
culos 32 Bis, fracciones II, V, VI y VII de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal. En este mismo orde-
namiento, en el artículo 35 se obliga a la Sagarpa a coordi-
narse con las dependencias competentes para la promoción
y fomento de la producción pesquera en todos sus aspectos. 

Adicionalmente la LGEEPA establece que: 

a) la realización de actividades pesqueras que puedan
poner en peligro la preservación de una o más especies
o causar daños al ecosistema requerirán previamente au-
torización en materia de impacto ambiental; 

b) la exploración, explotación, aprovechamiento y admi-
nistración de los recursos acuáticos vivos y no vivos, se
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sujetará a lo que establezca esta ley, incluyendo la Ley
de Pesca, las NOMs y demás disposiciones aplicables; 

c) se deberá solicitar a los interesados la realización de
un estudio de impacto ambiental previo al otorgamiento
de concesiones, permisos y, en general, autorizaciones
para la realización de actividades pesqueras, cuando el
aprovechamiento de especies ponga en peligro su pre-
servación o pueda causar desequilibrio ecológico;

Por otra parte, el reglamento de la LGEEPA en materia de
ANPs indica que se requiere de autorización por parte de
SEMARNAT para realizar obras y actividades de aprove-
chamiento pesquero dentro de ANPs. 

De acuerdo a la clasificación que la propia LGEEPA hace
sobre áreas naturales protegidas, existen áreas en donde el
aprovechamiento de los recursos es permitido, al igual que
las actividades que en las comunidades se desarrollan. Tal
es el caso, que el artículo 47 Bis de la misma, establece las
actividades que son permitidas en las zonas y subzonas de
las ANPs. Sin embargo, en la fracción segunda inciso d) so-
bre las zonas de aprovechamiento sustentable de los eco-
sistemas, se ha excluido de entre los temas de aprovecha-
miento, a la actividad pesquera. 

En dicha fracción se enlistan únicamente dos actividades:
agrícolas y pecuarias de baja intensidad. Si bien hablamos
de un aprovechamiento de los ecosistemas, debemos tam-
bién entonces considerar a los ecosistemas acuáticos y ma-
rinos, por lo tanto se deberían enlistar también la pesca y la
acuacultura. 

Es por las razones expuestas por las cuales la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO: POR EL QUE SE RE-
FORMA EL INCISO D DE LA FRACCIÓN II DEL
ARTÍCULO 47 BIS DE LA LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE.

Artículo único: Por el que se reforma el inciso d), de la
fracción II, del artículo 47 Bis de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar
como sigue: 

Artículo 47 Bis. ... 

I.- ... 

II ... 

a)- a -c) ...... 

d) De aprovechamiento sustentable de los ecosistemas:
aquellas superficies con usos agrícolas, pesqueros, acu-
ícolas y pecuarios, actuales.

En dichas subzonas se podrán realizar actividades agríco-
las, pesqueras, acuícolas y pecuarias de baja intensidad,
que se lleven a cabo en predios que cuenten con aptitud pa-
ra este fin, y en aquellos en que dichas actividades se reali-
cen de manera cotidiana, y actividades de agroforestería y
silvopastoriles, siempre y cuando sean compatibles con las
acciones de conservación del área, y que contribuyan al
control de la erosión y evitar la degradación de los suelos. 

La ejecución de las prácticas agrícolas, pecuarias, agrofo-
restales y silvopastoriles que no estén siendo realizadas en
forma sustentable, deberán orientarse hacia la sustentabili-
dad y a la disminución del uso de agroquímicos e insumos
externos para su realización. 

Las prácticas de aprovechamiento pesquero y acuícola
deberán de fundamentar su actividad en la sustentabili-
dad y preservación de los recursos, guardando un equi-
librio con el medio ambiente, no introduciendo especies
exóticas no nativas e invasoras que degraden el equili-
brio ecosistémico, evitando el vertimiento de los des-
echos resultantes del proceso de aprovechamiento del
recurso y fomentando y promoviendo el uso de artes de
pesca altamente selectivas y no depredatorias.

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
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Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE CONSERVACION, 
RESTAURACION Y APROVECHAMIENTO 

SUSTENTABLE DE HUMEDALES Y DEL 
ECOSISTEMA MANGLAR - LEY GENERAL DE 

DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley General de Conservación, Restauración y Aprovecha-
miento Sustentable de Humedales y del Ecosistema Man-
glar, y se reforma y adiciona la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de
la LIX Legislatura le fue turnada para su estudio, análisis y
dictamen la Iniciativa Proyecto de Decreto por el que se ex-
pide la Ley General de Conservación, Restauración y Apro-
vechamiento Sustentable de Humedales, presentada por la
Diputada Nancy Cárdenas Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática.

En el mismo sentido, a las  Comisiones Unidas  de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y de Agricultura y Gana-
dería de esta LIX Legislatura, les fue turnada para su estu-
dio y dictamen, la iniciativa que crea la Ley de Protección
y Conservación del Ecosistema Manglar, y reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Desarro-
llo Forestal Sustentable, presentada por el Diputado Omar
Ortega Álvarez del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Estas Comisiones con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 70 párrafo primero, 72 y 73, fracción XXX de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
y 45 numeral 6, incisos e), f) y g), y numeral 7, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como por los artículos 55, 56, 60, 65, 87, 88,
93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y habien-
do analizado el contenido las iniciativa de referencia y des-
pués de concluir que ambas tenían como fin la protección a
estos ecosistemas y que de ninguna manera se contraponen
si no que en el mejor de los sentidos se complementan otor-
gando de esta forma no solo una coherencia técnica, tam-
bién implica un orden legislativo, ya que si se adopta la ten-
dencia de crear leyes tan específicas como lo proponen
ambas, entonces sería necesario crear tantas leyes como
ecosistemas existen en el país. 

Al respecto el Instituto Nacional de Ecología opina que,
�resultaría del todo inconveniente e inoperante, dado que la
regulación de cualquier actividad implicaría el cumpli-
miento de distintas regulaciones, las cuales seguramente
terminaría por entorpecer la acción de la justicia ambiental,
al crearse incertidumbre respecto del ámbito de aplicación
de las diversas normas�, por lo que dicho Instituto propone
la conjunción de ambas propuestas en una sola Ley que da
origen al presente dictamen.

Por lo anterior estas Comisiones dictaminadoras,  somete-
mos a la consideración de esta honorable Asamblea el pre-
sente dictamen, basado en los siguientes:

ANTECEDENTES

1. Con fecha 14 de abril de 2005, a la Comisión de Medio
Ambiente y Recurso Naturales le fue turnado para su estu-
dio y dictamen el expediente que contiene la Iniciativa Pro-
yecto de Decreto que expide la Ley de Conservación, Res-
tauración y Aprovechamiento Sustentable de Humedales,
presentada por la Diputada Federal Nancy Cárdenas Sán-
chez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, haciendo uso de la facultad que
le confiere el artículo 71, fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicano, y que presentó ante
el pleno de la Cámara de Diputados de este H. Congreso de
la Unión.

2. Con fecha 4 de mayo del 2005, a las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Agricultu-
ra y Ganadería fue turnado para su estudio y dictamen el
expediente que contiene la Iniciativa Proyecto de Decre-
to que expide la Ley de Protección y Conservación del
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Ecosistema Manglar, y se reforma y adiciona la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable, presentada por el di-
putado Omar Ortega Álvarez, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. ,
haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicano, y que presentó ante el pleno de la Cámara
de Diputados de este H. Congreso de la Unión, haciendose
llegar copia del oficio dirigido a la Mesa Directiva por par-
te de la Comisión de Agricultura y Ganadería por medio del
cual declinan el turno para ser la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales la competente para dictaminar
el asunto que nos ocupa.

3. En las iniciativas se hace mención a los antecedentes le-
gislativos, en los que se encuentran diversas disposiciones
que en cierta forma protegen a los ecosistemas de humeda-
les, en especial el ecosistema de manglar pero que no son
del todo completas, y dejan fuera aspectos importantes so-
bre el tema.

4. A pesar de estos esfuerzos legislativos, hay que recono-
cer, tal como se señala en la fundamentación de la iniciati-
va en estudio, que el tema de la protección de estos ecosis-
temas no esta debidamente integrado en la legislación
vigente y que la demanda nacional e internacional por brin-
dar a este ecosistema la protección jurídica necesaria cada
vez es más evidente.

5. La iniciativa Proyecto de Decreto que expide la Ley de
Protección y Conservación del Ecosistema Manglar men-
ciona en el proemio que para lograr su objeto requiere la
modificación de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable con el mismo fin de otorgarle  protección y con-
servación al ecosistema manglar.

6. Por las razones apuntadas en los numerales anteriores, la
aprobación de ordenamientos jurídicos que tutelen la pro-
tección y conservación del medio ambiente es menester del
poder legislativo y más aún que como en el caso que nos
ocupa existen dos propuestas de legisladores en el mismo
sentido, lo que refuerza la necesidad de contar con este or-
denamiento jurídico.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles como las propuestas multicitadas, las Comisiones de
Medio Ambiente y Recurso Naturales y de Agricultura y
Ganadería se abocaron al estudio para cumplir con el man-
dato del Pleno de esta Cámara de Diputados.

En el presente trabajo de dictaminación, se recibieron de
los sectores involucrados en el tema, una serie de comenta-
rios y recomendaciones, mismos que fueron retomados e
incorporados en el mismo.

Por lo que dentro de las modificaciones realizadas con el
fin de dar congruencia jurídica y legislativa y lograr así una
sola iniciativa y dictamen que conjuntara el ánimo de los
legisladores de cada una de las presentadas, se realizaron
las siguientes modificaciones:

I. En sentido amplio las modificaciones realizadas al arti-
culado de ambas iniciativas fueron en relación a la redac-
ción, sin modificar de fondo el propósito del articulado ori-
ginal, lo anterior con el fin de presentar al Pleno de la
honorable Cámara de Diputados para su aprobación, un
dictamen sustentado en la práctica legislativa y en la con-
gruencia jurídica. 

II. En el mismo sentido se fortaleció lo relacionado con la
participación y coordinación con las entidades federativas y
a través de éstas con los municipios, respetando el marco
federalista y la soberanía de los órdenes de gobierno.

III. Cuidando en todo momento el principio de autoridad
responsable, éste se transparentaría con la aprobación del
presente dictamen, en especial en el caso de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Con el fin de hacer del Conocimiento del Pleno de ésta H.
Cámara de Diputados de las bondades de las iniciativas
presentadas, estas Comisiones ponen a consideración de la
misma el siguiente capitulo que describe de manera sucin-
ta el:

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

El proyecto de decreto en análisis que se pone a considera-
ción de este pleno consta de diez títulos, treinta capítulos,
149 artículos y 6 artículos transitorios.

Esta Ley de Humedales otorga, especial atención a los
manglares y precisa como objetivos definir y difundir a la
sociedad un concepto  de humedal, con enfoque integral, a
partir del cual quedan definidos los valores intrínsecos de
estos ecosistemas y su importancia ara el mantenimiento de
las poblaciones humanas, para que a partir de su valoración
sea posible:
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I. Crear una política nacional para la conservación, restau-
ración y aprovechamiento sustentable de humedales con
conceptos precisos y clara distribución de responsabilida-
des y competencias entre los tres órdenes de gobierno, con
el componente adicional de la participación social.

II. La conservación de estos ecosistemas, a través de un es-
quema de participación comunitaria y del Estado, con la in-
clusión integral de los sectores involucrados.

III. Definir las líneas generales de política para las activi-
dades de conservación, restauración, remediación y apro-
vechamiento de los humedales del país, con especial aten-
ción a los ecosistemas de manglar, así como los
procedimientos para realizar obras y actividades en éstos.
Todo ello, involucrando a los diversos actores de la socie-
dad, los tres órdenes de gobierno, los sectores académicos,
organizaciones sociales y a los sectores que aprovechan los
recursos naturales de los humedales del país.

IV. Generar a través de los programas de conservación par-
ticipativos el conocimiento de capacidades de uso de hu-
medales en el país, las alternativas para su aprovechamien-
to sustentable. Adicional a esto se promueve el fomento de
diversos instrumentos de política para la conservación y
aprovechamiento de humedales, como son la investigación,
capacitación, manejo de información del estado de los hu-
medales, entre otros.

V. Igualmente considera necesario definir que medidas de
control se requieren para en su caso determinar infraccio-
nes, sanciones y responsabilidades cuando los humedales
sufren daños por la acción de la ciudadanía.

De acuerdo con los antecedentes mencionados esta Comi-
siones Unidas que dictaminan hacen del conocimiento del
pleno las siguientes:

CONSIDERACIONES

1. La situación geográfica de México ha favorecido los
procesos que dan origen a la diversidad biológica en el
orbe. Es así que México esta considerado entre los doce
países que se denominan como Megadiversos, ya que
por una parte alberga cerca del 10 al 12 por ciento de las
especies conocidas por la ciencia y por otro lado, en el
territorio se encuentran distribuidos los cinco grupos de
ecosistemas representativos de América Latina.

2. Uno de los beneficios de contar con esta gran diversi-
dad de ecosistemas y promover su conservación son los
servicios y bienes ambientales que brindan a las pobla-
ciones humanas. 

3. En el caso de los humedales, que comprenden diver-
sos ambientes tanto naturales como ratifícales que se ca-
racterizan por estar temporal o permanentemente inun-
dados por aguas dulces, estuarinas (salobres) o salinas e
incluyen las regiones marinas que no excedan los 6 me-
tros de profundidad con respecto al nivel medio de las
mareas bajas En ellos, quedan comprendidos los ecosis-
temas más productivos de la biosfera. Su elevada fertili-
dad mantiene una rica y compleja cadena alimentaría
que en algunos casos trasciende en una levada produc-
ción pesquera. Gran parte de la fertilidad de estos eco-
sistemas en sus áreas costeras exportada e incrementa la
riqueza pesquera de la zona marina adyacente.

4. Entre los humedales más importantes con mayor co-
bertura en México es el ecosistema de manglar, que tie-
ne una extensión de 660, 000 ha., superior a la de la ma-
yoría de los países tropicales. Esta constituido por
vegetación arbórea de la zona de mareas y presenta una
gran variedad de formas que van desde un bosque bien
desarrollado hasta matorrales dispersos en las marismas
o formando parte de asociaciones vegetales únicas, co-
mo los petenes. 

5. Es evidente que los manglares representan una fuente
de vida y continuidad en la supervivencia de innumera-
bles especies que habitan en dichos ecosistemas de hu-
medales costeros, en las zonas de manglar habitan di-
versas especies de aves, reptiles, mamíferos, insectos,
plantas epifitas, líquenes, hongos, son así mismo, zonas
de apareamiento y cría de gran cantidad de especies que
sirven como base de la alimentación humana, y repre-
sentan un refugio para formas de vida marina en etapa
larvaria, además de que protegen a las costas de la ero-
sión, y han proporcionado durante siglos multitud de re-
cursos a las poblaciones locales. 

6. Así en el caso de los humedales es claro observar los
beneficios tangibles en la dinámica de las poblaciones y
la sociedad en México, los cuales podemos clasificar en
tres tipos: 

a) Mantenimiento de procesos biogeomorfológicos,
lo que implica que al ser zonas naturales de descarga
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de los acuíferos, potencialmente son zonas de recar-
ga de las aguas subterráneas, que mantienen y mejo-
ran la calidad del agua, que presentan una alta po-
tencialidad para reducir los caudales y disminuir la
probabilidad de inundaciones, la retención de sedi-
mentos y nutrientes, la estabilización de las condi-
ciones microclimáticas y se consideran como siste-
mas reguladores del clima local. 

b) Preservación de la diversidad genética, toda vez
que su alta productividad permite el mantenimiento
de poblaciones de flora, fauna y microorganismos
que hacen de estos ambientes ideales para la repro-
ducción y descanso de especies migratorias (i.e. tal
como las aves), sirven como zonas de desove y cría
de peces, crustáceos y moluscos, permite el desarro-
llo de especies de plantas y animales especializadas
a las condiciones extremas de una zona inundable. 

c) Aprovechamiento de los recursos naturales, que
de estos ecosistemas han realizado todas las culturas
del mundo establecidas en los márgenes de las cos-
tas, ríos, lagos y lagunas. El uso de los recursos va
desde aprovechar la fauna con fines socioeconómi-
co, ya sea para la autoalimentación y el comercio,
hasta el aprovechamiento de recursos tradicionales
como el uso de los manglares (madera), elaboración
de utensilios y artesanías, usos para el recreo y el tu-
rismo, entre otros; lo cual la confiere un alto valor en
las economías regionales.

7. Es necesario señalar que se estima que el área total de
manglares a nivel mundial es de aproximadamente 16
millones 530,000 ha, de los cuales, los manglares de
América Latina y el Caribe constituyen 5 millones
831,000 ha, o sea 35,3 por ciento del área total. De
acuerdo con estos datos, las mayores extensiones de es-
tos bosques se localizan en Brasil con 2.500.000 ha de
su superficie y México con 660.000 ha.

8. La revisión de trabajos recientes sobre valuación eco-
nómica de los bienes y servicios ambientales que prove-
en los manglares y el efecto de la deforestación, la acua-
cultura y otras actividades económicas, nos muestran
claramente que la decisión global de haber perdido mas
de 50 por ciento del capital natural de los ecosistemas de
manglar fue tomada sin considerar el valor de sus servi-
cios ambientales.

9. A pesar de mantener todavía importantes recursos fo-
restales y marinos, una gran variedad de suelos y una al-
ta diversidad de especies y ecosistemas, el modelo de
desarrollo y las políticas públicas en los últimos años,
han incrementado, más que frenado el deterioro de los
recursos. 

10. En este sentido, los esfuerzos por conservar y prote-
ger el ambiente se han enfocado a la priorización de las
zonas de alta diversidad, a través de la figura de las áre-
as naturales protegidas, que se adecuan al manejo parti-
cular de cada una de ellas. Esta estrategia ha funcionado
de forma más o menos regular en los últimos años. Sin
embargo, estas figuras (las que están operando de forma
efectiva) solo cubren un porcentaje de las regiones prio-
ritarias para la conservación definidas por Conabio,
mientras que otros ecosistemas de importancia quedan
vulnerables. 

11. Uno de los ecosistemas que han recibido con gran in-
tensidad los impactos del desarrollo no planeado en Mé-
xico son los humedales. Los impactos en los ecosiste-
mas acuáticos en especial los humedales se pueden
clasificar de acuerdo a los procesos que modifican las
propiedades naturales de los humedales en nuestro país
de la siguiente forma: 

El cambio de uso de suelo es un problema intenso en el
país, donde no solo se afecta a las zonas de humedal si-
no a todos los biomas del territorio. Así las tasas de cam-
bio de uso de suelo en México señalan estimaciones de
más de 600,000 ha por año de perdidas de cubierta de
vegetación forestal, básicamente por avance de la fron-
tera agropecuaria.

En el caso de las tasa de cambio de uso de suelo para los
humedales se han realizado estudios especializados para
los tipo de vegetación que los constituyen, así existen
trabajos que reportan tasa de cambio en manglares, otros
tipos de vegetación hidrófila, lagunas costeras y arreci-
fes de coral. 

12. Las cifras en torno al ecosistema de manglar, son
alarmantes, ya que  hasta ahora, más del 50 por ciento de
los manglares del mundo han desaparecido y como dato
es de señalarse que históricamente se consideraba que el
75 por ciento de la línea de costa de los trópicos estaba
cubierta por manglar; de ese total, hoy sólo queda 25 por
ciento.
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13. En nuestro país, la cobertura original del manglar ha
disminuido considerablemente, para 1994 se estimó que
se había perdido 65 por ciento de este ecosistema; si-
tuándose entre los primeros sitios de América Latina en
perdida de manglares. En ese mismo año, el Inventario
Nacional Forestal determinó que quedaban 721 mil hec-
táreas de manglar en todo el país, en 1999, la norma de
emergencia sobre protección de manglar NOM-EM-
001-1999 estableció que el manglar ocupa 660 mil hec-
táreas del territorio nacional. Los cambios de uso de sue-
lo en estos casos se observan con tendencias a la
ampliación de la frontera agrícola-ganadera, la destruc-
ción ocasionada por el desarrollo de centros turísticos y
la construcción de granjas camaronícolas.

14. Por otro lado los estudios sobre la tasa de cambio en
los tipos de vegetación hidrófila (sin considerar a los
manglares), registran tasas de cambio de -0.59, lo cual
parecer no ser una tasa elevada al compararlo con otros
tipos de vegetación. Sin embargo, de acuerdo con el es-
tudio ejecutado por el Instituto de Geografía, UNAM, fi-
nanciado por el Instituto Nacional de Ecología, se predi-
ce que con esta tasa y considerando que la superficie no
es tan amplia se ha perdido cerca del 26 por ciento de es-
te tipo de vegetación desde 1973, y de esta forma se
plantean tres escenarios de pérdidas donde el mas reser-
vado calcula que en el año 2030 ya no existiría este uso
en México. 

15. Sin embargo la tala irracional de vegetación como
árboles y arbustos, ya sea con el fin de extraer ilegal-
mente la madera, o de destruir humedales para reempla-
zarlo con alguna construcción turística o industrial o de
utilizar esas tierras para agricultura o ganadería puede
tener graves consecuencias, en el caso de humedales
costeros tanto sobre el entorno marino, por las pesquerí-
as dependientes del manglar, como sobre el terrestre,
porque ya no hay freno a la erosión o inundación por el
mar. 

16. Ecosistemas de humedales costeros, como los man-
glares proveen protección contra inundaciones, huraca-
nes y efecto del oleaje; control de la erosión de la línea
de costa y cuencas; soporte biofísico a otros ecosistemas
costeros; son proveedores de áreas de crianza, repro-
ducción y alimentación de especies de importancia co-
mercial; brindan mantenimiento de la biodiversidad;
funcionan como trampas y almacenamiento de mate-
rial orgánico, nutrientes y contaminantes; ayudan a la

exportación de material orgánico; son pilar de la resis-
tencia de sistemas costeros adyacentes; sirven como pro-
ductores de oxígeno y sumideros o almacenes del bióxi-
do de carbono; se erigen como una trampa de agua dulce
y recarga de mantos freáticos; ayudan a la formación de
suelos mantenimiento de fertilizantes y regulación de
clima local y global; son hábitat temporal o total de es-
pecies de importancia comercial para la pesca; ayudan al
mantenimiento de la calidad de agua, son fuente de ins-
piración artística y sobre todo fuente de información
científica.

17. Otro factor que afecta enormemente a los humedales
se refiere a la contaminación de los cuerpos de agua. A
partir de los estudios de la OMS donde se estima que
una quinta parte de la población mundial no cuenta con
agua de calidad, es posible inferir la situación en la que
se encuentra México. 

18. En el año 2000 se extrajeron cerca de 75 km3 de
agua, lo que representa el 15% del agua disponible. Es-
ta agua es utilizada principalmente por el sector agríco-
la y pecuario, de donde se deriva la principal fuente de
aguas residuales. 

19. En los países en desarrollo solo se tratan cerca del 10
por ciento del agua utilizada, lo que significa que el res-
to de agua es vertida a los cuerpos de agua sin trata-
miento contaminándolos de forma severa. 

20. Así en México se han tomado medidas para monito-
rear la calidad el agua, resultando en un índice de cali-
dad del agua, el cual ha arrojado información importan-
te en este rubro. De tal suerte que los cuerpos de agua
superficial registran altos niveles de bacterias conifor-
mes, tanto en ríos, lagos y lagunas. De los análisis re-
portados sólo el 6 por ciento de los cuerpos de agua tie-
nen una calidad excelente, el 20 por ciento calidades
aceptables, y el resto (51 por ciento) mantiene cierto gra-
do de contaminación que va desde ligero a severo. 

21. Por otro lado la presión de las poblaciones humanas
han afectado dos recursos básicos de la biosfera, los sue-
los como uno de los recursos mas explotados, su mal
manejo ha favorecido la perdida de fertilidad y produc-
tividad de las actividades económicas relacionada y por
otro lado esta el agua, la cual es vital para la vida y de
ellos se obtienen recursos relacionados, tal como los re-
cursos pesqueros. 
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22. En este sentido uno de los pilares de la actividad pes-
quera en México es la producción de camarón, esta acti-
vidad ha tenido un desarrollo histórico afortunado en
términos económicos, ya que genera cerca del 43 por
ciento del valor total de la producción pesquera nacio-
nal. 

23. Los camarones se caracterizan por desarrollar su ci-
clo de vida en mar abierto y las lagunas costeras. A par-
tir de estas características existe una tendencia actual al
desarrollo de granjas semi-intensivas en las que se re-
gistran densidades de 80,000 a 180,000 postlarvas por
hectárea e intensivas donde la post-larva de camarón es
concentrada en los estanques a una densidad de 350,000
a 600,000 post-larvas por hectárea. El camarón cultiva-
do, especialmente en estos sistemas es altamente vulne-
rable a infecciones parasitarias, virus y bacterias que tie-
nen el potencial de propagarse a la población nativa o
infectar a otras poblaciones de invertebrados y generar
problemas económicos y ecológicos. 

24. La preservación de ecosistemas costeros, como los
manglares tienen un papel fundamental para los seres
humanos, ya que aseguran la sustentabilidad de la pesca
regional y constituyen zonas de desove y crianza de es-
pecies de importancia comercial por lo que se estima
que dos terceras partes de las poblaciones de peces en el
mundo y entre 80 y 90 por ciento de las pesquerías del
Golfo de México dependen del manglar en uno o más de
sus ciclos de vida. 

25. Las labores de gestión del gobierno mexicano para
administrar y regular el aprovechamiento de los recursos
naturales han tendido un desarrollo más o menos lento,
lo que ha implicado no cubrir por completo las necesi-
dades de protección y conservación más que en tiempos
recientes. 

26. Es de recordar que el ánimo de los legisladores para
la realización y presentación de la iniciativas en dicta-
men, se remonta a la omisa atención que dan las autori-
dades al problema de la devastación de los manglares o
también denominados humedales costeros en zona de
manglar, y que lejos de preservar y poner en marcha lo
establecido en la original Norma Oficial Mexicana
NOM 022, que establecía la preservación, conservación,
aprovechamiento sustentable y restauración de los hu-
medales costeros en zonas de manglar, la modifico con
la adición de un numeral 4.43 con lo cual y bajo un cri-

terio de �compensación� se permite la construcción de
obras en  humedales costeros en zona de manglar que
anteriormente no estaban permitidos, lo que deja a este
tipo de ecosistema al arbitrio de la decisión personal de
un servidor publico quien con base  a un informe pre-
ventivo o de manifestación de impacto ambiental, auto-
riza proyectos que implican su deforestación.

27. La protección jurídica de los ecosistemas de hume-
dales, en especial del manglar, que se pretende con la
aprobación del presente dictamen, ayudaría a resolver
las deficiencias y lagunas jurídicas existentes en el trata-
miento de este ecosistema.

28. El marco jurídico básico que protege el medio am-
biente esta constituido por cerca de 15 instrumentos nor-
mativos y regulatorios. De estos instrumentos solo una
porción pequeña incide en la protección, conservación y
aprovechamiento de los humedales. 

29. En este sentido se considera que la legislación en
materia de humedales es insuficiente para asegura la
protección, conservación y aprovechamiento sustentable
de sus recursos, toda vez que la problemática y la reali-
dad que impera en estos ecosistemas es mayor que las
medidas que se han tomado hasta la fecha. 

30. No existe evidencia histórica de la promoción de
leyes que pretendan proteger ecosistemas específicos.
De tal forma que durante el sexenio pasado se llevaron
a cabo un gran número de iniciativas de ley para la
protección del ambiente y hubo una producción de
normas oficiales que permitieron empatar los intereses
de desarrollo con la conservación. Sin embargo, el tra-
bajo desarrollado no ha sido suficiente, pues las tasas
de pérdida de cobertura vegetal siguen tendencias ace-
leradas y los esquemas sectoriales son rebasados por la
realidad. 

31. En este sentido, la aprobación de una �Ley General
para la Conservación, Restauración y Aprovechamientos
Sustentable de los Humedales, en especial del Ecosiste-
ma de Manglar,�. tendrá entre sus principales objetivos
el definir y difundir a la sociedad un concepto de hume-
dal, con un enfoque integral, a partir del cual queden de-
finidos los valores intrínsecos de estos ecosistemas y su
importancia para el mantenimiento de las poblaciones
humanas, para que a partir de su valoración sea posible:
I) crear una política nacional para la conservación y uso
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de los humedales, II) la conservación de estos ecosiste-
mas, a través de un esquema de participación comunita-
ria y del Estado, con la inclusión integral de los sectores
involucrados, III) definir las líneas generales para la res-
tauración ecológica de los humedales del país, involu-
crando a los sectores académicos, organizaciones socia-
les y a los sectores que aprovechan sus recursos, IV)
establecer los esquemas de protección y la definición
clara de las atribuciones de las instituciones del Estado
para cumplir con la tarea de proteger y resguardar los re-
cursos naturales del país y V) generar a través del cono-
cimiento de las capacidades de uso de cada humedal en
el territorio nacional, las alternativas sustentables para
su aprovechamiento y manejo de estos ecosistemas. 

Una vez expuestas las consideraciones anteriores, estima-
mos conveniente señalar, las siguientes:

CONCLUSIONES

PRIMERA: Los miembros de estas Comisiones conside-
ramos que las reformas propuestas contribuyen, sin lugar a
dudas, al fortalecimiento del derecho ambiental mexicano. 

SEGUNDA: Es por las razones expuestas por las cuales és-
tas Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recurso Na-
turales y de Agricultura y Ganadería, consideran que es de
aprobarse el presente Dictamen que tiene como fundamen-
to y origen las Iniciativas propuestas reúnen los requisitos
de forma y fondo, por lo que someten a la consideración del
Pleno de ésta H. Cámara de Diputados.

TERCERA: Por lo antes expuesto y fundado, nos permiti-
mos someter a la consideración de ésta H. Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, el siguiente Proyecto de
Decreto, por el que se el que se expide la LEY GENERAL
DE CONSERVACION, RESTAURACIÓN Y APRO-
VECHAMIENTO SUSTENTABLE DE HUMEDALES
Y DEL ECOSISTEMA MANGLAR, Y SE REFORMA
Y ADICIONA LA LEY GENERAL DE DESARRO-
LLO FORESTAL SUSTENTABLE.

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley General de
Conservación, Restauración y Aprovechamiento Sustenta-
ble de Humedales y del Ecosistema Manglar, y se Reforma
y Adiciona la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble, para quedar como sigue: 

LEY GENERAL DE CONSERVACION, 
RESTAURACIÓN Y APROVECHAMIENTO 
SUSTENTABLE DE HUMEDALES Y DEL 

ECOSISTEMA MANGLAR, Y SE REFORMA Y 
ADICIONA LA LEY GENERAL DE 

DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único
De las Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los artícu-
los 4° párrafo cuarto, 27 párrafos tercero y quinto y 73 frac-
ción XXIX-G de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de orden e inte-
rés público y de observancia general en todo el territorio
nacional y tiene por objeto establecer las bases para: 

I. Conservar, restaurar y aprovechar de manera sustentable
los ecosistemas acuáticos denominados humedales, sus zo-
nas de transición y amortiguamiento y la biodiversidad que
en ellos se desarrolla, en especial de comunidades de vege-
tación hidrófila como el manglar, características de los hu-
medales costeros.

II. Aplicar la Convención Relativa a los Humedales de Im-
portancia Internacional Especialmente como Hábitat de
Aves Acuáticas.

III. Promover la creación de un sistema de información so-
bre estos ecosistemas en México para favorecer su conser-
vación y aprovechamiento. 

IV: Evitar el deterioro, pérdida, contaminación o cualquier
factor de degradación de los humedales, que afecte los ser-
vicios ambientales que brindan a las poblaciones humanas
y los procesos de ecológicos y evolutivos que mantienen su
biodiversidad. 

V. Fomentar la conservación de los humedales, así como de
la flora y fauna asociada a ellos, definiendo los criterios ge-
nerales para la restauración ecológica de los ecosistemas
perturbados. 

VI. Definir los esquemas de concurrencia entre la Federa-
ción, las Entidades Federativas, el Distrito Federal y los
municipios para la conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los humedales. 

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados260



VII. Ordenar el aprovechamiento sustentable de los hume-
dales y recursos asociados, de acuerdo a los criterios del
desarrollo sustentable, que contribuyan a mantener la di-
versidad y productividad de los ecosistemas, resultando en
el mejoramiento del bienestar social. 

VIII. Definir las bases para la participación social en las ta-
reas de conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de los humedales.

Artículo 2. El Estado tiene derecho soberano sobre los eco-
sistemas de humedal, su zona de transición y amortigua-
miento por ser un bien nacional de utilidad pública.

Como recurso forestal, las comunidades vegetales de los
humedales son patrimonio del Estado, por lo que no es sus-
ceptible de posesión o cualquier otro medio de apropiación
privada y sobre él no puede adquirirse el dominio ni ningún
otro derecho real, por prescripción de propiedad privada.
Los derechos constituidos sobre bienes de propiedad priva-
da y comunal deberán ejercitarse de conformidad con las li-
mitaciones y objetivos establecidos en la Constitución, en
otras leyes relacionadas y en esta Ley. 

El Estado determinará en coordinación con el sector públi-
co y privado, y con las comunidades indígenas, y comuni-
dades y organizaciones locales, las condiciones para la con-
servación y el uso sustentable de los ecosistemas de
humedal y sus servicios.

Artículo 3. En especial, se declara de utilidad pública los
ecosistemas de humedal costero con la comunidad vegetal
de manglar. 

El ecosistema donde se encuentra la comunidad vegetal de
manglar, denominado para el objeto de esta Ley, ecosiste-
ma de manglar, y que se localiza en el territorio nacional se
declara en riesgo y será objeto de protección especial.

Son también parte integrante constituyente del ecosistema
de manglar los componentes abióticos, así como la zona de
transición ó ecotono y la zona de amortiguamiento.

Se incluyen dentro del ecosistema de manglar sus áreas ta-
ladas, abandonadas, reforestadas y en proceso de regenera-
ción natural en la zona costera marítima.

Artículo 4. Las áreas de humedales declaradas como áreas
naturales protegidas, se sujetarán a las disposiciones esta-

blecidas en la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble, la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente y la Ley General de Vida Silvestre.

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Bajo Impacto: Cuando la obra o actividad que se preten-
da llevar a cabo no cause desequilibrio ecológico, ni reba-
se los límites y condiciones señalados en los reglamentos y
normas oficiales mexicanas ecológicas emitidas por la Fe-
deración para proteger al ambiente, antes de dar inicio a la
obra o actividad de que se trate. 

II. Biomo: Comunidad ecológica regional importante ca-
racterizada por formas de vida distintivas y especies vege-
tales (biomos terrestres) o animales (biomos marinos).

III. Comisión Intersecretarial: Comisión Intersecretarial
para el Desarrollo Rural Sustentable. 

IV. CNA: Comisión Nacional del Agua.

V. Comunidad: Cualquier grupo de organismos pertene-
cientes a varias especies distintas que concurren en el mis-
mo hábitat o área e interactúan mediante relaciones tróficas
y especiales; típicamente está caracterizado por la referen-
cia a una o más especies dominantes.

VI. CONAFOR: Comisión Nacional Forestal.

VII. CONANP: Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas.

VIII. Consejo: Consejo Nacional de Humedales.

IX. Consejos de Cuenca: Órganos colegiados de integra-
ción mixta, que serán instancia de coordinación y concerta-
ción, apoyo, consulta y asesoría, entre �la CNA�, incluyen-
do el Organismo de Cuenca que corresponda, y las
dependencias y entidades de las instancias federal, estatal o
municipal, y los representantes de los usuarios de agua y de
las organizaciones de la sociedad, de la respectiva cuenca
hidrológica o región hidrológica. 

X. Conservación: La protección, cuidado, manejo y mante-
nimiento de los ecosistemas, los hábitats, las especies y las
poblaciones de la vida silvestre, dentro o fuera de sus en-
tornos naturales, de manera que se salvaguarden las condi-
ciones naturales para su permanencia a largo plazo.
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XI. Cuenca Hidrológica: Es la unidad del territorio, nor-
malmente delimitada por un parte aguas o divisoria de las
aguas -aquella línea poligonal formada por los puntos de
mayor elevación en dicha unidad-, en donde ocurre el agua
en distintas formas, y ésta se almacena o fluye hasta un
punto de salida que puede ser el mar u otro cuerpo receptor
interior, a través de una red hidrográfica de cauces que con-
vergen en uno principal, o bien el territorio en donde las
aguas forman una unidad autónoma o diferenciada de otras,
aun sin que desemboquen en el mar. En dicho espacio deli-
mitado por una diversidad topográfica, coexisten los recur-
sos agua, suelo, flora, fauna, otros recursos naturales rela-
cionados con éstos y el medio ambiente. La cuenca
hidrológica conjuntamente con los acuíferos, constituye la
unidad de gestión de los recursos hídricos. La cuenca hi-
drológica está a su vez integrada por subcuencas y estas úl-
timas están integradas por microcuencas. 

XII. Ecosistema: La unidad funcional básica de interacción
de los organismos vivos entre sí y de éstos con el ambien-
te, en un espacio y tiempo determinados.

XIII. Ecosistema o Comunidad: en Riesgo: Aquellos in-
cluidos en alguna de las siguientes categorías:

a) Probablemente Extintos: Aquellos ecosistemas o comu-
nidades de México, que dentro del territorio nacional han
desaparecido;

b) En Peligro de Extinción: Aquellos ecosistemas o comu-
nidades cuyas áreas de distribución o tamaño de su superfi-
cie en el territorio nacional han disminuido drásticamente
poniendo en riesgo su viabilidad, debido a factores tales co-
mo la destrucción o modificación drástica de espacios de
vida o hábitats, aprovechamiento no sustentable, enferme-
dades o depredaciòn, entre otros;

c) Amenazados: Aquellos ecosistemas o comunidades, que
podrían llegar a encontrarse en peligro de desaparecer a cor-
to o mediano plazos, si siguen operando los factores que in-
ciden negativamente en su viabilidad, al ocasionar el dete-
rioro o modificación de espacios de vida o hábitats o
disminuir directamente el tamaño del ecosistema o comuni-
dades; y

d) Sujetos a Protección Especial: Aquellos ecosistemas o
comunidades, que podrían llegar a encontrarse amenazadas
por factores que inciden negativamente en su viabilidad,
por lo que se determina la necesidad de propiciar su recu-

peración y conservación o la recuperación y conservación
de ecosistemas de comunidades asociadas.

XIV. Hálofita o Vegetación Halófila: Plantas que represen-
tan adaptación fisiológica para tolerar concentraciones va-
riadas de sal en el agua y en el suelo.

XV. Hidrófila: Plantas cuyo ciclo de vida se desarrolla en el
medio acuático.

XVI. Humedales: Las zonas de transición entre los siste-
mas acuáticos y terrestres que constituyen áreas de inunda-
ción temporal o permanente, sujetas o no a la influencia de
mareas, como pantanos, ciénagas y marismas, cuyos lími-
tes los constituyen el tipo de vegetación hidrófila de pre-
sencia permanente o estacional; las áreas en donde el suelo
es predominante hídrico; y las áreas lacustres o de suelos
permanentemente húmedos por la descarga natural de acu-
íferos.

XVII. Humedales Costeros: Ecosistemas costeros de tran-
sición entre aguas continentales y marinas, cuya vegetación
se caracteriza por ser halófita e hidrófita, estacional o per-
manente, y que dependen de la circulación continua del
agua salobre y marina. Asimismo, se incluyen las regiones
marinas de no más de 6 m de profundidad en relación al ni-
vel medio de la marea más baja.

XVIII. Laguna Costera: Ecosistemas costeros de transición
entre aguas continentales y marinas, cuya vegetación se ca-
racteriza por ser halófita e hidrófita, estacional o perma-
nente, y que dependen de la circulación continua del agua
salobre y marina. Asimismo, se incluyen las regiones mari-
nas de no más de 6 m de profundidad en relación al nivel
medio de la marea más baja. 

XIX. Ley de Aguas: Ley de Aguas Nacionales. 

XX. Ley de Desarrollo: Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble. 

XXI. Ley Forestal: Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

XXII. Ley: Ley General de Conservación, Restauración y
Aprovechamiento Sustentable de Humedales y del Ecosis-
tema Manglar.

XXIII. Ley de Vida Silvestre: Ley General de Vida Silvestre.
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XXIV.- Manglar: Comunidad arbórea y arbustiva de las re-
giones costeras tropicales y subtropicales, compuestas por
especies halófitas facultativas o halófilas que poseen carac-
terísticas ecofisiológicas distintivas como raíces aéreas, vi-
viparidad, filtración y fijación de algunos tóxicos, mecanis-
mos de exclusión o excreción de sales; pueden crecer en
diferentes salinidades que van desde 0 hasta 90 ppm alcan-
zando su máximo desarrollo en condiciones salobres
(Aprox. 15 ppm). En el ámbito nacional existen cuatro es-
pecies Rhizophora mangle, Avicennia germinans, Laguncu-
laria racemosa y Rhizophora harrisonii.

XXV. Marisma: Planicie de inundación costera que se in-
unda temporalmente por efecto de las mareas con vegeta-
ción halófila terrestre, generalmente con suelos salinos. 

XXVI. Normas Oficiales Mexicanas: Aquellas expedidas
por �la SECRETARÍA�, en los términos de la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización.

XXVII. Ordenamiento Ecológico: El instrumento de polí-
tica ambiental cuyo objeto es regular o inducir el uso del
suelo y las actividades productivas, con el fin de lograra la
protección del medio ambiente y la preservación y el apro-
vechamiento sustentable de los recursos naturales, a partir
del análisis de las tendencias de deterioro y las potenciali-
dades de aprovechamiento de los mismos.

XXVIII. Organismos de Cuenca: Unidad técnica, adminis-
trativa y jurídica especializada, con carácter autónomo,
adscrita directamente al Titular de �la CNA�, cuyas atribu-
ciones se establecen en la Ley de Aguas y sus reglamentos,
y cuyos recursos y presupuesto específicos son determina-
dos por �la CNA�.

XXIX. Programa Nacional Hídrico: Documento rector que
integra los planes hídricos de las cuencas a escala nacional,
en el cual se definen la disponibilidad, el uso y aprovecha-
miento del recurso, así como las estrategias, prioridades y
políticas, para lograr el equilibrio del desarrollo regional
sustentable y avanzar en la gestión integrada de los recur-
sos hídricos. 

XXX. Programas de Conservación Participativos: Los pro-
gramas integrales para la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales, elaborados
a partir de un proceso incluyente y desde una perspectiva de
ecosistemas que permite el manejo adecuado de los hume-
dales. 

XXXI. Remediación: Conjunto de medidas a las que se so-
meten los sitios contaminados para eliminar o reducir los
contaminantes hasta un nivel seguro para la salud y el am-
biente o prevenir su dispersión en el ambiente sin modifi-
carlos.

XXXII. Restauración: Conjunto de actividades tendientes a
la recuperación y restablecimiento de las condiciones que
propician la evolución y continuidad de los procesos natu-
rales.

XXXIII. Río: Corriente de agua natural, perenne o inter-
mitente, que desemboca a otras corrientes, o a un embalse
natural o artificial, o al mar. 

XXXIV. Secretaría de Agricultura: Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

XXXV. SECRETARÍA: Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales. 

XXXVI. Servicios Ambientales: Los beneficios de interés
social que aportan los diferentes ecosistemas, entre cuya di-
versidad cabe destacar los siguientes: la conservación de
los ciclos hidrológicos, el control de la erosión, el control
de inundaciones, la recarga de los acuíferos, el manteni-
miento de los escurrimientos en calidad y cantidad, la puri-
ficación de cuerpos de agua, la captura de carbono, de con-
taminantes y componentes ambientales, la generación de
oxígeno, la modulación o regulación climática, la mitiga-
ción del impacto de los fenómenos naturales con efecto ad-
verso, la formación, protección y recuperación de suelos, la
fijación de nitrógeno, la conservación y protección de la
biodiversidad, la polinización de las plantas, el control bio-
lógico de plagas, la protección del hábitat de la vida silves-
tre, la conservación de los ecosistemas, el paisaje y la re-
creación, entre otros.

XXXVII. Unidades de Conservación: Son las Unidades de
Conservación de Ecosistemas Acuáticos y que están dentro
de la estructura de la CONANP como instancias especiali-
zadas en la conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de humedales.

XXXVIII. Vegetación Hidrofita: Reunión de especies ve-
getales adaptadas a vivir en el agua o hábitats muy hume-
dos.

XXXIX. Zona de Amortiguamiento: Áreas adyacentes a
los ecosistemas de humedal en las que el aprovechamiento
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y uso de la tierra es parcialmente restringido para dar un es-
trato adicional de protección a éstos o al área a proteger en
sí, a la vez que proveen de importantes beneficios para las
comunidades vecinas.

XL. Zona de Transición: Ecotono o frontera entre comuni-
dades o biomos adyacentes.

Artículo 6. La conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los ecosistemas de humedal, sus zo-
nas de transición y amortiguamiento y la biodiversidad que
en ellos se desarrolla, en especial de los ecosistemas de
manglar, se sujetarán a las disposiciones establecidas en la
presente Ley, la Ley General del Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente, la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley
de Aguas Nacionales, la Ley General de Bienes Nacionales
y la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Capítulo II.
Distribución de Competencias y Coordinación.

Artículo 7. La Federación, las Entidades Federativas, el
Distrito Federal y los municipios ejercerán sus atribuciones
en materia de conservación, restauración y aprovechamien-
to sustentable de humedales, de conformidad con la distri-
bución de competencias previstas en esta Ley y en otros or-
denamientos legales. 

Artículo 8. Son facultades de la Federación:

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
conservación, restauración y  aprovechamiento sustentable
de humedales.

II. Diseñar, organizar y aplicar los instrumentos de política
previstos en esta Ley, garantizando una adecuada coordina-
ción entre la Federación, las Entidades Federativas y los
municipios.

III. Verificar el cumplimiento de esta Ley y de las disposi-
ciones que de ella deriven.

IV. Celebrar acuerdos nacionales e internacionales de coor-
dinación, cooperación y concertación en la materia de esta
Ley.

V. Emitir recomendaciones a autoridades Federales, Estata-
les y Municipales, con el propósito de promover el cumpli-
miento de esta Ley.

VI. Llevar a cabo las visitas de inspección y labores de vi-
gilancia correspondientes.

VII. Imponer medidas de seguridad y sanciones a las in-
fracciones que se cometan en la materia de esta Ley, y

VIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones legales
atribuyan a la Federación.

Artículo 9. Corresponden a las Entidades Federativas, de
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes loca-
les en la materia, las siguientes facultades:

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal en mate-
ria de esta Ley, en concordancia con la política nacional.

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta Ley y
en las leyes locales en la materia.

III. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en la materia de la presente Ley.

IV. Hacer del conocimiento de las autoridades competen-
tes, y en su caso denunciar, las infracciones previstas en es-
ta Ley, y

V. Atender los demás asuntos que en materia de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de hume-
dales les concede esta Ley u otros ordenamientos en con-
cordancia con ella y que no estén otorgados expresamente
a la Federación.

Artículo 10. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política del municipio en la mate-
ria de esta Ley.

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta Ley y
en las leyes locales en materia de conservación, restaura-
ción y aprovechamiento sustentable de humedales, que no
estén expresamente reservadas a la Federación o a las Enti-
dades Federativas.

III. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en la materia de la presente Ley.
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IV. Hacer del conocimiento de las autoridades competen-
tes, y en su caso denunciar, las infracciones previstas en es-
ta Ley, y

V. Atender los demás asuntos que en materia de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de hume-
dales les concede esta Ley u otros ordenamientos en con-
cordancia con ella y que no estén otorgados expresamente
a la Federación o a las Entidades Federativas.

Artículo 11. Corresponden al Gobierno del Distrito Fede-
ral en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, conforme a las disposi-
ciones legales que expida la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, las facultades a que se refieren los artícu-
los 6º. y 7º. de esta Ley.

Artículo 12. Los Congresos de los Estados, con arreglo a
sus respectivas Constituciones y, en su caso, la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, con arreglo a su Estatuto
de Gobierno, expedirán las disposiciones legales que sean
necesarias para regular las materias de su competencia pre-
vistas en esta Ley.

Título Segundo
De la Gestión en la Conservación de Humedales

Capítulo I
De la Autoridad en Materia 

de Conservación de Humedales

Artículo 13. Las atribuciones que esta Ley otorga a la Fe-
deración, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Federal a
través de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales.

La SECRETARÍA establecerá los lineamientos, normas e
instrumentos de política, la ejecución y coordinación de las
acciones para la conservación, la restauración y el aprove-
chamiento sustentable de los humedales. 

Artículo 14. Son atribuciones de la SECRETARÍA en ma-
teria de conservación de humedales: 

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales.

II. Promover el cumplimiento y activa participación en la
Convención de Diversidad Biológica y en la Convención

Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Es-
pecialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, así como co-
ordinar las actividades inherentes a la aplicación de dichos
tratados y representar al país antes las instancias interna-
cionales correspondientes. 

III. Establecer y presidir el Consejo Nacional de Humeda-
les y promover los esquemas de cooperación entre la CO-
NANP, la CONAFOR y con la CNA, en especifico, con los
Organismos de Cuenca descritos en la Ley de Aguas Na-
cionales, y demás organismos del Sector. 

IV. Impulsar una estrategia nacional para el desarrollo sus-
tentable en los ecosistemas de humedal. 

V. Planificar, desarrollar, administrar, manejar, proteger y
controlar las áreas naturales protegidas de ecosistemas de
humedales de competencia federal.

VI. Dictar las líneas estratégicas, los programas y las ac-
ciones tendientes a la conservación, la protección, la res-
tauración, el desarrollo sustentable y el mantenimiento de
los servicios ambientales que brindan los humedales a las
poblaciones humanas. 

VII. Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de ley, re-
glamentos, decretos y acuerdos relativos a la conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

VIII. Promover la investigación científica y los criterios
para ejecutar actividades enfocadas a la conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

IX. Promover la creación de incentivos y la inclusión en
los programas de desarrollo de componentes relacionados
con el aprovechamiento de los recursos naturales en hu-
medales. 

X. Orientar de acuerdo a los principios del desarrollo sus-
tentable las políticas e instrumentos de aprovechamiento de
los humedales y los recursos asociados. 

XI. Coordinarse con la CNA para incorporar la política na-
cional en materia de conservación, restauración y aprove-
chamiento sustentable de humedales dentro del Programa
Nacional Hídrico. 

XII. Implementar a través de los Consejos Nacional, Regio-
nales y Estatales de Humedales con la participación de los
Organismos de Cuenca los programas y acciones dirigidas a
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la conservación, restauración y aprovechamiento de los hu-
medales y los recursos asociados a ellos. 

XIII. Establecer las Unidades de Conservación de Ecosis-
temas Acuáticos para coordinar los programas y acciones
dirigidas a la conservación, restauración y aprovechamien-
to de los humedales y los recursos asociados a ellos. 

XIV. Integrar y actualizar el Subsistema Nacional de Infor-
mación de Humedales que deberá formar parte del Sistema
Nacional de Información Ambiental y Recursos Naturales
en concordancia de la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental. 

XV. Coordinarse con la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación a fin de aplicar
la presente Ley a través de sus órganos sectorizados, en es-
pecial con la Comisión Intersecretarial, la Comisión Nacio-
nal de Pesca y el Instituto Nacional de la Pesca. 

XVI. Emitir declaratorias y proponer los criterios técnicos
para establecer las zonas de restauración de los humedales. 

XVII. Regular y fomentar las acciones del sector público y
privado tendientes a la conservación, restauración y apro-
vechamiento sustentable de humedales en bienes y zonas
de jurisdicción nacional. 

XVIII. Emitir las Normas Oficiales Mexicanas en materia
de conservación, restauración y aprovechamiento sustenta-
ble de humedales. 

XIX. Celebrar conforme a lo previsto en la presente ley,
acuerdos y convenios en materia de conservación, restaura-
ción y aprovechamiento sustentable de humedales con los
gobiernos del Distrito Federal o de los Estados, con la par-
ticipación en su caso, de sus municipios, así como con ins-
tituciones de índole público, así como personas físicas o
morales de los sectores social y privado. 

XX. Celebrar convenios con entidades o instituciones ex-
tranjeras y organismos afines para la asistencia y coopera-
ción técnica, el intercambio de información relacionada,
bajo los principios de reciprocidad u beneficios comunes,
con el propósito de fomentar la cooperación científica y
administrativa en materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. 

XXI. Verificar el cumplimiento de esta Ley y de las dispo-
siciones que de ella deriven. 

XXII. Imponer las sanciones que correspondan a las in-
fracciones que se comentan en materia de conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

XXIII. Las demás que esta Ley y otras disposiciones jurí-
dicas las señalen.

Artículo 15. Los acuerdos y convenios de coordinación que
en materia de esta Ley que celebre la Federación, por con-
ducto de la SECRETARÍA, con los gobiernos del Distrito
Federal o de los Estados, con la participación en su caso, de
sus municipios, podrán versar sobre los siguientes asuntos: 

I. La planeación, instrumentación y ejecución de progra-
mas de manejo dirigidos a la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales y los recur-
sos asociados a ellos.

II. La participación en la planeación, constitución y admi-
nistración de las Unidades de Conservación de Ecosistemas
Acuáticos.

III. La concertación de acciones e inversiones para la con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
los humedales y los recursos asociados a ellos.

IV. Imponer las sanciones que correspondan a las infrac-
ciones que se comentan en materia de conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

V. Las demás que le señalen esta Ley y otras disposiciones
sobre la materia.

Artículo 16. La coordinación y acciones en materia de con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
humedales, se llevarán a cabo a través de las Unidades de
Conservación de Ecosistemas Acuáticos, de las que la SE-
CRETARÍA tendrá cuando menos una en cada región hi-
drológica.

Artículo 17. La SECRETARÍA, mediante convenios de
coordinación con las dependencias competentes de los go-
biernos Federal, Estatales, del Distrito Federal y municipa-
les, establecerá y operará las Unidades de Conservación de
Ecosistemas Acuáticos en las regiones hidrológicas, las
cuales, tendrán los siguientes objetivos:

I. Aplicar localmente la Convención Relativa a los Hume-
dales de Importancia Internacional Especialmente como
Hábitat de Aves Acuáticas.
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II. Coadyuvar en el establecimiento y cumplimiento de las
declaratorias de humedales como áreas naturales protegidas
y zonas de restauración. 

III. Apoyar el proceso de descentralización de responsabi-
lidades y funciones hacia los estados y municipios median-
te el establecimiento de instancias locales de administra-
ción directa, encargadas de la ejecución, control y
vigilancia de los programas de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales.

IV. Impulsar la adopción de prácticas de producción y apro-
vechamiento sustentable de humedales.

V. Promover instancias de convergencia de las acciones,
servicios y recursos públicos, sociales y privados, destina-
dos a la conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de humedales, y

VI. Las demás que la Ley y el reglamento señalen.

Artículo 18. Las Unidades de Conservación de Ecosiste-
mas Acuáticos tendrán las siguientes funciones: 

I. Operar los servicios técnicos y administrativos que para
su funcionamiento resulten necesarios 

II. Elaborar o aprobar según sea el caso los programas y
proyectos específicos de conservación, restauración y apro-
vechamiento sustentable de humedales.

III. Formular el presupuesto anual de la Unidad. 

IV. Coordinar y asesorar la ejecución de los trabajos y acti-
vidades de conservación, restauración y aprovechamiento
de humedales. 

V. Administrar y difundir la información referente a la con-
servación, restauración y aprovechamiento de humedales. 

VI. Participar en el diseño de la estrategia nacional para el
desarrollo sustentable con relación a la conservación, res-
tauración y aprovechamiento de humedales, y vigilar su
ejecución y seguimiento. 

VII. Promover y participar en la elaboración del Inventario
Nacional de Humedales e integrarlo al Subsistema Nacio-
nal de Información de Humedales. 

VIII. Operar un esquema de clasificación de humedales del
territorio nacional común para todas las Unidades de Con-
servación de Ecosistemas Acuáticos, indicando el estatus
de conservación y sus características generales. 

IX. Diseñar y ejecutar un Sistema de Indicadores de Ges-
tión sobre las políticas en materia de conservación, restau-
ración y aprovechamiento de humedales.

X. Ejecutar los programas de capacitación y adiestramien-
to dirigidos a las comunidades, organizaciones productivas
y organizaciones no gubernamentales sobre técnicas espe-
cíficas para llevar a cabo actividades de conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de los humedales
y recursos naturales asociados. 

XI. Supervisar la correcta ejecución de actividades de con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
humedales, así como vigilar el cumplimiento de las limita-
ciones de uso y aprovechamiento previstas en la presente
Ley. 

XII. Representar a la SECRETARÍA  en el ámbito de su
competencia y jurisdicción. 

XIII. Las demás que esta Ley o su reglamento les señalen

Capítulo II
De la Participación Social

Artículo 19. La SECRETARÍA promoverá la participación
ordenada de la sociedad en la política nacional en materia
de conservación, restauración y aprovechamiento sustenta-
ble de humedales, a través de las siguientes actividades: 

I. Integrar y organizar la participación de las organizacio-
nes de productores rurales, de las industrias turísticas y de
la sociedad civil en las estrategias y programas de la políti-
ca nacional en materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. 

II. Proponer y gestionar ante las instancias publicas federa-
les responsables de los instrumentos de regulación y fomen-
to de las actividades dirigidas al desarrollo rural sustentable,
los ajustes necesarios para que dichos instrumentos coadyu-
ven a la conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de los ecosistemas de humedal 
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III. Promover la participación de los gobiernos estatales y
municipales en la política nacional en la materia. 

IV. Promover la creación del Consejo Nacional de Hu-
medales y los Consejos Regionales y Estatales de Hume-
dales.

Artículo 20. Se crea el Consejo Nacional de Humedales,
como órgano de carácter consultivo y de asesoramiento en
las materias que le señale esta Ley y en las que se le solici-
te su opinión. El reglamento interno del Consejo establece-
rá la composición y funcionamiento del mismo, en el que
formarán parte entre otros, y en el número y forma que se
determine, representantes de la SECRETARÍA, de la CO-
NANP, de la CNA y de otras dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal relacionadas, así como
por representantes de instituciones académicas y centros de
investigación, empresarios, organizaciones no guberna-
mentales y organizaciones de carácter social y privado, re-
lacionadas con la materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. El reglamento
especificará el procedimiento en el que la convocatoria pa-
ra la incorporación proporcional y equitativa de los secto-
res profesionales, académicos, sociales, ejidos, comunida-
des indígenas, pequeños propietarios e industriales, y otros
no gubernamentales relacionados con los asuntos de esta
Ley, sea pública, proporcional y equitativa. Dicho Consejo
será presidido por el titular de la SECRETARÍA, contará
con una presidencia suplente a cargo del titular de la CO-
NANP, un Secretario Técnico designado por el titular de la
CONANP, así como con un suplente de éste que será de-
signado por el titular de la SECRETARÍA.

Artículo 21. El Consejo Nacional de Humedales tendrá las
siguientes atribuciones: 

I. Conocer y recomendar a la SECRETARÍA las políticas
en materia de conservación, restauración y aprovechamien-
to sustentable de humedales, que permitan la coordinación
entre las dependencias e instituciones de las Administra-
ción Pública Federal y otras que deban intervenir en mate-
ria de humedales. 

II. Proponer a la SECRETARÍA las recomendaciones que
estime pertinentes para mejorar, ejecutar o reorientar polí-
ticas, programas, estudios, proyectos y acciones específicas
en materia de conservación, restauración y aprovechamien-
to sustentable de humedales.

III. Recomendar a la SECRETARÍA las propuestas para in-
cluir humedales en la categoría normativa de área natural
protegida de acuerdo a lo establecido en la normatividad
aplicable. 

IV. Asesorar a la SECRETARÍA en el diseño y ejecución de
las políticas y estrategias nacionales en materia de conser-
vación, restauración y aprovechamiento sustentable de hu-
medales, así como participar en su control y evaluación.

V. Recomendar a la SECRETARÍA la creación de las Uni-
dades de Conservación de Ecosistemas Acuáticos como en-
tidad especializada para la ejecución de las políticas para la
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales en cada región hidrológica. 

VI. Atender las consultas que en materia de en materia de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales le sean planteadas por la SECRETARÍA.

VII. Promover el fomento de la reconversión productiva en
el aprovechamiento sustentable de los humedales, privile-
giando la diversificación productiva, la reversión del dete-
rioro de los recursos naturales, la producción de bienes y
servicios ambientales, la protección de la diversidad y el
paisaje, todo ello con un enfoque de desarrollo sustentable. 

VIII. Las demás que esta Ley y el reglamento les señale.

Artículo 22. La SECRETARÍA, junto con los gobiernos de
las Entidades Federativas y de los municipios, promoverá
la integración de Consejos Regionales y Estatales de Hu-
medales, como órganos de carácter consultivo, asesora-
miento y concertación, en materia de planeación, supervi-
sión, evaluación de las políticas y aprovechamiento,
conservación y restauración de humedales. 

En ellos podrán participar representantes de las dependen-
cias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, de los Go-
biernos de las Entidades Federativas y de los municipios,
de ejidos, comunidades indígenas, pequeños propietarios,
industriales, y demás personas físicas o morales relaciona-
das e interesadas en cada una de las demarcaciones. En las
leyes locales que se expidan en la materia, se establecerá la
composición y atribuciones de los Consejos Estatales de
Humedales, sin perjuicio de las atribuciones que la presente
Ley les otorga. En la constitución de estos Consejos se pro-
piciará la representación proporcional y equitativa de sus in-
tegrantes y que sus normas de operación interna respondan
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a las necesidades, demandas, costumbres e intereses de ca-
da territorio o demarcación. La SECRETARÍA promoverá
y facilitará la comunicación de los Consejos Nacional, Re-
gionales y Estatales de Humedales.

Artículo 23. Las acciones orientadas a la conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de los humeda-
les serán coordinadas considerando los órganos existentes
para este fin y los incluidos en esta Ley. 

Título Tercero
De la Política Nacional de Conservación, 

Restauración y Aprovechamiento 
Sustentable de Humedales

Capítulo Único
De las Disposiciones Generales

Artículo 24. Los principios que rigen en la política nacio-
nal de conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de los humedales son: 

I. Los humedales son ecosistemas frágiles, por lo que es ne-
cesario mantener su equilibrio ecológico. 

II. Es responsabilidad del Estado garantizar a todos la ciu-
dadanía, que depende de los ecosistemas de humedales, el
derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado, que garantice un desarrollo sustentable como
una condición esencial de la vida. El mantenimiento de los
procesos biológicos y ecológicos en estos ecosistemas ga-
rantiza la permanencia de los servicios ambientales que
brindan a las poblaciones humanas. 

III. La gestión para la conservación y aprovechamiento de
los humedales se realizara de forma integral y desde la
perspectiva de las cuencas hidrológicas, el enfoque ecosis-
témico de las mismas y el ordenamiento ecológico del te-
rritorio. 

IV. El enfoque ecosistémico de la gestión es una estrategia
para integrar el manejo de los recursos hídricos, el suelo,
los recursos biológicos y el mantenimiento o restauración
de los ecosistemas naturales, mediante la incorporación de
criterios ecológicos, económicos y sociales. 

V. La consideración de la política nacional de conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de los humeda-
les dentro del Programa Nacional Hídrico. 

VI. El ordenamiento ecológico del territorio es un compo-
nente principal en la política nacional de conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales al
considerarlos como ecosistemas estratégicos dentro de las
cuencas hidrológicas. 

VII. Los humedales proporcionan servicios ambientales
que deben reconocerse y cuantificarse a través de valora-
ciones económicas sobre las funciones y beneficios a las
poblaciones humanas para ser considerados dentro de la
planeación sectorial. 

VIII. La gestión en la conservación y aprovechamiento de
los humedales se llevará a cabo de forma descentralizada,
donde los estados y municipios tienen un papel esencial
dentro de la política nacional. 

IX. El manejo integral de los ecosistemas de humedales
mantendrá un enfoque social, donde se consideran las ne-
cesidad de las sociedad dentro las regiones o cuencas hi-
drológicas, reconociendo los valores intrínsecos, así como
los tangibles e intangibles. 

X. El aprovechamiento sustentable de los humedales y sus
recursos naturales deberá ser regulado por el Estado, en sus
tres órdenes de gobierno. 

XI. Las personas físicas o morales que afecten los procesos
de los ecosistemas de humedal son responsables de reme-
diar y restaurar la afectación, tomando las medidas técnicas
y científicas para hacerlo 

XII. El uso transparente de la información sobre los hume-
dales en el territorio nacional como uno de los componen-
tes más importantes para el ajuste y corrección de políticas
sobre el manejo de estos ecosistemas. 

XIII. La participación informada de la sociedad a través de
la actualización de los procesos y técnicas de educación
ambiental acordes a la realidad nacional y al nivel socio-
cultural de las poblaciones en el país.

Artículo 25. La conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los humedales se realizará sobre las
bases y métodos que tiendan a mantener los procesos eco-
lógicos de los humedales, observando la ausencia de afec-
tación de los procesos productivos en el ecosistema y ase-
gurando la permanencia de los servicios ambientales que
brindan. 
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Artículo 26. Los procesos de conservación de los humeda-
les deberán resaltar los servicios ambientales que brindan a
las poblaciones humanas, así como contar con la evalua-
ción económica de los servicios mencionados. 

Artículo 27. La integridad del ecosistema acuático y sus re-
laciones con los ecosistemas terrestres son prioritarias y de-
be considerarse para cualquier actividad y obras que se pre-
tenda llevar a cabo en la región hidrológica donde están
inmersos los humedales. 

Artículo 28. Todas las actividades que pretendan llevarse a
cabo en los humedales deben promover la integridad de los
hábitats de las especies biológicas que en ellos se desarro-
llen, ya sean estas permanentes o estacionales. 

Artículo 29. Las estrategias de conservación, restauración
y aprovechamiento sustentable deberán considerar como
una actividad primordial el monitoreo de especies de aves
migratorias y residentes, toda vez que constituyen el ele-
mento biológico más conspicuo en los humedales y dan
evidencia del estado de conservación de los ecosistemas. 

Título Cuarto
De la Restauración y Remediación de Humedales

Capítulo Único
De la Restauración y Remediación

Artículo 30. Los procesos de restauración y remediación
deberán favorecer y propiciar la regeneración natural e in-
tegral del ecosistema, mediante el restablecimiento de los
flujos naturales del agua, el establecimiento de las comuni-
dades biológicas y la interacción con el medio físico. 

Artículo 31. Durante el proceso de restauración y remedia-
ción deberán observarse los cambios biofísicos en el eco-
sistema, considerando las variables de mayor importancia
para dictaminar la ausencia de afectación de los procesos
ecológicos, siguiendo lo establecido en las normas oficiales
mexicanas aplicables. 

Artículo 32. Los lineamientos específicos para la restaura-
ción y remediación de humedales en el territorio nacional
serán elaborados por la SECRETARÍA con la opinión téc-
nica de los miembros de los Consejos Nacional, Regiona-
les y Estatales de Humedales. 

Artículo 33. Las actividades de restauración y remediación
que se pretendan implementar en un humedal afectado de-
berán contar con la autorización de la SECRETARÍA, así
como de los miembros de los Consejos Regionales o Esta-
tales de Humedales. 

Este requerimiento, tendrá como excepción las situaciones
de emergencia ecológica o contingencia ambiental que de-
claren la propia Federación, los gobiernos de los Estados y
Distrito Federal y los gobiernos municipales. Las declara-
torias correspondientes deberán ser publicadas en el Diario
Oficial de la Federación, en el Periódico o Gaceta Oficial
de los Estados y Distrito Federal.

Artículo 34. Toda actividad de restauración y remediación
deberá integrar un programa de monitoreo de mediano y
largo plazo para evaluar la evolución del proceso y en caso
de ser necesario poder ajustarlos a los objetivos de la res-
tauración o la remediación. 

Artículo 35. Las obras y actividades de restauración y re-
mediación deberán evitar la afectación de las corrientes na-
turales del agua, más cuando sea necesario, se deberá justi-
ficar técnicamente, evaluando las posibles consecuencias
de tales cambios. Todas estas obras deberán evitar la frag-
mentación del humedal y la posible afectación de los pro-
cesos ecológicos del mismo. 

Artículo 36. El vertimiento de aguas tratadas en los ecosis-
temas de humedal estará permitido como una medida de
restauración y remediación cuando las corrientes superfi-
ciales cambien, o cuando la sobreexplotación de las aguas
subterráneas haya afectado la dinámica del sistema hidro-
lógico de los humedales y siempre y cuando este respalda-
da técnicamente y cuente con la autorización de la SE-
CRETARÍA a través del procedimiento de evaluación de
impacto ambiental.

Artículo 37. Los proyectos de restauración y remediación
deberán incluir solamente especies nativas y se realizará
bajo los criterios ecológicos que la propia SECRETARÍA
determine.

Queda estrictamente prohibida la introducción de especies
exóticas para la restauración y remediación de humedales. 
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Título Quinto
Del Aprovechamiento Sustentable de Humedales

Capítulo I
De las Disposiciones Generales

Artículo 38. El aprovechamiento sustentable de los hume-
dales y sus recursos naturales se realizará sobre las bases
del desarrollo sustentable. Cada de una de las actividades o
usos deberán fomentar el mantenimiento de los procesos
ecológicos que permitan la alta productividad de estos eco-
sistemas. 

Artículo 39. En los ecosistemas de humedales sólo se po-
drán realizar aprovechamientos de recursos naturales que
generen beneficios a los pobladores que ahí habiten y que
sean acordes con los esquemas de desarrollo sustentables,
los programas de ordenamiento ecológico, los programas
de conservación participativos, las normas oficiales mexi-
canas y demás disposiciones legales aplicables.

Los aprovechamientos deberán llevarse a cabo para:

I. Autoconsumo, o

II. Desarrollo de actividades y proyectos de manejo y apro-
vechamiento sustentables de la vida silvestre, así como
agrícolas, ganaderos, forestales, agroforestales, pesqueros,
acuícolas o mineros siempre y cuando:

a) No se introduzcan especies silvestres exóticas diferentes
a las ya existentes o transgénicas;

b) Se mantenga la cobertura vegetal, estructura y composi-
ción de la masa forestal y la biodiversidad;

c) No se afecte significativamente el equilibrio hidrológico
del área o ecosistema de humedal o que constituyan el há-
bitat de las especies nativas;

d) No se afecten zonas de reproducción o especies en veda
o en riesgo;

e) Tratándose de aprovechamientos forestales, pesqueros y
mineros, cuenten con la autorización respectiva y la mani-
festación de impacto ambiental autorizada, en los términos
de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables;

f) En los aprovechamientos pesqueros, el volumen de pes-
ca incidental no sea mayor que el volumen de la especie ob-

jeto de aprovechamiento, ni impliquen la captura incidental
de especies consideradas en riesgo por las disposiciones le-
gales y reglamentarias aplicables; y

g) No se realice la extracción de corales y materiales pétre-
os de los ecosistemas de humedal costero.

Artículo 40. La SECRETARÍA implementará nuevos pa-
trones para la valoración de los servicios ambientales de los
humedales, lo que permita implementar el pago por servi-
cios ambientales por estos conceptos.

Artículo 41. La SECRETARÍA con base en los programas
de conservación participativos, podrá otorgar autorizacio-
nes a las comunidades, organizaciones locales, dueños y
poseedores en áreas de humedales para el aprovechamien-
to de los recursos en estos ecosistemas.

Artículo 42. En los ecosistemas de humedales solamente se
podrán llevar a cabo las siguientes formas de aprovecha-
miento:

I. Aprovechamiento no extractivo.

II. Aprovechamiento de subsistencia.

III. Aprovechamiento extractivo.

IV. Colecta científica y con propósitos de enseñanza.

Artículo 43. El aprovechamiento no extractivo incluye a
las actividades que no impliquen la remoción de ejempla-
res, partes o derivados, o la destrucción directa o indirecta
de las especies vegetales o animales dentro de los ecosiste-
mas de humedales, o la destrucción, degradación o deterio-
ro de los elementos terrestres y acuáticos que sustentan es-
tos ecosistemas.

Artículo 44. El aprovechamiento o uso de subsistencia in-
cluye a las actividades no comerciales realizadas para obte-
ner recursos naturales para el autoconsumo derivados di-
rectamente de los ecosistemas de humedales y cuya
extracción no afecta la supervivencia de los recursos fores-
tales y que incluyen, pero no se limita a: ramas caídas, ho-
jas, semillas, frutos, flores, líquenes, musgos, hongos, resi-
nas, plantas epifitas, entre otros.

Artículo 45. El aprovechamiento extractivo incluye tanto
el uso de subsistencia para las especies vegetales, como el
aprovechamiento forestal sustentable con fines comerciales.
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La colecta, pesca, caza y captura de especies silvestres de
los ecosistemas de humedales estará regulada por la Ley de
Pesca y la Ley General de Vida Silvestre.

Artículo 46. La colecta científica y con propósitos de en-
señanza se deberá ajustar a lo dispuesto por esta Ley, la Ley
General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente
y La Ley General de Vida Silvestre. 

Artículo 47. La Secretaría, con la opinión favorable del
Consejo Nacional podrá otorgar permisos para que se rea-
licen obras o actividades dentro de los humedales que re-
vistan importancia de seguridad nacional.

Artículo 48. Cualquier obra o actividad deberá cumplir con
las medidas establecidas para la conservación y protección
del ecosistema de humedal en esta Ley, su reglamento, y
otras leyes y normas aplicables.

Artículo 49. En caso de que sea necesario trazar una vía de
comunicación en un humedal o sus zonas colindantes se de-
berá garantizar que la vía de comunicación sea trazada so-
bre pilotes que permitirán el libre flujo hidráulico dentro y
hacia adentro del ecosistema, así como garantizar el libre
paso de la fauna silvestre. 

Capítulo II
Del Aprovechamiento Agrícola 

Artículo 50. Las personas físicas o morales que se dedican
a las actividades agrícolas en las zonas de humedales, ad-
yacentes a los mismos o que interactúen directa o indirec-
tamente, deberán seleccionar cultivos, técnicas y sistemas
de aprovechamiento sustentable que favorezcan la integri-
dad del ecosistema de humedal en el contexto de las cuen-
cas hidrológicas. 

Artículo 51. El uso y extracción de agua en las actividades
agrícolas deberá someterse a lo establecido en esta Ley, así
como en la Ley de Aguas. 

Artículo 52. Las actividades agrícolas deben ser compati-
bles con el programa de conservación participativo que se
indica en esta Ley, así como con la Ley de Desarrollo. 

Artículo 53. Cuando se utilicen estrategias de control para
plagas con productos agrícolas se deberán privilegiar las
utilizadas en métodos agroecológicos o naturales. El uso de
controles biológicos que impliquen la liberación de espe-

cies exóticas deberá contar con el respaldo técnico y la au-
torización de las autoridades competentes, de acuerdo con
lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos aplica-
bles. 

Artículo 54. Queda prohibido el verter desechos resultan-
tes de la aplicación de agroquímicos en los cultivos hacía
los humedales o afluentes de los mismos. 

Artículo 55. Queda prohibida la construcción de infraes-
tructura fija con fines de apoyo para la producción dentro
de los ecosistemas de humedal o en las zonas donde se in-
terfiera los flujos naturales de agua. 

Artículo 56. En caso de que sea necesario trazar una vía de
comunicación en un humedal o sobre un humedal, se debe-
rá garantizar que la vía de comunicación es trazada sobre
pilotes que permitirán el libre flujo hidráulico dentro del
ecosistema, así como garantizar el libre paso de la fauna sil-
vestre. 

Artículo 57. La construcción de vías de comunicación ale-
dañas, colindantes o paralelas al flujo del humedal deberá
incluir drenes y alcantarillas que permitan el libre flujo del
agua. 

Capítulo III
Del Aprovechamiento Pesquero y Acuícola

Artículo 58. Las personas que se dedican a las actividades
pesqueras y acuícolas en las zonas de humedales, adyacen-
tes a los mismos o que interactúen directa o indirectamen-
te, deberán seleccionar cultivos, técnicas y sistema de apro-
vechamiento sustentable que favorezcan la integridad del
ecosistema de humedal en el contexto de las cuencas hi-
drológicas. 

Artículo 59. Las características de los cultivos acuícolas
deberán estar enfocadas al mantenimiento de la productivi-
dad de los ecosistemas de humedal, respetando la biodiver-
sidad de los mismos y privilegiando el uso de especies na-
tivas de acuerdo a lo establecido en las normas oficiales
mexicanas en la materia. 

Artículo 60. Queda prohibido el verter los desechos resul-
tantes de la aplicación de compuestos y sustancias veteri-
narias procedentes de los cultivos acuícolas hacía los hu-
medales o afluentes de los mismos. 
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Capítulo IV
Del Aprovechamiento Forestal

Artículo 61. Los aprovechamientos de productos forestales
maderables de los humedales, deberán ser congruentes con
las políticas de aprovechamiento sustentable de humedales
y se integrarán a través de programas de conservación par-
ticipativos, así como contar con un programa de manejo fo-
restal de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Des-
arrollo Forestal Sustentable. 

Artículo 62. Los aprovechamientos forestales no madera-
bles de los humedales que refieran el uso de vegetación
quedarán restringidos a los usos establecidos en los progra-
mas de conservación participativos y demás instrumentos
jurídicos aplicables. 

Artículo 63. Se deberá incorporar los criterios ecosistémi-
cos y de desarrollo sustentable para los programas que se
pretendan llevar a cabo en los humedales y se privilegiaran
los enfocados a la producción de servicios y bienes am-
bientales. 

Capítulo V
Del Aprovechamiento mediante el Turismo

Artículo 64. La actividad turística como un componente
del desarrollo sustentable se desarrollará en los ecosistemas
de humedal en congruencia de los programas de conserva-
ción participativa. 

Artículo 65. Toda actividad turística que se pretenda llevar
a cabo en humedales deberá ser de bajo impacto de acuer-
do con los criterios y lineamientos establecidos por el Con-
sejo Nacional, con la participación de la Secretaría de Tu-
rismo, así como lo descrito en las normas oficiales
mexicanas en la materia. 

Artículo 66. La infraestructura turística ubicada dentro de
un humedal costero debe ser de bajo impacto, con materia-
les locales, de preferencia en palafitos que no alteren el flu-
jo superficial del agua, cuya conexión sea a través de vere-
das flotantes, en áreas lejanas de sitios de anidación y
percha de aves acuáticas, y requiere de zonificación, moni-
toreo y la correspondiente autorización en materia de im-
pacto ambiental.

Artículo 67. Las actividades de turismo náutico en los hu-
medales costeros deben llevarse a acabo de tal forma que se

evite cualquier daño al entorno ecológico, así como a las
especies de fauna silvestre que en ellos se encuentran. 

Artículo 68. El turismo educativo y el ecológico o ecotu-
rismo, en el humedal costero deberán llevarse a cabo a tra-
vés de veredas flotantes, evitando la compactación del sus-
trato y el potencial de riesgo de disturbio a zonas de
anidación de aves, tortugas y otras especies. 

Capítulo VI
De Otros Aprovechamientos

Artículo 69. Cualquier uso distinto a los descritos que se
pretenda realizar debe ser congruente con la política nacio-
nal en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, con las políticas y pro-
gramas relacionados con el desarrollo rural, urbano y de
ordenamiento territorial del ecosistema de humedal donde
se pretenda realizar la obra o actividad y de conformidad en
lo establecido en esta Ley y demás disposiciones aplica-
bles. 

Artículo 70. El aprovechamiento ganadero en los humeda-
les solo podrá permitirse mediante el cumplimiento de las
disposiciones que le señalen esta Ley, su reglamento y otras
disposiciones sobre la materia. 

Artículo 71. Las obras o actividades extractivas relaciona-
das con la producción de sal, sólo podrán ubicarse en sali-
trales naturales; los bordos no deberán exceder el límite na-
tural del salitral, ni obstruir el flujo natural de agua en el
ecosistema. 

Capítulo VII.
De las Excepciones

Artículo 72. Serán excepciones a esta Ley las obras o acti-
vidades que revistan importancia o seguridad nacional. 

Se consideran proyectos de seguridad nacional aquellos
que busquen evitar un daño o perjuicio a la nación.

Se consideran proyectos de importancia nacional aquellas
obras o actividades, que brinden un beneficio directo a la
nación.

No se incluyen desarrollos turísticos, urbanos, agrícolas,
ganaderos, industriales, o acuícolas.
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Artículo 73. Los proyectos exceptuados deberán presentar
una manifestación de impacto ambiental autorizada. Estos
proyectos exceptuados no podrán afectar más del uno por
ciento del total de la unidad del ecosistema de humedal en
el predio o área a ser afectada.

Artículo 74. Queda prohibido realizar obras o actividades
de importancia o seguridad nacional en predios o zonas co-
lindantes a predios o áreas en los que ya se haya autoriza-
do algún proyecto de excepción.

Artículo 75. Los proyectos deberán cumplir con las medi-
das establecidas para la protección y conservación del eco-
sistema del manglar de esta Ley, su reglamento, y otras  le-
yes y normas aplicables.

Capítulo VIII
De la Protección y Evaluación 

Ambiental de Obras y Actividades.

Artículo 76. Queda prohibido el relleno, desmonte y que-
ma de la vegetación en los humedales interiores y costeros
para fines de convertirlos en áreas agrícolas, potreros, re-
llenos sanitarios, asentamientos humanos o cualquier obra
que implique la pérdida de la comunidad vegetal, que no
haya sido autorizada de acuerdo a la legislación vigente y
que cuente con un estudio de impacto ambiental en la mo-
dalidad correspondiente. 

Artículo 77. Queda prohibido el establecimiento de zonas
de tiro o disposiciones de materiales productos degradados
o azolves en el interior de los humedales y en las zonas
donde los flujos hidrológicos naturales se vean afectados. 

Artículo 78. Queda prohibida la disposición de residuos
sólidos urbanos, peligrosos y de manejo especial en el inte-
rior de los humedales y en los márgenes y bordos de los
mismos, así como en las zonas donde los flujos hidrológi-
cos naturales se vean afectados. 

Artículo 79. La extracción de agua subterránea por bom-
beo en áreas colindantes a un humedal costero debe de ga-
rantizar el balance hidrológico en el cuerpo de agua y la ve-
getación, evitando la intrusión de la cuña salina en el
acuífero. 

Artículo 80. Queda prohibida cualquier obra o actividad
que afecte negativamente de manera directa o indirecta a la
dinámica y funcionamiento de los ecosistemas de humeda-

les o que interrumpan el flujo hidrológico adentro o hacia
el mismo, con excepción de:

I. Infraestructura portuaria.

II. Obras hidráulicas.

III. Obras necesarias para la exploración y explotación pe-
trolera y

IV. Vías generales de comunicación.

V. Actividades de bajo impacto con fines u objetivos co-
merciales.

Las obras y actividades exceptuadas requieren de una ma-
nifestación de impacto ambiental de competencia federal y
no podrán afectar más del uno por ciento del total de la uni-
dad del ecosistema de humedal en el predio o área a ser
afectada.

La SECRETARÍA determinará a través del reglamento
aquellas otras obras o actividades a que se refiere este artí-
culo, que puedan afectar negativamente de manera directa
o indirecta la dinámica y funcionamiento de los humedales.

No se permitirá la construcción y operación de obras de in-
fraestructura, que no estén relacionada con los procesos de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentables
de los humedales. 

Artículo 81. No requerirán de la presentación de una ma-
nifestación de impacto ambiental la construcción de vi-
viendas unifamiliares para las comunidades asentadas en
estos ecosistemas y las actividades pesqueras que no se en-
cuentran previstas en la fracción XII del artículo 28 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, y que de acuerdo con la Ley de Pesca y su re-
glamento no requieren de la presentación de una manifes-
tación de impacto ambiental, así como de las de navega-
ción, autoconsumo o subsistencia de las comunidades
asentadas en estos ecosistemas.

Artículo 82. Las obras de infraestructura de impacto am-
biental acumulativo, sinérgico, significativo o relevante,
que tengan fines u objetivos comerciales y que estén pre-
vistos para la prestación de servicios comerciales, turísti-
cos, de transformación o cualquier otra que implique el
cambio de uso de suelo y que pueda causar afectación a la
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integridad de los ecosistemas de humedales en el contexto
de las cuencas hidrográficas, no estarán permitidas. 

Título Sexto
De la Conservación, Restauración

y Aprovechamiento Sustentable 
de los Ecosistemas de Manglar

Capítulo I
De las Disposiciones Generales

Artículo 83. El ecosistema de manglar, su zona de transi-
ción y amortiguamiento será aprovechado y manejado de la
siguiente manera: 

I. Las especies de la fauna silvestre que se encuentran en el
ecosistema de manglar en su zona de transición y amorti-
guamiento, serán aprovechadas de conformidad con esta
Ley y las leyes de la materia.

II. La vegetación y todos los recursos complementarios,
podrán ser utilizados, exclusivamente para el uso y aprove-
chamiento de las comunidades y organizaciones locales del
manglar.

III. En actividades de turismo ecológico que cuenten con
un programa de conservación participativo, estudios de im-
pacto y mitigación ambiental que garanticen el equilibrio
de las condiciones físicas, químicas y biológicas del eco-
sistema y que cuenten con la participación y aprobación de
las comunidades y organizaciones locales. 

IV. Toda actividad de bioprospección y de investigación
científica y social, se realizará con el aval de las institucio-
nes académicas y de investigación reconocidos en el estu-
dio del medio ambiente y en especial del manglar del país,
con la participación de las comunidades y organizaciones
locales. 

V. Las actividades de acuacultura y pesca deberán observar
en todo momento los lineamientos establecidos para la con-
servación y protección del manglar.

Capítulo II
De la Conservación, Protección y Control

Artículo 84. Se prohíbe la tala irracional y la explotación
inmoderada del ecosistema manglar, su zona de transición
y amortiguamiento, su aprovechamiento se permitirá de

acuerdo con lo establecido en la Ley General de Vida Sil-
vestre para especies en riesgo.

En las labores de pesca y acuacultura, se prohíbe el uso de
productos químicos o biológicos tóxicos, contaminantes,
explosivos y otros que afecten al ecosistema de manglar, su
zona de transición y amortiguamiento. 

Artículo 85. En todas las actividades dentro del manglar,
así como en las zonas colindantes al mismo se deberá pre-
venir que el vertimiento de agua que contenga contaminan-
tes orgánicos y químicos, sedimentos, carbón metales pesa-
dos, solventes, grasas, aceites combustibles o modifiquen
la temperatura del cuerpo de agua; alteren el equilibrio eco-
lógico, dañen el ecosistema o a sus componentes vivos. 

Las descargas provenientes de granjas acuícolas, centros
pecuarios, industrias, centros urbanos, desarrollos turísticos
y otras actividades productivas que se vierten a los hume-
dales costeros deberán ser tratadas y cumplir cabalmente
con las normas establecidas según el caso.

Artículo 86. Queda prohibida la instalación de granjas ca-
maronícolas industriales intensivas o semintensivas en zo-
nas de manglar y lagunas costeras, y queda limitado a zo-
nas de marismas y a terrenos más elevados sin vegetación
primaria en los que la superficie del proyecto no exceda el
equivalente de 10 por ciento de la superficie de la laguna
costera receptora de sus efluentes en lo que se determina la
capacidad de carga de la unidad hidrológica.

Artículo 87. Cualquier persona física o moral o autoridad
gubernamental que en el ejercicio de sus funciones llegaren
a conocer los hechos que constituyan infracción a la pre-
sente Ley, están obligados a notificar a las autoridades
competentes para que tome las acciones inmediatas que de-
tengan el daño ecológico.

Artículo 88. Está expresamente prohibido en las áreas del
ecosistema manglar, su zona de transición y amortigua-
miento obstaculizar o interrumpir el flujo y reflujo normal
de las aguas, sea con la construcción de muros o instalacio-
nes de cualquier clase.

Artículo 89. La construcción de vías de comunicación ale-
dañas, colindantes o paralelas al flujo del manglar, deberá
incluir drenes y alcantarillas que permitan el libre flujo del
agua y de luz. Se deberá dejar una franja de protección de
100 m (cien metros) como mínimo la cual se medirá a par-
tir del límite del derecho de vía al límite de la comunidad
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vegetal, y los taludes recubiertos con vegetación nativa que
garanticen su estabilidad.

Artículo 90. Las actividades productivas como la agrope-
cuaria, acuícola intensiva o semi-intensiva, infraestructura
urbana, la turística o alguna otra que sea aledaña o colin-
dante con la vegetación de un manglar, deberá dejar una
distancia mínima de 100 m respecto al límite de la vegeta-
ción, en la cual no se permitirán actividades productivas o
de apoyo.

Capítulo III
De la Forestación, Reforestación

y Regeneración Natural.

Artículo 91. Se declara de interés público la forestación y
reforestación del ecosistema de manglar. El Ejecutivo Fe-
deral destinará en el proyecto de Presupuesto de la Federa-
ción una partida para la realización las actividades encami-
nadas a la conservación y restauración del manglar.

Artículo 92. La SECRETARÍA procederá a realizar o au-
torizar la forestación y reforestación mediante convenios
con organismos de desarrollo, comunidades y organizacio-
nes locales y otras entidades del sector público y privado,
en estricto cumplimiento de la Legislación en la materia.

Artículo 93. La SECRETARÍA de manera coordinada con
la CONAFOR, promoverá el establecimiento y manteni-
miento de viveros forestales para suministrar las plantas
que se requieran para la forestación y reforestación del eco-
sistema de manglar.

Artículo 94. La SECRETARÍA con el apoyo de la CONA-
FOR, levantará un catastro y creará un registro de las áreas
forestadas y reforestadas en el ecosistema manglar.

Artículo 95. Toda regeneración natural o reforestada de
bosque de manglar queda incorporada al ecosistema man-
glar.

Capítulo IV
De las Vedas

Artículo 96. La Secretaría podrá establecer limitaciones al
aprovechamiento de los ecosistemas de humedales, inclu-
yendo las vedas y su modificación o levantamiento, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 81 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente Protec-
ción y el artículo 71 de la Ley General de Vida Silvestre.

En lo específico, esta Ley establece la veda permanente al
tamaño mínimo de captura de los recursos faunísticos y a
toda especie ovada y en épocas de reproducción del man-
glar. Los tamaños mínimos serán definidos con sujeción a
estudios científicos realizados por el Instituto Nacional de
Pesca y el Instituto Nacional de Ecología, los mismos que
se realizarán con la participación de las comunidades y or-
ganizaciones locales y tomando en cuenta las condiciones
especificas de cada cuenca hidrológica establecido en el
ámbito de la Ley de Pesca y la Ley General de Vida Sil-
vestre. Para efectos de la participación de la sociedad, los
estudios realizados deberán ser publicados con oportunidad
en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico o Ga-
ceta Oficial de los Estados y Distrito Federal.

Título Séptimo
De las Autorizaciones para el 

Desarrollo de Obras y Actividades

Capítulo I
De los Programas de Conservación Participativos

Artículo 97. Las políticas de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales se integrarán a
través de programas de conservación participativos. Estos
se conciben como instrumentos técnicos de planeación y
seguimiento que describen las acciones y procedimientos
para la conservación, la restauración y el aprovechamiento
de los humedales, elaborados a partir de un proceso inclu-
yente y desde una perspectiva de ecosistemas que permite
el manejo adecuado de los humedales.

Los programas de conservación participativos deberán con-
tener la delimitación precisa del área de humedal, superfi-
cie, la zonificación correspondiente, así como las modali-
dades a las que se sujetará la conservación, restauración y
el aprovechamiento sustentable del humedal. En el regla-
mento de la presente Ley se determinarán los criterios, me-
todología y procedimientos para su debida realización.

Corresponderá a la SECRETARÍA otorgar la autorización
de los programas de conservación participativos, previa
opinión técnica de la CONANP, la CONAFOR y la CNA,
así como de los Consejos Regionales o Estatales de Hume-
dales. 

Con relación a los programas de conservación participativos,
el reglamento de la presente Ley o las normas oficiales me-
xicanas establecerán las características, modalidades y los
aspectos de procedimiento no considerados en la misma.
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Artículo 98. Los programas de conservación participativos
son los instrumentos inmediatos de manejo de los humeda-
les y pueden servir como base para proponerlos como áre-
as naturales protegidas, con las obligaciones y derechos que
este proceso conlleve.

Artículo 99. Los programas de conservación participativos
deberán promover la integridad de las relaciones funciona-
les de los humedales costeros, en especial en lo que se re-
fiere a las partes altas de la cuenca hidrológica, los ríos y
cauces secundarios, así como la comunicación entre lagu-
nas, esteros, y marismas. 

Artículo 100. Los programas de conservación participati-
vos deberán desarrollar un componente de educación am-
biental adecuado a la región hidrológica y a los ecosistemas
presentes, donde las técnicas pedagógicas sean adecuadas
al nivel social, económico y cultural de la región. 

Artículo 101. Los programas de conservación participati-
vos tomará parte en los procesos de ordenamiento ecológi-
co del territorio, por lo que deberán aportar toda la infor-
mación disponible sobre los humedales en la regiones
hidrológicas a fin incluir dentro del análisis del ordena-
miento mejorando las fases de validación social. 

Artículo 102. Los programas de conservación participati-
vos deberán contemplar las acciones y actividades enfoca-
das a la restauración y remediación de los ecosistemas de
humedal afectado por factores ya sean de origen humano o
no. 

Artículo 103. El uso de bioindicadores para evaluar estado
de conservación de los humedales deberá formar parte in-
tegral de los programas de conservación participativos. 

Artículo 104. Los procesos de afectación de los humedales
por factores de contaminación deberán evitarse mediante
acciones y programas concretos de vigilancia y prevención,
los cuales deberán estar integrados en los programas de
conservación participativos en cada región hidrológica. 

Artículo 105. Los mecanismos para prevenir el verti-
miento de agua que contenga contaminantes que dañen el
ecosistema o a sus componentes biológicos deberán estar
integrados dentro de los programas de conservación par-
ticipativos y regirse por la normatividad aplicable en la
materia. 

Capítulo II
Concesiones, Licencias y Permisos

Artículo 106. La SECRETARÍA a través de sus distintas
unidades administrativas, podrán otorgar los permisos, au-
torizaciones, licencias y concesiones que se requieran a las
comunidades locales y sus pobladores, instituciones de
educación, investigación y capacitación, en áreas de eco-
sistemas de humedales para su conservación, restauración,
aprovechamiento sustentable y administración, en términos
de lo establecido por las disposiciones legales y reglamen-
tarias aplicables.

Artículo 107. Se requerirá de autorización por parte de la
Secretaría para realizar dentro de los ecosistemas de hume-
dales, atendiendo a los programas de conservación partici-
pativos y las zonas establecidas, y sin perjuicio de las dis-
posiciones legales aplicables, las siguientes obras y
actividades:

I: Colecta de ejemplares de vida silvestre, así como de
otros recursos biológicos con fines de investigación cientí-
fica.

II. La investigación y monitoreo que requiera de manipular
ejemplares de especies en riesgo.

III. El aprovechamiento de la vida silvestre, así como el
manejo y control de ejemplares y poblaciones que se tornen
perjudiciales.

IV. El aprovechamiento de recursos biológicos con fines de
utilización en la biotecnología.

V. Aprovechamiento forestal.

VI. Aprovechamiento de recursos pesqueros.

VII. Obras que, en materia de impacto ambiental, requieran
autorización en los términos del artículo 28 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
y de esta Ley.

VIII. Uso y aprovechamiento de aguas nacionales.

IX. Uso y aprovechamiento de la zona federal marítimo te-
rrestre.

X. Prestación de servicios turísticos.
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XI. Filmaciones, actividades de fotografía, la captura de
imágenes o sonidos por cualquier medio, con fines comer-
ciales que requieran de equipos compuestos por más de un
técnico especializado como apoyo a la persona que opera el
equipo principal.

XII. Actividades comerciales, excepto las que se realicen
dentro de la zona de asentamientos humanos,

XIII. Actividades y usos locales tradicionales, que no pre-
senten riesgos para los ecosistemas de humedales, ni para
la supervivencia de especies de la vida silvestre.

XIV. Obras y trabajos de exploración y explotación mine-
ras.

Capítulo III
De los Requisitos y Procedimientos

Artículo 108. Los requisitos y procedimientos para la ob-
tención de las diversas autorizaciones serán definidos en el
reglamento de la Ley y demás disposiciones legales aplica-
bles.

Artículo 109. La SECRETARÍA mantendrá un registro de
las diversas autorizaciones otorgadas.

Capítulo IV
De la Prórroga y la Revocación

Artículo 110. Las diversas autorizaciones podrán ser pro-
rrogadas o revocadas por la SECRETARÍA.

La SECRETARÍA determinará en el reglamento de la Ley,
y las demás disposiciones legales los requisitos y demás
términos para las autorizaciones que podrán ser prorroga-
das, 

Artículo 111. Serán causas de revocación de las autoriza-
ciones cualquiera de los siguientes supuestos:

I. El incumplimiento de las obligaciones y las condiciones
establecidas en ellas;

II. Dañar a los ecosistemas de humedales como conse-
cuencia del uso o aprovechamiento, y

III. Infringir las disposiciones previstas en esta Ley, el pro-
gramas de conservación participativo, en su caso el progra-

ma de manejo del área protegida respectiva y las demás
disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 112. Las autorizaciones no podrán cederse, enaje-
narse o traspasarse por ningún caso.

Artículo 113. El trámite para dar por terminada una autori-
zación será ante la SECRETARÍA, los beneficiarios podrán
presentar pruebas de descargo en el plazo de 30 días. Com-
probada la causal de terminación, la SECRETARÍA expe-
dirá el Acuerdo de terminación de la autorización.

Título Octavo
De los Instrumentos para la Conservación 

y Aprovechamiento de Humedales

Capítulo I
De la Investigación y Capacitación

Artículo 114. Uno de los instrumentos esenciales en la con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
los humedales serán las líneas de investigación estratégicas,
la transferencia tecnológica y la información y capacitación
técnica. 

Artículo 115. La SECRETARÍA autorizará la investigación
en los humedales que sea de probado interés científico. Es-
tas investigaciones deberán ser previamente conocidas por
la comunidad y organizaciones locales quienes deberán
preferentemente participar en el proceso de investigación y
ser informadas y beneficiarias de los resultados obtenidos

Artículo 116. La SECRETARÍA, con la colaboración de
los Consejos Nacional, Regionales y Estatales elaborará un
Plan Nacional de Investigación de Ecosistemas de Hume-
dal, su zona de transición y amortiguamiento que permitan
desarrollar la conservación, restauración y aprovechamien-
to sustentable de estos ecosistemas.

La SECRETARÍA otorgará los respectivos permisos y dará
prioridad a aquellas actividades de investigación que im-
pulsen la conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de estos ecosistemas.

Artículo 117. La SECRETARÍA con el apoyo del Consejo
Nacional de Humedales diseñará los esquemas de partici-
pación de las dependencias gubernamentales de investiga-
ción en la materia, para que desarrollen un componente
dentro de sus actividades de trabajo destinadas a desarrollar
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criterios para la conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los humedales. 

Artículo 118. La SECRETARÍA a través de las Unidades
de Conservación de Ecosistemas Acuáticos y con el apoyo
del Consejo Nacional de Humedales promoverá la creación
de un directorio de técnicos calificados en la conservación,
restauración y el aprovechamiento sustentable de humeda-
les. Su objetivo será la creación de una red de prestadores
de servicios especializados en la materia y fomentar los
vínculos que permitan el desarrollo de programas y pro-
yectos específicos para la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales. 

Artículo 119. Aquella persona o grupos de personas de co-
munidades localizadas en las áreas de humedales, que no
cuenten con recursos económicos para contratar un presta-
dor de servicios especializados, podrán acudir a la SECRE-
TARÍA a través de las Unidades de Conservación de Eco-
sistemas Acuáticos para que se les brinde los servicios
correspondientes. 

Artículo 120. La SECRETARÍA a través de las Unidades
de Conservación de Ecosistemas Acuáticos establecerá pro-
gramas de capacitación directa a organizaciones de produc-
tores, a la sociedad organizada y en general, a toda persona
física o moral que así lo solicite, referentes a la conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de los hu-
medales. 

Artículo 121. La SECRETARÍA con el apoyo del Consejo
Nacional de Humedales establecerá los medios para contar
con un catálogo de técnicas y métodos aprobados de res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales co-
mo ecosistemas integrados a las cuencas hidrológicas, con
información oportuna sobre la naturaleza de las técnicas,
los fundamentos científicos en que se basan, las referencias
bibliográficas correspondientes, los derechos de propiedad
intelectual, y las condiciones necesarios, riesgos y precau-
ciones en su aplicación. 

Artículo 122. La SECRETARÍA establecerá, coordinará y
ejecutará mecanismos de capacitación técnica y científica
por medio de becas, a usuarios ancestrales y a cualquier
persona en actividades que permitan el aprovechamiento
sustentable de los humedales, su zona de transición y amor-
tiguamiento.

Artículo 123. La SECRETARÍA está facultada para suscri-
bir convenios con organismos públicos o privados, nacio-

nales o extranjeros sin fines de lucro para la asistencia téc-
nico científica, creación de: estaciones científicas, sistemas
de información local, nacional e internacional y las demás
actividades que se establezcan en esta Ley.

Capítulo II
De la Educación y Cultura 

para la Conservación de Humedales

Artículo 124. La SECRETARÍA promoverá coordinada-
mente con las dependencias competentes una cultura que
reconozca la importancia de los humedales como ecosiste-
ma estratégico en el ciclo hidrológico y por la gran canti-
dad de servicios ambientales que brindan a la sociedad a
través de las siguientes acciones: 

I. Campañas permanentes y eventos especiales de difusión
orientada a fomentar la participación de la sociedad en la
conservación y aprovechamiento de los humedales. 

II. Establecer espacios permanentes de discusión y difusión
sobre la cultura de conservación de humedales y los recur-
sos naturales asociados. 

III. El diseño, la elaboración y publicación de materiales de
comunicación educativa en la materia. 

IV. Otras que sean de interés para fortalecer la cultura de
conservación de humedales.

Artículo 125. La SECRETARÍA promoverá la experiencia,
prácticas y conocimiento de las comunidades que han apro-
vechado de forma tradicional los recursos de los humeda-
les, así como de las organizaciones productivas, a través de
foros regionales. 

Capítulo III
Del Fomento y el Mercado 
de Servicios Ambientales

Artículo 126. Las instituciones públicas de financiamiento,
crédito y afianzamiento, establecerán los mecanismos en
sus procedimientos de selección y aprobación de propues-
tas y solicitudes, para que los proyectos apoyados financie-
ramente cuenten con méritos en materia de conservación y
aprovechamiento sustentable de humedales y cuencas hi-
drográficas. 

Artículo 127. La SECRETARÍA y la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público coordinarán con la participación de
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los estados y el Distrito Federal, el establecimientos de
Fondos para la conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales a fin de apoyar la formu-
lación de proyectos y programas específicos de la política
nacional en materia de conservación y aprovechamiento de
humedales. 

Artículo 128. La SECRETARÍA promoverá el desarrollo
de mercados de bienes y servicios ambientales relacionados
con los ecosistemas de humedal. 

Artículo 129. La SECRETARÍA establecerá los acuerdos y
acciones que permitan contar con los conocimientos, pro-
cedimientos, disposición de recursos, información del mer-
cado y demás elementos necesarios para hacer el pago de
los bienes y servicios ambientales productos de los hume-
dales. 

Artículo 130. La SECRETARÍA promoverá la formación
de personas físicas y morales en materia de valoración y
certificación de bienes y servicios ambientales, a fin de que
presten asesoría a quien haga aprovechamiento de los hu-
medales. 

Capítulo IV
Del Subsistema de Información de Humedales

Artículo 131. La SECRETARÍA realizará y actualizará de
forma periódica el Subsistema Nacional de Información so-
bre Humedales, de acuerdo con los lineamientos que esta-
blezca el Consejo Nacional, que permitirá dirigir de forma
adecuada la política nacional en materia de conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de humedales,
que deberá integrarse al Sistema Nacional de Información
Ambiental y Recursos Naturales. 

Artículo 132. El Subsistema deberá contener al menos los
siguientes aspectos: 

I. El Inventario Nacional de Humedales 

II.. La clasificación de los humedales de acuerdo a su natu-
raleza 

III. Una regionalización de los humedales de acuerdo a las
cuencas hidrológicas 

IV. Situación actual de conservación de los humedales y
tendencia en la dinámica en el uso de suelo 

V. Un inventario de los recursos naturales asociados a los
humedales 

VI. Un inventario de la diversidad biológica asociada a los
humedales 

VII. Los niveles de degradación de los humedales 

VIII. Un sistema de información geográfica de los hume-
dales en el territorio nacional.

Artículo 133. La SECRETARÍA en coordinación con el
Consejo Nacional de Humedales elaborará un sistema de
indicadores que permitan evaluar el estado de conservación
de los humedales en el corto, mediano y largo plazo, así co-
mo medir el impacto de las políticas ambientales en mate-
ria de conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de humedales. 

Título Noveno
Medidas de Control, de Seguridad y Sanciones

Capítulo I
De las Infracciones

Artículo 134. La SECRETARÍA establecer los esquemas
de vigilancia y monitoreo de los ecosistemas de humedal
para verificar el cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 135. Los usuarios, propietarios o poseedores de
los predios donde se desarrollan los ecosistemas a que se
refiere la presente Ley están obligados a prestar toda cola-
boración a las autoridades competentes a fin de permitirles
realizar las evaluaciones necesarias para cumplir con lo dis-
puesto en el artículo anterior. 

Artículo 136. Habrá responsabilidad solidaria en los si-
guientes supuestos: 

I. Cuando los daños causados a los humedales se produz-
can por la acumulación de actividades provocadas por dife-
rentes personas. 

II. Cuando sean varios los responsables de la infracción y
no sea posible determinar el grado de participación

Artículo 137. Son infracciones en términos de esta Ley, las
siguientes: 
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I. Llevar a cabo acciones y actividades en los ecosistemas
de humedales en contravención de lo dispuesto en esta Ley. 

II. Incumplir lo dispuesto por esta Ley con relación a la
conservación, restauración, remediación y aprovechamien-
to sustentable de los ecosistemas de humedales.

III. Incumplir las disposiciones autorizadas en los progra-
mas de conservación participativos 

IV. La extracción no autorizada de recursos naturales de los
humedales objetos de esta Ley. 

V. Causar deterioro a los ecosistemas de humedales o en los
flujos hídricos naturales por la construcción o modificación
de obras públicas o privadas con fines urbanos, industria-
les, agropecuarios, forestales, pesqueros, comerciales o de
servicios. 

VI. Contaminar el medio ambiente terrestre, acuático o aé-
reo y producir efectos nocivos con sustancias químicas o
naturales en los ecosistemas de humedales. 

VII. Atentar contra la vida silvestre y nativa que se des-
arrollan en las cuencas hidrográficas y las comunidades que
viven en ellas; 

VIII. Provocar el cambio de la composición físico química
de los suelos en la zona de transición y amortiguamiento 

IX. Obstaculizar al personal autorizado de la SECRETA-
RÍA la realización de visitas de inspección y/o monitoreo. 

X. Incurrir en falsedad respecto de cualquier información o
documento que se presente a la SECRETARÍA. 

XI. Las demás que señale la Ley, las demás disposiciones
legales y reglamentarias aplicables..

Artículo 138. Adicional a las infracciones señaladas en el
artículo 138 de esta Ley, se constituyen como infracciones
a la presente Ley en el caso específico del ecosistema de
manglar las siguientes:

I. Destruir, talar, quemar, dañar, transportar y comercializar
los productos bióticos sean originarios, de regeneración na-
tural o reforestada artificialmente del manglar y su zona de
transición y amortiguamiento. 

II. Obstaculizar con muros o construcción de cualquier ti-
po al ecosistema manglar, su zona de transición y amorti-
guamiento; 

III. Realizar cualquier tipo de construcción con fines de lu-
cro, que impacten directamente al manglar. 

IV. La construcción de proyectos turísticos dentro de los
propios manglares. 

V. Impedir o interrumpir el paso, flujo y reflujo de aguas de
las cuencas hidrográficas en el ecosistema manglar, su zo-
na de transición y amortiguamiento; 

VI. Destruir parcial o totalmente la vida silvestre y nativa
del ecosistema de manglar.

VII. Introducir especies florísticas o faunísticas distintas a
las originarias y que provoquen cambios en la composición
física, química y biológica del ecosistema manglar, su zona
de transición y amortiguamiento y de la cuenca hidrográfica; 

VIII. El aprovechamiento no autorizado de madera en pie,
de productos diferentes de la madera, como las gomas, re-
sinas, cortezas, frutos, bejucos, raíces y otros elementos de
la flora silvestre o nativa del ecosistema de manglar; 

IX. Realice actividades en los ecosistemas de manglar sin
contar con los permisos y las autorizaciones respectivas; 

X. Realice actividades dentro de los ecosistemas de man-
glar incumpliendo los términos y condiciones establecidos
en los permisos y las autorizaciones respectivas así como si
incumple las demás disposiciones de esta Ley, sus regla-
mentos y las normas oficiales mexicanas que deriven de
aquella; 

XI. Presente a la SECRETARÍA y demás dependencias, in-
formación y/o documentación a que se refiere este ordena-
miento que sea falsa. 

XII. Impedir y obstaculizar el libre tránsito dentro del eco-
sistema manglar, su zona de transición y amortiguamiento,
ríos, esteros y canales; constituye delito por el mero hecho
del principio de ejecución. 

XIII. La construcción de proyectos turísticos dentro de los
propios manglares y su zona de transición y amortigua-
miento.
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XIV. XI. Las demás que señale la Ley, las demás disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables.

Capítulo II
De las Sanciones

Artículo 139. La falta de cumplimiento a las disposiciones
de la presente Ley, serán sancionadas por la SECRETA-
RÍA. 

Artículo 140. Para el caso de las infracciones mencionadas
en el capítulo anterior, la SECRETARÍA podrá aplicar una
o varias de las siguientes sanciones, sin demérito de las pre-
vistas en otros ordenamientos legales aplicables: 

I. Multa equivalente de trescientos a treinta mil días de sa-
lario mínimo vigente del área geográfica de que se trate, al
momento de imponer la sanción 

II. Suspensión o cancelación definitiva en la asignación de
apoyos gubernamentales 

IV. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de las
obras y actividades realizadas dentro de las zonas de hu-
medales o aquellas que obstaculicen con muros o construc-
ción de cualquier tipo al ecosistema de humedal, su zona de
transición y amortiguamiento cuando: 

a) Las infracciones generen posibles riesgos o efectos ad-
versos al ecosistema manglar o a la diversidad biológica o
a la sanidad animal, vegetal o acuícola; o

b) El infractor no hubiere cumplido en los plazos y condi-
ciones impuestas por las Secretarías competentes, con las
medidas de seguridad o de urgente aplicación ordenadas.

V. El decomiso de los instrumentos, ejemplares u organis-
mos obtenidos o productos relacionados directamente con
las infracciones cometidas; 

VI. Suspensión, modificación, revocación o cancelación de
las concesiones, permisos, licencias o en general autoriza-
ciones otorgadas para la realización de las actividades cali-
ficadas como infracciones 

VII. Imposiciones de acciones compensatorias de restaura-
ción y remediación de los humedales y sus procesos ecoló-
gicos.

VIII. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas;

Artículo 141. En el marco de esta Ley y demás disposicio-
nes aplicables, para la imposición de las sanciones se to-
mará en cuenta: 

I. La gravedad de la falta; 

II. Los daños que se hubieren producido o puedan produ-
cirse, así como el tipo, localización y cantidad del recurso
dañado;

III. La intención de la acción; 

IV. El beneficio directo obtenido por el aprovechamiento
de los humedales; 

V. La reincidencia si la hubiere; 

VI. Las condiciones económicas, sociales y culturales del
infractor; y 

VII. Las demás que se señalen en el reglamento de la pre-
sente Ley.

En el caso de reincidencia, se duplicará el monto de la mul-
ta que corresponda, para los efectos de esta Ley, se consi-
dera reincidente el infractor que, habiendo sido declarado
responsable a partir de la fecha en que la autoridad compe-
tente lo determine mediante resolución definitiva, incurra
nuevamente en una o varias conductas infractoras estable-
cidas en el capítulo anterior. 

Artículo 142. Si una vez transcurrido el plazo concedido
por la autoridad para subsanar la o las infracciones que se
hubieren cometido y resultare que las infracciones subsis-
ten, la autoridad podrá imponer multas por cada día que
transcurra sin obedecer el mandato, sin que el total de las
mismas exceda el monto máximo permitido en el artículo
140 de esta Ley. 

Artículo 143. Las sanciones a que se refiere el artículo an-
terior se aplicará si perjuicio, en su caso, de las penas que
correspondan cuando los actos u omisiones constitutivos de
las infracciones a que se refiere esta ley sean también cons-
titutivos de delito, y sin perjuicio de la responsabilidad ci-
vil o ambiental que pudiera resultar para lo cuál será apli-
cable lo dispuesto por el artículo 203 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 
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Artículo 144. Son aplicables supletoriamente a este capítu-
lo en cuanto a responsabilidades administrativas, las dispo-
siciones del Capítulo Único del Título Cuarto de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo, con excepción del
artículo 70-A de dicho ordenamiento. 

Capítulo III
De las Responsabilidades

Artículo 145. Las sanciones a que se refiere el artículo an-
terior se aplicarán sin perjuicio, en su caso, de las penas que
correspondan cuando los actos u omisiones constitutivos de
las infracciones a que se refiere esta Ley sean también
constitutivos de delito conforme al Código Penal Federal.

Artículo 146. Independiente, de las sanciones de carácter
administrativa o penal que en su caso lleguen a determinar-
se por la autoridad judicial, conforme al párrafo anterior,
toda persona física o moral que, por sí o a través de sus re-
presentantes con pleno conocimiento de que se trata de un
ecosistema de humedal, generen daños o deterioros a terce-
ros en sus bienes, por el uso o manejo indebido de dichos
ecosistema, será responsable y estará obligada a repararlos
en los términos de esta ley y la legislación civil federal. La
responsabilidad civil regulada en esta ley es objetiva, atien-
de al indebido manejo de los ecosistemas de humedales, y
es exigible con independencia de la culpa o negligencia de
la persona que haya causado el daño a los bienes de terce-
ros, al medio ambiente o a la diversidad biológica, la cual
se presume siempre a cargo de quién o quienes realizan ta-
les actividades, salvo prueba en contrario. Cuando la res-
ponsabilidad por el mismo daño o deterioro recaiga en di-
versas personas, serán solidariamente responsables, a no
ser que se pruebe de manera plena el grado de participación
de cada uno de ellos en la acción u omisión que lo hubiere
causado.

Artículo 147. El incumplimiento por parte de los servido-
res públicos de las disposiciones contenidas en la presente
Ley, su reglamento y normas oficiales mexicanas que de
ella deriven, darán lugar a responsabilidad en términos de
lo establecido en el Título Cuarto de la Constitución, la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos,
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo y las leyes estatales de responsabilidades de
los servidores públicos. Las responsabilidades a que se re-
fiere este artículo se aplicaran sin perjuicio de las sanciones
de carácter penal o civil que en su caso lleguen a determi-
narse por la autoridad judicial.

Título Décimo
Del Recurso de Revisión

Capítulo Único

Artículo 148. Las resoluciones definitivas dictadas en los
procedimientos administrativos con motivo de la aplicación
de esta Ley, sus reglamentos y las normas que de ella deri-
ven, podrán ser impugnadas por los afectados mediante el
recurso de revisión, dentro de los quince días siguientes a
la fecha de su notificación, o ante las instancias jurisdiccio-
nales competentes. 

El recurso de revisión se interpondrá directamente ante la
Secretaría que emitió la resolución impugnada, quien en su
caso, otorgará su admisión, y el otorgamiento o la denega-
ción de la suspensión del acto recurrido, turnando el recur-
so a su superior jerárquico en la misma Secretaría para su
resolución definitiva.

Artículo 149. Por lo que se refiere a los demás trámites re-
lativos a la substanciación del recurso de revisión a que se
refiere el artículo anterior, se estará a lo dispuesto en Títu-
lo Sexto de la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Artículo Segundo. Hasta en tanto las legislaturas locales
dicten las leyes, y los ayuntamientos las ordenanzas, regla-
mentos y bandos de policía y buen gobierno, para regular
las materias que según las disposiciones de este ordena-
miento son de competencia de estados y municipios corres-
ponderá a la Federación aplicar esta Ley en el ámbito local,
coordinándose para ello con las autoridades estatales y con
su participación, con los municipios que corresponda según
el caso.

Artículo Tercero. El Gobierno Federal, y en su caso los de
las Entidades Federativas y municipios garantizarán las
previsiones presupuéstales suficientes, incluyendo la dota-
ción de los recursos humanos y materiales, a las autorida-
des responsables de la aplicación de esta Ley.

Artículo Cuarto. El Ejecutivo con la participación del
Consejo Nacional expedirá el reglamento dentro del plazo
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comprendido de 180 días naturales a partir de la publica-
ción de la presente Ley. 

Artículo Quinto. Cualquier persona física o moral, que se
encuentre ocupando, en forma ilegal (sin autorización, con-
cesión o permiso) áreas de humedales, en especial del eco-
sistema de manglar, sus zonas de transición y amortigua-
miento será desalojada de forma inmediata. 

Artículo Sexto. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan a la presente Ley.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona una Fracción VI
al Artículo 2, se reforma la Fracción I del Artículo 4 y se
adiciona la Fracción XVII al Artículo 7 recorriéndose
las demás, de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable para quedar como sigue:

Artículo 2. Son objetivos generales de esta Ley:

I-V �

VI. Contribuir a la conservación y protección de los ecosis-
temas de manglar.

Artículo 4. Se declara de utilidad pública:

I.- La conservación, protección y restauración de los eco-
sistemas forestales y sus elementos, las cuencas hidrológi-
cas forestales, así como de los humedales incluyendo las
humedales costeros poblados de manglares o de otras es-
pecies de similares características;

�

Artículo 7. 

XVII.- Manglar: Comunidad arbórea y arbustiva de las re-
giones costeras tropicales y subtropicales, compuestas por
especies halófitas facultativas o halófilas que poseen carac-
terísticas ecofisiológicas distintivas como raíces aéreas, vi-
viparidad, filtración y fijación de algunos tóxicos, mecanis-
mos de exclusión o excreción de sales; pueden crecer en
diferentes salinidades que van desde 0 hasta 90 ppm alcan-
zando su máximo desarrollo en condiciones salobres
(Aprox. 15 ppm). En el ámbito nacional existen cuatro es-
pecies Rhizophora mangle, Avicennia germinans, Lagun-
cularia racemosa y Rhizophora harrisonii.

XVIII�

TRANSITORIO

ÚNICO: El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 26 de abril de 2006.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica),
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas, Lorena Torres Ramos (rú-
brica en contra), Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut
(rúbrica), María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suá-
rez, Bernardo Loera Carrillo, Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo (rú-
brica), Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala
Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés (rúbrica), María del Rosario Herre-
ra Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Adrián Chá-
vez Ruiz.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, le
fue turnada para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente, la Minuta con Proyecto de Decreto que reforma el
primer párrafo del artículo 38, la adición al artículo 60 bis
1, el inciso a) del artículo 118, y el primer párrafo del artí-
culo 120 de la Ley General De Vida Silvestre.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los
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Artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, habiendo analizado el contenido
de la Minuta con Proyecto de Decreto que reforma diversos
artículos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, someten a la consideración de los
integrantes de esta honorable Asamblea el presente Dicta-
men, basándose en los siguientes:

ANTECEDENTES

1.- En la sesión plenaria celebrada el 3 de noviembre de
2005, la Mesa Directiva del Senado de la República recibió
la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el primer párrafo del artículo 38, el inciso a) del artículo
118, y el primer párrafo del artículo 120 de la Ley General
de Vida Silvestre, presentada por la Senadora Gloria Lava-
ra Mejía, turnándose en esta misma fecha a las Comisiones
Unidas de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; y
de Estudios Legislativos, Segunda;

2.- En la sesión plenaria celebrada el 15 de noviembre de
2005, la Senadora Verónica Velasco Rodríguez presentó la
Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
60 BIS 1 a la Ley General de Vida Silvestre, misma que fue
turnada por la Mesa Directiva a las Comisiones Unidas ci-
tadas en el antecedente anterior.

3.- Las Comisiones Unidas del Senado de la República de-
cidieron dictaminar las dos Iniciativas en conjunto, toda
vez que ambas se refieren al mismo ordenamiento legal.

4.- El 18 de abril de 2006, el Pleno de la Cámara de Sena-
dores del H. Congreso de la Unión aprobó el dictamen de
la minuta referida en los puntos anteriores, remitiéndola a
la Cámara de Diputados para los efectos de lo dispuesto en
el inciso a) del artículo 72 Constitucional.

5.- En sesión plenaria celebrada el 18 de abril de 2006, la
Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputados recibió la
minuta de referencia y en la misma fecha, es remitida a la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales; para
su estudio y dictamen el expediente que contiene la minuta
con Proyecto de Decreto que reforma el primer párrafo del
artículo 38, la adición al artículo 60 bis 1, el inciso a) del
artículo 118, y el primer párrafo del artículo 120 de la Ley
General De Vida Silvestre.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
y análisis para cumplir con el mandato del Pleno de esta
Cámara de Diputados, bajo las siguientes:

CONSIDERACIONES

1. Esta Comisión dictaminadora coincide con los puntos
expresados por la colegisladora en la necesidad de dar cla-
ridad al destino que se le dará a los ejemplares de vida sil-
vestre que sean asegurados de manera precautoria así como
la prohibición total del aprovechamiento extractivo y co-
mercial de las tortugas marinas.

2.- Con lo que respecta a los centros antes mencionados es
necesario que legalmente sean fortalecidos puesto que estos
organismos enfocan sus actividades principalmente a la ca-
pacitación y educación de los usuarios del recurso, rehabi-
litación y reproducción de ejemplares de fauna silvestre,
desarrollo y búsqueda de tecnología adecuada para el ma-
nejo zootécnico y aprovechamiento de la flora y fauna sil-
vestres, dando así alternativas de desarrollo a las comuni-
dades de la región, mismas que son necesarias

3.- El recurso �vida silvestre� es patrimonio de la humani-
dad y no solo no sólo pertenece a los mexicanos de esta ge-
neración. La gran riqueza que tiene México nos obliga a es-
tablecer compromisos e iniciativas efectivas para su
conservación.

4.- Este legado biológico, producto de múltiples factores, se
caracteriza por una inmensa diversidad cuya variabilidad y
cuyas características colocan a nuestra nación como una re-
gión especial. El alto grado de endemismos que presentan
las especies que conforman su biodiversidad, aumentan aún
más la importancia de concentrar esfuerzos que deriven en
su preservación.

CONCLUSIONES

Por todo lo anteriormente expuesto, los integrantes de la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que
suscriben el presente dictamen, coinciden con el espíritu de
la Minuta Proyecto de Decreto que nos ocupan, por lo que
con fundamento en los artículos 86 y 94 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se permi-
ten someter a consideración de la honorable Asamblea de la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006285



Cámara de Diputados, la aprobación del presente dictamen,
mediante el cual se aprueba el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADI-
CIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
GENERAL DE VIDA SILVESTRE

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el primer párrafo
del artículo 38, el inciso a) del artículo 118, y el primer pá-
rrafo del artículo 120 de la Ley General de Vida Silvestre,
para quedar como sigue:

Artículo 38.- La Secretaría establecerá y operará de con-
formidad con lo establecido en el reglamento, Centros para
la Conservación e Investigación de la Vida silvestre, en los
que se llevarán a cabo actividades de:

I. Recepción, rehabilitación, protección, recuperación, rein-
troducción, canalización, y cualquiera otras que contribu-
yan a la conservación de ejemplares producto de rescate,
entregas voluntarias, o aseguramientos por parte de la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente o la Procura-
duría General de la República.

II. Difusión, capacitación, monitoreo, evaluación, mues-
treo, manejo, seguimiento permanente y cualquiera otras
que contribuyan al desarrollo del conocimiento de la vida
silvestre y su hábitat, así como la integración de éstos a los
procesos de desarrollo sostenible. La Secretaría podrá cele-
brar convenios y acuerdos de coordinación y concertación
para estos efectos.

��..

Artículo 118.- �...

a) No exista posibilidad inmediata de colocar los bienes
asegurados en los Centros para la Conservación e Investi-
gación de la Vida Silvestre, en Unidades de Manejo para la
Conservación de la Vida Silvestre, en instituciones o con
personas, debidamente registradas para tal efecto.

b) a d)...

��

Artículo 120.- La Secretaría, cuando realice aseguramien-
tos precautorios de conformidad con esta Ley, canalizará
los ejemplares asegurados al Centro para la Conservación e
Investigación de la Vida Silvestre o consultará a éstos la ca-

nalización hacia Unidades de Manejo para la Conservación
de la Vida Silvestre, instituciones o personas que reúnan las
mejores condiciones de seguridad y cuidado para la estan-
cia, y en su caso, la reproducción de los ejemplares o bien-
es asegurados.

�

�

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona el artículo 60 Bis
1 a la Ley General de Vida Silvestre, para quedar como si-
gue:

Artículo 60 Bis 1.- Ningún ejemplar de tortuga marina,
cualquiera que sea la especie, podrá ser sujeto de aprove-
chamiento extractivo, ya sea de subsistencia o comercial,
incluyendo sus partes y derivados.

TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al si-
guiente día de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales
que contravengan al mismo.

Salón de Sesiones de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, DF, a los 19 días
del mes de abril de 2006.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.
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LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 203 de la Ley General de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

En la sesión celebrada 11 de Octubre de 2005, le fue turna-
da a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen, la
Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar el artícu-
lo 203 de la Ley General de Salud, a fin de ordenar la ma-
quila de medicamentos en la industria farmacéutica nacio-
nal, presentada por el diputado federal Benito Chávez
Montenegro, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 39 numerales 1° y 3°, 43, 44, 45,
y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88,
89, 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete-
mos a la consideración de los miembros de esta honorable
Asamblea, el presente Dictamen mismo que se realiza bajo
la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la ini-
ciativa mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de tur-
no para el dictamen de la referida iniciativa y de los traba-
jos previos de la Comisión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO DE LA
INICIATIVA�, se exponen los motivos y alcance de la pro-
puesta de reforma en estudio, asimismo, se hace una breve
referencia de los temas que la componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen a la iniciativa en análisis.

I. ANTECEDENTES.

El 11 de Octubre de 2005, el diputado federal Benito Chá-
vez Montenegro, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó ante el pleno
de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión la
Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma el artículo
203 de la Ley General de Salud, con el propósito regular y
ordenar la maquila de medicamentos en la industria farma-
céutica nacional.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA.

La Iniciativa objeto del presente dictamen se realiza con el
fin de ordenar la maquila de medicamentos en la industria
farmacéutica nacional

La Diputada proponente menciona en su exposición de mo-
tivos, que se debe ordenar a la industria farmacéutica na-
cional a fin de que exclusivamente se autoricen las �ma-
quilas� de medicamentos cuando existan causas de fuerza
mayor que impidan al titular de un producto con registro sa-
nitario llevar a cabo la producción regular de dicho pro-
ducto y que esta figura sea la excepción y no la regla den-
tro de la citada industria.

III. CONSIDERACIONES.

A. La salud es un factor de suma importancia para el bien-
estar y desarrollo social de la comunidad, por lo que co-
rresponde al Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de
Salud, establecer los requisitos que se deben cumplir du-
rante el proceso de fabricación de los medicamentos y que
garantice la calidad de los mismos.

Tenemos conocimiento que la fabricación de medicamen-
tos esta regulada por la Ley General de Salud en su Titulo
Décimo Segundo dirigido al Control Sanitario de Produc-
tos y Servicios de su Importación y Exportación así como
en la Norma Oficial Mexicana NOM-059-SSA1-1993, de
�Buenas prácticas de fabricación para establecimientos de
la industria químico farmacéutica dedicados a la fabrica-
ción de medicamentos�. Dicha norma establece los requisi-
tos mínimos necesarios para el proceso de los medicamen-
tos y/o productos biológicos comercializados en el país,
con el objeto de proporcionar medicamentos de calidad al
consumidor.

B. Hoy en día nuestros ordenamientos sanitarios, y en es-
pecifico la Ley General de Salud da permiso al titular de la
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autorización de un producto médico a permitir, a su vez,
que el producto en cuestión sea elaborado en todo o en par-
te, cuando cumpla con los requisitos establecidos por la
norma sanitaria federal y leyes relativas, señalando como
requisito que sea comunicado a la autoridad sanitaria com-
petente en un plazo no mayor de treinta días hábiles a par-
tir de la fecha en que se hubiese realizado. Esta derivación
de producción de medicamentos es llamado también como
la �maquila� de medicamentos.

Sin embargo, debido a que la Ley General de Salud sólo se-
ñala como requisito o límite para la �maquila� de medica-
mentos la comunicación a la autoridad sanitaria competen-
te dentro del plazo máximo de treinta días hábiles a partir
de la fecha en que esa �maquila� hubiese sido realizada, por
ende existe un descontrol en la Industria Farmacéutica da-
do que una vez que se obtiene la autorización para la fabri-
cación de algún producto, el titular puede olvidarse de la fa-
bricación derivando la �maquila� a cualquier otro
laboratorio, arrendando el beneficio de la autorización o, de
plano, transmitiendo los derechos de la autorización obte-
nida.

Cabe mencionar que este tipo de acciones -la maquila de
productos- se han vuelto una práctica común, de tal for-
ma que entre laboratorios farmacéuticos se llevan a cabo
en forma regular, incluyendo incluso casos de productos
respecto de los cuales el titular del registro ni siquiera tie-
ne líneas de producción correspondientes, pudiendo darse
situaciones de falta rigurosa de control sanitario, estable-
ciéndose un riesgo sanitario para la población mexicana.

Así mismo puede suceder que quien tiene la autorización
para la elaboración de un producto, puede tener cualquier
tipo de problemas, ya sea económicos, laborales o en el
proceso de producción, elaboración, transformación o, en
general, en la fabricación del producto que se encuentren
fuera de su alcance y que, de no existir este tipo de �ma-
quilas� y existir cualquier tipo de problemas fuera de la in-
fluencia o alcance de solución (problemas conocidos como
�de fuerza mayor�), dejaría a la población sin la posibilidad
de utilizar en su beneficio el medicamento que se esta de-
jando de fabricar.

C. Es por ello es que esta Comisión dictaminadora consi-
dera viable dicha reforma ya que el objetivo principal es
buscar ordenar a la industria farmacéutica nacional a fin de
que no se abuse de la inexistencia de candados en nuestro
ordenamiento legal y exclusivamente se autoricen las �ma-
quilas� de medicamentos cuando existan causas de fuerza

mayor que impidan al titular de un producto con registro sa-
nitario llevar a cabo la producción regular de dicho pro-
ducto y que esta figura sea la excepción y no la regla den-
tro de la citada industria.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta Co-
misión de Salud con las atribuciones que le otorga el artí-
culo 73 fracción XVI, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos así como los artículos 45 numeral
6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, ponemos a consideración el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 203 DE LA LEY GENERAL DE SALUD.

Artículo Único.- Se reforma el artículo 203 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 203.- Al titular de la autorización de un producto se
le podrá permitir que éste sea elaborado en todo o en parte,
por cualquier fabricante, únicamente cuando se presenten
causas de fuerza mayor que le impidan producirlo de
conformidad con lo establecido en la autorización co-
rrespondiente, debiendo, en todo caso, cumplir con los
requisitos establecidos por esta ley y demás normas apli-
cables. En este caso, el titular de la autorización deberá ob-
tener la aprobación de la Secretaría de Salud, de forma
previa al inicio del proceso de fabricación externa del
producto.

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos
(rúbrica), José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera,
Cristina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica), Raúl Ro-
gelio Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva
(rúbrica), Gisela Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lucio Galileo Lastra
Marín (rúbrica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica), Francisco
Rojas Toledo, María Salomé Elyd Sáenz (rúbrica), Guadalupe Mendí-
vil Morales, Marco Antonio García Ayala, Jaime Fernández Saracho,
Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Isaías
Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Martha Pala-
fox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña Pérez, Ivonne Aracelly Ortega
Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), María Angélica
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Díaz del Campo (rúbrica), Julio Boltvinik Kalinka, Martha Lucía Mí-
cher Camarena, Irma Sinforina Figueroa Romero, José Luis Naranjo y
Quintana (rúbrica), Guillermo Velasco Rodríguez (rúbrica), María An-
gélica Ramírez Luna.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 8 de la Ley General de Educación

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplicables
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su consi-
deración Dictamen sobre la Iniciativa que reforma el artí-
culo 8 de la Ley General de Educación, para incorporar a la
Ley, como criterio que orientará la educación, evitar la vio-
lencia intrafamiliar y la explotación de menores.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo de
turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATIVA�
se extracta la trascendencia de la propuesta en estudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIATIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
la Dip. Laura Elena Martínez Rivera, del Grupo Parlamen-
tario Partido Revolucionario Institucional, el día 28 de abril
de 2005, misma que fue publicada en la Gaceta Parlamen-
taria numero 1740-II.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los re-
quisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa Di-
rectiva la turnó esta Comisión para su estudio y efectos
conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1266, que
a su vez, remitió a la Subcomisión de Educación Básica e
Inicial para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo. En consecuencia esta Comisión Dictaminadora proce-
dió a preparar Proyecto de Dictamen, que fue aprobado por
el Pleno de la Comisión en reunión del día 24 de febrero de
2006, por unanimidad de los miembros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La Iniciativa parte de recordar que en el caso de los niños y
las niñas el maltrato se hace posible como una forma apro-
bada de control y educación de los menores en las socieda-
des que se han edificado a partir de un modelo rígido de es-
tructuras jerárquicas, donde los adultos emplean el castigo
corporal y psicológica como un método disciplinario y co-
rrectivo. De este modo, la violencia es un fenómeno social
que lamentablemente goza de aceptación en amplios seg-
mentos sociales. A pesar de que en los últimos tiempos es-
tas conductas han sido condenadas, en nuestra sociedad to-
davía miles de mujeres y niños sufren de manera
permanente actos de maltrato físico, psicológico y sexual
en su propio hogar. La intolerancia implica violencia.

La política educativa a sido deficiente e inculcar los valo-
res sociales de la igualdad, el respeto, la solidaridad, la
identidad nacional, el respeto del pasado y el compromiso
social, así como, el rechazo de cualquier forma de violen-
cia y explotación. Esta perdiendo la batalla en la formación
de verdaderos ciudadanos una sociedad y sus instituciones
que no sean capaces de proteger a sus mujeres, niños y ni-
ñas, esta condenada a perder lo más importante de sí misma:
su integridad y su destino, y esta condenando su futuro.

La explotación de menores es uno de los más graves ma-
les de la sociedad. Esta comprende desde lo sexual hasta
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lo laboral, es decir, existen múltiples formas de explotación
de menores.

Muchos de ellos niños y niñas son usados como transporta-
dores de la droga, para mantener las redes de tráfico y co-
mercialización.

Muchos además �niños de la calle�, que hay en la Ciudad
de México han sido utilizados para producir cintas porno-
gráficas o para prostituirlos con pederastas tanto mexicanos
como extranjeros.

Que más de 30 mil niños y niñas mexicanas son víctimas de
la explotación sexual y en su mayoría, ejercen la prostitu-
ción en zonas turísticas. El 80% son niñas de entre 10 y 14
años de edad. Todo lo anterior de acuerdo con datos de la
Fundación Mexicana de Niños Robados y Desaparecidos.

En virtud de lo anterior la iniciativa propone:

CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Al respecto, esta Comisión Dictaminadora considera que es
relevante la intención de la iniciativa y derivado de su con-
tenido y trascendencia jurídica esta Comisión Dictamina-
dora ha decidido aceptarla.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, las Comi-
siones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos

y de Asuntos Indígenas someten a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 8. DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Artículo Único.- Se reforma párrafo primero del artículo 8
de la Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 8.- El criterio que orientará a la educación que el
Estado y sus organismos descentralizados impartan -así co-
mo toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria,
la normal, y demás para la formación de maestros de edu-
cación básica que los particulares impartan- se basará en
los resultados del progreso científico; luchará contra la ig-
norancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los fana-
tismos, los prejuicios, la formación de estereotipos y la dis-
criminación, especialmente la ejercida contra las mujeres,
la violencia familiar y toda forma de explotación de los
menores. Además:

I.- ...

II.- ...

III.- ...

Transitorio.

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del mes
de febrero de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente; José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina (rúbrica), secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), Maria Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres
(rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado, Florentino Domínguez Ordó-
ñez, Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván García So-
lís (rúbrica), María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Blanca Estela
Gómez Carmona, José Ángel Ibáñez Montes (rúbrica), Moisés Jiménez
Sánchez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Gerardo Montenegro

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados290



Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas (rú-
brica), Óscar Martín Ramos Salinas (rúbrica), Sonia Rincón Chanona
(rúbrica), Agustín Rodríguez Fuentes (rúbrica), Alfonso Rodríguez
Ochoa, Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Lorena Torres Ramos (rúbrica),
Samuel Rosales Olmos.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que reforma los párra-
fos segundo y tercero del artículo 48; y adiciona una nueva
fracción III, recorriéndose en su orden las demás, del artí-
culo 10 y una fracción IV al artículo 11 de la Ley General
de Educación

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplicables
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su consi-
deración Dictamen de la Iniciativa que reforma y adiciona
los artículos 10, 11, 12, en sus fracciones I, III y VII; 14 en
su fracción V; 47 y 48, en su segundo y tercer párrafos, pa-
ra considerar al Consejo Nacional Técnico de la Educación
como parte del Sistema Educativo Nacional y replantear
sus funciones para mejorar la calidad de este servicio.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo de
turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATIVA�
se extracta la trascendencia de la propuesta en estudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIA TIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
el Dip. Florentino Domínguez Ordóñez, del Grupo Parla-
mentario Partido Revolucionario Institucional, el día 13 de
octubre de 2005, misma que fue publicada en la Gaceta
Parlamentaria numero 1861-II.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los re-
quisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa Di-
rectiva la turnó esta Comisión para su estudio y efectos
conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1602, que
a su vez, remitió a la Subcomisión de Educación Básica e
Inicial para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo con modificaciones. En consecuencia esta Comisión
Dictaminadora procedió a preparar Proyecto de Dictamen,
que fue aprobado por el Pleno de la Comisión en reunión
del día 14 de marzo de 2006, por unanimidad de los miem-
bros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La Iniciativa señala que el mejoramiento de las condiciones
de vida de la nación mexicana deba pasar necesariamente
por la educación y que el educador es primordiales el pro-
ceso enseñanza-aprendizaje, toda vez que en su constante
superación profesional y trato cotidiano con los educandos
lo hace apto, para realizar planteamientos serios que refle-
jan sus experiencias educativas traducidas en necesidades
que deben contener los planes y programas de estudio los
hacen los mejores capacitados, para presentar planteamien-
tos serios y sean vinculo que coadyuve con la autoridad
educativa, posibilitando que hayan sido considerados edu-
cadores sobresalientes para integrar un órgano de consulta
de las autoridades educativas.

En virtud de lo anterior la iniciativa propone:
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CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Al respecto, esta Comisión Dictaminadora considera ade-
cuado incorporar el Consejo Nacional Técnico de la Edu-
cación y sus correspondientes estatales, a nivel legal como
parte del sistema educativo. Sobre todo, porque estas ins-
tancias existen, trabajan con buenos resultados, tienen sus
reglamentos y fueron creados precisamente por la Ley, y al
no estar ya en la Ley, deberían entonces desaparecer, con lo
cual el sistema educativo prescindiría de una entidad que
resulta de la mayor importancia en el desarrollo de sus fun-
ciones.

Resulta también conveniente hacerlo, en virtud de que su
trabajo es necesario para orientar las decisiones de carácter
técnico-pedagógico a que están obligadas las autoridades
educativas. Por ello, no resulta conveniente restringir su
trabajo a la consultoría de planes y programas, sino llevar
su intervención, como lo hacen, a todo el espectro curricu-
lar en un sentido amplio, sin que por ello tengan interven-
ción en el diseño de la política educativa, sino cuando es-
pecíficamente fueran consultadas para ello.

Por otro lado no es admisible condicionar las funciones
constitucionales y legales de las autoridades educativas, a
consultas previas con un órgano de consulta, aunque si es
aconsejable establecer en la Ley que el proceso de consul-
ta a que están obligadas para realizar algunas de estas fun-
ciones, incluya a esta instancia.

De la misma manera, conviene precisar que para las demás
funciones técnico-pedagógicas, las autoridades considera-
rán la opinión de estos órganos, lo que no equivale a con-
dicionar él la actuación de las autoridades.
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Por lo que esta Comisión Dictaminadora propone aceptar la
iniciativa en comento con modificaciones en el texto del
Proyecto de Decreto, para quedar como sigue:
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Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete a
la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 10
FRACCIÓN III; 11 FRACCIÓN IV Y 48, EN SU SE-
GUNDO Y TERCER PÁRRAFOS DE LA LEY GENE-
RAL DE EDUCACIÓN.

Artículo Único.- Se reforman los párrafos segundo y ter-
cero del artículo 48; se adiciona una nueva fracción III, re-
corriéndose en su orden las demás fracciones, al artículo 10
y una fracción IV, al artículo 11 de la Ley General de Edu-
cación, para quedar como sigue:

Artículo 10.- �
...

I. y II. ...

III. El Consejo nacional Técnico de la Educación y los
correspondientes en las entidades federativas;

IV.- Los planes, programas, métodos y materiales educati-
vos;

V.- Las instituciones educativas del estado y de sus orga-
nismos descentralizados;

VI.- Las instituciones de los particulares con autorización o
con reconocimiento de validez oficial de estudios, y

VII.- Las instituciones de educación superior a las que la
ley otorga autonomía.

�

Artículo 11.- �

�

I. a III. ...

IV.- El Consejo Nacional Técnico de la Educación, y los
correspondientes en las entidades federativas, son órga-
nos de consulta de las autoridades educativas en sus res-
pectivos ámbitos de competencia.

Las funciones de estos Consejos son:

a) Realizar investigaciones, estudios y análisis de carác-
ter técnico-pedagógico acerca de planes y programas de
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estudio, contenidos, métodos, materiales de estudio, mate-
riales didácticos y de apoyo al proceso educativo, métodos
e instrumentos de evaluación, diseño de espacios, mobi-
liario y equipos y, en general, de todos los elementos que
integran el currículo de la educación básica y los factores
que afectan la calidad de los servicios.

b) Hacer un seguimiento permanente, en el ámbito de su
competencia, del funcionamiento y calidad de los servi-
cios de educación básica así como de sus resultados, y
proponer a las autoridades educativas, para su considera-
ción, las medidas y reformas de carácter técnico que con-
sideren resulten pertinentes.

c) Emitir opinión fundada respecto a planes y programas
de estudio que proponga la autoridad competente, las ac-
tualizaciones de libros de texto, los libros y materiales di-
dácticos y los contenidos educativos, así como los requisi-
tos académicos de los planes y programas de estudio de
los particulares.

Artículo 48.- ...

Para tales efectos la Secretaría considerara las opiniones de
las autoridades educativas locales, y de los diversos secto-
res sociales involucrados en la educación, expresadas a tra-
vés del Consejo Nacional Técnico de la Educación y del
Consejo Nacional de Participación Social en la educación a
que se refiere el articulo 72.

Las autoridades educativas locales previa consulta al
Consejo Estatal Técnico de Educación correspondiente,
propondrán para consideración y, en su caso, autorización
de la Secretaría, contenidos regionales que �sin mengua del
carácter nacional de los planes y programas citados� per-
mitan que los educandos adquieran un mejor conocimiento
de la historia, la geografía, las costumbres, las tradiciones,
los ecosistemas y demás aspectos propios de la entidad y
municipios respectivos.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados

Unidos Mexicanos, en México, DF, a los catorce días del mes de mar-
zo de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente; José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Haces (rúbri-
ca), Juan Pérez Medina (rúbrica), secretarios, Tatiana Clouthier Carri-
llo (rúbrica), José Francisco Landero Gutiérrez, Norberto Enrique Co-
rella Torres (rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado, Florentino
Domínguez Ordóñez, Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc (rúbri-
ca), Iván García Solís, María Guadalupe García Velasco (rúbrica),
Blanca Estela Gómez Carmona, José Ángel Ibáñez Montes, Moisés Ji-
ménez Sánchez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Gerardo Mon-
tenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávila Sa-
linas (rúbrica), Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona,
Agustín Rodríguez Fuentes (rúbrica), Alfonso Rodríguez Ochoa, Rocío
Sánchez Pérez (rúbrica), Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AVIACION CIVIL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el antepenúltimo y penúlti-
mo párrafos del artículo 15 de la Ley de Aviación Civil

HONORABLE ASAMBLEA

El 16 de marzo de 2006, le fue turnada a esta Colegislado-
ra la Minuta de la H. Cámara de Senadores con Proyec-
to de Decreto por el que Reforma el artículo 15 de la
Ley de Aviación Civil.

De acuerdo con la Minuta elaborada por las Comisiones
Unidas de Comunicaciones y Transportes y de Estudios Le-
gislativos Segunda de la Colegisladora, estas Comisiones
procedieron a su análisis y estudio, con base en las faculta-
des que confieren los artículos 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 86 y 94 de la Ley Or-
gánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así
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como los artículos 87 y 88 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometiendo a la consideración de esta honora-
ble Asamblea el dictamen relativo a la Minuta antes citada.

DICTAMEN

ANÁLISIS DE LA MINUTA

La Colegisladora se manifiesta en que la revocación es una
extinción del acto administrativo, es el retiro unilateral de
un acto válido y eficaz, por un motivo superveniente.

Señalando que el antepenúltimo párrafo del artículo 15 de
la Ley de Aviación Civil, faculta a la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes para-revocar las concesiones a los
permisionarios de manera inmediata únicamente en los su-
puestos de las fracciones I, II, III, IV, V y VII, del referido
artículo.

Asimismo al referido antepenúltimo párrafo se adiciona el
que dicha facultad también sea otorgada al caso que se re-
fiere en la fracción X, que contempla que por infringir las
condiciones de seguridad en materia de aeronavegabilidad,
cuando a juicio de la Secretaría se considere que es grave la
infracción para la seguridad de la operación de la aeronave.

También señala que el penúltimo párrafo del referido artí-
culo se establece que en los casos de las fracciones VIII a
XI, la Secretaría sólo revocará la concesión o permiso
cuando previamente se hubiese sancionado al concesiona-
rio o permisionario por lo menos en tres ocasiones por las
causas previstas en la misma fracción; por ello la Colegis-
ladora propone que la fracción X del artículo 15 de la Ley
de Aviación Civil, no sea incluida en el penúltimo párrafo
de dicho artículo, para que así la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, en el ejercicio de las facultades que le
confiere la Ley, pueda supervisar, verificar y controlar las
operaciones relacionadas con las aeronaves y las instala-
ciones complementarias, pueda proceder de inmediato a la
revocación correspondiente, cuando al infringir las condi-
ciones de seguridad de la aeronave se ponga en peligro la
vida de los usuarios de este servicio.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

La que Dictamina considera adecuada la modificación pro-
puesta por la Colegisladora, en el sentido de que la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes, en el ejercicio de
las facultades que le confiere la Ley, pueda supervisar, ve-

rificar y controlar las operaciones relacionadas con las ae-
ronaves y las instalaciones complementarias, pueda proce-
der de inmediato a la revocación correspondiente, cuando
al infringir las condiciones de seguridad de la aeronave se
ponga en peligro la vida de los usuarios de este servicio.

Ya que es evidente que la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, a través de la Dirección General de Aeronáu-
tica Civil tienen atribuciones claras para supervisar, verifi-
car y controlar las operaciones relacionadas con las aerona-
ves y las instalaciones complementarias, también lo es que
tales facultades se otorgaron con excesivas limitaciones al
extremo de que aún en graves condiciones de riesgo para
autorizar el vuelo de una aeronave si se sorprende la viola-
ción a normas y medidas de seguridad, se podrá infraccio-
nar y hasta suspender el vuelo pero, la concesión quedará
intocada hasta que la reincidencia ocurra múltiples de ve-
ces, y aún así, con la falta de personal técnico y la imposi-
bilidad de mantener continua la vigilancia de infractores
crónicos, la labor de resguardo de la seguridad en la opera-
ción de vuelos se vuelve una responsabilidad pesada para la
autoridad en la especialidad. A todo esto se debe agregar la
posibilidad de largos litigios ya que no es remoto que, in-
cluso se le descalifique por exceso en el cumplimiento in-
terponiendo recursos administrativos y hasta por vía de am-
paro se relativice su importancia.

La seguridad de los pasajeros y sus bienes mediante la
adopción de medidas de seguridad de estándares interna-
cionales y la capacitación y adiestramiento del personal
técnico aeronáutico, todo ello son enunciados que sin la co-
rrelativa capacidad legal y el aprovisionamiento presupues-
tario suficiente, quedan en buenos propósitos incumplidos
que no tardarán en reflejarse en otra tragedia de accidente
aéreo previsible si no se toman las medidas correspondien-
tes.

En atención a lo señalado en los párrafos que anteceden, la
que dictamina se pronuncia a favor de la Minuta con Pro-
yecto de Decreto, en atención a que cuando un concesiona-
rio o permisionario transgreda las medidas de seguridad en
materia de aeronavegabilidad como lo establece la fracción
X del artículo 15 ,de la Ley de Aviación Civil, no se re-
quiera de la acumulación de tres sanciones para proceder a
la revocación y pueda proceder de inmediato ante una in-
fracción grave.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
esta Comisión de Transportes, sometemos a la considera-
ción del Pleno de esta honorable Asamblea, el siguiente:
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PROYECTO DEL DECRETO QUE REFORMA DEL
ARTÍCULO 15, EL ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO,
DE LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL.

Articulo Único. Se reforma y adiciona el antepenúltimo y
el penúltimo párrafos del artículo 15 de la Ley de Aviación
Civil, para quedar como sigue:

Artículo 15.-

I.- ...

II.- ...

III.- �

IV.-�

V.- ...

VI.- �

VII.-...

VIII.- �

IX.- ...

X.-... 

XI.-...

XII.- ...

XIII.- ...

La Secretaría revocará las concesiones o permisos de ma-
nera inmediata únicamente en los supuestos de las-fraccio-
nes I a V y VII anteriores. De igual forma procederá en el
caso de la fracción X cuando a su juicio sea grave la in-
fracción para la seguridad de la operación.

En los casos de las fracciones VIII, IX y XI, la Secretaría
sólo revocará la concesión o permiso cuando previamente
hubiese sancionado al respectivo concesionario o permisio-
nario, por lo menos en tres ocasiones por las causas previs-
tas en la misma fracción. Para los supuestos de las fraccio-
nes VI, XII y XIII, se requerirá que la sanción se haya
impuesto por lo menos en cinco ocasiones por las causas
previstas en la misma fracción.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados, a los 3
días del mes de abril de 2006.

La Comisión de Transportes, diputados: Francisco Juan Ávila Cam-
beros (rúbrica), Presidente; Renato Sandoval Franco (rúbrica), José
Carmen Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), José Rubén Figueroa Smutny
(rúbrica), Gelacio Montiel Fuentes, secretarios; Baruch Alberto Barre-
ra Zurita, Sebastián Calderón Centeno, Alfredo Fernández Moreno (rú-
brica), María del Rocío Jaspeado Villanueva (rúbrica), Diego Palmero
Andrade (rúbrica), José Orlando Pérez Moguel (rúbrica), Salvador Ve-
ga Casillas, María Angélica Díaz del Campo (rúbrica), Edith Guillén
Zárate, Valentín González Bautista (rúbrica), Inelvo Moreno Álvarez
(rúbrica), Juan Pérez Medina (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica),
Roger David Alcocer García (rúbrica), Humberto Cervantes Vega (rú-
brica), Francisco Grajales Palacios, Felipe Medina Santos (rúbrica),
Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rogelio Rodríguez Javier, Rómulo
Isael Salazar Macías (rúbrica), Érick Agustín Silva Santos, José Javier
Villacaña Jiménez, Adrián Villagómez García (rúbrica), Gustavo Za-
natta Gasperín (rúbrica), Mario Alberto Rafael Zepahua Valencia (rú-
brica), Fernando Espino Arévalo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AEROPUERTOS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto de
decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 19 de la
Ley de Aeropuertos

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Transportes de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, le fue turnada el día
14 de marzo de 2006, para su estudio y dictamen la Inicia-
tiva que Reforma los artículos 19 y 39 de la Ley de Ae-
ropuertos, presentada por el Diputado Jesús González
Schmal, del Grupo Parlamentario del Partido Convergen-
cia, el día 20 de octubre de 2005.
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Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 44
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 56, 60, 65, 66, 85, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
metemos a consideración de esta honorable Asamblea el
presente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1) Con fecha 20 de octubre de 2005, el Diputado Federal
Jesús González Schmal, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Convergencia, presentó ante el pleno de la H. Cámara de
Diputados la Iniciativa que Reforma los artículos 19 y 39
de la Ley de Aeropuertos.

2) Con esa misma fecha, la Mesa Directiva de la H. Cáma-
ra de Diputados recibió y turnó la citada Iniciativa a la Co-
misión de Transportes, de este órgano legislativo, para su
estudio y elaboración del correspondiente dictamen.

CONSIDERACIONES

La que Dictamina considera adecuada la reforma propues-
ta por el Legislador, en el sentido de que en la cultura del
cuidado del medio ambiente y equilibrio ecológico, se han
detectado aspectos en los cuales probablemente no se han
establecido las disposiciones adecuadas y necesarias para
garantizar el que se detenga la destrucción del medio am-
biente.

Regularmente cuando se presentan proyectos de inversión
en los cuales se satisfacen necesidades de orden público, no
se considera el cuidado ecológico. Hay que recordar que la
naturaleza siempre nos esta recordando el daño que el
hombre le esta causando al hábitat que le rodea.

En la medida en que tengamos una visión global sobre los
aspectos que dañan a la naturaleza y provocan un desequi-
librio en los ecosistemas que nos rodean, se podrá desace-
lerar la depredación que desde hace varias décadas ha ido
aumentando en diversas regiones.

La construcción de aeropuertos y de vías aéreas es un as-
pecto poco explorado y cuando se trata de inversionistas y
concesionarios que deben satisfacer requisitos específicos
para la Administración Pública Federal conceda autoriza-
ción para desplegar proyectos de inversión, se debería de

considerar el daño posible que se podría causar al medio
ambiente y equilibrio ecológico.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
esta Comisión de Transportes, sometemos a la considera-
ción del Pleno de esta honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DEL DECRETO QUE REFORMA LOS
ARTÍCULOS 19 Y 39, DE LA LEY DE AEROPUER-
TOS.

Artículo Primero. Se reforma y adiciona el segundo pá-
rrafo del artículo 19 de la Ley de Aeropuertos, para quedar
como sigue:

Artículo 19.-...

Se requerirá resolución favorable de la Comisión Nacional
de Inversiones Extranjeras para que la inversión a que se re-
fiere el párrafo anterior participe en un porcentaje mayor.
Dicha Comisión deberá considerar al resolver, que se pro-
picie el desarrollo regional y tecnológico, y se salvaguarde
el equilibrio ecológico y la integridad soberana de la Na-
ción.

Artículo Segundo. Se reforma y adiciona el artículo 39 de
la Ley de Aeropuertos, para quedar como sigue:

Artículo 39.- El permisionario de un aeródromo de servi-
cio al público, deberá elaborar un programa indicativo de
inversiones en materia de construcción, conservación y
mantenimiento, en el que se incluyan medidas específicas
relacionadas con la seguridad y protección del equilibrio
ecológico, y hacerlo del conocimiento de la Secretaría.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Sala de la Comisión de la H. Cámara de Diputados, a los 05
días del mes de abril de 2006.

La Comisión de Transportes, diputados: Francisco Juan Ávila Cam-
beros (rúbrica), Presidente; Renato Sandoval Franco (rúbrica), José
Carmen Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), José Rubén Figueroa Smutny
(rúbrica), Gelacio Montiel Fuentes, secretarios; Baruch Alberto Barre-
ra Zurita, Sebastián Calderón Centeno (rúbrica), Alfredo Fernández
Moreno (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva (rúbrica), Die-
go Palmero Andrade (rúbrica), José Orlando Pérez Moguel (rúbrica),
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Salvador Vega Casillas, María Angélica Díaz del Campo (rúbrica),
Edith Guillén Zárate, Valentín González Bautista (rúbrica), Inelvo Mo-
reno Álvarez (rúbrica), Juan Pérez Medina (rúbrica), Isidoro Ruiz Ar-
gaiz (rúbrica), Roger David Alcocer García (rúbrica), Humberto Cer-
vantes Vega, Francisco Grajales Palacios, Felipe Medina Santos
(rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rogelio Rodríguez Ja-
vier, Rómulo Isael Salazar Macías (rúbrica), Érick Agustín Silva San-
tos, José Javier Villacaña Jiménez, Adrián Villagómez García (rúbrica),
Gustavo Zanatta Gasperín (rúbrica), Mario Alberto Rafael Zepahua Va-
lencia (rúbrica), Fernando Espino Arévalo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AEROPUERTOS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto
de decreto que reforma el artículo 46 de la Ley de Aero-
puertos

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Transportes de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, le fue turnada el día
14 de marzo de 2006, para su estudio y dictamen la Inicia-
tiva que Reforma el artículo 46 de la Ley de Aeropuer-
tos, presentada por el Diputado Jesús González Schmal, del
Grupo Parlamentario del Partido Convergencia, el día 14 de
marzo de 2006.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 44
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 56, 60, 65, 66, 85, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
metemos a consideración de esta honorable Asamblea el
presente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1) Con fecha 14 de marzo de 2006, el Diputado Federal Je-
sús González Schmal, del Grupo Parlamentario del Partido

Convergencia, presentó ante el pleno de la H. Cámara de
Diputados la Iniciativa que Reforma el artículo 46 de la Ley
de Aeropuertos.

2) Con esa misma fecha, la Mesa Directiva de la H. Cáma-
ra de Diputados recibió y turnó la citada Iniciativa a la Co-
misión de Transportes, de este órgano legislativo, para su
estudio y elaboración del correspondiente dictamen.

CONSIDERACIONES

La que Dictamina considera adecuada la modificación y
adición propuestas por el Legislador, en el sentido de que
con motivo de hechos reportados de padecimientos presen-
tados por usuarios de instalaciones aeroportuarias, en los
que incluso el desenlace ha sido fatal, es necesario dada la
gran afluencia que la mayoría de los aeropuertos presentan,
la inminente necesidad y obligación de que en los mismos
se cuente con un dispositivo de primeros auxilios y de
emergencia médica.

Así como en el artículo materia de esta iniciativa, el artícu-
lo 30 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, no estable-
ce nada al respecto de que sea una obligación el contar con
un módulo de primero auxilios y de emergencias médicas
en los aeropuertos y aeródromos de país; ya que el referido
artículo únicamente establece que: �Los aeródromos civi-
les deberán contar con la infraestructura e instalaciones
necesarias, de acuerdo con su clasificación y categoría,
las cuales reunirán los requisitos técnicos y operaciona-
les que establezcan las normas básicas de seguridad y
demás disposiciones aplicables, para garantizar la segu-
ra y eficiente operación de los mismos y de las aerona-
ves, tal como: pistas, calles de rodaje, platafor-
mas........................ instalaciones destinadas al cuerpo de
rescate y extinción de incendios, franjas de seguridad,
plantas de emergencia eléctricas ....... equipos de incine-
ración y equipos para manejo de basura, entre otros.�
Sin embargo, jamás se considera a quien en calidad de
usuario, visitante, empleado directo o indirecto, en caso de
algún padecimiento o bien accidente en las salas de espera,
restaurantes, estacionamientos, etc. reciba oportunamente
asistencia médica inmediata para evitar consecuencias de
agravamiento o incluso pérdida de la vida.

Es evidente que la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, tiene el firme objetivo de promover y generar más y
mejores servicios e infraestructura de comunicaciones y
transportes, que sean accesibles a todos los mexicanos.
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Los servicios de asistencia médica constituyen una necesi-
dad imperante, principalmente en el aeropuertos de alta
densidad de concurrencia, lo que no puede quedar al libre
arbitrio o criterio de los concesionarios de los aeropuertos,
esto debe de ordenarse y exigirse por la vía jurídica.

Recordando siempre que la operación y la razón de la exis-
tencia de los aeropuertos se debe principalmente a sus in-
gresos y éstos se deben al usuario, a quién en este caso no
se le está considerando en caso de sufrir algún accidente o
padecer un trastorno que súbitamente lo exponga a un ries-
go mayor en las condiciones de su salud.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
esta Comisión de Transportes, sometemos a la considera-
ción del Pleno de esta honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DEL DECRETO QUE REFORMA DEL
ARTÍCULO 46, DE LA LEY DE AEROPUERTOS.

Artículo Único. Se reforma y adiciona el artículo 46 de la
Ley de Aeropuertos, para quedar como sigue:

Artículo 46.- Corresponderá a los concesionarios o permi-
sionarios, conforme a las disposiciones aplicables y con ba-
se en el título de concesión o permiso respectivo, asegurar
que los aeródromos civiles cuenten con la infraestructura,
instalaciones, equipo, señalización, módulo de primeros
auxilios y emergencias médicas, servicios y sistemas de
organización, adecuados y suficientes para que la operación
y atención al usuario se lleve  a cabo sobre bases  de se-
guridad, eficiencia y calidad.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Sala de la Comisión de la H. Cámara de Diputados, a los 03
días del mes de abril de 2006.

La Comisión de Transportes, diputados: Francisco Juan Ávila Cam-
beros (rúbrica), Presidente; Renato Sandoval Franco (rúbrica), José
Carmen Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), José Rubén Figueroa Smutny
(rúbrica), Gelacio Montiel Fuentes, secretarios; Baruch Alberto Barre-
ra Zurita, Sebastián Calderón Centeno (rúbrica), Alfredo Fernández
Moreno (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva (rúbrica), Die-
go Palmero Andrade (rúbrica), José Orlando Pérez Moguel (rúbrica),
Salvador Vega Casillas, María Angélica Díaz del Campo (rúbrica),
Edith Guillén Zárate, Valentín González Bautista (rúbrica), Inelvo Mo-

reno Álvarez (rúbrica), Juan Pérez Medina (rúbrica), Isidoro Ruiz Ar-
gaiz (rúbrica), Roger David Alcocer García (rúbrica), Humberto Cer-
vantes Vega (rúbrica), Francisco Grajales Palacios, Felipe Medina San-
tos (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rogelio Rodríguez
Javier, Rómulo Isael Salazar Macías (rúbrica), Érick Agustín Silva San-
tos, José Javier Villacaña Jiménez, Adrián Villagómez García (rúbrica),
Gustavo Zanatta Gasperín (rúbrica), Mario Alberto Rafael Zepahua Va-
lencia (rúbrica), Fernando Espino Arévalo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Dipu-
tado Filemón Arcos, diputadas y diputados: en virtud de ser
ésta, de las últimas sesiones del periodo ordinario, después
de la discusión de los dictámenes listados en el orden del
día como para discusión en esta sesión, entraremos en la
discusión de todos estos dictámenes de primera lectura,
dispensarles la segunda y ponerlos a discusión de inmedia-
to. Entre otros, diputado Filemón Arcos, los de la Comisión
de Cultura. Para efectos de que la asistencia parlamentaria
esté en condiciones de procesarlo adecuadamente.

LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el último párrafo del
artículo 181 de la Ley de la Propiedad Industrial. En virtud
de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria,
consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectu-
ra del dictamen.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor... 

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la lec-
tura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que reforma el último párrafo del artículo 181 de la
Ley de la Propiedad Industrial

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, correspondiente a la LIX Legis-
latura, le fue turnada para su estudio y dictamen, INICIA-
TIVA QUE REFORMA EL ARTICULO 181 DE LA
LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, presentada
por el C. Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, el 7 de marzo de 2006. Lo anterior, que en ejercicio
de la fracción II del Artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, sometió a la considera-
ción del honorable Congreso de la Unión.

La Comisión de Economía de la LIX Legislatura, con fun-
damento en los Artículos 39 y 45 numeral 6 incisos d), e) y
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los Artículos 58, 60, 87, 88
y 94, del Reglamento Interior para el Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y análi-
sis de la Iniciativa referida, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Cámara de Di-
putados, el día 7 de marzo de 2006, los CC. Secretarios de
la misma, dieron cuenta al pleno de la Iniciativa que pre-
sentó el C. Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

SEGUNDO. El C. Presidente de la Mesa Directiva acordó
dar el siguiente trámite: �Túrnese a la Comisión de Econo-
mía�.

TERCERO. Que mediante oficio CE/2117/06, de fecha 8
de marzo de 2006, se dio cuenta a los integrantes de la Co-
misión de Economía del contenido de la Iniciativa.

CUARTO. El Legislador propone lo siguiente:

Reformar el artículo 181 de la Ley de Propiedad Industrial,
para establecer que en los trámites de registro de marca,
marca colectiva, aviso comercial y publicación de nombre
comercial, así como sus renovaciones, no sea necesario

acreditar la personalidad jurídica del mandatario cuando és-
te sea la misma persona que dio inicio y conclusión a dicho
trámite.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que con base en los antecedentes antes indi-
cados, la Comisión de Economía, con las atribuciones an-
tes señaladas se abocó a dictaminar la Iniciativa de referen-
cia.

SEGUNDO. Que la Ley de la Propiedad Industrial (LPI),
como norma legal especial, establece las reglas generales
de los procedimientos y la forma que deben revestir; en
función de ello, el procedimiento administrativo contenido
en el Título Tercero de la LPI es el que debe regir a todas
las solicitudes y/o promociones dirigidas al Instituto Mexi-
cano de la Propiedad Industrial (IMPI) que con motivo de
la aplicación de dicho ordenamiento jurídico tengan lugar.

TERCERO. Que dentro de cualquier procedimiento, cuan-
do se habla de representación legal, se esta en presencia de
una forma de representación voluntaria que normalmente
se satisface a través de un contrato de mandato, o bien me-
diante las distintas alternativas o formas de representación
previstas en los diversos ordenamiento s jurídicos, pero en
cualquier caso, el representante esta obligado a demostrar
con los documentos que exhiba en el procedimiento, que
los mismos satisfacen plenamente los requisitos que la ley,
el acto o contrato del cual emana su representación, exigen.

CUARTO. Que el mandato (también conocido como Po-
der) es un contrato por virtud del cual, el mandatario se
obliga a ejecutar por cuenta del mandante los actos jurídi-
cos que este le encarga; dicho mandato se perfecciona por
la aceptación por parte del mandatario. Esta aceptación se
realiza de forma expresa, o bien de manera tácita, a través
de todo acto tendiente a la ejecución del mandato.

QUINTO. Que el artículo 181 de la LPI establece que las
solicitudes y promociones que se presenten por conducto
de mandatario, deberán acreditar su personalidad mediante
cualquiera de los documentos previstos en las fracciones I
a IV del precepto legal en cita, sin embargo, también dis-
pone que en cada expediente que se tramite deberá acredi-
tarse la personalidad del solicitante o promoverte, lo cual se
traduce en una infortunada formalidad legal que, además de
innecesaria, incrementa desmesuradamente los archivos del
IMPI.

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados302



SEXTO. Que en la actualidad el trámite de registro de mar-
ca se ha visto retrasado por el incumplimiento de requisitos
relacionados con errores u omisiones de los documentos
exhibidos para acreditar la personalidad jurídica de los
mandatarios; requisitos que en la gran mayoría de los casos
no son de importante trascendencia jurídica, sino única-
mente cuestiones de forma.

SÉPTIMO. Que nuestro país debe continuar sus esfuerzos
recientes, llevando el concepto de calidad regulatoria a to-
dos los niveles de gobierno y ampliando la reforma regula-
toria a los distintos sectores de la economía, a fin de con-
tribuir a impulsar el crecimiento económico, atraer la
inversión privada y mejorar la competitividad, lo cual se
consigue a través de la desregulación de nuestras leyes y, en
el caso específico, la desregulación del procedimiento ad-
ministrativo de registro de marca.

OCTAVO. Que los CC. Diputados integrantes de la Comi-
sión de Economía que dictamina, reconocen y concluyen
que la reforma propuesta resulta adecuada, en virtud de que
pretende suprimir formalidades legales innecesarias que
además de disminuir de forma considerable los recursos
materiales, evitaría el crecimiento excesivo de los archivos
del IMPI, aunado al hecho de que la desregulación del pro-
cedimiento administrativo fomenta la inversión, la compe-
titividad y, en consecuencia, el crecimiento económico.

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Comisión de
Economía presenta al Pleno de esta honorable Asamblea
para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTICULO 181 DE LA LEY DE LA PRO-
PIEDAD INDUSTRIAL.

Artículo Único. Se reforma el último párrafo del artículo
181 de la Ley de la Propiedad Industrial, para quedar como
sigue:

Artículo 181.- ...

I a IV...

Quedan exentas del requerimiento previsto en el pre-
sente artículo, aquellas solicitudes relativas al registro
de marca, marca colectiva, aviso comercial y publica-
ción de nombre comercial, así como las correspondien-
tes a sus renovaciones; si el mandatario que inició dicho

trámite es la misma persona que le da seguimiento has-
ta su conclusión, sólo para estos efectos no se encontra-
rá obligado a acreditar su personalidad, pues para esto
último bastará con la manifestación que bajo protesta
de decir verdad asiente en la solicitud respectiva.

Si con posterioridad a la presentación de cualquiera de
las solicitudes mencionadas en el párrafo anterior, in-
terviniera un tercero en representación del solicitante,
éste deberá, en términos del presente artículo, acreditar
la personalidad con la cual se ostenta.

TRANSITORIO

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 20 días del mes de
abril de 2006.

La Comisión de Economía, diputados: Manuel López Villarreal (rú-
brica), Presidente; José Francisco J. Landero Gutiérrez (rúbrica), Nora
Elena Yu Hernández (rúbrica), Eduardo Alonso Bailey Elizondo, Javier
Salinas Narváez (rúbrica), Julio Horacio Lujambio Moreno, secreta-
rios; Francisco Javier Barrio Terrazas (rúbrica), Jaime del Conde Ugar-
te (rúbrica), Jorge Luis Hinojosa Moreno (rúbrica), Miguel Sierra Zú-
ñiga (rúbrica), Miguel Ángel Rangel Ávila, María Eloísa Talavera
Hernández (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica), José
Manuel Abdalá de la Fuente, Fernando Ulises Adame de León, Óscar
Bitar Haddad, Carlos Blackaller Ayala, Juan Manuel Dávalos Padilla
(rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas (rúbrica), Alfredo Gómez Sán-
chez, Gustavo Moreno Ramos, Jorge Baldemar Utrilla Robles, José
Mario Wong Pérez, Juan José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Ar-
gaiz (rúbrica), Yadira Serrano Crespo (rúbrica), Víctor Suárez Carrera,
Jazmín Elena Zepeda Burgos (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Está a
discusión el proyecto. Esta Presidencia no tiene registrados
oradores. Considera el asunto suficientemente discutido.
Es artículo único, por lo que se ruega a la Secretaría orde-
nar la apertura del sistema electrónico de votación, en esta
ocasión por 10 minutos, a efecto de recabar la votación en
lo general y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por 10 minutos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006303



para proceder a la votación en lo general y en lo particular,
en un solo acto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. 

Diputado Presidente, informo a usted que se han emitido
324 votos en pro, cero en contra y cinco abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular por 324 votos, el
proyecto de decreto que reforma el último párrafo del
artículo 181 de la Ley de la Propiedad Industrial; pasa
al Senado para sus efectos constitucionales. 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-N
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. En virtud de que el dictamen se en-
cuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo... 

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la lec-
tura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que adiciona una fracción XXIX-N al
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue tur-
nada para su estudio y dictamen,  con opinión de la Comi-
sión de Fomento Cooperativo y Economía Social, la Inicia-
tiva que reforma el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 44
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 56, 60, 65, 66, 85, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
metemos a consideración de esta honorable Asamblea el si-
guiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo.

A) En sesión celebrada en fecha 24 de noviembre de 2005
por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el diputado Francisco Javier Saucedo  Pérez, a nom-
bre de los diputados Israel Tentory García, Belizario Herre-
ra Solís, José Alfonso Muñoz Muñoz y Sonia Rincón Cha-
nona, integrantes de la Comisión de Fomento Cooperativo
y Economía Social, presentó Iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
misma que fue turnada a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

B) Mediante oficio de fecha 30 de noviembre del año 2005,
recibido en la Comisión de Puntos Constitucionales en fe-
cha 1° de diciembre del mismo año, la Mesa Directiva de la
honorable Cámara de Diputados comunicó que en relación
a la Iniciativa referida se modificó el trámite para que fue-
ra dictaminada por la Comisión de Puntos de Puntos Cons-
titucionales con opinión de la Comisión de Fomento Coo-
perativo y Economía Social.

C) La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, emitió su opinión con fecha 9 de marzo de 2006.

D) En sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales,
celebrada el 5 de abril   del 2006, existiendo el quórum re-
glamentario, fue aprobado el presente dictamen, por lo que
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se pone a consideración de esa Soberanía para su discusión
y resolución constitucional.

II. Materia de la iniciativa.

1.- La iniciativa presentada en la Cámara de Diputados el
24 de noviembre de 2005 por el diputado Francisco Javier
Saucedo Pérez, a nombre de los diputados integrantes de la
Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social,
propone adicionar una fracción XXIX-N al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
cuyos textos comparativamente son:

De la lectura de la propuesta se infiere que se pretende, con
la adición de una fracción XXIX-N al artículo 73 de la Car-
ta Magna, establecer la facultad expresa del Congreso de la
Unión para expedir leyes que establezcan la concurrencia
del Gobierno Federal, de los Gobiernos de los Estados y de
los Municipios en materia de cooperativas y reservar para
el Poder Legislativo todo lo relativo a la regulación del sec-
tor cooperativo, y para los Congresos Locales, la facultad
de legislar en materia de fomento de la actividad coopera-
tiva.

III.- Valoración de la Iniciativa.

La Constitución Política de 1857 incluyó: �Artículo 72.- El
Congreso tiene facultad: .... X. Para establecer las bases ge-
nerales de la legislación mercantil.� La expresión �bases
generales� no fue una facultad expresa y clara para legislar
en materia mercantil. 

El 14 de diciembre de 1883 se reformó la mencionada frac-
ción, en los siguientes términos: �Artículo 72...... Fracción
X. Para expedir códigos obligatorios en toda la República,
de minería y comercio, comprendiendo en este último las
instituciones bancarias�. Con este fundamento se expidió el
Código de Comercio del 20 de abril de 1884 que dedicó su
Título Segundo, Libro II, a las compañías o sociedades de
comercio, pero no incluyó a las sociedades cooperativas.

El 15 de septiembre de 1889 se expidió un nuevo Código
de Comercio que a la letra disponía expresamente: �ARTÍ-
CULO 4° TRANSITORIO.  Quedan derogados dicho Có-
digo de Comercio del 20 de abril de 1884 y las leyes mer-
cantiles preexistentes, y relativas a las materias que en este
Código se tratan�. El referido Código de Comercio de
1889, actualmente en vigor, destina el Libro Segundo, Tí-
tulo Segundo, a las sociedades de comercio, entre ellas, el
capítulo VII estuvo dedicado a las sociedades cooperativas.

En la Constitución de 1917 no se incluyó expresamente la
facultad del Congreso para legislar en materia de coopera-
tivas o cooperativismo por lo que, ante lo que los autores de
la iniciativa consideran como una omisión, fue necesario
fundar la legislación cooperativa en la facultad contenida
en el artículo 73, fracción X, que establece la facultad: �Pa-
ra legislar en toda la República sobre hidrocarburos, mine-
ría, industria cinematográfica, comercio, juegos con apues-
ta y sorteos.....�.

Fue así, con fundamento en el texto Constitucional de
1917, que se expidió la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4
de agosto de 1934. El artículo 4° transitorio de esta Ley de-
rogó el Título Segundo del Libro Segundo del Código de
Comercio de 1889, quedando las sociedades cooperativas
comprendidas en las siguientes disposiciones:

�Artículo 1°.- Esta Ley reconoce las siguientes especies de
sociedades mercantiles:�VI. Sociedad Cooperativa;��.

�Artículo 212. Las sociedades cooperativas se regirán por
su legislación especial.�

Los iniciantes exponen una serie de consideraciones que la
Comisión Dictaminadora estima conveniente reproducir.

�De lo anterior se concluye que nuestra Carta Magna no
otorga facultades al Congreso de la Unión para legislar ín-
tegramente en materia de cooperativismo. El artículo 25
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nada más menciona el nombre de �Cooperativas� como
parte integral del sector social. El artículo 28 solamente
expresa que no constituyen monopolios algunos tipos de
cooperativas de productores que venden en los mercados
extranjeros algunos de sus productos. El artículo 123, en su
fracción XXX, únicamente considera a las cooperativas de
construcción de casas baratas para los trabajadores.

Ahora bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo
124 Constitucional, las facultades que no están expresa-
mente conferidas por la Constitución a los funcionarios fe-
derales, se entienden reservadas a los Estados. Desde lue-
go, los funcionarios federales no son simples particulares,
sino que actúan en ejercicio de las facultadas que deben es-
tar expresamente otorgadas al poder de la unión que re-
presentan. Son conceptos inseparables.

Procede igualmente agregar que en el diario de los deba-
tes del Congreso Constituyente de 1917 al discutirse este
artículo, se asentó el criterio del diputado Zeferino Fajar-
do, consistente en que nuestra Constitución, como Consti-
tución escrita, es una Constitución de Poderes expresos. En
apoyo de esa tesis, el diputado Paulino Machorro Narváez
manifestó que el Congreso de la Unión y el Ejecutivo Fe-
deral no podrán hacer sino aquello a que están autorizados
por los artículos respectivos de la Constitución. Ambos cri-
terios son fuente de interpretación con respecto al artículo
que se comenta.

En buena lógica jurídica, los conceptos expuestos corres-
ponden a la forma de gobierno establecida por los artícu-
los 40 y 41 de nuestra Carta Magna, en el sentido de que
es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una Repú-
blica Federal, que ejerce su soberanía por medio de los Po-
deres de la Unión, en los casos de la competencia de éstos,
y por los de los Estados en lo que toca a sus regímenes, en
los términos respectivos establecidos por el pacto federal.
Este sistema constitucional permite sustentar la afirmación
de que a falta de facultades expresas al Congreso de la
Unión sobre una materia determinada, queda esta facultad
reservada a los Congresos de los Estados.

Tal es el caso de Yucatán. El Congreso local expidió la Ley
de Sociedades Cooperativas Civiles para el Estado de Yu-
catán, publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Es-
tado, de fecha 20 de octubre de 1932, decreto núm. 533. El
motivo es explicable. La Constitución Política del país no
otorga facultades al Congreso de la Unión para legislar en
materia civil ni en materia de cooperativas; consecuente-

mente, los Congresos de los Estados de la República pue-
den expedir leyes de cooperativas civiles, como sucede en
Yucatán.

Más recientemente, la asamblea legislativa del Distrito Fe-
deral, en su sesión ordinaria de fecha 29 de septiembre de
2005, aprobó por consenso la denominada ley de fomento
cooperativo para el Distrito Federal.

Por otra parte, la Constitución Política otorga facultades
al Congreso de la Unión para legislar en materia de co-
mercio y, por esta razón, la Ley General de Sociedades
Mercantiles, en sus artículos 1° y 212 incluyó a las coope-
rativas, aunque aclara que se regirán por su legislación es-
pecial.

En tal virtud, conviene reconocer que ha habido una des-
orientación legislativa. En efecto: las leyes de cooperativa
de 1927, 1933, 1938 y 1994, no se fundaron directamente
en una facultad del Congreso de la Unión sobre la materia,
sino a través de la facultad del mismo Órgano Legislativo
en materia de comercio. Pero tratándose de la segunda ley
de cooperativas se puede observar lo siguiente: el Poder
Ejecutivo Federal, comprendiendo que el Congreso de la
Unión no esta autorizado para legislar plenamente en toda
clase de cooperativas, solicitó de éste facultades extraordi-
narias que le fueron otorgadas el 6 de enero de 1933, con
objeto de poder expedir la Ley General de Sociedades Co-
operativas publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 12 de mayo de 1933.

Como puede observarse, la legislación cooperativa adole-
ce de la irregularidad consistente en la dispersión. Según
el Código de Comercio y la Ley General de Sociedades
Mercantiles, a las cooperativas se les reconoce como so-
ciedades mercantiles.

En cambio, para el Código Civil Federal, estas sociedades
son cooperativas civiles federales. Así, según el Código Ci-
vil del Distrito Federal, estas sociedades son cooperativas
civiles del Distrito Federal. Para los Códigos Civiles de los
Estados, estas sociedades son cooperativas civiles de cada
Estado. Por otra parte, hay una nueva ley que pretende
convertir a las cooperativas de consumo de ahorro y prés-
tamo, en sociedades de ahorro y crédito popular que ope-
ran en el mercado como intermediarios financieros. En su-
ma, existen diversas interpretaciones que no permiten
precisar la naturaleza jurídica y la identidad asociativa de
las sociedades cooperativas.
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Históricamente, las disposiciones y prácticas que existían
en materia comercial se desprendieron del Derecho Civil
dando origen al Derecho Mercantil. De igual manera, se
desprendieron del Derecho Civil las materias que hoy
constituyen el Derecho del Trabajo y el Derecho Agrario.
Siguiendo el mismo proceso histórico, mediante esta ini-
ciativa de Decreto se acentúa  la necesidad de separar del
Derecho Mercantil, las disposiciones y prácticas que exis-
ten en materia de cooperativas.

A título de ejemplo histórico sobre la validez de este proce-
so de especialización temática, podemos señalar que a par-
tir de 1915 se inició la regulación de las actividades pes-
queras, y con fundamento en el artículo 27 Constitucional
se expidieron: la Ley de Pesca del 7 de enero de 1925, la
Ley de Pesca del 26 de agosto de 1932 y la Ley de Pesca
para Aguas del Pacífico y Golfo de California del 26 de di-
ciembre de 1938. Pero todas las disposiciones expedidas
con anterioridad quedaron unificadas en la Ley de Pesca
publicada en el Diario Oficial de fecha 13 de enero de
1948, cuyo artículo 4°, estableció de manera inequívoca
que: �La pesca tiene el carácter de nacional cuando se
efectúa en aguas jurisdiccionales de México y cuando se
efectúa en aguas extraterritoriales por barcos de bandera
nacional�. Por esta razón, el citado ordenamiento de 1948,
por ser de carácter nacional, se considera la primera Ley
de Pesca de nuestro país.

A semejanza del ejemplo invocado, aspiramos a que se adi-
cione la fracción XXIX-N del artículo 73 Constitucional
para el efecto de que haya una sola ley que resuma, en el
ámbito nacional, todas las disposiciones existentes en ma-
teria de cooperativas, preservando el carácter eminente-
mente social de dicha figura asociativa.

Lo anterior resulta extremadamente importante, toda vez
que el artículo 1° del Código de Comercio en vigor previe-
ne �Las disposiciones de este Código son aplicables sólo a
los actos comerciales�. A su vez, el artículo 75 del propio
Código establece: �La ley reputa actos de comercio��(los
que enumera).

Sobre el particular se puede hacer el siguiente análisis.

1.- En primer término, emplea la frase: �SOLO A LOS AC-
TOS DE COMERCIO�, para diferenciarlos con respecto a
los actos civiles. Como se sabe, originalmente regía el de-
recho romano (jus civile-sic-); pero el aumento de las acti-
vidades económicas motivó, en la edad media, el surgi-

miento del derecho mercantil como una rama especial, au-
tónoma, con respecto al derecho civil. La naturaleza propia
de esta nueva rama autónoma fue la especulación, ganan-
cia o lucro que distingue a los comerciantes con respecto a
los sujetos del derecho civil.

2.- A su vez, el primer párrafo del artículo 75 del Código
de Comercio: �La Ley reputa actos de comercio...�. Con-
viene aclarar que la palabra REPUTAR significa estimular,
apreciar. Es decir, la definición de los actos de comercio no
es de carácter absoluto.

3.- Efectivamente, las 24 fracciones del artículo 75 del Có-
digo de Comercio admiten dos divisiones substanciales:

a).- La fracción I define como actos de comercio: �Todas
las adquisiciones, enajenaciones y alquileres verificados
con propósito de especulación comercial, de mantenimien-
tos, artículos, muebles o mercaderías, sea en estado natu-
ral, sea después de trabajados o laborados�. Dentro de es-
ta misma categoría se encuentra la fracción II con el
siguiente texto: �Las compras y ventas de bienes inmuebles
cuando se hagan con dicho propósito de especulación co-
mercial�.

La especulación comercial constituye la naturaleza jurídi-
ca propia de los actos de comercio. La palabra especular
significa �procurar provecho o ganancia por cualquier
medio�. Provecho es utilidad. Ganancia es sinónimo de lu-
cro.

Conviene agregar que propósito de especulación comer-
cial, tiene una explicación sicológica, subjetiva. Propósito
es intención, ánimo, deseo deliberado de obtener lucro, uti-
lidades, ganancias de capital. 

Pero en el caso de las cooperativas, éstas no persiguen
propósitos de especulación comercial o de lucro, sino in-
tención, ánimo, propósito subjetivo de proceder conforme a
los principios y valores morales de la doctrina cooperati-
va: en las ventas, el precio justo; los conceptos que recibe
son rendimientos; los rendimientos líquidos se distribuyen
en proporción del trabajo aportado, en las cooperativas de
producción; o en proporción de las operaciones realizadas
con la sociedad, en las de consumo.

Por su parte, las cooperativas de ahorro y préstamo esta-
blecen intereses justos y programas de servicio a la comu-
nidad.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006307



Por estas razones, la constitución en vigor considera que
las cooperativas son de utilidad social.

b).- De manera distinta, las fracciones de la III a la XXIV
son meramente objetivas, es decir, no son por naturaleza
actos de comercio, sino que la ley así lo establece. Para
mayor comprobación de lo expresado basta reproducir el
párrafo final de la fracción XXIV que proviene: �En caso
de duda, la naturaleza comercial del acto será fijada por
arbitrio judicial�.  Resulta evidente que el mismo legisla-
dor no tuvo la seguridad de que estas fracciones de la III a
la XXIV, fueran actos de comercio, circunstancias por las
cuales no pueden considerarse actos de comercio por su
propia naturaleza.

A mayor abundamiento, el artículo 76 del código de co-
mercio dispone: �No son actos de comercio la compra de
artículos o mercaderías que para su uso o consumo, o los
de su familia, hagan los comerciantes, ni las reventas he-
chas por obreros, cuando ellas fueren consecuencia natu-
ral de la práctica de su oficio�. Es decir, estos mismos ac-
tos realizados por las cooperativas no son actos de
comercio.

En atención a lo expuesto, se concluye que las cooperati-
vas, aunque se organizan y operan en forma de empresa
para actuar con eficiencia en el mundo de los negocios, no
son de naturaleza mercantil; si no que tienen su propia na-
turaleza social, autónoma y doctrinaria, que amerita ser
reconocida jurídicamente.�

Proceden finalmente los propios autores de la iniciativa en
presentar argumentos para destacar el carácter social de
las cooperativas, en los siguientes términos: 

�En defensa de la naturaleza social de las cooperativas es
indispensable tomar en consideración la doctrina estable-
cida por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI), or-
ganismo de integración mundial del cooperativismo que
agrupa a más de 800 millones de cooperativistas de los
cinco continentes, entre los cuales se incluyen los inte-
grantes del movimiento cooperativo de México. En el Con-
greso efectuado en Septiembre de 1995, en la ciudad de
Manchester, Inglaterra, la ACI aprobó los siguientes con-
ceptos que rigen a nivel mundial:

Definición

Una cooperativa es una sociedad autónoma formada por
personas unidas voluntariamente para satisfacer sus co-

munes necesidades y aspiraciones económicas, sociales y
culturales, mediante una empresa de propiedad comparti-
da gobernada democráticamente.

Valores

Las cooperativas se basan en los valores de ayuda mutua,
responsabilidad, democracia, igualdad equidad y solidari-
dad. Sus miembros, emulando la tradición de los fundado-
res, creen y practican los valores éticos de honestidad,
transparencia, responsabilidad social y compromiso con
los demás.

Principios

Los principios cooperativos son directrices básicas por cu-
yo medio las cooperativas ponen en práctica sus valores.

PRIMER PRINCIPIO:
Adhesión voluntaria y abierta.

SEGUNDO PRINCIPIO:
Gobierno democrático de los socios.

TERCER PRINCIPIO:
Participación económica de los socios.

CUARTO PRINCIPIO:
Autonomía e independencia.

QUINTO PRINCIPIO:
Educación, capacitación e información.

SEXTO PRINCIPIO:
Cooperación entre cooperativas.

SÉPTIMO PRINCIPIO:
Compromiso con la comunidad.

Además de lo anterior, existen también las recomendacio-
nes 127, �Sobre las Cooperativas (países en desarrollo)�
emitida en 1966 y 193, �Sobre la Promoción de las Coope-
rativas�, recientemente aprobada en junio del año 2002 de
la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO,
suscritas por una gran cantidad de gobiernos de diversos
países en el mundo, incluido México.

A los efectos de lo aquí expuesto, esta última recomenda-
ción, al hacer referencia a la aplicación de políticas públi-
cas de promoción de las cooperativas señala de manera
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tácita que los �estados miembros deberían adoptar una le-
gislación y una reglamentación específicas en materia de
cooperativas, inspiradas en los valores y principios coope-
rativos y revisar esta legislación y reglamentación cuando
proceda�.

En tal virtud, el diseño de un marco jurídico adecuado pa-
ra las cooperativas debe tener en cuenta que el COOPE-
RATIVISMO es un sistema doctrinario propio para obrar,
activa y conjuntamente, de acuerdo con la Declaración de
Identidad, Principios y Valores Éticos aprobados por la
Alianza Cooperativa Internacional. Por su parte, el Movi-
miento Cooperativo es el sector en acción para convertir
en realidad la doctrina del Cooperativismo en beneficio de
sus miembros y de servicio a la comunidad. Dentro de es-
tos conceptos actúa y se desarrolla el sistema doctrinario
integrado por Cooperativas de las diversas ramas de la
economía nacional: producción, consumo y servicios, or-
ganizadas en Confederaciones, Federaciones y Uniones
que funcionan en toda la República, cuya acción social, de
carácter sui generis, requiere ser regulada eficientemente
por una rama autónoma del derecho social: el llamado de-
recho cooperativo.

Bajo este orden de ideas, es imperativo reconocer que en
un régimen de derecho, la Constitución Política es la fuen-
te suprema de la vida institucional.

Por lo mismo, para fincar la autonomía del derecho coo-
perativo, se requiere que derive, en forma directa, de una
facultad expresamente contenida en nuestra Carta Magna.

En relación con este aspecto se formulan los siguientes co-
mentarios:

La ley que deriva directamente de una facultad constitu-
cional, es, técnicamente, una ley general; en cambio, el or-
denamiento que se funda en una ley general, es una ley es-
pecial. En el caso, la Ley de Cooperativas en vigor no
deriva directamente de una facultad constitucional; en
efecto, como se ha dicho, se funda en el artículo 212 de la
Ley General de Sociedades Mercantiles que a la letra dis-
pone: �LAS SOCIEDADES COOPERATIVAS SE REGI-
RAN POR SU LEGISLACION ESPECIAL�; es decir, la
Ley vigente NO ES UNA LEY GENERAL DE SOCIEDA-
DES COOPERATIVAS, sino una LEY ESPECIAL DE SO-
CIEDADES COOPERATIVAS. A mayor abundamiento,
tanto el  Código Civil Federal como el Código Civil del
Distrito Federal, en sus respectivos artículos marcados con

la misma cifra, disponen: �Artículo 2701. NO QUEDAN
COMPRENDIDAS EN ESTE TITULO LAS SOCIEDADES
COOPERATIVAS, NI LAS MUTUALISTAS, QUE SE RE-
GIRAN POR LAS RESPECTIVAS LEYES ESPECIALES�. 

Consecuentemente, lo que se requiere es que el ordena-
miento que se estudia, se funde en una facultad constitu-
cional expresa para poder ser de carácter general; es de-
cir, para determinar la autonomía del Derecho
Cooperativo.

Es menester considerar que la Constitución Política con-
cede las facultades legislativas por materia; cada materia
se caracteriza por la naturaleza jurídica del acto que la di-
ferencia.

Al respecto, se puede observar: en materia civil, los actos
los configuran la familia, la propiedad, los contratos, la su-
cesión, etcétera: (Derecho Civil); en materia mercantil, el
acto de naturaleza esencialmente comercial es el que se re-
aliza con propósito de especulación comercial o lucro, in-
dependientemente de aquellos que son mercantiles por dis-
posición de la ley que los regula (Derecho Mercantil); el
acto de naturaleza laboral lo constituye la relación entre
trabajadores y patrones (Derecho del Trabajo), etcétera.
(Fin de la cita)

La Comisión Dictaminadora coincide plenamente con la in-
tención y propósito de la iniciativa de establecer una  fa-
cultad expresa para que el Congreso de la Unión legisle en
materia de cooperativas, asumiendo que el medio para lo-
grarlo es la reforma constitucional que precise las faculta-
des del Congreso de la Unión para legislar en la materia, de
manera concreta y específica, y con ello resolver con clari-
dad las competencias que en esta materia correspondan a la
Federación y a las Entidades Federativas.

Sin embargo, no se coincide con los proponentes de la ini-
ciativa en algunas de las interpretaciones legales, incluyen-
do la de los antecedentes legislativos, ni en algunas de sus
consideraciones y argumentaciones tendientes, todas ellas, a
sustentar la tesis de que las sociedades cooperativas no son
actos de naturaleza mercantil y cuestionar su pertenencia o
inclusión en la legislación de COMERCIO, argumentando
que: �en la Constitución de 1917 no se incluyó expresamen-
te la facultad del Congreso para legislar en materia de coo-
perativas o cooperativismo por lo que fue necesario fundar
la legislación cooperativa en la facultad contenida en el artí-
culo 73, fracción X que establece la facultad: para legislar
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en toda la República sobre hidrocarburos, minería, indus-
tria cinematográfica, COMERCIO, juegos con apuestas y
sorteos...�

Se estima pertinente hacer una serie de precisiones históri-
cas y doctrinarias para sustentar debidamente la propuesta
de reforma constitucional en los términos que lo hará en es-
te instrumento el proyecto de Decreto aprobado por esta
Comisión Dictaminadora.

Es correcto que la fracción X del artículo 73 de nuestra
Constitución General, a partir de su promulgación en 1917,
dio concreción y sustento a la facultad del Congreso de la
Unión para legislar en materia de �comercio�, pero esta de-
cisión legislativa tiene una amplia, clara y prácticamente
incontrovertida explicación histórica y doctrinaria.

Es universalmente conocido que, a partir de 1808, con la
aparición del Código de Comercio francés o también cono-
cido como Código de Napoleón, se produjo la separación
del derecho mercantil respecto del derecho civil. A partir de
entonces se desarrollaron los principios del derecho mer-
cantil como disciplina autónoma.

De esta manera, el Derecho Mercantil se caracterizó por ser
el derecho de los comerciantes, criterio que perduró hasta
principios del siglo XIX en que se dictó el Código de Co-
mercio francés; a partir de esa fecha, se inició la codifica-
ción del derecho mercantil alrededor de los actos de co-
mercio y de los contratos mercantiles; la evolución
posterior de este derecho se significó por definir y precisar
este criterio objetivo de los actos de comercio, pero am-
pliando considerablemente el concepto a través de la deci-
sión política legislativa de �reputar actos de comercio� a di-
versos actos jurídicos que no tenían la naturaleza intrínseca
de comerciales.

El artículo 75 del Código de Comercio mexicano de 1889,
que continúa vigente en una parte sustantiva, dispone: �La
ley reputa actos de comercio: I.- Todas las adquisiciones,
enajenaciones y alquileres verificados con propósito de es-
peculación comercial, de mantenimiento, artículos, mue-
bles o mercaderías, sea en estado natural, sea después de
trabajados o labrados; II.- Las compras y ventas de bienes
inmuebles, cuanto se hagan con dicho propósito de especu-
lación comercial...�. En éstas dos fracciones incluyó el le-
gislador una descripción de los actos que la doctrina deno-
mina �intrínsecamente mercantiles� y que se caracterizan
por la intermediación y la especulación comercial.

Si bien el derecho mercantil se separó del derecho civil al
impulso del comercio, entendiendo por este concepto la ne-
gociación, trato y tráfico de mercaderías o de dinero, con el
propósito de obtener ganancias, es decir, de especulación
comercial, inmediatamente se percibió que el tráfico de
mercancías a través de los comerciantes no explicaba la re-
gulación como actos de comercio a la prestación de ciertos
servicios, negocios y actos aislados en los que no intervie-
nen mercaderes. El tráfico o intermediación mercantil, jun-
to con la intención especulativa (según señala Jorge Barre-
ra Graf, �Instituciones de Derecho Mercantil�), tampoco
son suficientes para precisar el alcance y contenido del de-
recho mercantil, en cuanto que muchos actos dentro de di-
cho actividad no son lucrativos (y se puede mencionar pa-
ra este efecto las operaciones con títulos de crédito y las
sociedades mercantiles).

La doctrina dominante en México (Barrera Graf, Mantilla
Molina, Cervantes Ahumada, Rodríguez Rodríguez y de Pi-
na Vara) es que el criterio económico, de intermediación en
el cambio de bienes y servicios o de especulación comer-
cial, no agota la materia mercantil y que: �el concepto legal
de comercio es el determinante. Cuál sea éste, corresponde
precisarlo al derecho positivo de un lugar y en un momen-
to determinado: lo que aquí y ahora se considere como tal
por la ley o por la costumbre. No se trata, pues, de un con-
cepto (a priori) y absoluto, sino, por el contrario posterior
al análisis de dichas fuentes de derecho, y con efectos me-
ramente relativos: el derecho comercial es lo que la legisla-
ción mercantil actual considera como propio de dicha ra-
ma� (Barrera Graf, obra citada).

De acuerdo con ese criterio dominante, debemos hacer abs-
tracción del contenido económico, o la ausencia de éste, de
lo que la legislación mercantil �reputa como actos de co-
mercio�.

Con este método, tenemos que, además de los actos descri-
tos en las dos primeras fracciones del artículo 75 del Códi-
go de Comercio antes transcritas y que sí tienen dicho con-
tenido económico, tendríamos el resto de las fracciones de
dicho artículo, de la III a la XXV, en los que la determina-
ción de la mercantilidad legal incluye muchos actos que no
son económicamente comerciales (intermediación y espe-
culación).

De esta manera, se identifican los actos de comercio inclui-
dos en el referido artículo 75 del código de la materia, en
función de los siguientes criterios:
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Actos de comercio por el objeto: Los que recaigan o se
consignen en un título de crédito (fracciones III, IV y XVIII
parte segunda XIX y XX parte primera) y los que se rela-
cionan con la explotación de buques (fracción XV y artícu-
lo 107).

Actos de comercio por su finalidad: Se identifican por el
fin o causa que consiste en la especulación u organización
de una empresa y son los relacionados con el tráfico y la in-
termediación especulativa comercial (fracciones I y II); los
relativos a la empresa (fracciones V  a XI y XVI) y los de-
pósitos en almacenes generales (fracción XVIII). 

Actos de comercio por su forma o por el tipo social que
adoptan: Los tendientes a constituir una sociedad mercan-
til (artículo 1° de la Ley de Sociedades Mercantiles). Las
sociedades cooperativas y las mutualistas que (según seña-
la Barrera Graf) tienen prohibido ejercer actividades lucra-
tivas, son actos de comercio, no por su finalidad sino me-
ramente por la forma que adoptan y que la ley considera
que son mercantiles (artículo 6 fracción VI de la Ley de So-
ciedades Mercantiles y artículo 78 de la Ley de Institucio-
nes de Seguros).

Sustentados en los principios anteriores, se coincide con la
doctrina dominante entre los estudiosos del derecho mer-
cantil, de que hay actos mercantiles conforme al derecho
positivo cuya mercantilidad deriva de la adopción de la for-
ma, o dicho de otro modo, de que se adopte o utilice un ti-
po de organización social o constitutivo de una persona mo-
ral mercantil. Esta mercantilidad y las facultades
correspondientes del Congreso de la Unión para legislar en
la materia, se sustenta y está incluida en la fracción X del
artículo 73 Constitucional, en el concepto jurídico, legisla-
tivo y doctrinal de comercio.

Por ello, no coincidimos con la afirmación de que la Cons-
titución de 1917 no incluyó expresamente la facultad del
Congreso para legislar en materia de cooperativas o coope-
rativismo, en virtud de que aún cuando la literalidad de di-
cho texto no incluye la palabra �cooperativa� o �cooperati-
vismo�, el concepto jurídico comercio sí incluye esas
formas societarias especiales de acuerdo con la legislación
y la doctrina imperante en 1917 y hasta nuestros días.

Lo anterior quedó confirmado con la expedición de la Ley
General de Sociedades Mercantiles de 1934 que en su artí-
culo 1° reconoce las siguientes �especies de sociedades
mercantiles: � VI. Sociedad Cooperativa; ...�

La conclusión anterior no se desvirtúa por el hecho de que
el artículo 25 Constitucional incluya las cooperativas como
parte integral del sector social, que el artículo 28 de la Car-
ta Magna, exprese que no constituyen monopolios algunos
tipos de cooperativas y que el artículo 123, en su fracción
XXX considere a las cooperativas de construcción de casas
baratas para los trabajadores como empresas de utilidad so-
cial, porque insistimos en que la mercantilidad de éstas for-
mas societarias se sustenta en su forma y no en su objeto
social o fines específicos.

Por lo que se refiere a la mención que hacen los autores de
la Iniciativa de la Ley de Sociedades Cooperativas Civiles
para el Estado de Yucatán, si bien constituye un anteceden-
te en aparente contradicción con lo anteriormente expresa-
do, debemos de tener en cuenta que no encontramos cons-
tancia histórica de que dicha ley local haya tenido
aplicación en la práctica, mucho menos con posterioridad al
año de 1934 en que se expidió la Ley General de Socieda-
des Mercantiles que calificó de manera expresa e indubita-
ble a las sociedades mercantiles reguladas por la ley co-
mercial.

En cuanto a la Ley de Fomento Cooperativo para el Distri-
to Federal, es pertinente precisar que el objeto de la misma
es el establecimiento, la regulación y la coordinación de po-
líticas, programas y acciones de fomento cooperativo para
el desarrollo del Distrito Federal, sin perjuicio de los pro-
gramas, estímulos y acciones que a nivel federal se esta-
blezcan para el mismo fin; se define fomento cooperativo al
apoyo a la organización, constitución, registro, desarrollo e
integración de las sociedades cooperativas, por lo que no
contiene disposición alguna que tenga el fin de regular di-
rectamente la constitución, funcionamiento y término de
dichas sociedades, por lo que la Asamblea Legislativa no
invadió el ámbito de la facultad de legislar del Congreso de
la Unión.

En la iniciativa que se dictamina se menciona el Decreto
del Congreso de la Unión que otorgó al Poder Ejecutivo Fe-
deral facultades extraordinarias para expedir la Ley Gene-
ral de Sociedades Cooperativas de 1933. Es pertinente ha-
cer las siguientes precisiones:

- Hubo una primera solicitud del Ejecutivo Federal para
que el Congreso de la Unión le facultara a reformar la Ley
General de Sociedades Cooperativas. Mediante escrito de
19 de diciembre de 1930, el Presidente de la República so-
licitó del Congreso facultades extraordinarias para reformar
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la Ley General de Sociedades Cooperativas, dentro de un
plazo que vencería el 31 de agosto de 1931 y al efecto ar-
gumentó la importancia del cooperativismo como tenden-
cia social para una nueva organización del trabajo, en la ur-
gencia de realizar ciertas reformas para permitir la
organización de tipos de cooperativas determinados y be-
neficiar a las clases económicamente débiles de la socie-
dad, determinando la urgencia en razón de los pocos días
que faltaban para la conclusión del periodo de sesiones en
desarrollo de ese año.

- El 12 de enero de 1933, el propio Presidente de la Repú-
blica, volvió a presentar otra iniciativa para que el Congre-
so de la Unión le concediera facultades extraordinarias,
ahora para expedir la Ley General de Sociedades Coopera-
tivas, entre el 1° de enero y el 31 de agosto de 1933. El De-
creto fue publicado el 24 de enero de 1933.

- Resulta entonces falto de sustento histórico el argumento
de que el Poder Ejecutivo Federal solicitó las facultades ex-
traordinarias �comprendiendo que el Congreso de la Unión
no está autorizado para legislar plenamente en toda clase de
cooperativas�. Además, este argumento cae por su propio
peso en razón de que las facultades extraordinarias las con-
cedió el Congreso de la Unión y no es válido argumentar
ahora que la petición de su otorgamiento se hizo ante la cre-
encia de la carencia de facultades de quien finalmente de-
legó las mismas a favor del solicitante, es decir del Poder
Ejecutivo Federal.

Tampoco se acepta la afirmación que para el Código Civil
Federal, éstas sociedades son cooperativas civiles federales
y para el Código Civil del Distrito Federal son cooperativas
civiles del Distrito Federal, en virtud de que en el artículo
2695 se dispone expresamente que: �� las sociedades de
naturaleza civil, que tomen la forma de las sociedades mer-
cantiles, quedan sujetas al Código de Comercio�. Esto rati-
fica la mercantilidad de las sociedades cooperativas que in-
clusive por disposición de las normas civiles quedan sujetas
al Código de Comercio cuando adoptan la forma de las so-
ciedades mercantiles.

La Comisión Dictaminadora recoge la argumentación de
los autores de la iniciativa en relación a la significación y
utilidad social de las cooperativas y hace suyas las consi-
deraciones de la doctrina establecida por la Alianza Coope-
rativa Internacional (ACI), así como los principios de dicha
organización internacional en el Congreso de Manchester,
Inglaterra, en septiembre de 1995.

También, se acepta la propuesta de que el cooperativismo
es un sistema doctrinario propio para obrar, activa y con-
juntamente, de acuerdo con la declaración de identidad,
principios y valores éticos, aprobada por la ACI y que, por
ello, se estima la conveniencia de que esta figura jurídica
sea regulada por una rama autónoma del derecho social, an-
te la convicción de que la importancia que las cooperativas
y el cooperativismo desempeñan en el sector social, en el
presente y la proyección que tienen para el futuro, rebasan
y restan importancia a la forma que adopten. Ahora y des-
de hace décadas, lo importante es la utilidad y la función
social de este tipo de organizaciones.

Estos principios y diferencias específicas, determinaron,
seguramente, que desde 1934 en que se promulgó la Ley
General de Sociedades Mercantiles, se estableciera en el ar-
tículo 212 que: �...las sociedades cooperativas se regirán
por su legislación especial�  y que en ésta disposición se
fincara la vinculación de las sociedades cooperativas con el
concepto jurídico constitucional de �comercio�, y se sus-
tentara la facultad de la federación de legislar en ésta mate-
ria.

Aún cuando se participa de la convicción de que la forma
mercantil no constituye impedimento o limitante para el
objeto y utilidad social de las cooperativas, ello fue deter-
minante para justificar jurídica e históricamente la facultad
federal de legislar en la materia.

En este sentido, se sostienen que independientemente de la
calificación de mercantil de las sociedades cooperativas,
que ha obedecido a factores históricos y que puede modifi-
carse, lo que subsiste como condición económica y social
es la exigencia de que la normatividad  relativa a la consti-
tución, funcionamiento y terminación de este tipo de socie-
dades, tenga aplicación en todo el territorio nacional, por
razones de seguridad y certeza jurídicas.

Por ello, se acoge la propuesta de la iniciativa de la conve-
niencia de una reforma del artículo 73 de nuestra Constitu-
ción, para incluir entre las facultades del Congreso de la
Unión la de legislar en materia de cooperativas, dando con-
creción e identificación plena al derecho cooperativo en el
texto Constitucional.

El orden de ideas que hemos seguido, nos conduce a la con-
clusión de que exista una sola normatividad, en este caso
expedida por el Congreso de la Unión, que regule de ma-
nera directa e integral el nacimiento, vida y extinción de las
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sociedades cooperativas. Para esto, se modifica la propues-
ta de reforma de la iniciativa para que en lugar de otorgar
al Congreso de la Unión facultad �para expedir leyes que
establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los
Gobiernos de los Estados y de los Municipios��, se pro-
pone otorgar la facultad directa y exclusiva al Congreso de
la Unión para legislar en materia de constitución, organiza-
ción, funcionamiento y extinción de las sociedades coope-
rativas, preservando de esta manera la uniformidad de la le-
gislación en éstas materias sustantivas y manteniendo el
sistema nacional que surgió con la Constitución de 1917 y
ha evolucionado desde entonces.

En cambio, se considera que la materia del fomento y des-
arrollo de la actividad cooperativa y el cooperativismo sí
debe ser materia de concurrencia entre la Federación, los
Estados y los Municipios, así como el Distrito Federal, con-
forme a las bases que al efecto expida el Congreso de la
Unión.

Motivados en los argumentos expuestos y con fundamento
en lo establecido por el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes de la
Comisión de Puntos Constitucionales coincidimos en so-
meter a la consideración de esta honorable Asamblea el si-
guiente Proyecto de

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRAC-
CIÓN XXIX-N AL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una fracción XXIX-
N al artículo 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I a XXIX-M. ...

XXIX-N. Para expedir leyes en materia de constitución,
organización, funcionamiento y extinción de las socie-
dades cooperativas. Estas leyes establecerán las bases
para la concurrencia en materia de fomento y desarro-
llo sustentable de la actividad cooperativa de la Federa-
ción, Estados y Municipios, así como del Distrito Fede-
ral, en el ámbito de sus respectivas competencias.

XXX. ...

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales
en lo que se opongan al contenido del presente Decreto.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, México, Distrito Fe-
deral, a los 5 días del mes de abril del año 2006.

Comisión de Puntos Cosntitucionales, diputados: Ernesto Alarcón
Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); Francisco Antonio
Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico Barbosa Gutiérrez
(rúbrica); Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique Burgos
García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís; Horacio Duarte Oli-
vares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Francisco Cuauhtémoc
Frías Castro (rúbrica), Presidente; Miguelángel García-Domínguez;
Luis Antonio González Roldán (rúbrica), secretario; J. Jesús Lomelí
Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez (rúbrica); Luis
Maldonado Venegas (rúbrica), secretario; Germán Martínez Cázares;
Antonio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García
(rúbrica), secretario; Janette Ovando Reazola; Aníbal Peralta Galicia
(rúbrica); Jorge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Reta-
na Ramos (rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica); Clau-
dia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel Sandoval Figueroa
(rúbrica); Socorro Leticia Userralde Gordillo (licencia); Marisol Vargas
Bárcena (rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González (rúbrica), se-
cretario; Emilio Zebadúa González.»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia somete a la consideración de la honorable
Asamblea esta reforma constitucional. No hay oradores re-
gistrados; consideramos el asunto suficientemente discuti-
do. Y por tratarse de un artículo único, se ruega a la Secre-
taría que ordene la apertura del sistema electrónico de
votación por tres minutos, a efecto de recabar votación no-
minal en lo general y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico de votación
por tres minutos para proceder a la votación en lo general
y en lo particular del proyecto de decreto. Se informa a las
ciudadanas diputadas y a los ciudadanos diputados que en
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esta sesión se tienen programadas inicialmente y de mane-
ra sucesiva gran número de votaciones electrónicas, por lo
que sugerimos a ustedes estar presentes en el salón de se-
siones. Asimismo, se les informa que el sentido del voto
deberá ser emitido durante el tiempo en que esté abierto el
sistema electrónico: una vez cerrado no se tomarán vota-
ciones de viva voz.(...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor Presi-
dente: se emitieron 333 votos en pro, cero en contra y cua-
tro abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular por 333 votos, el
proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-N al
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; pasa al Senado para sus efectos
constitucionales. 

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados314


